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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Bombal Otaegui, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ríos Santander, Mario

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Valdés Subercaseaux, Gabriel

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia y de Salud.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:1, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 52ª, ordinaria, en 17 de mayo; 53ª, especial, y 54ª, ordinaria, en sus partes pública y secreta, ambas en 18 de mayo, todas del año en curso, que no han sido observadas.


(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Informes



Segundo  informe  de  la  Comisión  de  Economía  recaído  en el  proyecto,  en  primer  trámite  constitucional, que modifica la ley Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales (boletín Nº 3.671-03). (Véase en los Anexos, documento        1 ).


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal (boletín Nº 3.886-03). (Véase en los Anexos, documento        2 ).


--Quedan para tabla.

Comunicación



De la Comisión de Hacienda, mediante la cual solicita modificar el trámite dado al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal (boletín Nº 669-01), en el sentido de que sea informado en primer término por las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, y posteriormente, por la de Hacienda, en las materias de su competencia.



--Se accede a lo solicitado.
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Acaba de llegar a la Mesa una comunicación de la Comisión de Ética del Senado, con la que informa que aceptó la renuncia presentada por su Presidente, Senador señor Valdés, y eligió en su reemplazo al Honorable señor Cantero.



--Se toma conocimiento.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.
V. ORDEN DEL DÍA

FACILIDADES PARA ACCESO A INFORMACIÓN

DE ÓRGANOS PÚBLICOS

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión general del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre acceso a la información pública, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.













3773-06
Ver informativo Nº 88

--Los antecedentes sobre el proyecto (3773-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Gazmuri y Larraín).

En primer trámite, sesión 23ª, en 4 de enero de 2005.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 54ª, en 18 de mayo de 2005.


Discusión:



Sesión 3ª, en 8 de junio de 2005 (queda pendiente su discusión).
El señor ROMERO (Presidente).- Había pedido la palabra el Honorable señor Núñez.



Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, sólo quiero expresar, en forma muy breve, mi opinión favorable a esta iniciativa presentada por los Senadores señores Gazmuri y Larraín. Creo que con ella se avanza bastante hacia el objetivo de generar mejores condiciones y perfeccionar los derechos ciudadanos en materia de acceso a la información.



La única observación -no reparo- que formulé durante el debate general del proyecto en la Comisión fue la siguiente: que eso está muy bien para los organismos estatales -me parece absolutamente obvio-, pero que es necesario incorporar también a todas las empresas privadas que ofrecen servicios públicos o desarrollan actividades o acciones relacionadas con el ciudadano medio.



En la actualidad existen carencias, no sólo en las reparticiones del Estado, que -tal como lo comprobó la Open Society Justice Initiative- no proporcionan la información oportunamente, cuando la gente la requiere, sino también en muchas empresas privadas con responsabilidades en el ámbito público, porque prestan a la comunidad servicios muy elementales, pero fundamentales para la vida cotidiana.



En consecuencia, resulta indispensable perfeccionar las normas propuestas por los autores de la normativa en estudio, a los efectos de hacerlas más extensivas, teniendo presente que con ello no se pretende violentar la propiedad privada, ni mucho menos, sino refundar una manera de entender el servicio público también desde lo privado.

El señor LARRAÍN.- Eso está en la Ley de Probidad.

El señor NÚÑEZ.- Leí la parte pertinente, señor Senador, y concuerdo en que está consignado en ella. Pero entiendo que, cuando discutimos el tema, consideramos conveniente hacer referencia a ésa y a otras leyes, como la indicada por el Honorable señor Silva. 



A modo de ejemplo, y a propósito de un cuerpo legal que aprobamos en su momento, carecemos de antecedentes acerca de qué ha pasado con el silencio administrativo, que supuestamente fue un gran avance en el país para los efectos de obtener en forma más rápida la respuesta del servicio público al requerimiento de un ciudadano.



Tengo la impresión de que no ha pasado nada, sea por cultura o porque la Administración Pública no se ha adaptado de manera adecuada a la legislación sobre silencio administrativo. El hecho es -y creo que todos los señores Senadores estarán de acuerdo conmigo- que cuando se va a un servicio público cualquiera se comprueba que por lo general la gente reclama, o por la lentitud de la respuesta, o porque sencillamente no hay posibilidad de que el funcionario correspondiente entregue la debida información. 



En seguida, estoy de acuerdo en que el proyecto debe contemplar sanciones. Como vimos en la Comisión, en su última parte contiene un conjunto de ellas. Y en ese ámbito podríamos ayudar, no sé si a mejorar la iniciativa, pero al menos a ir perfeccionándola.



Hay otro aspecto acerca del cual hemos incursionado en algo que no necesariamente podemos abordar en la iniciativa. 



¿Qué sucede en la actualidad con el servicio público? En la Administración del Estado existe la carrera funcionaria (vuelvo a insistir en que la iniciativa no tiene nada que ver con esa materia). Pero si se quiere un servicio público eficiente, se debe regular mucho más ese aspecto, porque muchas veces la inoportuna respuesta al ciudadano común que hace algún requerimiento no se debe sólo a que los funcionarios son lentos por no ser aptos, sino a que no se han capacitado en  materia de información.



Por lo tanto, deberíamos trabajar más atentamente, a propósito de esta normativa, en algo que considero fundamental: la carrera funcionaria, entendida no sólo como un mecanismo regularizador de los ascensos, sino también, y de manera primordial, como un procedimiento donde se empiecen a incorporar con más claridad los méritos para ascender. En mi opinión, debería constituir un demérito para cualquier empleado la infracción a alguna de las disposiciones contenidas en el articulado.



En consecuencia, estimo que se trata de una muy buena iniciativa. Creo que ha abierto un debate, por lo menos en la Comisión de Gobierno, y espero que en la Sala sea recibida tal cual lo fue en dicho órgano técnico.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



¿Algún señor Senador desea fundar el voto?



--(Durante el fundamento de voto).
El señor PROKURICA.- Voy a ser muy breve.



Señor Presidente, creo que este proyecto es extraordinariamente importante para la realidad que vive Chile. Todo lo dicho por quienes me han antecedido en el uso de la palabra, a mi entender, queda corto en un país donde el secretismo representa la regla general.



En la práctica, ocurre que la Administración Pública se niega permanentemente a contestar –¡y estamos en democracia!- los oficios de fiscalización y los que se envían desde el Senado. Y me gustaría saber cuántos no han tenido respuesta. ¡Para qué hablar del ciudadano común y corriente que acude a un servicio público a pedir información! Y puedo afirmar, después de haber sido por doce años miembro de la Cámara de Diputados, órgano fiscalizador per se, que un gran número de oficios remitidos por ella no son contestados.



El caso más increíble, que aún no termina y que viví en carne propia, dice relación a tres empresas del Estado: CODELCO, Televisión Nacional de Chile y BancoEstado.



En democracia, la Cámara Baja nunca -¡nunca!- ha podido saber cuál es el sueldo de los funcionarios y ejecutivos de esas empresas. Es más: se negaron a entregar información, cuestión que dura hasta hoy.



Por eso, solicito a los señores Ministros que nos acompañan, en especial al señor Dockendorff, que hagan algo al respecto, porque la base de la democracia son la información, la transparencia. 


No es posible que esas tres empresas hayan iniciado juicios de mera certeza en los tribunales para evitar dar dichos antecedentes.



Siendo justo, debo decir que en el último tiempo, bajo la administración de don Juan Villarzú, la CODELCO entregó algunos datos. Sin embargo, otras empresas del Estado nunca han informado acerca del monto de los sueldos de sus ejecutivos.



Por lo expuesto, es necesario votar a favor el proyecto para lanzar esta idea hacia adelante, porque la transparencia no le hace mal a nadie, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por unanimidad, se aprueba en general el proyecto (35 votos a favor).



Votaron los señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Fernández, Flores, Foxley, Frei (doña Carmen), García, Gazmuri,  Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Moreno, Naranjo, Núñez, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Silva, Vega, Zaldívar (don Andrés) y Zurita. 

El señor ROMERO (Presidente).- La Mesa sugiere fijar como plazo para presentar indicaciones el 4 de julio, a las 12.

El señor LARRAÍN.- Que sea el 11, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala,  el plazo para hacer llegar las indicaciones vencerá el 11 de julio, a las 12.



--Así se acuerda.

)------------------(

El señor GARCÍA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, antes de entrar a considerar el siguiente proyecto, quiero solicitarle que recabe el acuerdo de la Sala para despachar los oficios que distintos señores Senadores han hecho llegar a la Mesa. 



Tal solicitud se basa en que, por razones reglamentarias y por acuerdo de los Comités, no ha habido hora de Incidentes en las tres sesiones de la presente semana.

El señor ROMERO (Presidente).- Señor Senador, en la Versión Taquigráfica quedó constancia de que, aun cuando no hubiera hora de Incidentes, se despacharían los oficios que se presentaran.

)-------------------(

El señor ROMERO (Presidente).- El Honorable señor Arancibia solicitó requerir la aquiescencia de la Sala para que después de los proyectos con urgencia se tramite el que suspende el reemplazo de inscripciones en el registro pesquero artesanal, que se halla en su primer trámite.



El fundamento de la iniciativa es que el 23 de junio vence un plazo que la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, acordó prorrogar.



¿Habría acuerdo para incluir el proyecto en la  tabla y tratarlo de inmediato?

El señor RÍOS.- No, señor Presidente, pues voy a presentar una indicación.

El señor ROMERO (Presidente).- Muy bien.



En su momento consideraremos la materia.

)-----------------(

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Señores Senadores, corresponde tratar el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados que deroga el inciso tercero del artículo 18 de la ley Nº 19.578. Pero, como no ha llegado el informe de la Comisión de Hacienda, no podremos considerarlo aún.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, no me quedó claro qué pasó con el proyecto referido al registro pesquero artesanal.

El señor ROMERO (Presidente).- Lo vamos a poner en tabla inmediatamente. Se presentó una indicación; después determinaremos cómo proceder.

El señor NÚÑEZ.- Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO.- ¿No habrá informe o la Comisión no va a sesionar?

El señor ROMERO (Presidente).- Según entiendo, está reunida.

El señor PIZARRO.- ¿El proyecto relativo al artículo 57 bis tiene discusión inmediata?

El señor ROMERO (Presidente).- Mientras no reciba el informe de la Comisión de Hacienda, no puedo ponerlo en tabla, señor Senador.

El señor PIZARRO.- Pero hay una hora de término de la sesión.

El señor ROMERO (Presidente).- Exactamente. Pero la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional me impide incluirlo. 



Ya hablé el tema con el Ministro señor Dockendorff. Si no alcanzamos a tratarlo hoy, lo pondremos en el primer lugar del Orden del Día de la sesión del martes próximo. No hay problema.

El señor PIZARRO.- Entonces, quedaría para el martes.


MODIFICACIÓN DE LEY Nº 19.419 EN CUANTO A PUBLICIDAD Y CONSUMO DE TABACO

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y al consumo de tabaco, con informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “simple”.
3825-11
--Los antecedentes sobre el proyecto (3825-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 41ª, en 5 de abril de 2005.


Informe de Comisión:


Salud, sesión 1ª, en 7 de junio de 2005.
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El principal objetivo de la iniciativa es modificar la ley Nº 19.419, que regula actividades relacionadas con el tabaco, reforzando la protección a los no fumadores; restringiendo la publicidad y promoción de los productos elaborados con tabaco; protegiendo a los menores de edad en cuanto a dificultar su acceso a dichos productos, y planteando como política pública la generación de ambientes libres de humo de tabaco tanto en el sector público cuanto en el privado, así como en los lugares cerrados de acceso público, establecimientos de salud y de educación.



La Comisión de Salud discutió el proyecto solamente en general, de conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento. Luego de recibir en audiencia a representantes del Ejecutivo, a diversas organizaciones especializadas en la materia y a otras entidades interesadas en el objetivo del proyecto, aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.



Finalmente, corresponde señalar que el número 9) del artículo 1º de la iniciativa tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 26 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, este asunto fue objeto de mucha discusión en todas partes, incluso en el Senado, cuando se aprobó el proyecto promulgado posteriormente  como ley Nº 19.419.



En esta oportunidad, la Comisión de Salud aprobó por unanimidad el texto que modifica ese cuerpo legal, de acuerdo con diversos antecedentes que daremos a conocer en el transcurso del debate.



¿Qué es lo central y lo fundamental de esta nueva propuesta?



En primer lugar, su propósito no es limitar el derecho de las personas a fumar. Todos los que quieran pueden hacerlo, salvo que con ello afecten a no fumadores, quienes tienen derecho a un ambiente libre de humo.



Lo señalo porque la gran crítica que se hace a la iniciativa es que limitaría la libertad personal. De manera que eso queda despejado. 



El proyecto apunta a temas centrales.



¿Cuáles son, en definitiva, sus razones?



Sin el ánimo de hacer un debate demasiado extenso, lo fundamental es que tanto el Gobierno como los Parlamentarios que trabajamos en la materia consideramos que el tabaco causa daño.



Hasta hace muy poco se hablaba de que podría afectar la salud y generar alguna enfermedad. También se decía que a algunas personas,  pese a haber fumado hasta los 90 años, nada les sucedió.



En seguida, el proyecto limita la publicidad, acota los lugares en que se puede fumar y precisa expresamente donde no se puede.



En tercer lugar, establece normas en orden a que la publicidad no pueda dirigirse a los menores -que es el ejemplo dado permanentemente-, para que no sea posible focalizarla de esa manera.



En cuarto término, se consigna que, cuando hay prohibición de fumar en un recinto cerrado -tratándose en especial de restoranes o lugares similares-, ese espacio debe estar lo suficientemente separado para que quien fuma no obligue a hacerlo de modo  indirecto a otras personas, como sucede ahora por el hecho de haberse establecido en la ley  vigente la creación de un ambiente que “puede estar separado”, lo cual no se precisa y, por lo tanto, en la práctica no es tal.



Otro elemento importante es que el proyecto impone a los productores la obligación de generar una expresión clara de que el tabaco produce daño y estamparla en la cajetilla con determinada dimensión.



¿Cuál es el objetivo de todos estos antecedentes?



Básicamente, además de lo señalado, entender que en Chile todavía se sigue fumando en exceso, en comparación con otros países, y que los sectores más agraviados con esta situación son las mujeres –en particular las embarazadas-, los niños y los jóvenes.



Según los datos contenidos en el informe, los jóvenes siguen fumando más que las personas de otras edades, porque en esa etapa el afán de fumar es alto, a diferencia de los adultos, en que es más bajo.



Esto nos parece especialmente relevante, porque se podrá discutir o podrá haber una violenta oposición, pero existen dos realidades indubitadas. El humo de cigarrillo que aspira una mujer embarazada repercute directamente sobre el feto, lo cual se capta en las ecografías, cuando se ve cómo él reacciona al momento en que la madre fuma.



Y en lo que respecta a los jóvenes, también es claro que, cuando están sometidos a un exceso de humo de tabaco, su evolución intelectual es distinta de la de quienes no lo están.



Por lo tanto, más allá del proyecto mismo -que hemos discutido varias veces-, como miembro de la Comisión, me interesa dar a conocer el sentido del articulado.



Ya no hay nadie en el mundo que estime innecesario dictar leyes con el objeto de evitar lo que mencioné al comienzo, que no consiste en prohibir que la gente fume, porque ello forma parte de su libertad personal, sino en procurar que no lo hagan quienes están en su entorno. Y eso significa la obligación de acatar las normas que proponemos.



Ahora bien -con esto termino, para ojalá aprobar el proyecto de inmediato-, es claro que en todo el mundo se ha intentado sofocar este hábito. Y también lo es, como podrán constatar los señores Senadores, que en el texto de la iniciativa no hay ninguna referencia de orden tributario respecto del tabaco. Y, al menos en mi opinión, es bueno que así sea, por cuanto ése es el mayor problema que se produce cuando se discute el tema.





Todos los países adoptan varias líneas de acción, que son las que hemos resumido. 



Primera: educar. Más allá de lo que señale el texto de la ley, una vez promulgada será obligación del Gobierno que corresponda mantener una relación muy estrecha entre los Ministerios  de Salud y de Educación. Prevenir, más que sancionar, debe ser la orientación en la cual tenemos que trabajar.



Segunda: proteger a los sectores más duramente afectados, que son  los jóvenes y las mujeres.



Tercera: evitar al máximo la publicidad, en particular en lugares aledaños a las escuelas -donde se encuentran aquellos a quienes la industria quiere conquistar- y en relación con el deporte, espacios que habitualmente  se usan como enganche, sobre todo entre los adolescentes.



Cuarta: educar en cuanto a las áreas donde estará absolutamente prohibido fumar, o sea, recintos cerrados, oficinas de la Administración Pública, Parlamento, restoranes y otros puntos de reunión masiva, con las salvedades que mencioné.





Señor Presidente, cuando se planteó la primera iniciativa de ley, que me correspondió elaborar con el entonces Senador Nicolás Díaz, quien fue su verdadero  inspirador, hubo muchas dificultades, porque no existían ni el ambiente ni la socialización necesarios con respecto al tabaco. Con el correr del tiempo nos dimos cuenta de que varias de las normas establecidas en la ley no se podían cumplir. Incluso, la Contraloría General de la República reparó que no se facultaba al Ministerio de Salud para imponer determinadas exigencias a las cajetillas o envases.



Ahora existe un mejor ambiente. De hecho, frente a las preguntas que habitualmente se realizan, la mayoría de los ciudadanos chilenos responde que los no fumadores, que constituyen el 56 por ciento de la población, tienen tanto derecho a un ambiente libre de humo de cigarrillo como el que asiste a los fumadores, los cuales representan el 42 por ciento.



Por eso, señor Presidente, para no alargar mi intervención, solicito a la Sala aprobar la idea de legislar y abrir un plazo de al menos 15 días para la presentación de indicaciones, con el objeto de que el proyecto pueda ser estudiado en particular con mayor detalle, de acuerdo a las modificaciones que se sugieran.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, con la legislación que se propone estamos dando un paso decisivo para establecer en Chile una política de Estado antitabaco.



Si bien es cierto que con la ley 19.419 se crearon condiciones para avanzar en esa dirección, es indudable que a poco andar ellas se mostraron insuficientes. Al hacer una evaluación de ese cuerpo legal a lo largo de estos años, uno advierte serias deficiencias que, en la práctica,  la tornaron ineficaz para controlar el consumo y evitar el aumento de los fumadores en Chile.



Felizmente, el Congreso acogió hace algunos meses el Convenio Marco para el Control del Tabaco, que de alguna manera nos obliga a definir una política antitabaco en nuestro medio. 



Creo que las modificaciones planteadas a dicha ley por el Ministerio de Salud dan cuenta de aquella realidad. En ese sentido, considero pertinente que la Sala, en concordancia con su postura de acoger el referido Convenio Marco, dé su aprobación en general al proyecto en debate.



¿Por qué señalo esto, señor Presidente? Porque las estadísticas nacionales son muy reveladoras. Aquí se ha indicado -lo hizo muy bien el Senador señor Ruiz-Esquide- que en el concierto latinoamericano somos el país con más alto consumo de tabaco per cápita, el cual ha sido fuertemente estimulado, de modo principal, en los sectores de jóvenes, niños y mujeres.



Debo advertir que el proyecto -algunos Honorables colegas podrían ser inducidos a pensar en tal sentido como consecuencia de esta discusión- no va contra los fumadores. Lo que busca es garantizar el derecho de los que no fuman en los ambientes donde ellos se desenvuelven. Por eso se aboca, fundamentalmente, a situaciones muy específicas.



Una de ellas dice relación a la publicidad. Es evidente que la norma legal en vigor no se hace cargo de la gravedad del problema. Cuando uno revisa las diversas legislaciones existentes en el mundo comprueba que la gran mayoría apunta a restringir totalmente la publicidad del tabaco, al extremo de que algunos grandes premios en el automovilismo, financiados por las empresas tabacaleras, no han podido seguir realizándose en determinados países al prohibirse en ellos la publicidad de éstas, por lo que han debido ser trasladados a otros lugares del orbe.



La normativa propuesta no restringe la libertad de nadie. Los fumadores van a mantener el derecho a seguir fumando, pero conscientes de los daños que provoca el cigarrillo y respetando -insisto- los derechos de quienes no lo hacen.



Por eso, la publicidad, en particular la que se ubica en recintos deportivos y espacios públicos, debe ser restringida al máximo, porque -y aquí hay una cuestión verdaderamente preocupante- las empresas tabacaleras necesitan un ejército de reserva para sustituir a los miles y millones de personas que todos los años mueren a causa del cigarrillo. Y para eso ha encontrado terreno fértil en los menores de edad. A ellos va dirigida principalmente la publicidad. Si uno recorre espacios públicos cercanos a los establecimientos educacionales, se dará cuenta de que ahí es donde se hace la mayor propaganda.



Aún más -lo decían en la Comisión los entendidos en la materia-,  los menores de edad, si no han fumado a los 15 años, difícilmente se van a transformar después en adictos al tabaco. Por lo tanto, lo que se busca es que ellos hayan fumado en algún momento, para que se puedan convertir en potenciales adictos. No es mera casualidad que la marca de cigarrillos Belmont fuese concebida principalmente para estimular e incidir en los menores de edad, porque la primera reacción de una persona que nunca ha fumado es el rechazo natural que produce el hacerlo por primera vez. Curiosamente, la cajetilla de Belmont contiene un mensaje publicitario que sirve como anzuelo para que los menores se incorporen al consumo del tabaco. Alude a su "suavidad". O sea, fumar no es malo; es sinónimo de éxito, de sociabilidad, de poder desenvolverse bien en el mundo juvenil. 



En consecuencia, señor Presidente, es clave avanzar en materia de publicidad.



El segundo aspecto -creo que la iniciativa lo aborda en buena forma- tiene que ver con los espacios donde se podrá fumar. No se trata       -hemos sido reiterativos en ello- de que los fumadores no tengan lugares donde hacerlo, sino de que en los que coinciden fumadores y no fumadores se respete el derecho de estos últimos, porque se ha comprobado científicamente que el humo del tabaco es tanto o más dañino que el propio consumo. Entonces, muchos fumadores pasivos -por decirlo de alguna manera- contraen parte importante de las enfermedades causadas por el producto. Estamos hablando, sólo en nuestro país, de alrededor de 14 mil personas que mueren cada año por afecciones directa o indirectamente relacionadas. 



Por lo tanto, resulta fundamental –y la idea es recogida bien por la legislación en proyecto- la separación hermética entre los sectores o lugares de fumadores y no fumadores.



Del mismo modo, nos parece esencial restringir la venta a los menores de edad. Es necesario protegerlos, para que no pasen a formar el ejército de reserva de las empresas del rubro. Y, en ese sentido, todo lo que diga relación, no sólo a la publicidad, sino también al expendio, es un paso sumamente trascendente.



Considero importante señalar dos cuestiones más sobre el tema. Una de ellas tiene que ver con la advertencia que es preciso formular y se halla asociada, por cierto, a la publicidad. Hoy no cabe ninguna duda –y así lo demuestran los diversos estudios- de la existencia de una vinculación directa entre el consumo de tabaco y la muerte. Por consiguiente, la advertencia no puede referirse a una probabilidad, sino a una certeza: debe expresar con claridad y exactitud los daños que provoca el hábito. Creo que las modificaciones propuestas en el proyecto de ley van en la dirección correcta, en cuanto a la necesidad de legislar también acerca de ese punto.



Por último, señor Presidente –y estimo de relevancia consignarlo-, las empresas tabacaleras han manifestado, a lo menos en la Comisión, una posición favorable a que se legisle sobre el asunto. Consideran oportuno, también, avanzar en el mejoramiento de la normativa vigente al respecto.



Por ello, si esta Honorable Sala aprueba en general la iniciativa del Ejecutivo y también las modificaciones posteriores, pienso que el ordenamiento en vigor sobre el tabaco se pondrá a la altura que corresponde y se someterá a las restricciones imperantes en el concierto internacional. Y lo más destacable es que nuestras disposiciones internas se harán coherentes con el Convenio Marco que aprobamos hace algún tiempo.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, los estudios realizados a nivel médico sobre los efectos del tabaco ya son de una data muy antigua -empezaron por allá por 1950- y ha aumentado cada vez más la información con que contamos acerca del inmenso daño que aquél provoca en los fumadores. Se calcula que, en promedio, uno de ellos vive diez años menos que quien no fuma. ¡Diez años de vida menos, en promedio! ¡Es una enormidad!



En verdad, sí es nuevo que ahora ya se ha podido comprobar que las consecuencias nocivas no recaen sólo en el fumador, sino también en quienes se hallan cerca. Se habla del “fumador pasivo”, esto es, de aquel que debe inhalar el humo que emiten otros. Y ese daño puede ser también enorme.



Por lo tanto, a estas alturas, con la información de que disponemos, es del todo evidente que debemos legislar para que aquellos que fuman no perjudiquen a terceros que no lo hacen. 



Ése es el primer aspecto del proyecto.



El segundo se refiere fundamentalmente a que se trata de retrasar la edad a que empieza el hábito. En Chile, el inicio en el cigarrillo es, a veces, a los 13, 14, 15 años. Existe mucha precocidad. La cuestión radica en que a esas edades el joven actúa básicamente por moda, por imitar a sus amigos, pero sin conciencia alguna de que en el fondo está adquiriendo un vicio, una adicción –es lo que se provoca, al final-, de la cual probablemente le será muy difícil sustraerse en el futuro. En esa etapa no tiene idea de tal efecto, de que el día de mañana le va a ser imposible dejar el cigarrillo.



A esa edad tampoco tiene idea –no ha leído los estudios respectivos- de la tremenda incidencia de ese hábito en la salud.



Por tal motivo, se intentar retrasar, deseablemente, la edad a la que se empieza a fumar. Y una serie de normas apuntan a ello.



Y el tercer aspecto consiste en que ojalá, en general, se fume menos en el país; en que se reduzca el consumo de tabaco. En ese objetivo hemos estado todos de acuerdo.



La idea de legislar fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Salud. Sin duda, en la discusión particular se deberán enfrentar algunos problemas que no son fáciles de resolver. Por ejemplo, en relación con los puntos de venta y con la prohibición de expender legalmente cigarrillos en un radio de trescientos metros de cualquier colegio, se nos han acercado personas que aseveran que en algunos pueblos pequeños sencillamente no será posible esa actividad y la gente deberá ir a la localidad vecina. Es algo que carece de sentido, porque, en el fondo, cuando no se permite la venta legal surge la venta ilegal.



Y se nos ha explicado cómo en algunas ciudades el expendio legal prácticamente se reduciría a la periferia. Ello tampoco tiene mucho sentido.



Pero, ¿qué es lo razonable? ¿Trescientos metros de perímetro? ¿O debieran ser trescientos metros pero contados sólo desde la puerta de ingreso? ¿Porque cuál es el sentido de contar trescientos metros desde el muro de atrás, por donde nadie sale del colegio ni entra a él?



Existe una serie de asuntos prácticos que se deberán discutir con un poco más de cuidado.



En cuanto a la publicidad del producto, me parece que todos tenemos absoluta claridad en que no puede exhibirse ninguna que de alguna manera atraiga a los jóvenes. ¿Es posible o no una forma de ella que no vean? No lo sé. Estaremos considerándolo. ¿Es posible alguna de carácter directo? Tampoco lo sé. Pero me parece que en la discusión particular habrá que tener presentes muchas interrogantes.



La prohibición de fumar o la medida de mantener absolutamente separados los espacios de los fumadores y de los no fumadores es algo obvio cuando se trata, por ejemplo, de recintos públicos. Si se necesita viajar en avión, por ejemplo, se debe ir al aeropuerto, donde todas las personas se hallan juntas, por lo que la prohibición resulta evidente.



¿Qué pasa, en cambio, en un restorán? A lo mejor, en la pareja, uno fuma y el otro no. A lo mejor, uno está dispuesto a hacer el sacrificio una vez, y el otro, a la siguiente. Pero no lo veo mucho como una situación en ambientes separados.



O sea, se registran casos que se vinculan con la libertad de los individuos, y otros, con una libertad mal entendida, en los que fumar, en el fondo, le hace daño a una persona distinta.



Así que estimo que la discusión particular será interesante. No necesariamente el proyecto saldrá tal cual se presenta ahora. De lo que no me cabe duda es de que después de la aprobación en esa etapa contaremos con normas mucho más estrictas que hoy. Y pienso que ello es bueno. A mi juicio, en general se ha minimizado en la discusión pública el daño que el tabaco causa en la salud, así como también el que los fumadores provocan a los no fumadores, a los fumadores pasivos, en el fondo. Y considero que se debe afrontar la cuestión, pero sobre la base de mezclar el sentido común con disposiciones realmente protectoras.



Anticipo, entonces, una discusión entretenida en la Comisión; pero claramente recomiendo que en el pronunciamiento en general se vote a favor, porque juzgo del todo indispensable una normativa más estricta que la existente.



Gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, votaré favorablemente el proyecto, pero deseo recoger algo que expresó el Senador señor Naranjo. Estoy muy de acuerdo con Su Señoría a lo menos en ese punto.



Aquí se ha hecho mención varias veces al tema de la salud, y se sostuvo algo que vale la pena examinar. De pronto se hacen  afirmaciones sobre determinadas materias sólo porque que se han oído, sin analizarlas previamente.


Se dice que Chile es el país que ostenta el más alto consumo per cápita de tabaco en América Latina, lo cual, obviamente, produciría un efecto negativo bastante evidente, conforme a los antecedentes que se han entregado. Sin embargo, exhibe los mejores índices de salud, no sólo de América Latina, sino del mundo.



Cuando el Honorable señor Andrés Zaldívar era Presidente del Senado y yo Vicepresidente, recibimos la visita de la máxima autoridad de la Organización Mundial de la Salud, quien nos expresó, textualmente, que llegaba al país donde existía uno de los mejores índices de salud del orbe. Y nos ubicó -nada más ni nada menos- en el lugar número 14. Así que, de pasadita, mis felicitaciones al señor Ministro de Salud.



Hay sólo 13 países con índices de salud superiores a los nuestros. De los 187 países reconocidos por las Naciones Unidas, a lo menos 174 presentan índices más bajos que Chile.



Señalo lo anterior porque deseo recoger lo planteado por el Senador señor Naranjo. Me parece que no está tan resuelto el tema del tabaco, porque, si bien el país tiene un altísimo consumo, a su vez exhibe un elevado índice de salud, una población en general sana y una expectativa de vida cercana a los 80 años. En Estados Unidos ésta alcanza a 81 años, es decir, tenemos sólo un año de diferencia en esta materia con la mayor potencia económica, social y en todo orden.  Sin embargo, me parece lógico aceptar el proyecto en beneficio de quienes no fuman. Ésa es la verdad de las cosas.



En cuanto a los antecedentes de salud, deseo que se sigan entregando, siempre que se haga con fundamento. Porque -reitero-, si se aducen motivos de salud, no encuentro razón alguna para que Chile posea los mejores índices sobre el particular, en circunstancias de que exhibe uno de los más altos niveles en tabaquismo. Es algo extraño.



Algunos médicos sostienen que los fumadores no padecen de alzheimer. Es decir, dicho hábito trae algún beneficio. Esto lo sostuvo un distinguido facultativo de nuestra Región, quien ha desempeñado cargos públicos muy importantes. Él señaló que efectivamente el tabaco produce daños en los pulmones y en el corazón, sin duda alguna, pero que ningún fumador ha tenido alzheimer, según los antecedentes conocidos en todo el proceso de investigación clínica sobre esta materia.



Votaré favorablemente. Lo haré animoso y contento, porque hay que respetar el derecho de quienes no fuman. Y ese respeto implica necesariamente adherir a la iniciativa.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, deseo iniciar mi intervención sobre este importante proyecto de ley señalando algunos hechos puntuales.



Se calcula que 43 por ciento de la población chilena de entre 12 y 64 años de edad fuma. Esto significa que aproximadamente 4 millones de personas son adictas a la nicotina, lo que nos coloca en el nivel de más alta prevalencia de América Latina. Como resultado de ello mueren 14 mil chilenos al año por causas exclusivamente asociadas al tabaquismo, como cáncer o enfisema pulmonar. Para completar este cuadro, el país gasta mil 140 millones de dólares en atenciones derivadas de estas patologías.



Quiero complementar estos antecedentes expresando que siete de cada diez menores de 13 a 15 años ya han fumado y que 9,5 por ciento de los jóvenes admite que recibió cigarrillos gratuitamente de sectores interesados.



Justamente, una idea central del proyecto es atacar en especial el consumo en jóvenes que aún no ingresan a él en plenitud. Los niños fuman cerca de dos cigarrillos al día y los adquieren, por lo general, sueltos. Según la última encuesta mundial de tabaco, los adolescentes chilenos de entre 13 y 15 años son los más fumadores.



No podemos olvidar que recientemente Chile ratificó el Convenio Marco contra el Tabaco de la Organización Mundial de la Salud. El proyecto permitirá incorporar a nuestra legislación los grandes principios expuestos allí. Dicho instrumento internacional plantea a los Estados temas tales como impedir la publicidad del tabaco, regular las advertencias sobre los efectos nocivos en las cajetillas y aumentar los impuestos a este producto.



La iniciativa en debate acoge la eliminación de la publicidad, pero en forma gradual, en un período de tres años. También establece que los mensajes en las cajetillas sobre los efectos nocivos deberán cubrir hasta 40 por ciento de las caras frontales con advertencias directas, tales como “El tabaco causa cáncer” y el bebé de la embarazada corre peligro. 



En cuanto a los impuestos, se ha desestimado alzarlos, ya que en la actualidad la tasa alcanza a 76 por ciento del valor del producto que se expende al público.



El problema de fondo radica en el campo de las libertades, por cuanto se trata de derechos que algunos ejercen creyendo haber elegido el fumar. Sin embargo, el tabaco produce adicción, lo cual significa que el fumador no tiene capacidad de abstenerse del consumo. Por tanto, está en duda el uso de su libertad individual para elegir.



Por otra parte, el fumar no es un acto en solitario. Tiene otra dimensión, que se traduce en que el humo puede provocar daño a la salud de terceros. 



El Estado garantizará que se pueda fumar, pero en determinados espacios minoritarios, ya que debe fundamentalmente proteger a la población de un producto que causa la muerte del 50 por ciento de los adictos. Existe evidencia científica del grave daño que produce el tabaco. Se trata, además, de asegurar espacios libres de humo, como lo indica el proyecto. Habrá lugares con prohibición total; otros, con prohibición condicional, y algunos, con prohibición especial.



La solución del problema de los que fuman pasa por la educación. Se trata de cambiar los hábitos mediante una adecuada información y sensibilización, de tal modo que quienes deseen seguir fumando lo puedan hacer, pero sabiendo perfectamente los daños que ello conlleva. Lo que prevalece es entonces, más que imponer restricciones, lograr un cambio cultural de conductas, fomentando que las personas, especialmente la población escolar, no fumen.



Por último, el beneficio por concepto de impuestos que produce la industria tabacalera alcanza a 600 millones de dólares. Por su parte, los gastos en salud que debe solventar el país por los nocivos resultados del tabaco son muy elevados. Además -como ya señalé-, 14 mil personas mueren cada año en nuestra patria por afecciones directa o indirectamente relacionadas con dicho consumo. 



Por esa razón, apoyaré sin restricciones el proyecto.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, deseo reiterar mi apoyo a la iniciativa.



La Comisión de Salud ha realizado un trabajo importante al escuchar a todas las partes interesadas. Además, contó con la asistencia de la televisión del Senado, que transmitió públicamente las sesiones. Me parece que nadie quedó sin intervenir y exponer sus puntos de vista.



No insistiré en lo que ya señalaron los Honorables colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, sino que me referiré a otros aspectos relacionados con el proyecto. 



Las grandes preguntas que uno se hace son: ¿Por qué se restringe la libertad del fumador? ¿Le compete al Estado preocuparse de la conducta individual de cada ciudadano para llevarlo a la virtud? ¿Es tarea del Gobierno, del Estado, del Parlamento? ¿O es un ámbito que debería quedar entregado única y exclusivamente al interés de cada cual?



Considero que ése es un tema bastante delicado. Si el Estado interviene, no es en salvaguardia de la salud de cada individuo, sino de la salud pública, lo cual envuelve un concepto distinto. Y ello obedece a un hecho muy simple -como expresaron varios señores Senadores-: el fumador contamina a quien está a su lado. Ése es el punto.



En consecuencia, el Estado hace dos cosas: por una parte, restringe el daño al que no fuma, y por otra, desincentiva, sobre todo en los jóvenes, el consumo individual. Pero, obviamente, no lo puede prohibir.



Y aquí surge la contradicción: si el tabaco causa tanto daño, ¿por qué no se prohíbe su consumo? Y la respuesta es que no compete al Estado hacer que los ciudadanos sean virtuosos, pues eso nos podría llevar a posiciones despóticas. Generalmente, la idea de la virtud impuesta por el poder público va unida a la idea del terror. Porque, claro, la gente no es virtuosa con facilidad: hay que forzarla a la virtud. Y eso fue exactamente lo que inspiró a Robespierre. Al final, en la mentalidad jacobina, de Izquierda o de Derecha, va unida la idea de que la virtud hay que imponerla.



Ésa no es la filosofía de este proyecto. La filosofía de la iniciativa que nos ocupa es respetar la libertad de cada cual, pero sin que se dañe a quien está al lado.



En tal sentido, la persona es libre de fumar en la vía pública, en altamar, en las calles, en las plazas, pero no es libre de contaminar a los que no fuman. Ése es el punto.



Ahora, si aplicamos dicho principio a los restoranes, la cuestión resulta bastante compleja. Uno podría sostener que debiera haber algunos restoranes para fumadores y otros para no fumadores. Sin embargo, el problema es para el personal que trabaja allí. Porque no manifestamos preocupación por la salud del mozo y de las demás personas que atienden en los referidos establecimientos; nos da lo mismo. Sólo nos preocupamos del cliente.



Entonces, ése es un tema que deberemos solucionar con mucho criterio (con buen criterio, dijo la Senadora señora Matthei). No es un punto fácil de resolver.



La ley española establece varias distinciones. Creo que ella da una pista para la solución de algo que nunca será perfecto. Dependerá del tamaño del restorán, de los hábitos del personal, etcétera.



Es una materia que me parece muy importante destacar.



Otro punto que deseo plantear se refiere a la existencia en el sistema público de salud chileno de experiencias piloto para rehabilitar a quienes padecen de tabaquismo. Pero -aprovecho la presencia del señor Ministro de Salud para señalarlo-, por desgracia, se trata de un proyecto todavía muy pequeño, que se lleva adelante principalmente en el Servicio de Salud Talcahuano. Y se añadió como anexo al informe la experiencia recogida allí. Es algo muy significativo.



Porque, ¿qué pasa con las personas, especialmente de la tercera edad, aquejadas por una enfermedad broncopulmonar que atochan las postas o los servicios de urgencia? Muchas de ellas sufren de tabaquismo. En Santiago, por ejemplo, además de recibir los efectos de la contaminación y de la influenza, numerosos habitantes son grandes fumadores.



En consecuencia, esa gente debiera ser rehabilitada, rescatada. No obstante, el servicio público de salud sólo tiene experiencias piloto en la materia. 



Por eso, considero que sería muy relevante extenderse al máximo en el referido punto.



También deseo señalar, especialmente por si algún periodista presta atención -porque se han escrito varios artículos en la prensa…

El señor COLOMA.- ¡No hay ninguno...!

El señor VIERA-GALLO.- Pero la sesión se transmite. A lo mejor se oye en alguna sala de prensa. Nunca se sabe.



Señor Presidente, la verdad es que aquí todos han hablado y expuesto sus puntos de vista con sinceridad. Y cuando digo “todos” es desde los enfermos de cáncer hasta CHILETABACOS o la Phillips Morris (esta última acaba de hacer llegar a la Comisión un informe donde expresa su posición).



Eso, a mi juicio, no debería ser considerado una presión, sino el ejercicio del legítimo derecho de una empresa afectada a manifestar lo que piensa.



Ahora bien, en una sesión la Senadora señora Matthei invitó al abogado Yuseff -no recuerdo su nombre-,…

La señora MATTHEI.- Gonzalo.

El señor VIERA-GALLO.-...don Gonzalo, quien, en presencia de representantes de CHILETABACOS, hizo la crítica más demoledora que se ha formulado a esa empresa, exhibiendo incluso diapositivas que demuestran cómo CHILETABACOS, según él, miente.



Eso es normal en un Parlamento. Y quiero reivindicarlo. Es normal que, a propósito de un proyecto como el que nos ocupa, estén aquí las empresas; es normal que estén los enfermos; es normal que se critique a aquéllas. Y ningún Parlamentario -pienso yo- se va a dejar influir por intereses, ya vote en un sentido o en otro.



Ahora, nosotros tendremos que resolver temas muy delicados.



Por ejemplo, la cajetilla de cigarrillos -no sé si ya lo mencionó algún colega-, ¿tendrá por ambos lados la advertencia “El tabaco mata” o mostrará, como ocurre en Brasil, la foto de un enfermo terminal?



CHILETABACOS desearía que tuviera esa advertencia sólo por un lado y que por el otro se pudiera poner la linda cara de la cajetilla.



Creo que si algunos Parlamentarios votan porque vaya en un solo lado y otros votamos para que vaya en los dos, no es porque aquéllos estén vendidos a una compañía.



Quiero decir esto porque pienso que hay que reivindicar la libertad de los legisladores para decidir en temas que son muy complejos.



Lo mismo vale respecto de la propaganda.



El otro día, con el Senador señor Naranjo fuimos a hablar al Metro para que se sacara la propaganda del tabaco. Es prácticamente la única que hay en la línea Las Rejas-Pajaritos-Escuela Militar. Anduve en ese tramo y me di cuenta de que son puros avisos de cigarrillos Kent. Nosotros queríamos que se eliminara esa propaganda. Nos dieron algunas explicaciones.



Pero también un Parlamentario puede pensar que es legítimo que haya cierta publicidad del tabaco, y no por eso está vendido a determinada compañía.



Entonces, creo que aquí -excúsenme por invocar el cargo de Presidente de la Comisión- debemos tener una discusión absolutamente libre. Porque a veces se trata de criterios difíciles. No es tan simple decir A o B, pues algunas leyes van en una dirección, y otras, en una distinta.



Lo mismo es válido en cuanto al perímetro que se establece en el caso de los colegios. Y ahí tuvimos a la Confederación Nacional de Suplementeros, que se opone con fuerza a la restricción consignada. Obviamente, CHILETABACOS coincide con los suplementeros, y con la Confederación del Comercio Detallista, y con la Cámara Nacional de Comercio.



Por el otro lado está la posición justa, a mi juicio, de todos los que propician las máximas restricciones.



Sobre el particular, advierto que me inclino por, ojalá, las más drásticas restricciones. Empero, no voy a tener ni una palabra de crítica hacia quien no comparta esa posición. Y ello es importante, porque han aparecido en la prensa artículos que dejan la impresión de que determinados Parlamentarios toman cierta actitud porque están bajo la presión, el lobby o lo que sea de la Compañía Chilena de Tabacos.



El problema difícil nos viene en el segundo informe. Ojalá los señores Senadores lean el primero, estudien bien el articulado y presenten sus indicaciones. Porque la discusión real, verdadera, vendrá ahora respecto a los cuatro puntos complejos planteados: la advertencia en la cajetilla; el perímetro fijado con relación a los colegios; la prohibición de fumar en restoranes, bares y discotecas, y la publicidad.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, yo soy un fumador arrepentido.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Sólo fumador arrepentido...?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- En general, pienso que este proyecto cuenta, por supuesto, con la aprobación de todos los Senadores. No creo que alguien vaya a levantar su voz en contra de una reglamentación o de una legislación sobre la materia para restringir la publicidad y tratar de reducir el consumo del tabaco, a pesar de que considero que esto, más que materia de ley, es un problema de educación, cultural. No olvidemos que el tabaco fue una de las cosas que se exportaron de América a Europa en tiempos del descubrimiento de nuestro continente.

El señor ROMERO (Presidente).- Excúseme que lo interrumpa, señor Senador



Si la Sala no tiene inconveniente, voy a dejar abierta la votación, porque algunos señores Senadores me han planteado que deben ausentarse.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No hay problema.

El señor SABAG.- De acuerdo.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, queda abierta la votación electrónica.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Asimismo, señor Presidente, pienso que no hay que llegar al exceso.



La Senadora señora Matthei señaló muy bien que hay que profundizar mucho este debate, para sacar una legislación razonable y no sólo utópica.



Lo que tenemos que hacer acá -como con razón se dijo- es, más que todo, resguardar el derecho del que no fuma en relación con el de quien lo hace. O sea, que no se obligue a un no fumador a estar al lado de alguien que fuma y a aspirar el humo de su cigarrillo.



El artículo 1º bis que se propone agregar a la ley Nº 19.419 expresa en su letra a): “Publicidad del tabaco: Toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción con el fin o el efecto de promover directa o indirectamente un producto hecho con tabaco o el consumo de tabaco o de la industria tabacalera;”.



¿Qué significa eso? Que una compañía tabacalera no podrá tener papel con un membrete que diga “Compañía de tabacos” no sé cuanto; no podrá poner sus símbolos en el frontis del edificio donde funciona su sede, etcétera.



Estoy de acuerdo en que esa restricción se aplique respecto del tabaco, pero no de la industria tabacalera, que debe tener promoción y publicidad mediante determinado tipo de acciones.



En seguida, considero perfecta la prohibición de expender tabaco dentro del perímetro de 300 metros alrededor de los establecimientos de enseñanza preescolar, básica y media. ¿Pero por qué para la Ley de Alcoholes se fijan 100 metros y para la del tabaco 300?



Yo recibí la visita de los quiosqueros de la zona céntrica de Santiago, quienes, en su gran mayoría, venden diarios y cigarrillos. Me dijeron que, simplemente, no podrán ejercer su trabajo.



Por lo tanto, vamos a provocar una situación compleja.



En ciudades más pequeñas, donde el establecimiento escolar se encuentra cerca de una plaza, a tres cuadras a la redonda no podrá existir ninguno de los quioscos que venden diarios, cigarrillos, etcétera.



Entonces, no exageremos. Hagamos las cosas como corresponde. Fijemos 100 metros, al igual que en la Ley de Alcoholes. O sea, apliquemos en el caso del tabaco la misma norma de ese cuerpo legal.



Por último -y para mencionar sólo algunos de los elementos que contiene el informe que recibí-, concuerdo con la prohibición de fumar en los órganos públicos; en los establecimientos de salud públicos y privados, y en todos los demás lugares que se indican. ¿Pero por qué en un bar? Quien decide ir a un bar sabe que ahí hay alcohol, cigarrillos, humo y todo lo que corresponde a un lugar como ése. ¿O vamos a hacer bares para fumadores y bares para no fumandores? ¡No! No exageremos. El bar es un lugar de concurrencia múltiple, al que asisten fumadores y no fumadores; y si una persona no quiere aspirar humo de cigarrillo, no va a él.

El señor NARANJO.- Los no fumadores no vamos a bares.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Y lo mismo en el caso de las discotecas. Porque el inciso respectivo dice "bares y demás establecimientos similares". Allí los jóvenes fuman. Y si alguien no quiere ir, no lo hace.



Entonces, no exageremos, no vayamos más allá.



En el caso de los restoranes, puede colocarse un letrero como el que he visto en muchas partes: "En este restorán no se permite fumar". Y habrá restoranes con lugares separados para fumadores y para no fumadores.



¡No caigamos en la exageración!



Entonces, para lograr un buen proyecto -todos estamos de acuerdo en la idea de legislar; yo la votaré a favor-, debemos eliminar los excesos, que no llevan precisamente a que la ley cumpla su objetivo: evitar el consumo del cigarrillo.



Por esas razones, aprobaré en general el proyecto. Sin embargo, espero que en la Comisión, durante el segundo informe, se hagan las correcciones necesarias para evitar los efectos negativos que señalé.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, yo no soy virtuoso,...

El señor PROKURICA.- ¡Casi, casi...!

El señor NÚÑEZ.-...y me siento tranquilo no siéndolo.



No tengo ninguna aspiración a la virtud con que quisiera dotarme mi colega el Senador Viera-Gallo.



Por cierto, estoy tranquilo con mi no virtuosidad. Y nadie, al parecer, pretende que yo sea virtuoso, salvo esta iniciativa de ley, que intenta que me redima, que logre ser alguna vez lo que otros quieren que sea: un hombre que no fuma.



Ahora bien: soy fumador. No sé si soy vicioso; ésta es una palabra muy dura.

La señora MATTHEI.- Es mejor “adicto”.

El señor NÚÑEZ.- Quizá corresponde que yo sea llamado "vicioso", pero sólo por el cigarrillo, felizmente, gracias a no sé quién.

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Gracias a la edad...!

La señora MATTHEI.- ¡Esperábamos algo más de Su Señoría...!

El señor NÚÑEZ.- Y espero seguir sólo con el vicio del cigarrillo.



Sin embargo, tengo un problema. Yo no formularé indicaciones y apoyaré todas las normas, hasta las más drásticas, que proponga mi colega y compañero de bancada José Antonio Viera-Gallo.

El señor MORENO.- ¡Pero no sabe si va a poder cumplirlas...!

El señor NÚÑEZ.- No sé si se van a cumplir. Yo me las arreglaré para no cumplirlas.

El señor LARRAÍN.- ¡Hecha la ley, hecha la trampa!

El señor NÚÑEZ.- Y haré cuanto sea posible para que la pillería nacional despliegue todos los esfuerzos -y seré el primero en promoverlos- conducentes a evitar que me impongan los más increíbles lugares donde podré o no podré fumar.



Señor Presidente, yo soy un vicioso víctima de la sociedad. Víctima, por supuesto, de Humphrey Bogart, quien no habría sido Humphrey Bogart sin un cigarrillo.

La señora MATTHEI.- ¡Y tampoco habría muerto...!

El señor NÚÑEZ.-  No habría muerto tan joven.

El señor GAZMURI.- ¡Pero igual iba a morir...!

El señor NÚÑEZ.- Exacto. Y entiendo que no fue por el cigarrillo, sino por...

La señora MATTHEI.- ¡Por el cáncer!

El señor NÚÑEZ.- Soy víctima, asimismo, de Sofía Loren. Y también, de Sara Montiel: de "Fumando espero" y de toda esa época. Alguna vez yo esperé fumando, ¡y nadie llegó...!



Entonces, existe un problema. Porque los viciosos somos víctimas de una sociedad que nos impuso una manera de socializarnos mejor. Y el cigarrillo fue un mecanismo de socialización que todos -por lo menos los de mi generación- tuvimos.



La cuestión radica en que por primera vez el Estado pretende preocuparse de mí, cuando ya es tarde.



Por primera vez el Estado empieza a preocuparse de todos aquellos que fuimos víctimas...

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Y usted que creyó tanto en el Estado...!

El señor NÚÑEZ.- ¡Y yo que creía tanto en el Estado...!

El señor GAZMURI.- ¡Un Estado bueno!

El señor NÚÑEZ.- Y por eso ahora estoy creyendo cada vez más en el Estado, pues por primera vez se preocupa de temas que antes no llamaban su atención.



Señor Presidente, estoy convencido de que habrá una generación que no va a fumar. Se calcula que en el año 2018 ningún sueco fumará. Y espero sinceramente que en el 2020 los chilenos -incluyo a mis nietos- no fumen. 



No tengo duda alguna de que fumar hace daño y acorta la vida. Ahora, no sé si al dejar de fumar viviré los diez años que, según lo expuesto por la Honorable señora Matthei, ya me recorté. Si así fuera, podría dejar de fumar inmediatamente para repostularme al Senado.

El señor PROKURICA.- ¡No alcanza...!

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, anuncio que votaré a favor del proyecto y que apoyaré todas las medidas drásticas que proponga mi colega Viera-Gallo.

El señor ROMERO (Presidente).- En todo caso, quiero dejar constancia de que el asiento que ocupa Su Señoría es para fumadores: desde ahí, el entonces Senador señor Vodanovic pronunció una famosa arenga a favor del tabaco. 



Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, yo acompañé el discurso del entonces Senador Vodanovic, y ahora me toca hacer lo mismo con mi colega Núñez.



En aquella oportunidad llegamos a una transacción muy negociada con el Senador Nicolás Díaz, quien, como buen médico, profesaba un antitabaquismo militante. Y los colegas de esa época recordarán que participó en el debate con unos frascos terribles -no sé si contenían facsímiles o pulmones reales- que mostraban los efectos horrorosos producidos por el tabaco.



Aprobamos la ley pertinente, y la transacción con el Senador Díaz consistió en mantener la posibilidad de fumar en esta Sala, porque no se consideró un recinto de atención a público -ése fue el argumento que adujimos con el colega Vodanovic-, sino un lugar donde el público venía a mirar cómo trabajábamos. Y la iniciativa pertinente -dio origen a la legislación en vigor- prohibía fumar en los lugares de atención a público.



Ya se suprimió aquí esa costumbre, y sin ley: desde hace bastantes años no fumamos en el Hemiciclo. O sea, somos una minoría que está siendo acorralada. Sólo espero que no terminemos en un campo de concentración, como el de Buchenwald, y que no hagan jabón de nosotros... Creo que debe mantenerse el equilibrio.



Ahora bien, el argumento fundamental -lo dijo bien el Senador señor Viera-Gallo- es sólo de salud pública, porque con el hábito uno se daña a sí mismo y también perjudica a inocentes, lo que cualquier fumador con conciencia social y espíritu de servicio público no puede tolerar.



En tal sentido, la información me parece bien.



Hay una cuestión vinculada con márgenes de libertad. Yo, por lo menos, voy a defender el derecho de ir a un restaurante y, al final de una buena cena, de fumar un cigarrillo. Naturalmente, no voy a obligar a nadie a presenciar aquello... ¡Basta que no vaya al mismo establecimiento! Pero yo no estoy, por así decir, por los extremismos a que ha llegado la ley, como la italiana. No me parecen razonables.



Sí me parece razonable que haya bares para fumadores y bares para no fumadores, porque también se puede querer tomar un trago y conversar con un amigo sin verse obligado a aspirar el humo de los vecinos.



Por tanto, si creemos en la libertad y -como tanto se ha dicho aquí- no queremos que el Estado venga a imponernos conductas para evitar tal o cual daño, debemos ser cuidadosos. Porque hay múltiples conductas dañinas, tema sobre el cual, además, seguramente no existiría acuerdo entre nosotros. Yo soy un convencido, junto con toda una corriente médica importante, de que el azúcar que no sea fructosa es completamente inútil, desde el punto de vista de la nutrición, y perjudicial. Eso está comprobado. Y, además, es adictiva. Mas a mí no se me ocurriría, salvo que ello tuviera una connotación epidemiológica, restringir su venta. ¡Pero veamos la cantidad de obesidad infantil que hay en Chile! ¡Todos estamos preocupados de que a trescientos metros de los colegios no se vendan cigarrillos y resulta que, por ejemplo, en todas las escuelas públicas de la Región que represento hay quioscos donde los niños consumen veneno en los recreos! El problema de la obesidad infantil es terrible en este país.



Por tanto, si vamos a ponernos rigurosos, yo le pido al señor Ministro de Salud que se preocupe de la venta de pastillas y dulces en los recreos de los colegios. Porque todos sabemos que la obesidad infantil se está convirtiendo casi en una pandemia.



Y quisiera aprovechar su presencia para señalar que, si vamos a ponernos rigurosos, como yo estoy por hacerlo respecto del tabaquismo, actuemos en idéntica forma en el caso de otros temas de salud pública que son graves en Chile y que no reciben ninguna atención. Parece que los dulces tienen, o mejor lobby, o mejor prensa, porque todavía no nos hacemos cargo de que representan un problema.



Voto a favor. 

El señor ROMERO (Presidente).- Recuerdo a los señores Senadores que aún debemos tratar el proyecto relativo a los pescadores artesanales, para lo cual necesitamos quórum especial.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor GARCÍA (Ministro de Salud).- Señor Presidente, sólo deseo reiterar que este proyecto no va en contra de los fumadores. Lo que nos interesa, tal como se ha dicho, es proteger a los no fumadores; hacer lo posible por que los niños no adquieran el vicio del fumar, que es adictivo, y, de una forma u otra, evitar este daño a la población.



Ciertamente, durante la discusión particular podrán perfeccionarse algunas materias. 



Creo necesario hacer hincapié en que lo relativo a los bares y restaurantes no sólo tiene que ver con los clientes, sino también con quienes trabajan en ellos, pues está absolutamente demostrado que corren riesgos innecesarios. A mi juicio, esta situación tendría que contemplarse en alguna norma.



Asimismo, deseo hacer presente algo que no se ha dicho y que se vincula con el planteamiento del Senador señor Núñez. ¿Cómo se va a fiscalizar? Para que sea más efectiva la fiscalización, se dan atribuciones a los servicios de salud, y pretendemos que ello se cumpla.



Por último, en relación con otras materias de salud pública, insisto en recordar la serie de iniciativas que se están manejando, como la relativa a la autoridad sanitaria, ya convertida en ley. Recientemente se aprobó el etiquetado de los alimentos, para la prevención de la obesidad. Y la alimentación de los niños en los colegios ha permitido hoy en día la disminución de este problema, si bien no en las cifras que quisiéramos. Pero, al menos, se ha detenido la curva de incremento de esa situación en los niños de primero básico.



Muchas gracias.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, ¿podría incorporarse mi pronunciamiento? Fue muy rápida la votación.

El señor ROMERO (Presidente).- Con el mayor agrado, señor Senador. Y también el de los Honorables señores Orpis, Horvath y Flores.



--Se aprueba en general el proyecto (32 votos a favor) y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 4 de julio, a las 12.



Votaron los señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Bombal, Chadwick, Coloma, Fernández, Flores, Foxley, Frei (doña Carmen), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Matthei, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Prokurica, Ríos, Romero, Ruiz (don José), Sabag, Silva, Stange, Vega y Viera-Gallo.

El señor ROMERO (Presidente).- Solicito acuerdo para tratar la iniciativa que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal.



Acordado.


SUSPENSIÓN DE REEMPLAZO DE INSCRIPCIONES EN


REGISTRO PESQUERO ARTESANAL

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que suspende la aplicación del mecanismo de reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

. 









3886-03

--Los antecedentes sobre el proyecto (3886-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 3ª, en 8 de junio de 2004.


Informe de Comisión:


I. Marítimos Pesca y Acuicultura, sesión 4ª, en 8 de junio de 2005.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es suspender la aplicación del mecanismo de reemplazo de inscripciones autorizado por la ley Nº 19.849 y sus solicitudes de tramitación en tanto no se regulen los requisitos y exigencias para la práctica del sistema.



La Comisión aprobó en general y en particular el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, (Honorables señores Arancibia, Ávila, Martínez y Ruiz), consignando su texto en el primer informe. 



Cabe señalar que dicho organismo técnico propone al señor Presidente que la iniciativa sea discutida en general y particular a la vez, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 127 del Reglamento.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general y particular.



Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto en general y en particular. 



--Se aprueba, y la iniciativa queda despachada en este trámite.


INDEMNIZACIÓN POR TRAGEDIA DE ANTUCO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ROMERO (Presidente).- Ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo, suscrito por diversos señores Senadores, mediante el cual se solicita a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley con el objeto de indemnizar a los familiares de las víctimas de la tragedia de Antuco. (Véase en los Anexos, documento        3 ).










S 803-12


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 803-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 4ª, en 8 de junio de 2005.

El señor ROMERO (Presidente).- Queda para…

El señor PROKURICA.- Perdón, señor Presidente. ¿Por qué no pide unanimidad para votarlo ahora? 
Se trata de una iniciativa muy interesante, que usted mismo propuso.

El señor NARANJO.- Sí, señor Presidente. Por unanimidad.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, en vista de que todo el mundo lo conoce, el proyecto de acuerdo se aprobará por unanimidad.



--Se aprueba en esos términos.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ROMERO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncian son los siguientes:



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro de Educación, solicitándole información acerca del estado de ejecución de CONSTRUCCIÓN DE LICEO; al señor Intendente de la Araucanía, requiriéndole informar sobre el avance del PROYECTO DE ADQUISICIÓN DE AMBULANCIA PARA CONSULTORIO; al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda de la Novena Región, consultándole respecto de PAVIMENTACIÓN DE CALLES Y ENTREGA DE TÍTULOS DE DOMINIO EN VILLA SUAZO; al señor Director de Vialidad de la Novena Región, solicitándole información concerniente a EJECUCIÓN DE OBRAS VIALES; al señor Director de Obras Hidráulicas de la Novena Región, requiriéndole antecedentes relativos a OBRAS EN RÍO CENTINELA; al señor Prefecto de Carabineros de Cautín, pidiéndole informar en cuanto a REPOSICIÓN DE RETÉN (todos de la localidad de Trovolhue, comuna de Carahue); y al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole estudiar la posibilidad de REPARACIÓN O RECONSTRUCCIÓN DE PUENTE QUELHUE EN COMUNA DE PUCÓN (todos de la Novena Región).


Del señor STANGE :



Al señor Contralor General de la República, requiriéndole información atinente a IRREGULARIDADES Y POSIBLES FALTAS A PROBIDAD ADMINISTRATIVA EN MUNICIPALIDAD DE LLANQUIHUE; al señor Presidente del Consejo Directivo del BancoEstado, haciéndole presente la necesidad de OFICINAS EN DIVERSAS COMUNAS, ESPECIALMENTE EN HUALAIHUÉ (reiteración de oficio), y a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional, solicitándole antecedentes referidos a RENDICIÓN DE CUENTAS Y DESTINACIÓN DE RECURSOS EN MUNICIPALIDAD DE LLANQUIHUE (todos de la Décima Región).
)----------(

El señor ROMERO (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:22.





Manuel Ocaña Vergara,





  Jefe de la Redacción

A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA EXTRAORDINARIA

A C T A S  A P R O B A D A S

SESION 52ª, ORDINARIA, EN MARTES 17 DE MAYO DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Interior, don José Miguel Insulza, el señor Ministro de Defensa Nacional, don Jaime Ravinet, la señora Ministro de Hacienda Subrogante, doña María Eugenia Wagner, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro de Minería, don Alfonso Dulanto, el señor Subsecretario de Carabineros, don Felipe Harboe, el señor Subsecretario de Minería, don Mario Cabezas y el señor Coordinador de Políticas Económicas del Ministerio de Hacienda, don Marcelo Tokman.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones quincuagésima, ordinaria, en sus partes pública y secreta, de 10 de mayo de 2005, y quincuagésima primera, ordinaria, de 11 de mayo de 2005, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (Boletín Nº 3.465-07).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un impuesto específico a la actividad minera (Boletín Nº 3.772-08).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, por medio del cual comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 13 y 16 de mayo en curso, oportunidad en la que se dirigirá a la ciudad de Durham, en los Estados Unidos de América, con la finalidad de recibir un Doctorado Honoris Causa en la Universidad de Duke.



Agrega que, durante su ausencia, será subrogado con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera del Interior, don José Miguel Insulza Salinas. 



-- Se toma conocimiento.



Seis de la Honorable Cámara de Diputados: 



Con el primero, informa que ha dado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial; el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y faculta a las municipalidades para otorgar condonaciones que indica (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 2.892-06).



-- Queda para tabla.



Con el segundo, comunica que ha accedido a la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República en orden a retirar de tramitación los proyectos de acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones, y sus Protocolos, suscritos por la República de Chile con la República de El Líbano; con el Gobierno de la República de Indonesia; con la República Socialista de Vietnam; con el Gobierno de Nueva Zelandia; con la República de Turquía; con la República Dominicana; con la República de Túnez, y con la República de Sudáfrica (Boletines Nos 2.936-10, 2937-10, 2.956-10, 2.957-10, 2.958-10, 2.960-10, 2.961-10, y 2.965-10, respectivamente).



-- Se toma conocimiento, se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República, y a archivar el documento con sus antecedentes. 



Con el tercero, indica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.284, con el objeto de regular el uso de perros guías, de señal o de servicio por parte de las personas con discapacidad (Boletín Nº 2.595-11).



-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el cuarto, informa que ha otorgado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que establece un sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del Servicio Nacional de Menores y su régimen de subvención (Boletín Nº 2.391-18).



-- Se toma conocimiento, y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes. 



Con los dos últimos, remite la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán las Comisiones de Reja y de Pórtico, que recibirán a Su Excelencia el Presidente de la República el día 21 de mayo del año en curso, a las 10:00 horas.



-- Se toma conocimiento.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su parecer respecto del proyecto de ley que modifica el Código Civil, en lo relativo a la exigencia de presentación de antecedentes para dar curso a la demanda de reclamación de maternidad o paternidad, y a la valoración de los medios de prueba sobre el particular (Boletín Nº 3.043-07).


-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



De la señora Contralor General de la República (Subrogante), mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a una investigación realizada en el Servicio Agrícola y Ganadero de la IX Región. 



Del señor Ministro de Educación, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Barra, sobre la factibilidad de destinar recursos del Fondo de Infraestructura Educacional para la reconstrucción de la Escuela G-63, de Quilaco, comuna de Purén.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Moreno, referido a la posibilidad de destinar recursos a la construcción de aceras en el camino que une las localidades de Las Garzas con Calleuque, en la comuna de Palmilla.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Stange, relativo a la situación de los operadores de transbordadores en el Canal de Chacao.



Del señor Intendente de la VII Región, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, sobre el estado actual del proyecto “Construcción de Toldos para la Feria Libre en la comuna de Cauquenes”.



Del señor Director del Servicio de Salud Araucanía Sur, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a los motivos para declarar desierta la propuesta pública destinada a enajenar inmuebles pertenecientes a dicho Servicio.



Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización Metropolitano, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el proyecto denominado “Reparación y Conservación Eje Alameda”.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Comunicación



De la Comisión de Obras Públicas, por medio de la cual informa que, en sesión celebrada el día 10 de mayo del año en curso, acordó solicitar a la Sala modificar el trámite dado al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que dicta normas sobre compensaciones a los usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos, correspondiente al Boletín N° 2.357-09, en el sentido que dicha iniciativa sea informada por la Comisión de Economía y no por la de Obras Públicas.



-- Si le parece a la Sala se accedería a lo solicitado.

Informes



De la Comisión Especial sobre Seguridad Ciudadana, que da cuenta del estudio efectuado en ese ámbito y formula recomendaciones (Boletín Nº S 694-12).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante la cual requiere el acuerdo del Senado para prorrogar la autorización para la salida de tropas nacionales del territorio de la República, concedida hasta el 1º de junio del año en curso, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) (Boletín Nº S 794-05). 



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativas a los actos de violencia intrafamiliar (Boletín Nº 2.318-18).



-- Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, mediante la cual inician un proyecto de ley que establece exenciones de pago de las cotizaciones para financiar prestaciones de salud a que se refiere la ley Nº 18.469, respecto de afiliados pensionados que indica.



-- Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 6.º del inciso cuarto del artículo 62 de la Carta Fundamental.

Solicitudes



De  los  señores Heriberto Hernán Romero Silva, Gastón Antonio Gómez Vega y Jorge Patricio Rojas Campos, por  medio  de las cuales piden la  rehabilitación  de  sus  ciudadanías (Boletines números S 795-04,  S 796-04 y  S 797-04, respectivamente).



-- Pasan a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

_________________________________________



En seguida, el señor Presidente propone a la Sala que se remita el oficio correspondiente a Su Excelencia el Presidente de la República para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas de la Moción sobre exenciones de pago de las cotizaciones para financiar prestaciones de salud a que se refiere la ley Nº 18.469, respecto de afiliados pensionados que indica, de la que son autores los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, que fue declarada inadmisible por contener materias que son propias de la iniciativa legal exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



La Sala así lo acuerda.

___________________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

 

1.- Tratar en Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, los informes de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaídos en las solicitudes de rehabilitación de ciudadanía de los señores Gustavo Adolfo Aedo Donoso, Orlando del Carmen Montes Astudillo y José Héctor Angulo Vivar (Boletines números S 438-04; S 731-04 y S 789-04, respectivamente).



2.- Considerar, en el primer lugar del Orden del Día de la primera sesión ordinaria de la próxima Legislatura Ordinaria, el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana, con informe de la Comisión de Salud. (Boletín Nº 1.993-11), sin perjuicio de las normas reglamentarias.



3.- Tratar, en el segundo lugar de la sesión de hoy, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un impuesto específico a la actividad minera, con informe de la Comisión de Minería y Energía (Boletín Nº 3.772-08), con urgencia calificada de “discusión inmediata”. Aprobado en general, pasarlo a las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, para su despacho en particular, abriendo un plazo para presentar indicaciones, en las Comisiones unidas, hasta que éstas lo traten.


4.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 16:30 horas de este día, respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.502, en relación con el impuesto al gas, y establece regulaciones complementarias para la utilización del gas como combustible en vehículos (Boletín Nº 2.701-15), con urgencia calificada de “simple”, tratándolo hoy, y facultando a la Comisión de Hacienda para informar verbalmente la iniciativa.

________________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que fusiona los Escalafones Femenino y Masculino de Oficiales de Carabineros de Chile

con informe de la Comisión de Defensa Nacional



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fusiona los Escalafones Femenino y Masculino de Oficiales de Carabineros de Chile, con informe de la Comisión de Defensa Nacional, correspondiente al Boletín Nº 3.694-02, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Defensa Nacional deja constancia que los artículos 3º, 5º y 6º permanentes, y el artículo 3º transitorio del proyecto de ley deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso primero del artículo 94 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que la Sala del Senado, en sesión 48ª, ordinaria, de 3 de mayo del año en curso, autorizó a la Comisión de Defensa Nacional para discutir esta iniciativa en general y en particular con motivo de su primer informe.



El señor Secretario General expresa que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la Comisión de Defensa Nacional aprobó en general y en particular este proyecto, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Canessa, Fernández y Páez, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Declárase en extinción el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), contemplado en el número 2 del artículo 1º de la ley N° 18.291, que reestructura y fija la planta y grados del personal de Carabineros de Chile, con objeto de crear un escalafón unificado de Orden y Seguridad, de Oficiales de Fila del Personal de Nombramiento Supremo.



Artículo 2°.- Agrégase, en el Título I, Personal de Nombramiento Supremo, subtítulo A, Oficiales de Fila, del artículo 1° de la ley N° 18.291, a continuación del número 2, Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), la frase “(en extinción)”.



Artículo 3°.- Las plazas de Capitanes, Tenientes y Subtenientes del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción, se traspasarán al Escalafón de Orden y Seguridad, contemplado en el número 1 del artículo 1º de la ley N° 18.291, y sus respectivas titulares se encasillarán en este último, con sus pares masculinos de igual grado y de la promoción regular homóloga, según la fecha de ingreso a la Escuela de Carabineros y el promedio de notas obtenido al egreso de la misma.



Artículo 4°.- Las plazas correspondientes a los grados de General, Coronel, Teniente Coronel y Mayor continuarán siendo servidas por sus respectivas titulares en el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción, y se cursarán los ascensos cuando se produzcan las vacantes respectivas, hasta la fecha en que se verifique el retiro, la renuncia, el fallecimiento de aquéllas, o cualquier otra causal que motivare la vacancia de los cargos.



Las plazas que quedaren vacantes en los grados de Coronel, Teniente Coronel y Mayor serán traspasadas al Escalafón de Orden y Seguridad, una vez que se declare la vacancia del último cargo de Coronel grado 5.



La plaza de General será traspasada al mencionado Escalafón cuando se declare su vacancia.



Artículo 5°.- La aplicación de lo dispuesto en el artículo 3° no podrá alterar la antigüedad que corresponda a las Oficiales en el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción.



Artículo 6°.- Reemplázase el inciso primero del artículo 48 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, por el siguiente:



“La antigüedad entre Oficiales pertenecientes a diferentes escalafones, en igualdad de grados jerárquicos, se determinará conforme al siguiente orden de precedencia: 1) Oficiales de Orden y Seguridad; 2) Oficiales de Intendencia, y 3) Oficiales de los Servicios.”.



Artículo 7°.- A partir de la fecha de publicación de esta ley, los o las Aspirantes a Oficiales de Orden y Seguridad que egresen de la Escuela de Carabineros, serán nombrados o nombradas Subtenientes del Escalafón de Oficiales de Orden y Seguridad, de acuerdo con su antigüedad.

Artículos transitorios



Artículo 1° transitorio.- Créase la siguiente planta transitoria, con objeto de materializar la unificación de los escalafones masculino y femenino de Orden y Seguridad y la extinción progresiva del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.):



20 Coroneles



grado 5



18 Tenientes Coroneles

grado 7



Artículo 2° transitorio.- El encasillamiento del personal a que se refiere el artículo 3°, en el Escalafón de Orden y Seguridad, se hará a proposición de la Dirección General de Carabineros y se materializará mediante decretos supremos suscritos por el Ministro de Defensa Nacional, con la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.



Artículo 3° transitorio.- La modificación que se contempla en el artículo 6° no será aplicable a las Oficiales del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción, mientras permanezcan en éste.



Artículo 4º transitorio.- Como consecuencia de la extinción progresiva del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.) y del traspaso de las plazas a que se refieren los artículos 3° y 4°, se incorporarán al Escalafón de Orden y Seguridad las siguientes plazas:



1 General



grado  3



7 Coroneles



grado  5



14 Tenientes Coroneles

grado  7



22 Mayores



grado  8



54 Capitanes



grado  9



98 Tenientes



grado 11



42 Subtenientes


grado 12



Artículo 5º transitorio.- La aplicación de esta ley no podrá significar mayor gasto fiscal.



La planta a que se refiere el artículo 1° transitorio y las plazas señaladas en el artículo 4° transitorio se financiarán con los recursos que se originen como resultado de la vacancia de los cargos del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción. 



Artículo 6º transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Defensa Nacional, efectúe, en el artículo 1° de la ley N° 18.291, que reestructura y fija la planta y grados del personal de Carabineros de Chile, y en el decreto con fuerza de ley N° 2 (I), de 1968, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, las adecuaciones que se deriven de la aplicación de lo dispuesto en los artículos 3° y 4° permanentes y 1° y 4° transitorios de esta ley.



Asimismo, autorízase al Presidente de la República para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2 (I), de 1968, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.”.

__________________________________



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala el señor Subsecretario de Carabineros.



Así se acuerda.

__________________________________



En discusión en general, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Fernández y Naranjo.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de ley, es aprobado en general por 30 votos a favor, de 47 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental. 



A continuación, el señor Presidente, al no haberse formulado ninguna indicación al proyecto de ley aprobado en general, lo declara aprobado también en particular, con la misma votación señalada precedentemente, en virtud de lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

_______________________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, restableciendo la exclusividad universitaria del trabajo social, con informe de la Comisión de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, restableciendo la exclusividad universitaria del trabajo social, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, correspondiente al Boletín Nº 2.792-04.



Previene el señor Secretario General, que el informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia que esta iniciativa debe ser aprobada con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.



Agrega que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Flores, Moreno y Parra, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Arancibia y Vega, aprobó la idea de legislar, y propone, en consecuencia, a la Sala la aprobación en general de la iniciativa, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 52 de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza:



1.- Reemplázase en la letra o) la expresión “, y” por un punto y coma (;).



2.- Reemplázase el punto final de la letra p) por la conjunción “y” precedida de una coma (,).



3.- Agrégase la siguiente letra q), nueva: 



“q) Título de Trabajador Social: Licenciado en Trabajo Social.”.



Artículo 2º.- Declárase, para todos los efectos legales, que el título de Asistente Social otorgado por las universidades es equivalente al título de Trabajador Social a que se refiere la letra q) del artículo 52 de la ley Nº 18.962, incorporado por el artículo 1º de esta ley.”.

- - -

  

En discusión en general, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Moreno, Ríos, Viera-Gallo, Parra, Arancibia, Boeninger y Horvath, la Honorable Senadora señora Matthei, y los Honorables Senadores señores Ávila, Muñoz Barra, Vega, Ruiz-Esquide y Larraín.

___________________________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Parra solicita el pronunciamiento de la Mesa acerca de la calificación de las normas del proyecto de ley como disposiciones de carácter orgánico constitucional, expresando que, en su concepto, el establecer la exigencia de estudios universitarios para acceder al título de trabajador o asistente social, corresponde a una materia de ley común, de conformidad con lo preceptuado en el párrafo final del inciso cuarto del número 16.º del artículo 19 de la Constitución Política de la República.



El señor Presidente manifiesta que la Mesa, luego de analizar esta materia, considera que el proyecto de ley en discusión tiene el carácter de ley común, según lo dispuesto en el párrafo final del inciso cuarto del número 16.º del artículo 19 de la Carta Fundamental, por lo que no requiere de quórum especial para su aprobación.

______________________________________



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado por 23 votos a favor, 7 en contra y 4 abstenciones de los Honorables Senadores señores Canessa, Larraín, Orpis y Stange.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Aburto, Ávila, Boeninger, Cantero, Flores, Gazmuri, Horvath, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Páez, Parra, Pizarro, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Mathei, y señores Arancibia, Cordero, Fernández, Martínez, Prokurica y Vega.



A continuación, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 8 de junio próximo, a las 12:00 horas. 



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el anteriormente transcrito.

______________________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un impuesto específico a la actividad minera, con informe de la Comisión 

de Minería y Energía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un impuesto específico a la actividad minera, con informe de la Comisión de Minería y Energía, correspondiente al Boletín Nº 3.772-08, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la Comisión de Minería y Energía, por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Núñez, Páez y Prokurica, y una abstención, del Honorable Senador señor Orpis, aprobó la idea de legislar, y propone, en consecuencia, a la Sala la aprobación en general de la iniciativa, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



 “Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:



1) Agrégase, a continuación del actual artículo 34 bis, el siguiente artículo 34 ter, nuevo:



 “Artículo 34 ter.- Establécese un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera obtenida por un explotador minero.



Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá por:



1) Explotador minero, toda persona natural o jurídica que extraiga sustancias minerales de carácter concesible y las venda en cualquier estado productivo en que se encuentren.



2) Producto minero, la sustancia mineral de carácter concesible ya extraída, haya o no sido objeto de beneficio, en cualquier estado productivo en que se encuentre.



3) Venta, todo acto jurídico celebrado por el explotador minero que tenga por finalidad o pueda producir el efecto de transferir la propiedad de un producto minero.



El impuesto a que se refiere este artículo será un 5% de la renta imponible operacional del explotador minero.



Cuando, al cierre del ejercicio respectivo, la relación entre la renta imponible operacional y los ingresos totales obtenidos de la venta de productos mineros del explotador minero, sea inferior a un 8%, la tasa del impuesto a que se refiere el inciso precedente se multiplicará por la fracción que resulte de dividir dicha relación por 8%.



Se entenderá por renta imponible operacional para los efectos de este artículo, la que resulte de efectuar los siguientes ajustes a la renta líquida imponible determinada en los artículos 29 a 33 de la presente ley:



1) Deducir todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros;



2) Agregar los gastos y costos necesarios para producir los ingresos a que se refiere el número 1) precedente. Deberán, asimismo, agregarse los gastos de imputación común del explotador minero que no sean asignables exclusivamente a un determinado tipo de ingresos, en la misma proporción que representen los ingresos a que se refiere el numeral precedente respecto del total de los ingresos brutos del explotador minero;



3) Agregar, en caso que se hayan deducido, las siguientes partidas contenidas en el artículo 31 de la presente ley:



a) Los intereses referidos en el número 1°;



b) Las pérdidas de ejercicios anteriores a que hace referencia el número 3°;



c) El cargo por depreciación acelerada;



d) La diferencia, de existir, que se produzca entre la deducción de gastos de organización y puesta en marcha, a que se refiere el número 9°, amortizados en un plazo inferior a seis años y la proporción que hubiese correspondido deducir por la amortización de dichos gastos en partes iguales, en el plazo de seis años. La diferencia que resulte de aplicar lo dispuesto en esta letra, se amortizará en el tiempo que reste para completar, en cada caso, los seis ejercicios, y



e) La contraprestación que se pague en virtud de un contrato de avío, compraventa de minerales, arrendamiento o usufructo de una pertenencia minera, o cualquier otro que tenga su origen en la entrega de la explotación de un yacimiento minero a un tercero. También deberá agregarse aquella parte del precio de la compraventa de una pertenencia minera que haya sido pactado como un porcentaje de las ventas de productos mineros o de las utilidades del comprador.


4) Deducir la cuota anual de depreciación por los bienes físicos del activo inmovilizado que hubiere correspondido de no aplicarse el régimen de depreciación acelerada.



Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 64 del Código Tributario y 38 de la presente ley, en caso de existir ventas de productos mineros del explotador minero a personas relacionadas residentes o domiciliadas en Chile, el Servicio de Impuestos Internos, en uso de sus facultades, podrá impugnar los precios utilizados en dichas ventas, pudiendo, para dicho efecto, considerar los costos y rentabilidades de dichas personas relacionadas y pudiendo también utilizar los precios de referencia de productos mineros que determine la Comisión Chilena del Cobre de acuerdo a sus facultades legales.



Para los efectos de este artículo se entenderá por personas relacionadas aquellas a que se refiere el artículo 34, numeral 2° de la presente ley.



No estarán afectos al impuesto establecido en este artículo los explotadores mineros cuyas ventas anuales de productos mineros hayan sido iguales o inferiores a 8.000 unidades tributarias anuales en el ejercicio respectivo. Para estos efectos, se deberá considerar el monto total de venta de productos mineros del conjunto de personas relacionadas con el explotador minero, que puedan ser considerados explotadores mineros de acuerdo al numeral 1) del inciso segundo del presente artículo y que realicen dichas ventas, entendiéndose por personas relacionadas aquellas a que se refiere el artículo 34, numeral 2°.”.



2) Intercálase en el numeral 2°, del inciso tercero del artículo 31, después de la coma (,) que sigue a la palabra “ley”, lo siguiente:



 “con excepción del impuesto establecido en el artículo 34 ter en el ejercicio en que se devengue,”.



3) Modifícase el artículo 38, del siguiente modo:



a) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la frase “tomando como base de referencia para dichos precios”, la expresión “los precios pactados con o entre partes independientes en operaciones comparables,” antecedida por una coma(,).



b) Agréganse los siguientes incisos noveno y décimo nuevos:



 “Cuando los precios que se transen entre operadores independientes no se ajusten a los valores normales de mercado, la Dirección Regional podrá impugnar fundadamente los precios, considerando los valores que en el mercado tengan los productos o servicios respectivos. Para este efecto, la Dirección Regional, podrá hacer uso de los métodos establecidos en el inciso tercero de este artículo. Para los efectos de la aplicación de dichos métodos, se entenderá que los operadores que efectúen estas transacciones son relacionados.



En caso que no hubieran valores de referencia de los precios de las operaciones en el mercado en que se efectúan, la Dirección Regional podrá impugnar fundadamente dichos precios, considerando los costos de producción más un margen razonable de utilidad.”.


4) Agrégase en el artículo 65, el siguiente numeral 2°, nuevo:



 “2°.- Los contribuyentes gravados con el impuesto específico establecido en el artículo 34 ter.”.



5) Incorpórase en el artículo 84, la siguiente letra h), nueva:



 “h) Los contribuyentes obligados al pago del impuesto establecido en el artículo 34 ter, deberán efectuar un pago provisional mensual sobre los ingresos brutos que provengan de las ventas de productos mineros, con la tasa que se determine en los términos señalados en los incisos segundo y tercero de la letra a), de este artículo, pero el incremento o disminución de la diferencia porcentual, a que se refiere el inciso segundo, se determinará considerando el impuesto específico de dicho número que debió pagarse en el ejercicio anterior, sin el reajuste del artículo 72, en vez del impuesto de primera categoría.



En los casos en que el porcentaje aludido en el inciso anterior no pueda ser determinable, por no haberse producido renta imponible operacional en el ejercicio anterior o por tratarse del primer ejercicio comercial que se afecte al impuesto del artículo 34 ter, o por otra circunstancia, la tasa de este pago provisional será de 0,3%.”.



6) Agrégase en el artículo 90, el siguiente inciso final, nuevo:



 “Lo dispuesto en este artículo será también aplicable a los contribuyentes señalados en la letra h) del artículo 84, pero la suspensión de los pagos provisionales sólo procederá en el caso que la renta imponible operacional, anual o trimestral según corresponda, a que se refiere el artículo 34 ter, no exista o resulte negativo el cálculo que allí se establece.”.



7) Intercálase en los artículos 93 y 94, el siguiente número 2., nuevo, pasando en este último artículo el actual número 2. a ser número 3., modificándose la numeración correlativa subsiguiente:



“2. Impuesto establecido en el articulo 34 ter.”.



Artículo 2°.- Modifícase el decreto ley N° 600, de 1974, “Estatuto de la Inversión Extranjera”, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 523, de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la siguiente manera:



1) Agrégase en el artículo 7°, en su inciso primero, a continuación del punto seguido, la siguiente oración:



 “El impuesto a que se refiere el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta no se considerará para la determinación de la carga impositiva efectiva total a la renta.”.



2) Agrégase, a continuación del actual artículo 11 bis, el siguiente artículo 11 ter, nuevo:



 “Artículo 11 ter.- Cuando se trate de inversiones de monto igual o superior a US$ 50.000.000, moneda de los Estados Unidos de América o su equivalente en otras monedas extranjeras, que se internen en conformidad al artículo 2°, y que tengan por objeto el desarrollo de proyectos mineros, podrán otorgarse a los inversionistas extranjeros respecto de dichos proyectos, por el plazo de 15 años, los siguientes derechos:



1) Mantener invariables las normas legales vigentes a la fecha de suscripción del respectivo contrato en lo relativo al impuesto específico a la actividad minera de que trata el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta.



En consecuencia, no se verán afectados por el alza de la tasa, la ampliación de la base de cálculo o cualquier otra modificación que se introduzca y que haga directamente más gravoso el impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta.



2) No estarán afectos a cualquier nuevo tributo, específico para la actividad minera, que se establezca luego de la fecha de suscripción del contrato de inversión extranjera respectivo, que tenga como base o considere en la determinación de su base o monto, los ingresos por actividades mineras o las inversiones o los bienes o derechos utilizados en actividades mineras.



3) No se verán afectados por modificaciones que se introduzcan al monto o forma de cálculo de las patentes de explotación y exploración a que se refiere el Título X de la ley Nº 18.248, Código de Minería, vigentes a la fecha de suscripción del contrato de inversión extranjera respectivo, y que las hagan más gravosas.



4) El plazo de quince años se contará por años calendarios, desde aquél en que ocurra la puesta en marcha de la respectiva empresa. Los derechos mencionados considerarán como línea de referencia de la invariabilidad otorgada, la tasa, la base imponible y demás elementos del impuesto vigente a la fecha del contrato de inversión extranjera respectivo.



Los derechos establecidos en este artículo, son incompatibles con el otorgamiento de los beneficios a que dan derecho los artículos 7° u 11 bis del presente decreto ley. Respecto de este último, sólo en lo que dice relación con los derechos que pueden otorgarse en virtud de los numerales 1 ó 2, exceptuado aquel que se refiere a la contabilidad en moneda extranjera. En consecuencia, el inversionista extranjero que solicite se le otorguen los derechos señalados en esos artículos no podrá solicitar la concesión de los beneficios de que tratan las disposiciones precedentes.



Para solicitar que se les otorguen los derechos establecidos en este artículo, los inversionistas extranjeros deberán comprometer a las respectivas empresas a someter sus estados financieros anuales a auditoría externa, debiendo presentar ante la Superintendencia de Valores y Seguros sus estados financieros, individuales y consolidados, trimestrales y anuales, y una memoria anual con información sobre la propiedad de la entidad. Dicha Superintendencia, previa consulta al Comité de Inversiones Extranjeras, mediante resolución que deberá publicarse en el Diario Oficial, establecerá los plazos y las demás normas pertinentes para la implementación de esta norma. Si una empresa no da cumplimiento a la presentación de la información señalada, en los plazos que prescriba la Superintendencia, caducarán automáticamente los derechos a que se refiere este artículo, tanto respecto de dicha empresa como de todos los inversionistas extranjeros que en ella participen.



En la respectiva solicitud de inversión extranjera deberá describirse detalladamente el proyecto minero que ésta tenga por objeto. Para estos efectos, se podrá utilizar la descripción contenida en el estudio de impacto ambiental a que se refiere la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. La empresa que desarrollará dicho proyecto minero, en caso que se haya constituido, deberá ser parte de la solicitud.



La empresa mantendrá el derecho a la invariabilidad tributaria establecida en el respectivo contrato únicamente si alguno de los propietarios de la misma se encuentra acogido a lo dispuesto en el presente artículo y da estricto y permanente cumplimiento a los requisitos establecidos para su mantención. Sin embargo, los derechos de la empresa y de los inversionistas se extinguirán si cualquiera de los propietarios de la empresa que desarrolle el proyecto minero goza de alguno de los derechos a los que se refiere el artículo 7 u 11 bis del presente decreto ley.



Con todo, no podrán concederse los derechos a que se refiere el presente artículo a empresas o inversionistas extranjeros que los soliciten para el desarrollo de un proyecto minero que, por sí mismo o a través de sus propietarios, ha sido objeto de cualquiera de los derechos a invariabilidad tributaria a que se refiere el presente decreto ley. Sin perjuicio de lo anterior, un inversionista extranjero podrá solicitar el otorgamiento de los derechos contemplados en el presente artículo con el objeto de adquirir los derechos o acciones en empresas que gocen de dichos derechos. En estos casos, dichos derechos le serán otorgados por el plazo de invariabilidad tributaria que restare al proyecto desarrollado por el inversionista inicial.”.



Artículo 3°.- Sustitúyense en el artículo 2° del decreto ley N° 1.349, de 1976, Ley Orgánica de la Comisión Chilena del Cobre, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1987, del Ministerio de Minería, sus letras n) y p), por las siguientes:



 “n) Asesorar técnicamente al Servicio de Impuestos Internos en el control de los costos, del producto de las ventas y utilidades, en el análisis de los antecedentes necesarios para fijar la renta afecta a impuesto de las empresas productoras, y en lo relativo al impuesto específico a la actividad minera, a que se refiere el artículo 34 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta.



p) Determinar los precios de referencia de las sustancias metálicas y no metálicas y sus subproductos, con excepción del carbón y de los hidrocarburos. Para estos efectos, la Comisión podrá solicitar a las respectivas empresas productoras la información necesaria para la correcta determinación de dichos precios.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1° transitorio.- Las disposiciones del artículo 1° regirán a contar del día 1º de enero del año 2006. En consecuencia, el impuesto a que se refiere dicho artículo deberá pagarse por la renta operacional del explotador minero que se determine a contar de dicha fecha, al igual que el pago provisional mensual, con la tasa de 0,3%, establecido en el inciso segundo de la nueva letra h), que se incorpora al artículo 84 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.



Artículo 2° transitorio.- A aquellos inversionistas extranjeros y empresas receptoras de sus aportes que mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, con anterioridad al día 1 de diciembre de 2004, no se les aplicará el impuesto específico establecido en el artículo 34 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, mientras gocen de los derechos contenidos en los artículos 7° y/u 11 bis numerales 1. y 2. del decreto ley N° 600, de 1974. Una vez vencido el plazo de vigencia de dichos derechos, o una vez que las empresas renuncien a ellos, las empresas receptoras quedarán en todo sujetas al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, vigente a la fecha de extinción de estos derechos.



Artículo 3° transitorio.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, los inversionistas extranjeros que mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile conforme con lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, con anterioridad al día 1 de diciembre de 2004, y cuyas empresas estén o pudieren estar afectas al impuesto establecido en el artículo 34 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, podrán optar por que se les concedan los derechos contenidos en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, en las condiciones establecidas en dicho artículo. Para acceder a este beneficio, deberán además sujetarse a los siguientes requisitos y condiciones, con los derechos adicionales que se indica:



1) Si al momento de la solicitud al Comité de Inversiones Extranjeras, alguno de los inversionistas extranjeros o las empresas receptoras respectivas  fueran titulares de derechos de invariabilidad tributaria que les hayan sido concedidos conforme a los artículos 7° y/u 11 bis del decreto ley N° 600, de 1974, deberán acompañar a dicha solicitud la renuncia a tales derechos, sujeta a la condición del otorgamiento del derecho que trata este artículo. Lo anterior es sin perjuicio del derecho que se establece en el número siguiente;



2) Aquellos inversionistas extranjeros y empresas receptoras, que al optar por acogerse al régimen establecido en el presente artículo sean titulares de los derechos otorgados por el numeral 2. del artículo 11 bis del decreto ley N° 600, de 1974, en lo referente al tratamiento de la depreciación acelerada de activos, podrán seguir haciendo uso de dicho tratamiento hasta el día 31 de diciembre de 2007;



3) El plazo de la invariabilidad será de doce años y se contará, por años calendario, a partir de la solicitud de modificación de contrato que otorga la invariabilidad a que se refiere este artículo o a partir de la puesta en marcha del proyecto, según corresponda;



4) La tasa del impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;



5) La solicitud al Comité de Inversiones Extranjeras manifestando la voluntad de acogerse a las normas de este artículo, deberá presentarse a más tardar el 30 de noviembre del año 2005, y



6) En la solicitud se deberá describir detalladamente el proyecto minero respectivo. Una vez presentada, y previa resolución de la Vicepresidencia Ejecutiva del Comité de Inversiones Extranjeras, se procederá a suscribir la correspondiente modificación al contrato de inversión extranjera, la cual se entenderá que produce sus efectos desde la fecha de la solicitud respectiva.



Artículo 4° transitorio.- A los inversionistas extranjeros, que hayan suscrito o suscriban con el Estado de Chile un contrato de inversión extranjera, conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, en o con posterioridad al día 1 de diciembre de 2004 y hasta la entrada en vigencia de esta ley, se les aplicará lo dispuesto en los artículos 2° y 3° transitorio precedentes, con excepción de lo establecido en los numerales 3) y 4) del inciso segundo del artículo 3° transitorio, gozando del derecho a invariabilidad por un plazo de quince años y estando afectos a una tasa del 5%.



Artículo 5º transitorio.- Podrán también solicitar se les concedan los derechos contenidos en el artículo 11 ter del decreto ley 600, de 1974, en las condiciones establecidas en dicho artículo, las empresas afectas al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que no sean empresas receptoras del aporte de inversionistas extranjeros que hayan suscrito con el Estado de Chile un contrato de inversión extranjera conforme con lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, sujeto además a los siguientes requisitos y condiciones y con los derechos adicionales que se indica:



1) La empresa deberá tener ventas anuales superiores a 8.000 unidades tributarias anuales, durante el ejercicio correspondiente al año 2004;



2) El plazo a que se refiere el inciso primero de dicho artículo, será de doce años y se contará, por años calendario, a partir de la solicitud del contrato que otorga la invariabilidad a que se refiere este artículo;



3) La tasa a que se refiere el impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;



4) La solicitud para acogerse a los beneficios del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, deberá ser presentada por la empresa y sólo podrá referirse a uno o más proyectos mineros específicos que hayan sido de propiedad de la empresa con anterioridad al 1 de diciembre de 2004 y que se hubieren encontrado en explotación a dicha fecha;



5) La solicitud de que trata este artículo, deberá presentarse ante el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción a más tardar el 30 de noviembre de 2005. El otorgamiento de los derechos de invariabilidad tributaria constará en contratos que se celebrarán por escritura pública y que suscribirán, por una parte, en representación del Estado de Chile el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y por la otra la empresa afecta al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Una vez otorgados, se entenderá que los contratos referidos producen sus efectos desde la fecha de la solicitud respectiva. El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción tendrá la facultad de aceptar o rechazar las solicitudes que se le presenten y establecer los términos del contrato en que se otorguen los derechos de invariabilidad de que trata este artículo, conforme a lo que aquí se expresa. Corresponderá asimismo al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción la administración de dichos contratos y relacionarse con los suscriptores de los mismos, y



6) En caso que la empresa realice un nuevo proyecto minero, distinto de aquel definido en el respectivo contrato, éste no podrá acogerse a la invariabilidad de que trata el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974.



Artículo 6° transitorio.- Las empresas que, encontrándose acogidas con lo dispuesto en los artículos 3°, 4° ó 5° transitorios de esta ley, hayan iniciado la explotación de proyectos mineros amparados en contratos de inversión extranjera suscritos de conformidad a lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, a contar del 1 de diciembre del 2004, o bien inicien la explotación de proyectos a contar de dicha fecha, deberán llevar contabilidad separada por cada proyecto en la forma que al efecto determine el Servicio de Impuestos Internos.



Artículo 7° transitorio.- A los contribuyentes del impuesto establecido en el artículo 34 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que se acojan al régimen establecido en los artículos 3°, 4° ó 5° transitorios, se les otorgará un crédito equivalente a 50% del impuesto mencionado que deban pagar por los años comerciales 2006 y 2007, el cual será imputable al impuesto establecido en el artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que dicho contribuyente se encuentre obligado a pagar por las rentas de esos ejercicios. Si el monto de este crédito excediere el impuesto referido, dicho excedente no podrá imputarse a otro impuesto ni solicitarse su devolución. El impuesto específico a la minería que no pueda imputarse como crédito del impuesto pagado en dichos años, podrá ser deducido como gasto necesario para producir la renta de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 34 ter, antes señalado.”.

- - -

________________________________________



Seguidamente, a proposición del señor Presidente, se acuerda incorporar a la Cuenta el segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y el informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.502, en relación con el impuesto al gas, y establece regulaciones complementarias para la utilización del gas como combustible en vehículos (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 2.701-15).



Quedan en tabla de la presente sesión, de conformidad con los acuerdos de Comités del día de hoy.

________________________________________

 

El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que puedan ingresar a la Sala el señor Subsecretario de Minería y el señor Coordinador de Políticas Económicas del Ministerio de Hacienda.



Así se acuerda.

________________________________________



En discusión en general el proyecto de ley que establece un impuesto específico a la actividad minera, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Prokurica y Boeninger.

_________________________________________



El Honorable Senador señor Ávila solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento unánime de la Sala, para que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura pueda sesionar en forma paralela con la Sala.



La Sala accede a lo solicitado.

______________________________________________



El señor Presidente, en consideración al escaso tiempo que resta para el término del Orden del Día y a los acuerdos de Comités que dispusieron la discusión y votación, en esta sesión, del proyecto de ley que establece un impuesto específico a la actividad minera, y del proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.502, en relación con el impuesto al gas, y que establece regulaciones complementarias para la utilización del gas como combustible en vehículos, correspondientes a los Boletines números 3.772-08 y 2.701-15, respectivamente, solicita el asentimiento unánime de la Sala para prorrogar el Orden del Día.



La Sala accede a la prórroga del Orden del Día, acordando, asimismo, cerrar el debate en cuanto al proyecto de ley sobre establecimiento de un impuesto específico a la actividad minera y efectuar, a su respecto, la votación en forma nominal.

_________________________________________



El proyecto de ley es aprobado en general por 28 votos a favor, 5 en contra y 6 abstenciones de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Bombal, Fernández, García, Orpis y Romero. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señora Matthei y señor Orpis.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Boeninger, Canessa, Cantero, Coloma, Chadwick, Flores, Foxley, Gazmuri, Horvath, Moreno, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar, don Adolfo y Zaldívar, (don Andrés). Fundamentan su voto los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Cantero, Horvath, Moreno, Núñez, Páez, Parra, Ruiz-Esquide y Zaldívar, (don Adolfo).



Votan en contra los Honorables Senadores señores Ávila, Cariola, Cordero, Martínez y Zurita. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Ávila y Martínez.



Finalmente, hace uso de la palabra el señor Ministro de Minería.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el anteriormente transcrito.

______________________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 18.502, en relación con el impuesto al gas, y establece regulaciones complementarias para la utilización del gas como combustible en vehículos, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, e informe de la Comisión de 

Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.502, en relación con el impuesto al gas, y establece regulaciones complementarias para la utilización del gas como combustible en vehículos, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, e informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 2.701-15, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Previene el señor Secretario General que el segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones deja constancia que los incisos décimo, undécimo, duodécimo, décimo tercero y décimo cuarto del artículo 1º, contenido en el artículo 1º del proyecto de ley, y el artículo 3º, contenido en el número 3 del artículo 1º de la iniciativa en discusión, deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con los artículos 74 y 107 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que las modificaciones efectuadas por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones al proyecto aprobado en general, fueron todas acordadas por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Novoa, Pizarro, Prokurica y Sabag.



El señor Secretario General señala que la Comisión de Hacienda, de acuerdo con su competencia, se pronunció respecto de los artículos 1º, números 1, 3, 5, 6 y 7, y 2º, permanentes, y acerca de los artículos 1º, 2º y 3º transitorios, los cuales resultaron aprobados, con modificaciones los artículos 2º y 3º transitorios, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Boeninger, Flores y Foxley.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones deja constancia de lo siguiente:

 

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 2º y 1º transitorio.



II.- Numerales del Artículo 1º que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 2 (artículo 2º), 3 (artículo 3º), 4 (artículo 4º), 5 (artículo 4º bis), 6 (artículo 5º) y 7 (artículo 6º).



III.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1 a), 7 a) y 8 a).



IV.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.



V.- Indicaciones rechazadas: números 1, 3, 5 y 8.


VI.- Indicaciones retiradas: no hay.



VII.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 2, 4 y 7.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1º

Nº 1

Artículo 1º



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 1°.- Establécese, a beneficio fiscal, el impuesto específico, que más adelante se indica, al consumo vehicular y a la utilización de los combustibles gas natural comprimido y gas licuado de petróleo. El impuesto específico establecido tendrá el carácter de mixto, esto es considera un componente variable aplicable al consumo vehicular y un componente fijo por la utilización o empleo del respectivo combustible.



El componente variable del impuesto específico se devengará al tiempo de la venta, en territorio nacional, que efectúe el distribuidor de estos combustibles al vendedor de combustibles gas natural comprimido, gas licuado de petróleo o de ambos, para su consumo vehicular, que cuente con la autorización señalada en el inciso cuarto del artículo 2° de la presente ley. Su declaración y pago son de cargo del distribuidor, quien deberá enterarlos en arcas fiscales dentro de los primeros 10 días hábiles siguientes a la semana en que se efectuaron las transferencias.



Adicionalmente, para el caso que el distribuidor, productor o importador de los citados combustibles venda directamente estos combustibles para el consumo vehicular; o que con el objeto de abastecer para el consumo vehicular a vehículos que sean explotados por él retire estos combustibles, se devengará el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, al momento de la carga de dichos combustibles de los estanques o contenedores de que deberá disponer exclusivamente para tal efecto, y que deberán ser autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de conformidad con el artículo 2º de esta ley. Dichos estanques deberán contar con un mecanismo que registre la cantidad de combustible que se les haya cargado y que se haya expendido desde los mismos. El distribuidor, productor o importador deberá declarar dicha carga y pagar el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, en los mismos términos que señala el inciso precedente.



Para los efectos del inciso precedente, serán considerados como distribuidor los vendedores de estos combustibles, para el consumo vehicular, que total o parcialmente realicen la carga de estos en sus estanques o contenedores autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de conformidad con el artículo 2° de esta ley.



El componente fijo del impuesto específico será de declaración anual y a beneficio fiscal, debiéndose declarar y pagar en el mes de enero de cada año. El componente fijo del impuesto específico se aplicará a los propietarios de los vehículos que utilicen gas natural comprimido o gas licuado petróleo como combustible.



El pago del componente fijo del impuesto, podrá efectuarse en doce cuotas mensuales e iguales, expresadas en unidades tributarias mensuales, la primera, dentro del mes de enero de cada año, y cada una de las restantes, dentro de los once meses siguientes.



Los propietarios de los vehículos que deban declarar y pagar por primera vez el componente fijo del impuesto, lo harán proporcionalmente por cada uno de los meses que falten para el siguiente mes de enero, pudiéndose efectuar su pago en un número de cuotas igual a la cantidad de meses.



La obligación de pagar el componente fijo del impuesto establecido en este artículo, recaerá sobre los propietarios de los respectivos vehículos. Sólo podrán eximirse del pago del componente fijo del impuesto específico aquellos propietarios que acrediten, en forma fehaciente,  que su vehículo ha sido retirado de circulación en forma permanente, dentro del mes anterior al que corresponda pagar la respectiva cuota.



No podrá otorgarse el permiso de circulación a los vehículos señalados en este artículo mientras no se acredite el pago total del componente fijo del impuesto o de las correspondientes cuotas a la fecha de otorgamiento.



Las respectivas municipalidades deberán exigir que se acredite el pago del componente fijo del impuesto o de las cuotas que correspondan, mediante certificación del Servicio de Tesorerías, antes de otorgar o renovar el permiso de circulación y deberán dejar constancia del pago, consignándolo en dicho documento.



Con todo, los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, que sean detectados circulando por calles, caminos o vías públicas, por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos, inspectores fiscales, municipales, y que no cumplan con lo dispuesto en los incisos anteriores, serán retirados de circulación, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades. 



Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa de entre 5 UTM hasta 50 UTM dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.



El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa y del componente fijo del impuesto específico.



Las Municipalidades deberán prestar la colaboración que se les requiera para la aplicación y fiscalización del componente fijo del impuesto específico.



Ningún ministro de fe podrá autorizar los instrumentos que sirvan de título a la transferencia de vehículos motorizados afectos al impuesto establecido en este artículo, mientras no se acredite que se encuentra al día el pago del componente fijo del impuesto específico. La contravención de esta prohibición constituirá una infracción tributaria que será sancionada de conformidad con lo previsto en el inciso primero del artículo 109° del Código Tributario.



El Servicio de Registro Civil e Identificación incorporará el tipo de combustible así como el peso bruto vehicular a los requisitos de inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados. Asimismo informará periódicamente al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y al Servicio de Impuestos Internos de todos aquellos vehículos que hayan sido inscritos y que utilicen gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible. Los propietarios de dichos vehículos deberán actualizar sus inscripciones, incorporando la información  requerida en este inciso.



El componente variable del impuesto específico se establecerá por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, en el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, en el caso del gas licuado de petróleo.



El componente fijo del impuesto específico será expresado en unidades tributarias mensuales, según el valor vigente al mes de su pago.



El impuesto específico que se establece desde la entrada en vigencia de la presente ley, se calculará de la siguiente forma:



a) Automóviles de servicio de alquiler destinado al uso público e inscritos en el Registro Nacional de Servicio de Pasajeros del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:



Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 4,0 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 4,0 UTM. 



b) Vehículos de transporte escolar independiente de su peso, que realicen su revisión técnica como tales:



Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 



c) Vehículos con peso bruto vehicular inferior a 3.860 kilogramos, salvo los que se indican en la letra siguiente: 



Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 



d) Automóviles, station wagon y vehículos similares con peso bruto vehicular inferior a 2.700 kilogramos, salvo los vehículos de transporte escolar que realicen su revisión técnica como tales:



Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 5,1 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 5,1 UTM. 



El impuesto específico que se establece en el presente artículo no será base imponible del Impuesto a las Ventas y Servicios establecido en el D.L. Nº 825.



Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta aplicación de las obligaciones que le impone este artículo.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 2º



 Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 2º transitorio.- El impuesto a los vehículos motorizados que transiten utilizando gas licuado de petróleo como combustible en las calles, caminos y vías públicas en general que establece el artículo 1° de la ley Nº 18.502, desde el 1 de enero de 2003 hasta la entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del articulo 1° de esta ley, baja desde 45,0 UTM al año hasta 19,26 UTM al año.



Los propietarios de los vehículos que utilicen gas licuado de petróleo como combustible que durante el período a que se refiere el inciso precedente, hayan pagado el impuesto establecido en el artículo 1° de la ley Nº 18.502 de conformidad a la tasa aplicable con anterioridad a dicho período, podrán recuperar lo pagado en exceso en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.”.

- - -

ARTÍCULO TRANSITORIO, NUEVO



 Agregar, el siguiente artículo 3º transitorio, nuevo, a continuación del artículo 2º.



“Artículo 3° transitorio.- Establécese una bonificación equivalente al monto del impuesto a que se refiere el artículo 1° de la ley Nº 18.502 soportado anualmente por los propietarios y/o arrendatarios de los primeros 300 buses licitados en la implementación de los Planes y Programas de Transporte aprobados por la Subsecretaría de Transportes, y que cumplan con los siguientes requisitos: 



a) Ser vehículos con motores diseñados y construidos de fábrica para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo como combustible;



b) Contar con la autorización para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo, otorgada conforme a la normativa vigente, y



c) Estar incorporados en el Registro Nacional de Servicios de Transporte Público de Pasajeros, como servicios licitados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en la Región Metropolitana



La bonificación se pagará únicamente a los propietarios de los vehículos que al momento del pago cumplan con las condiciones anteriormente descritas. El Ministerio de  Transportes y Telecomunicaciones certificará la concurrencia de dichas condiciones a solicitud de los interesados.



La bonificación establecida en este artículo se pagará anualmente, durante todo el periodo que dure la concesión, reajustada en la forma que determine el reglamento.



La bonificación será equivalente al monto del impuesto efectivamente soportado anualmente por los propietarios y/o arrendatarios de cada bus que utilice gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible.



El impuesto soportado por los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrá superar al monto del impuesto que le hubiere correspondido pagar a cada bus de acuerdo al tipo de combustible utilizado, la extensión de su recorrido, el número de recorridos diarios de cada vehículo, el modelo de los buses y su rendimiento expresado en kilómetros por metro cúbico ó millar de metros cúbicos, según corresponda, lo que establecerá anualmente la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región Metropolitana o la entidad en que delegue esta atribución. Para los efectos de estimar el rendimiento de cada combustible, dicha entidad deberá oír la opinión experta de al menos dos empresas o profesionales de reconocido prestigio en el área de la ingeniería de transporte. 



La bonificación se pagará a través del Servicio de Tesorerías a los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, los cuales deberán acreditar fehacientemente el pago del impuesto por el cual se solicita dicha bonificación. 



La forma y condiciones de pago de la bonificación serán determinadas por reglamento, mediante decreto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que deberá ser suscrito también por el Ministro de Hacienda.



Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta  aplicación del beneficio que establece la presente ley.”.

- - -



El señor Secretario General manifiesta que, por su parte, la Comisión de Hacienda, para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, deja las siguientes constancias respecto de las indicaciones que fueron conocidas por ella, las que son complementarias del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones:

 

I.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 1 a) e indicación nueva del Ejecutivo.



II.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 7 a) y 8 a).



III.- Indicaciones rechazadas: números 1, 3, 5 y 8.

- - -



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Hacienda propone a la Sala la aprobación del proyecto de ley despachado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, con las siguientes modificaciones:

Artículo 2º transitorio



Sustituir, en el inciso primero, el guarismo “2003” por “2002”.
Artículo 3º transitorio



Sustituir su inciso primero por el siguiente:



“Establécese una bonificación equivalente a una proporción del impuesto a que se refiere el artículo 1° de la Ley 18.502 soportado anualmente por los propietarios o arrendatarios de buses licitados en la implementación de los Planes y Programas de Transporte aprobados por la Subsecretaria de Transporte, y que cumplan con los siguientes requisitos: 



a) Ser vehículos con motores diseñados y construidos de fábrica para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo como combustible, y



b) Contar con la autorización para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo, otorgada conforme a la normativa vigente.”.



Reemplazar su inciso cuarto por el siguiente:



“La bonificación será equivalente a la diferencia entre el impuesto efectivamente soportado anualmente por los propietarios o arrendatarios de cada bus que utilice gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible y el impuesto que le hubiere correspondido pagar a dicho vehículo si utilizara petróleo diesel como combustible.”.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente, en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, anuncia que dará por aprobadas las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y en el informe de la Comisión de Hacienda, esto es, los numerales 2, 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 1º, el artículo 2º y el artículo 1º transitorio, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación dichos preceptos.



El señor Secretario General informa que el número 3 del artículo 1º del proyecto de ley, que sustituye el artículo 3º de la ley Nº 18.502, tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



Quedan, en consecuencia, aprobadas las referidas disposiciones, por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes, con excepción del número 3 del artículo 1º del proyecto de ley que será votado en conjunto con otras disposiciones de rango orgánico constitucional.



A continuación, el señor Presidente anuncia, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, que se votarán sin debate las enmiendas contenidas en los informes respectivos que fueron aprobadas por unanimidad, salvo que algún señor Senador solicite discutir la proposición de la Comisión o que existan indicaciones renovadas.



El señor Secretario General señala que los incisos décimo, undécimo, duodécimo, décimo tercero y décimo cuarto del artículo 1º de la ley Nº 18.502, contenido en el número 1 del artículo 1º del proyecto de ley tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Puestas en votación las mencionadas enmiendas, son aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes, con excepción de las que requieren de un quórum especial, que serán votadas en conjunto con la disposición antes señalada.



A continuación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Orpis y Fernández.



El señor Presidente propone a la Sala, de conformidad con lo dispuesto en el número 1º del artículo 131 del Reglamento de la Corporación, el aplazamiento de la consideración en particular de este asunto, hasta la sesión ordinaria próxima.



La Sala así lo acuerda.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Cariola, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, respecto del envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que tenga por finalidad restituir al personal en retiro del Servicio de Gendarmería de Chile el beneficio denominado “Quinquenio Penitenciario”.



--Del Honorable Senador señor García: 

 

1) Al señor Subsecretario del Interior, sobre el estado de tramitación de una serie de proyectos postulados al Fondo Social, Región de La Araucanía, respecto de la provincia de Cautín.



2) Al señor Director Nacional de Obras Hidráulicas, acerca del funcionamiento de los servicios de agua potable rural de la Novena Región.



--Del Honorable Senador señor Stange:



1) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, sobre el sistema de licitación de calles en la Décima Región.



2) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, respecto de situación que afecta al Comité de Vivienda El Carrizo de la comuna de Maullín.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________________________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Páez, quien se refiere al daño previsional que afecta a aquéllas personas que se desempeñaron en los planes de empleo conocidos como PEM y POJH, entre los años 1974 y 1987.


Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficios, en su nombre, a los señores Ministros Secretario General de la Presidencia y del Trabajo y Previsión Social para que, si lo tienen a bien, analicen la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que beneficie a las personas mencionadas.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Partido Socialista, Institucionales 2, Institucionales 1, Mixto Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Renovación Nacional.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 53ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 18 DE MAYO DE 2.005



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Romero.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.


Asisten, asimismo, el señor Ministro de Relaciones Exteriores, don Ignacio Walker, el señor Ministro de Defensa Nacional, don Jaime Ravinet, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff y el señor Ministro de Minería, don Alfonso Dulanto.





Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ORDEN DEL DÍA

Solicitud de S. E. el Presidente de la República en que requiere el acuerdo del Senado para prorrogar la autorización para la salida de tropas nacionales del territorio de la República concedida hasta el 1º de junio del año en curso, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), con informe de las Comisiones de Relaciones 

Exteriores y de Defensa Nacional, unidas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, indicando que esta sesión especial ha sido convocada en virtud de lo dispuesto en el número 2º del artículo 67 del Reglamento de la Corporación.



El señor Secretario General señala que se trata de la solicitud de S. E. el Presidente de la República, mediante la cual requiere el acuerdo del Senado para prorrogar la autorización para la salida de tropas nacionales del territorio de la República, concedida hasta el 1º de junio del año en curso, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, correspondiente al Boletín Nº S 794-05.



Agrega que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, pronunciándose sobre la solicitud de S. E. el Presidente de la República, acordaron por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Canessa, Coloma, Fernández, Flores, Larraín, Martínez, Muñoz Barra y Valdés, prorrogar por seis meses renovables por un nuevo período de seis meses, la permanencia de tropas chilenas en Haití, precisando que esta decisión implica la intención de no prorrogar dicho mandato el 1º de junio de 2006 y, además, que comprende el reemplazo de la naturaleza del mandato por uno de cooperación económico y social.

___________________________________



El señor Presidente propone a la Sala otorgar la palabra por cinco minutos a los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.



La Sala se manifiesta conforme con lo propuesto por el señor Presidente.

 

Luego, hacen uso de la palabra los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.

_________________________________



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Gazmuri, Coloma, Boeninger, Larraín, Arancibia, Ruiz-Esquide y Muñoz Barra.



Cerrado el debate y puesto en votación el informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, es aprobado por 39 votos a favor y una abstención del Honorable Senador señor Ávila.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Romero, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



En consecuencia, el Senado autoriza la prórroga de la permanencia de tropas nacionales en Haití, concedida hasta el 1 de Junio de 2.005, por seis meses prorrogables por un nuevo período de seis meses, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), autorización que implica la intención de no renovar dicho mandato el 1 de Junio de 2.006 y, además, reemplazarlo por uno de cooperación económico y social.

_______________________________



El señor Presidente anuncia que se ha cumplido el objetivo de esta sesión.

_______________________________



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 54ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 18 DE MAYO DE 2.005

Parte pública



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro de Hacienda, don Nicolás Eyzaguirre, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro de Minería, don Alfonso Dulanto y la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, doña Adriana Delpiano.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones quincuagésima, ordinaria, de 10 de mayo de 2005, en sus partes pública y secreta, y quincuagésima primera, ordinaria, de 11 de mayo de 2005, que no han sido observadas.

___________________________

CUENTA

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha dado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que moderniza el servicio militar obligatorio  (Boletín Nº 2.844-02).



-- Queda para tabla.



Del señor Ministro del Interior, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, relativo a los señores Ministros designados, por las Ilustrísimas Cortes de Apelaciones del país, para los fines establecidos en el artículo 25 de la ley Nº 19.974.



Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre las observaciones formuladas por la Contraloría General de la República, a raíz de las auditorías e inspecciones que realizara, respecto del Programa Multifase de Desarrollo Integral de Comunidades Indígenas, denominado “Programa Orígenes”.



Del señor Director Regional de Vialidad de la Región de La Araucanía, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto del estado de la ruta que une las comunas de Traiguén y Los Sauces.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que interpreta el artículo 26 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, con el propósito de facilitar el funcionamiento de microempresas familiares (Boletín Nº 3.577-03).



Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre acceso a la información pública (Boletín Nº 3.773-06).



Segundo informe de las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un impuesto específico a la actividad minera (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 3.772-08).



Segundo informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la venta de lentes para la presbicia, sin receta médica (Boletines números 2.903-11 y 3.310-11, refundidos).



-- Quedan para tabla.

Permiso Constitucional



Comunicación del Honorable Senador señor Espina, por medio de la cual, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 57 de la Carta Fundamental, solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del 18 de mayo de 2005.



-- Se otorga el permiso solicitado.

___________________________



A continuación, el Honorable Senador señor Orpis solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento unánime de la Sala para incluir en la Tabla de Fácil Despacho de la presente sesión, el proyecto signado con el número 3 del Orden del Día, correspondiente al proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 18.502, en relación con el impuesto al gas, y establece regulaciones complementarias para la utilización del gas como combustible en vehículos (Boletín Nº 2.701-15). 



La Sala accede a incluir el referido proyecto en la Tabla de Fácil Despacho de la presente sesión.

___________________________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 18.502, en relación con el impuesto al gas, y establece regulaciones complementarias para la utilización del gas como combustible en vehículos, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, e informe de la Comisión de 

Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.502, en relación con el impuesto al gas, y establece regulaciones complementarias para la utilización del gas como combustible en vehículos, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, e informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 2.701-15, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Previene el señor Secretario General que el segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones deja constancia que los incisos décimo, undécimo, duodécimo, décimo tercero y décimo cuarto del artículo 1º, contenido en el artículo 1º del proyecto de ley, y el artículo 3º, contenido en el número 3 del artículo primero de la iniciativa en discusión, deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con los artículos 74 y 107 de la misma Carta Fundamental.



Los antecedentes relativos al proyecto de ley y su discusión en particular se encuentran en el acta correspondiente a la sesión 52ª, ordinaria, de 17 de mayo de 2005.



El señor Secretario General señala que en la sesión 52ª, ordinaria, de 17 de mayo de 2005, se inició la discusión en particular de esta iniciativa, acordando la Sala del Senado aplazarla hasta la sesión del día de hoy.



Cerrado el debate y puestos en votación los incisos décimo, undécimo, duodécimo, décimo tercero y décimo cuarto del artículo 1º, contenido en el artículo 1º del proyecto de ley, y el artículo 3º, contenido en el número 3 del artículo primero de la iniciativa en discusión, resultan aprobados por 32 votos a favor y un voto en contra del Honorable Senador señor Fernández, de un total de 46 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Canessa, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Flores, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Parra, Prokurica, Ríos, Romero, Ruiz De Giorgio, Sabag, Silva, Stange, Vega, Viera-Gallo y Zurita.



El señor Presidente anuncia que ha terminado la discusión en particular del proyecto de ley.



El proyecto de ley despachado por el Senado es del tenor siguiente

PROYECTO DE LEY:

 

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.502, que establece un impuesto específico a los combustibles:



1.- Sustitúyese el artículo 1º, por el siguiente:



“Artículo 1°.- Establécese, a beneficio fiscal, el impuesto específico, que más adelante se indica, al consumo vehicular y a la utilización de los combustibles gas natural comprimido y gas licuado de petróleo. El impuesto específico establecido tendrá el carácter de mixto, esto es considera un componente variable aplicable al consumo vehicular y un componente fijo por la utilización o empleo del respectivo combustible.



El componente variable del impuesto específico se devengará al tiempo de la venta, en territorio nacional, que efectúe el distribuidor de estos combustibles al vendedor de combustibles gas natural comprimido, gas licuado de petróleo o de ambos, para su consumo vehicular, que cuente con la autorización señalada en el inciso cuarto del artículo 2° de la presente ley. Su declaración y pago son de cargo del distribuidor, quien deberá enterarlos en arcas fiscales dentro de los primeros 10 días hábiles siguientes a la semana en que se efectuaron las transferencias.



Adicionalmente, para el caso que el distribuidor, productor o importador de los citados combustibles venda directamente estos combustibles para el consumo vehicular; o que con el objeto de abastecer para el consumo vehicular a vehículos que sean explotados por él retire estos combustibles, se devengará el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, al momento de la carga de dichos combustibles de los estanques o contenedores de que deberá disponer exclusivamente para tal efecto, y que deberán ser autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de conformidad con el artículo 2º de esta ley. Dichos estanques deberán contar con un mecanismo que registre la cantidad de combustible que se les haya cargado y que se haya expendido desde los mismos. El distribuidor, productor o importador deberá declarar dicha carga y pagar el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, en los mismos términos que señala el inciso precedente.



Para los efectos del inciso precedente, serán considerados como distribuidor los vendedores de estos combustibles, para el consumo vehicular, que total o parcialmente realicen la carga de estos en sus estanques o contenedores autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de conformidad con el artículo 2° de esta ley.



El componente fijo del impuesto específico será de declaración anual y a beneficio fiscal, debiéndose declarar y pagar en el mes de enero de cada año. El componente fijo del impuesto específico se aplicará a los propietarios de los vehículos que utilicen gas natural comprimido o gas licuado petróleo como combustible.



El pago del componente fijo del impuesto, podrá efectuarse en doce cuotas mensuales e iguales, expresadas en unidades tributarias mensuales, la primera, dentro del mes de enero de cada año, y cada una de las restantes, dentro de los once meses siguientes.



Los propietarios de los vehículos que deban declarar y pagar por primera vez el componente fijo del impuesto, lo harán proporcionalmente por cada uno de los meses que falten para el siguiente mes de enero, pudiéndose efectuar su pago en un número de cuotas igual a la cantidad de meses.



La obligación de pagar el componente fijo del impuesto establecido en este artículo, recaerá sobre los propietarios de los respectivos vehículos. Sólo podrán eximirse del pago del componente fijo del impuesto específico aquellos propietarios que acrediten, en forma fehaciente,  que su vehículo ha sido retirado de circulación en forma permanente, dentro del mes anterior al que corresponda pagar la respectiva cuota.



No podrá otorgarse el permiso de circulación a los vehículos señalados en este artículo mientras no se acredite el pago total del componente fijo del impuesto o de las correspondientes cuotas a la fecha de otorgamiento.



Las respectivas municipalidades deberán exigir que se acredite el pago del componente fijo del impuesto o de las cuotas que correspondan, mediante certificación del Servicio de Tesorerías, antes de otorgar o renovar el permiso de circulación y deberán dejar constancia del pago, consignándolo en dicho documento.



Con todo, los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, que sean detectados circulando por calles, caminos o vías públicas, por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos, inspectores fiscales, municipales, y que no cumplan con lo dispuesto en los incisos anteriores, serán retirados de circulación, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades. 



Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa de entre 5 UTM hasta 50 UTM dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.



El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa y del componente fijo del impuesto específico.



Las Municipalidades deberán prestar la colaboración que se les requiera para la aplicación y fiscalización del componente fijo del impuesto específico.



Ningún ministro de fe podrá autorizar los instrumentos que sirvan de título a la transferencia de vehículos motorizados afectos al impuesto establecido en este artículo, mientras no se acredite que se encuentra al día el pago del componente fijo del impuesto específico. La contravención de esta prohibición constituirá una infracción tributaria que será sancionada de conformidad con lo previsto en el inciso primero del artículo 109° del Código Tributario.



El Servicio de Registro Civil e Identificación incorporará el tipo de combustible así como el peso bruto vehicular a los requisitos de inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados. Asimismo informará periódicamente al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y al Servicio de Impuestos Internos de todos aquellos vehículos que hayan sido inscritos y que utilicen gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible. Los propietarios de dichos vehículos deberán actualizar sus inscripciones, incorporando la información  requerida en este inciso.



El componente variable del impuesto específico se establecerá por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, en el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, en el caso del gas licuado de petróleo.



El componente fijo del impuesto específico será expresado en unidades tributarias mensuales, según el valor vigente al mes de su pago.



El impuesto específico que se establece desde la entrada en vigencia de la presente ley, se calculará de la siguiente forma:



a) Automóviles de servicio de alquiler destinado al uso público e inscritos en el Registro Nacional de Servicio de Pasajeros del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:



Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 4,0 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 4,0 UTM. 



b) Vehículos de transporte escolar independiente de su peso, que realicen su revisión técnica como tales:



Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 



c) Vehículos con peso bruto vehicular inferior a 3.860 kilogramos, salvo los que se indican en la letra siguiente: 



Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 



d) Automóviles, station wagon y vehículos similares con peso bruto vehicular inferior a 2.700 kilogramos, salvo los vehículos de transporte escolar que realicen su revisión técnica como tales:



Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 5,1 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 5,1 UTM. 



El impuesto específico que se establece en el presente artículo no será base imponible del Impuesto a las Ventas y Servicios establecido en el D.L. Nº 825.



Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta aplicación de las obligaciones que le impone este artículo.”.



2.- Sustitúyese el artículo 2°, por el siguiente:



“Artículo 2°.- Sólo podrán utilizar los combustibles gas natural comprimido o gas licuado de petróleo los vehículos que cumplan con las condiciones técnicas que establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberán cautelar la inviolabilidad o imposibilidad de manipulación del sistema de almacenamiento del combustible en el vehículo, el cual, en el caso del gas licuado de petróleo, deberá contener una válvula o mecanismo que impida el trasvasije de combustible desde depósitos no autorizados hacia éste.



El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones establecerá las condiciones de rotulación que permitan una adecuada fiscalización de los vehículos autorizados para utilizar gas natural comprimido ó gas licuado de petróleo.



El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberá revisar las condiciones técnicas señaladas en el inciso primero de este artículo, cuando los organismos fiscalizadores informen que el diseño vigente no garantiza la inviolabilidad de los sistemas.



Ninguna instalación de combustibles podrá surtir gas natural comprimido o gas licuado de petróleo a vehículos motorizados si no se encuentra debidamente registrada por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, organismo que informará al Servicio de Impuestos Internos los registros realizados.



La Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en cumplimiento de las funciones que le asigna la ley Nº 18.410, orgánica de dicho servicio, fiscalizará el cumplimiento de las disposiciones del inciso precedente y deberá informar al Servicio de Impuestos Internos de los resultados de estos procedimientos cuando se detecten infracciones a esta ley.



El Servicio de Impuestos Internos podrá solicitar a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles practicar o participar en procesos de fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de este artículo.”.



3.- Sustitúyese el artículo 3°, por el siguiente:



“Artículo 3°.- Los vehículos que sean detectados por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos o por inspectores fiscales utilizando los combustibles gas natural comprimido o gas licuado de petróleo y que no cumplan con las condiciones técnicas o con las condiciones de rotulación establecidas de acuerdo al artículo precedente, serán retirados de circulación por personal de Carabineros, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y serán depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades.



Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa a beneficio fiscal de entre 5 UTM hasta 50 UTM, dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.



El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa establecida en el inciso anterior y sólo podrá volver a circulación una vez que cumpla con las condiciones técnicas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para el uso del combustible para el cual se encuentra autorizado.



El tribunal podrá eximir del pago de la multa al propietario cuyo vehículo cuente con la rotulación establecida en el inciso segundo del artículo precedente, pero que carezca de las condiciones técnicas establecidas en su inciso primero, por razones ajenas a dicho propietario. 



Los distribuidores o vendedores de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo para el consumo vehicular, que vendan estos combustibles para su consumo en cualquier vehículo que no cuente con el medio de rotulación que al efecto establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones   establecido en el inciso segundo del artículo 2° de esta ley,  serán sancionados con una multa, a beneficio fiscal, de entre 20 UTM hasta 50 UTM por cada vehículo en el que se detecte dicha infracción y la clausura del establecimiento hasta por 20 días.



A los distribuidores o vendedores de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo que vendan estos combustibles para el consumo vehicular sin la autorización establecida en el inciso cuarto del artículo 2° de esta ley, serán sancionados con una multa, a beneficio fiscal, de entre 20 UTM hasta 50 UTM por cada vehículo en el que se detecte dicha infracción y la clausura del establecimiento hasta por 20 días.”.



4.- Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:



“Artículo 4°.- Los organismos fiscalizadores, deberán informar periódicamente al Servicio de Impuestos Internos los casos en que se detecten infracciones a los dos artículos precedentes, según el plazo y forma que éste determine.



Las empresas vendedoras de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo sólo podrán vender dicho combustible a aquellos vehículos que cuenten con el medio de rotulación que al efecto establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, debiendo informar a este ministerio, en la forma y plazo que éste determine, de aquellos vehículos que no cumplan con dicho requisito y soliciten la venta.”.



5.- Agregar, a continuación del artículo 4º, el siguiente artículo 4º bis:



“Artículo 4º bis.- La adaptación clandestina de vehículos motorizados al uso de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, entendiendo por tales aquellas realizadas por personas o en establecimientos o talleres, que no cuenten con las autorizaciones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, será penado con una multa no inferior a 50 unidades tributarias mensuales ni superior a 70, y el comiso de los bienes empleados.



En igual pena incurrirán aquellos que, aún contando con estas autorizaciones, instalen dichos dispositivos en vehículos cuyos modelos no hayan sido autorizados por la entidad responsable para la utilización de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo, quienes serán sancionados, además, con la revocación de la referida autorización.



Lo dispuesto en los incisos precedentes es, sin perjuicio a las sanciones administrativas que pudieren imponerse a los autores de dichos delitos en la preparación o ejecución de los mismos.



La Superintendencia de Electricidad y Combustibles, Carabineros de Chile y los inspectores fiscales deberán denunciar cualquier acto que haga sospechar se estén ejecutando o preparando la ejecución  de los actos señalados en los incisos primero y segundo de este artículo.”.



6.- Derógase el artículo 5º.



7.- Agrégase, en el inciso final del artículo 6°, a continuación del punto aparte (.), que se transforma en punto seguido (.), lo siguiente:  “En el caso de las ventas de los combustibles, gas natural comprimido o gas licuado a petróleo,  señaladas en esta ley, realizadas dentro de las Zonas Francas a consumidores que no sean usuarios de éstas, el impuesto deberá ser retenido por el vendedor de dichos combustibles y enterado en arcas fiscales, dentro de los diez días hábiles siguientes a la semana en que se efectúen las transferencias.”.



Artículo 2°.- Agrégase en el artículo 97, del Código Tributario, el siguiente número 26:



“26.- La venta o abastecimiento clandestinos de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo para consumo vehicular, entendiéndose por tal aquellas realizadas por personas que no cuenten con las autorizaciones establecidas en el inciso cuarto del artículo 2° de la ley Nº 18.502, será penado con presidio menor en su grado mínimo a medio y una multa de hasta cuarenta unidades tributarias anuales.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1º transitorio.- Lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del artículo 1° de esta ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma.



Lo dispuesto en el número 26 del artículo 97 del Código Tributario, que se modifica mediante el artículo 2° de la presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma. 



Los propietarios de vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, comprendidos en la letra  a) del artículo 12 del decreto ley N° 3.063 de 1979 y en los números 1, 2, 3 y 4 de la letra b) del artículo 12 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sólo deberán cancelar las cuotas del impuesto establecido en la ley N° 18.502, devengadas y vencidas a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones establecidas en la presente ley.



Aquéllos propietarios que hayan pagado en una cuota anual el impuesto a que se refiere el inciso precedente, podrán recuperar el monto equivalente a las cuotas mensuales no vencidas a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones establecidas en la presente ley, en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.



Artículo 2º transitorio.- El impuesto a los vehículos motorizados que transiten utilizando gas licuado de petróleo como combustible en las calles, caminos y vías públicas en general que establece el artículo 1° de la ley Nº 18.502, desde el 1 de enero de 2002 hasta la entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del articulo 1° de esta ley, baja desde 45,0 UTM al año hasta 19,26 UTM al año.



Los propietarios de los vehículos que utilicen gas licuado de petróleo como combustible que durante el período a que se refiere el inciso precedente, hayan pagado el impuesto establecido en el artículo 1° de la ley Nº 18.502 de conformidad a la tasa aplicable con anterioridad a dicho período, podrán recuperar lo pagado en exceso en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.



Artículo 3° transitorio.- Establécese una bonificación equivalente a una proporción del impuesto a que se refiere el artículo 1° de la Ley 18.502 soportado anualmente por los propietarios o arrendatarios de buses licitados en la implementación de los Planes y Programas de Transporte aprobados por la Subsecretaria de Transporte, y que cumplan con los siguientes requisitos: 



a) Ser vehículos con motores diseñados y construidos de fábrica para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo como combustible, y



b) Contar con la autorización para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo, otorgada conforme a la normativa vigente.



La bonificación se pagará únicamente a los propietarios de los vehículos que al momento del pago cumplan con las condiciones anteriormente descritas. El Ministerio de  Transportes y Telecomunicaciones certificará la concurrencia de dichas condiciones a solicitud de los interesados.



La bonificación establecida en este artículo se pagará anualmente, durante todo el periodo que dure la concesión, reajustada en la forma que determine el reglamento.



La bonificación será equivalente a la diferencia entre el impuesto efectivamente soportado anualmente por los propietarios o arrendatarios de cada bus que utilice gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible y el impuesto que le hubiere correspondido pagar a dicho vehículo si utilizara petróleo diesel como combustible.


El impuesto soportado por los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrá superar al monto del impuesto que le hubiere correspondido pagar a cada bus de acuerdo al tipo de combustible utilizado, la extensión de su recorrido, el número de recorridos diarios de cada vehículo, el modelo de los buses y su rendimiento expresado en kilómetros por metro cúbico ó millar de metros cúbicos, según corresponda, lo que establecerá anualmente la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región Metropolitana o la entidad en que delegue esta atribución. Para los efectos de estimar el rendimiento de cada combustible, dicha entidad deberá oír la opinión experta de al menos dos empresas o profesionales de reconocido prestigio en el área de la ingeniería de transporte. 



La bonificación se pagará a través del Servicio de Tesorerías a los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, los cuales deberán acreditar fehacientemente el pago del impuesto por el cual se solicita dicha bonificación. 



La forma y condiciones de pago de la bonificación serán determinadas por reglamento, mediante decreto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que deberá ser suscrito también por el Ministro de Hacienda.



Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta  aplicación del beneficio que establece la presente ley.”.

___________________________

 

Seguidamente, el señor Presidente, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 68 número 2º y 159 del Reglamento del Senado, constituye la Sala en sesión secreta con el fin de discutir los informes de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía recaídos en las solicitudes de rehabilitación de ciudadanía presentadas por los señores Gustavo Adolfo Aedo Donoso, Orlando del Carmen Montes Astudillo y José Héctor Angulo Vivar, correspondientes a los Boletines números S 438-04, S 731-04 y S 789-04, respectivamente.



Se reanuda la sesión pública.

___________________________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un impuesto específico a la actividad minera, con segundo informe de las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, 

unidas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un impuesto específico a la actividad minera, con segundo informe de las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, correspondiente al Boletín Nº 3.772-08, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Añade el señor Secretario General que las modificaciones efectuadas por las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, al proyecto aprobado en general, fueron acordadas por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Boeninger, Núñez, con dos votos, Orpis, Páez, con dos votos, y Prokurica, con dos votos, exceptuando aquéllas que el informe consigna.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, dejan constancia de lo siguiente:

 

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 4º y 6º, transitorios.



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 2, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 15, 18, 21, 22, 24, 25 y 27.



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 16, 17 y 26.



IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.



V.- Indicaciones retiradas: números 3 y 6.



VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 4, 5, 14, 19, 20, 23, 28 y 29.

- - -



El señor Secretario General hace presente que las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, someten a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

Número 1)



Sustituir, la expresión “artículo 34 bis, el siguiente artículo 34 ter, nuevo:” por “Título IV, el siguiente título IV Bis, nuevo:

“TITULO IV BIS

Impuesto específico a la actividad minera”



Sustituir el artículo 34 ter que propone el numeral 1) por el siguiente artículo 64 bis



 “Artículo 64 bis.- Establécese un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera metálica obtenida por un explotador minero.



Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá por:



1) Explotador minero, toda persona natural o jurídica que extraiga sustancias minerales metálicos de carácter concesible y las venda en cualquier estado productivo en que se encuentren.



2) Producto minero, la sustancia mineral metálica de carácter concesible ya extraída, haya o no sido objeto de beneficio, en cualquier estado productivo en que se encuentre.



3) Venta, todo acto jurídico celebrado por el explotador minero que tenga por finalidad o pueda producir el efecto de transferir la propiedad de un producto minero metálico.



El impuesto a que se refiere este artículo se aplicará a la renta imponible operacional del explotador minero de acuerdo a lo siguiente:



i) A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales excedan al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino se les aplicará una tasa única de impuesto de 5%;



ii) A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales sean iguales o inferiores al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino y superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará una tasa equivalente al promedio por tonelada de lo que resulte de aplicar lo siguiente:



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino, 0,5%;



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino, 1%;



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino, 1,5%;



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino, 2%;



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino, 2,5%;



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 3%;



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 4,5%;



iii) 
No estarán afectos al impuesto los explotadores mineros cuyas ventas, durante el ejercicio respectivo, hayan sido iguales o inferiores al equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino.



El valor de una tonelada métrica de cobre fino se determinará de acuerdo al valor promedio que el cobre Grado A contado haya presentado durante el ejercicio respectivo en la Bolsa de Metales de Londres, el cual será publicado, en moneda nacional, por la Comisión Chilena del Cobre dentro de los primeros 30 días de cada año.



Para los efectos de determinar la tasa de impuesto a aplicar, se deberá considerar el valor total de venta de productos mineros del conjunto de personas relacionadas con el explotador minero, que puedan ser considerados explotadores mineros de acuerdo al numeral 1), del inciso segundo del presente artículo y que realicen dichas ventas.



Se entenderá por personas relacionadas aquellas a que se refiere el numeral 2°, del artículo 34 de esta ley.


Se entenderá por renta imponible operacional para los efectos de este artículo, la que resulte de efectuar los siguientes ajustes a la renta líquida imponible determinada en los artículos 29 a 33 de la presente ley:



1) Deducir todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros;



2) Agregar los gastos y costos necesarios para producir los ingresos a que se refiere el número 1) precedente. Deberán, asimismo, agregarse los gastos de imputación común del explotador minero que no sean asignables exclusivamente a un determinado tipo de ingresos, en la misma proporción que representen los ingresos a que se refiere el numeral precedente respecto del total de los ingresos brutos del explotador minero;



3) Agregar, en caso que se hayan deducido, las siguientes partidas contenidas en el artículo 31 de la presente ley:



a) Los intereses referidos en el número 1°;



b) Las pérdidas de ejercicios anteriores a que hace referencia el número 3°;



c) El cargo por depreciación acelerada;



d) La diferencia, de existir, que se produzca entre la deducción de gastos de organización y puesta en marcha, a que se refiere el número 9°, amortizados en un plazo inferior a seis años y la proporción que hubiese correspondido deducir por la amortización de dichos gastos en partes iguales, en el plazo de seis años. La diferencia que resulte de aplicar lo dispuesto en esta letra, se amortizará en el tiempo que reste para completar, en cada caso, los seis ejercicios, y



e) La contraprestación que se pague en virtud de un contrato de avío, compraventa de minerales, arrendamiento o usufructo de una pertenencia minera, o cualquier otro que tenga su origen en la entrega de la explotación de un yacimiento minero a un tercero. También deberá agregarse aquella parte del precio de la compraventa de una pertenencia minera que haya sido pactado como un porcentaje de las ventas de productos mineros o de las utilidades del comprador.


4) Deducir la cuota anual de depreciación por los bienes físicos del activo inmovilizado que hubiere correspondido de no aplicarse el régimen de depreciación acelerada.



Tal como lo establecen los artículos 64 del Código Tributario y 38 de la presente ley, en caso de existir ventas de productos mineros del explotador minero a personas relacionadas residentes o domiciliadas en Chile, para los efectos de determinar la tasa, exención y la base del impuesto a que se refiere este artículo, el Servicio de Impuestos Internos, en uso de sus facultades, podrá impugnar los precios utilizados en dichas ventas. En este caso, el Servicio de Impuestos Internos deberá fundamentar su decisión considerando los precios de referencia de productos mineros que determine la Comisión Chilena del Cobre de acuerdo a sus facultades legales.”.

Número 2)



Sustituir la expresión “34 ter” por “64 bis”.

Número 3)



Suprimirlo.

Número 4)



Pasa a ser número 3).



Reemplazar los vocablos “34 ter” por “64 bis”.

Número 5)



Pasa a ser número 4).



Sustituir, en la nueva letra h) que se incorpora al artículo 84, la expresión “34 ter” por “64 bis”, las dos veces que aparece.

Número 6)



Pasa a ser número 5).



Reemplazar, en el nuevo inciso final que se agrega al artículo 90, la expresión “34 ter” por “64 bis”.

Número 7)



Pasa a ser número 6).



Sustituir, en el nuevo numeral 2 que se intercala en los artículos 93 y 94, la expresión “34 ter” por “64 bis”.

Artículo 2º



Sustituir las referencias al artículo “34 ter”, por otras al artículo “64 bis”.



Intercalar en el número 2) del artículo 11 ter, nuevo, que propone, a continuación de las palabras “nuevo tributo,” la frase “incluidas las regalías, cánones o cargas similares,“.

Artículo 3º



Reemplazar, en la nueva letra n) que se propone para el artículo 2º del decreto ley Nº 1.349, la expresión “34 ter” por “64 bis”.

Artículo 2º transitorio



Sustituir las referencias al articulo “34 ter” por otras al artículo “64 bis”.

Artículo 3º transitorio



Reemplazar el numeral 4), por el siguiente:



“4) La tasa de impuesto a que se refiere la letra i), del inciso tercero del artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;”.

Artículo 5º transitorio



Sustituir las referencias al artículo “34 ter” por otras al artículo “64 bis”.



Reemplazar el número 1), por el que se señala a continuación:



“1) La empresa cuyas ventas, durante el ejercicio correspondiente al año 2004, hayan sido superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino;”.


Sustituir el numeral 3), por el siguiente:



“3) La tasa de impuesto a que se refiere la letra i) del inciso tercero del artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;”.

Artículo 7º transitorio



Sustituir, las dos veces que aparece, la expresión “34 ter” por “64 bis”.

- - -



A continuación, el señor Presidente, en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, anuncia que dará por aprobadas las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, esto es, los artículos 4º y 6º transitorios, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación dichos preceptos.

_______________________________



El Honorable Senador señor Parra solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento unánime de los señores Senadores presentes, para someter a discusión y votación el artículo 4º transitorio.



La unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes así lo acuerda.

_______________________________



Queda, en consecuencia, y de conformidad con lo preceptuado por el inciso primero del artículo 124 del Reglamento del Senado, aprobado el artículo 6º transitorio, por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Seguidamente, el señor Presidente anuncia, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, que se votarán sin debate las enmiendas contenidas en el informe respectivo que fueron aprobadas por unanimidad, salvo que algún señor Senador solicite discutir la proposición de las Comisiones unidas o que existan indicaciones renovadas.



El señor Presidente da por aprobadas todas y cada una de las referidas enmiendas, en la medida en que no sean objeto de indicaciones renovadas o de solicitud de discusión por separado durante el debate en la Sala.

_______________________________________



En seguida, el señor Presidente informa a la Sala que en la discusión en particular del proyecto de ley en las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, se suscitó cuestión sobre la admisibilidad de la indicación signada con el número 2, que modificó el número 1) del artículo 1º del proyecto de ley, en cuanto al artículo 34 ter, que pasó a ser artículo 64 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, con la finalidad de excluir la actividad minera no metálica del ámbito de aplicación del Impuesto Específico a la Actividad Minera.



El señor Presidente agrega que los representantes del Ejecutivo presentes en la sesión de las Comisiones unidas, estimaron que la referida indicación era inadmisible por incidir en materias de iniciativa exclusiva de S. E. el Presidente de la República, según lo dispuesto en el número 1.º del inciso cuarto, del artículo 62 de la Constitución Política.



Añade que el señor Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Núñez, declaró la admisibilidad de la indicación número 2, en consideración a lo preceptuado en el inciso final del artículo 62 de la Constitución Política de la República, resultando aprobada la indicación en las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, por ocho votos a favor y 2 votos en contra.



El señor Presidente indica que la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen) hizo expresa reserva de constitucionalidad, respecto del contenido de la indicación signada con el número 2.



Manifiesta el señor Presidente que en esta materia son atendibles los argumentos dados, tanto a favor como en contra de la admisibilidad de la indicación, por lo que, de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 25 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, consulta a la Sala del Senado sobre el pronunciamiento de admisibilidad efectuado por el Presidente de las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, respecto de la indicación número 2.



En discusión la declaración de admisibilidad, hacen uso de la palabra el Honorable Senador señor Boeninger, el señor Ministro de Hacienda, la Honorable Senadora señora Matthei, los Honorables Senadores señores Orpis, Zaldívar (don Andrés), Larraín y Pizarro, el señor Ministro de Minería, y los Honorables Senadores señores Núñez y Prokurica, y señora Frei (doña Carmen).



Cerrado el debate y puesta en votación la declaración de admisibilidad es aprobada por 25 votos a favor, 12 en contra y 2 abstenciones de los Honorables Senadores señores Ruiz De Giorgio y Zaldívar (don Adolfo).



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Fernández, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Núñez, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ríos, Romero, Stange, Vega, Viera-Gallo y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Ávila, Boeninger, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Parra, Sabag y Zaldívar (don Andrés).



Luego, el señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de las enmiendas que no recibieron aprobación unánime en las Comisiones unidas y de aquéllas respecto de las cuales se ha solicitado votación separada.



En seguida, el señor Secretario General expresa que el Honorable Senador señor Boeninger ha solicitado votación separada de las expresiones “metálica”, “metálicas” y “metálico” que aparecen en el inciso primero y en los numerales 1), 2) y 3) del artículo 64 bis, contenido en el número 1) del artículo 1º del proyecto de ley, con la finalidad de que se supriman dichas expresiones.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Boeninger, Martínez, Orpis, Zaldívar (don Andrés), Ávila y Núñez, el señor Ministro de Hacienda, los Honorables Senadores señores Pizarro y Prokurica, el señor Ministro de Minería y los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Zaldívar (don Adolfo), Larraín y Foxley.

______________________________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Martínez deja constancia que formula una reserva de constitucionalidad respecto del número 1) del artículo 1º del proyecto de ley, que agrega un Título IV Bis, nuevo, y el artículo 64 bis, nuevo, a la Ley sobre Impuesto a la Renta.

______________________________________

______________________________________



El señor Presidente, en atención a que ha llegado el término del Orden del Día, solicita a la Sala el asentimiento unánime para su prórroga, con el objeto de continuar tratando el proyecto que está en discusión y el informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial; el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y faculta a las municipalidades para otorgar condonaciones que indica, correspondiente al Boletín Nº 2.892-06.



La Sala así lo acuerda.

______________________________________



Cerrado el debate y puesta en votación la supresión de las expresiones “metálica”, “metálicas” y “metálico” todas las veces que aparece en el artículo 64 bis, contenido en el número 1) del artículo 1º del proyecto de ley, es aprobada por 24 votos a favor, 2 en contra, 10 abstenciones y 3 pareos de los Honorables Senadores señores Canessa, Romero y Zaldívar (don Adolfo).



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Ávila, Boeninger, Bombal, Chadwick, Cordero, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Larraín, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Parra, Pizarro, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Vega, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Votan en contra los Honorables Senadores señores Aburto y Arancibia.



Se abstienen los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Cantero, Coloma, García, Horvath, Martínez, Orpis, Prokurica, Stange y Zurita.

______________________________________



Seguidamente, a proposición del señor Presidente, se acuerda incorporar a la Cuenta los siguientes asuntos:

 

Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, por medio del cual retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley que deroga el inciso tercero del artículo 18 de la ley Nº 19.578  (Boletín Nº 3.873-05).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Oficio de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que deroga el inciso tercero del artículo 18 de la ley Nº 19.578 (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 3.873-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.
______________________________________



El señor Presidente señala que el Honorable Senador señor Ávila le ha solicitado poder hacer uso del derecho que confiere el inciso segundo del artículo 114 del Reglamento de la Corporación, con la finalidad de vindicarse de la referencia efectuada a su respecto.



El Honorable Senador señor Ávila hace uso de la palabra.

______________________________________



En seguida, el señor Secretario General expresa que cabe ocuparse del número 1) del artículo 1º del proyecto de ley, aprobado por las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, por 8 votos a favor y 2 abstenciones, respecto del Título IV Bis, nuevo, y del artículo 64 bis, que se agregan a la Ley sobre Impuesto a la Renta, y por 9 votos a favor y uno en contra, en cuanto a la oración final del artículo 64 bis.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Puesto en votación el número 1) del artículo 1º del proyecto de ley, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



A continuación, el señor Secretario General indica que el Honorable Senador señor Parra ha solicitado votación separada del número 2) del artículo 2º del proyecto de ley, que agrega un artículo 11 ter, nuevo, al decreto ley Nº 600, de 1974, “Estatuto de la Inversión Extranjera”, que las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, aprobaron por la unanimidad de sus integrantes.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Parra y Viera-Gallo, la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), y el señor Ministro de Hacienda.

____________________________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Parra dejó constancia que, en su opinión, el artículo 11 ter, nuevo, que se agrega al decreto ley Nº 600, de 1974, adolecería de inconstitucionalidad, por conferir a los contratos de inversión extranjera la categoría de contrato ley, institución esta última ajena a nuestro ordenamiento constitucional.

____________________________________



Puesto en votación el número 2) del artículo 2º del proyecto de ley, es aprobado por 19 votos a favor, 5 en contra y 4 abstenciones de los Honorables Senadores señores Canessa, Martínez, Núñez y Viera-Gallo. Fundamenta su voto el Honorable Senador señor Viera-Gallo.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Boeninger, Bombal, Cantero, Cariola, Cordero, Fernández, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Stange y Vega.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Naranjo, Parra, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide y Zurita.

______________________________________



El Honorable Senador señor Muñoz Barra, en representación del Comité Partido por la Democracia, solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento unánime de la Sala para suspender temporalmente la discusión del proyecto que establece un impuesto específico a la actividad minera, con el objeto de ocuparse del Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial; el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y faculta a las municipalidades para otorgar condonaciones que indica, correspondiente al Boletín Nº 2.892-06.



La Sala no accede a lo solicitado.

______________________________________



Inmediatamente, el señor Secretario General señala que el Honorable Senador señor Parra ha solicitado votación separada del artículo 2º transitorio del proyecto de ley, que fue aprobado por las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, por la unanimidad de sus integrantes.



En discusión, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei.



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 2º transitorio, es aprobado con la misma votación dada al número 2) del artículo 2º de la iniciativa de ley.



A continuación, el señor Secretario General expresa que el Honorable Senador señor Parra ha solicitado votación separada de los artículos 3º y 4º transitorios, agregando que el número 4) del artículo 3º transitorio, fue aprobado por las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, por 8 votos a favor y 2 abstenciones.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.

 

Cerrado el debate y puestos en votación los artículos 3º, sin considerar su número 4), y 4º transitorios, son aprobados con la misma votación que se dio al artículo 2º transitorio.

 

El número 4) del artículo 3º transitorio, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes, dejándose constancia que los Honorables Senadores señores Orpis y Parra se abstienen.



Luego, el señor Secretario General manifiesta que cabe ocuparse del número 3) del artículo 5º transitorio, que fue aprobado por las Comisiones de Hacienda, y de Minería y Energía, unidas, por 8 votos a favor y 2 abstenciones.

 

En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación el número 3) del artículo 5º transitorio, es aprobado con la abstención de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Orpis.



El señor Presidente anuncia que ha terminado la discusión en particular del proyecto de ley.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



 “Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:



1) Agrégase, a continuación del actual Título IV, el siguiente título IV Bis, nuevo:

“TITULO IV BIS

Impuesto específico a la actividad minera


Artículo 64 bis.- Establécese un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera obtenida por un explotador minero.



Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá por:



1) Explotador minero, toda persona natural o jurídica que extraiga sustancias minerales de carácter concesible y las venda en cualquier estado productivo en que se encuentren.



2) Producto minero, la sustancia mineral de carácter concesible ya extraída, haya o no sido objeto de beneficio, en cualquier estado productivo en que se encuentre.



3) Venta, todo acto jurídico celebrado por el explotador minero que tenga por finalidad o pueda producir el efecto de transferir la propiedad de un producto minero.



El impuesto a que se refiere este artículo se aplicará a la renta imponible operacional del explotador minero de acuerdo a lo siguiente:



i) A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales excedan al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino se les aplicará una tasa única de impuesto de 5%;



ii) A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales sean iguales o inferiores al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino y superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará una tasa equivalente al promedio por tonelada de lo que resulte de aplicar lo siguiente:



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino, 0,5%;



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino, 1%;



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino, 1,5%;



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino, 2%;



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino, 2,5%;



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 3%;



Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 4,5%;



iii) 
No estarán afectos al impuesto los explotadores mineros cuyas ventas, durante el ejercicio respectivo, hayan sido iguales o inferiores al equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino.



El valor de una tonelada métrica de cobre fino se determinará de acuerdo al valor promedio que el cobre Grado A contado haya presentado durante el ejercicio respectivo en la Bolsa de Metales de Londres, el cual será publicado, en moneda nacional, por la Comisión Chilena del Cobre dentro de los primeros 30 días de cada año.



Para los efectos de determinar la tasa de impuesto a aplicar, se deberá considerar el valor total de venta de productos mineros del conjunto de personas relacionadas con el explotador minero, que puedan ser considerados explotadores mineros de acuerdo al numeral 1), del inciso segundo del presente artículo y que realicen dichas ventas.



Se entenderá por personas relacionadas aquellas a que se refiere el numeral 2°, del artículo 34 de esta ley.


Se entenderá por renta imponible operacional para los efectos de este artículo, la que resulte de efectuar los siguientes ajustes a la renta líquida imponible determinada en los artículos 29 a 33 de la presente ley:



1) Deducir todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros;



2) Agregar los gastos y costos necesarios para producir los ingresos a que se refiere el número 1) precedente. Deberán, asimismo, agregarse los gastos de imputación común del explotador minero que no sean asignables exclusivamente a un determinado tipo de ingresos, en la misma proporción que representen los ingresos a que se refiere el numeral precedente respecto del total de los ingresos brutos del explotador minero;



3) Agregar, en caso que se hayan deducido, las siguientes partidas contenidas en el artículo 31 de la presente ley:



a) Los intereses referidos en el número 1°;



b) Las pérdidas de ejercicios anteriores a que hace referencia el número 3°;



c) El cargo por depreciación acelerada;



d) La diferencia, de existir, que se produzca entre la deducción de gastos de organización y puesta en marcha, a que se refiere el número 9°, amortizados en un plazo inferior a seis años y la proporción que hubiese correspondido deducir por la amortización de dichos gastos en partes iguales, en el plazo de seis años. La diferencia que resulte de aplicar lo dispuesto en esta letra, se amortizará en el tiempo que reste para completar, en cada caso, los seis ejercicios, y



e) La contraprestación que se pague en virtud de un contrato de avío, compraventa de minerales, arrendamiento o usufructo de una pertenencia minera, o cualquier otro que tenga su origen en la entrega de la explotación de un yacimiento minero a un tercero. También deberá agregarse aquella parte del precio de la compraventa de una pertenencia minera que haya sido pactado como un porcentaje de las ventas de productos mineros o de las utilidades del comprador.


4) Deducir la cuota anual de depreciación por los bienes físicos del activo inmovilizado que hubiere correspondido de no aplicarse el régimen de depreciación acelerada.



Tal como lo establecen los artículos 64 del Código Tributario y 38 de la presente ley, en caso de existir ventas de productos mineros del explotador minero a personas relacionadas residentes o domiciliadas en Chile, para los efectos de determinar la tasa, exención y la base del impuesto a que se refiere este artículo, el Servicio de Impuestos Internos, en uso de sus facultades, podrá impugnar los precios utilizados en dichas ventas. En este caso, el Servicio de Impuestos Internos deberá fundamentar su decisión considerando los precios de referencia de productos mineros que determine la Comisión Chilena del Cobre de acuerdo a sus facultades legales.”.



2) Intercálase en el numeral 2°, del inciso tercero del artículo 31, después de la coma (,) que sigue a la palabra “ley”, lo siguiente:



 “con excepción del impuesto establecido en el artículo 64 bis en el ejercicio en que se devengue,”.



3) Agrégase en el artículo 65, el siguiente numeral 2°, nuevo:



 “2°.- Los contribuyentes gravados con el impuesto específico establecido en el artículo 64 bis.”.



4) Incorpórase en el artículo 84, la siguiente letra h), nueva:



 “h) Los contribuyentes obligados al pago del impuesto establecido en el artículo 64 bis, deberán efectuar un pago provisional mensual sobre los ingresos brutos que provengan de las ventas de productos mineros, con la tasa que se determine en los términos señalados en los incisos segundo y tercero de la letra a), de este artículo, pero el incremento o disminución de la diferencia porcentual, a que se refiere el inciso segundo, se determinará considerando el impuesto específico de dicho número que debió pagarse en el ejercicio anterior, sin el reajuste del artículo 72, en vez del impuesto de primera categoría.



En los casos en que el porcentaje aludido en el inciso anterior no pueda ser determinable, por no haberse producido renta imponible operacional en el ejercicio anterior o por tratarse del primer ejercicio comercial que se afecte al impuesto del artículo 64 bis, o por otra circunstancia, la tasa de este pago provisional será de 0,3%.”.



5) Agrégase en el artículo 90, el siguiente inciso final, nuevo:



 “Lo dispuesto en este artículo será también aplicable a los contribuyentes señalados en la letra h) del artículo 84, pero la suspensión de los pagos provisionales sólo procederá en el caso que la renta imponible operacional, anual o trimestral según corresponda, a que se refiere el artículo 64 bis, no exista o resulte negativo el cálculo que allí se establece.”.



6) Intercálase en los artículos 93 y 94, el siguiente número 2., nuevo, pasando en este último artículo el actual número 2. a ser número 3., modificándose la numeración correlativa subsiguiente:



“2. Impuesto establecido en el articulo 64 bis.".



Artículo 2°.- Modifícase el decreto ley N° 600, de 1974, “Estatuto de la Inversión Extranjera”, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 523, de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la siguiente manera:



1) Agrégase en el artículo 7°, en su inciso primero, a continuación del punto seguido, la siguiente oración:



 “El impuesto a que se refiere el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta no se considerará para la determinación de la carga impositiva efectiva total a la renta.”.



2) Agrégase, a continuación del actual artículo 11 bis, el siguiente artículo 11 ter, nuevo:



 “Artículo 11 ter.- Cuando se trate de inversiones de monto igual o superior a US$ 50.000.000, moneda de los Estados Unidos de América o su equivalente en otras monedas extranjeras, que se internen en conformidad al artículo 2°, y que tengan por objeto el desarrollo de proyectos mineros, podrán otorgarse a los inversionistas extranjeros respecto de dichos proyectos, por el plazo de 15 años, los siguientes derechos:



1) Mantener invariables las normas legales vigentes a la fecha de suscripción del respectivo contrato en lo relativo al impuesto específico a la actividad minera de que trata el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta.



En consecuencia, no se verán afectados por el alza de la tasa, la ampliación de la base de cálculo o cualquier otra modificación que se introduzca y que haga directamente más gravoso el impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta.



2) No estarán afectos a cualquier nuevo tributo, incluidas las regalías, cánones o cargas similares, específico para la actividad minera, que se establezca luego de la fecha de suscripción del contrato de inversión extranjera respectivo, que tenga como base o considere en la determinación de su base o monto, los ingresos por actividades mineras o las inversiones o los bienes o derechos utilizados en actividades mineras.



3) No se verán afectados por modificaciones que se introduzcan al monto o forma de cálculo de las patentes de explotación y exploración a que se refiere el Título X de la ley Nº 18.248, Código de Minería, vigentes a la fecha de suscripción del contrato de inversión extranjera respectivo, y que las hagan más gravosas.



4) El plazo de quince años se contará por años calendarios, desde aquél en que ocurra la puesta en marcha de la respectiva empresa. Los derechos mencionados considerarán como línea de referencia de la invariabilidad otorgada, la tasa, la base imponible y demás elementos del impuesto vigente a la fecha del contrato de inversión extranjera respectivo.



Los derechos establecidos en este artículo, son incompatibles con el otorgamiento de los beneficios a que dan derecho los artículos 7° u 11 bis del presente decreto ley. Respecto de este último, sólo en lo que dice relación con los derechos que pueden otorgarse en virtud de los numerales 1 ó 2, exceptuado aquel que se refiere a la contabilidad en moneda extranjera. En consecuencia, el inversionista extranjero que solicite se le otorguen los derechos señalados en esos artículos no podrá solicitar la concesión de los beneficios de que tratan las disposiciones precedentes.



Para solicitar que se les otorguen los derechos establecidos en este artículo, los inversionistas extranjeros deberán comprometer a las respectivas empresas a someter sus estados financieros anuales a auditoría externa, debiendo presentar ante la Superintendencia de Valores y Seguros sus estados financieros, individuales y consolidados, trimestrales y anuales, y una memoria anual con información sobre la propiedad de la entidad. Dicha Superintendencia, previa consulta al Comité de Inversiones Extranjeras, mediante resolución que deberá publicarse en el Diario Oficial, establecerá los plazos y las demás normas pertinentes para la implementación de esta norma. Si una empresa no da cumplimiento a la presentación de la información señalada, en los plazos que prescriba la Superintendencia, caducarán automáticamente los derechos a que se refiere este artículo, tanto respecto de dicha empresa como de todos los inversionistas extranjeros que en ella participen.



En la respectiva solicitud de inversión extranjera deberá describirse detalladamente el proyecto minero que ésta tenga por objeto. Para estos efectos, se podrá utilizar la descripción contenida en el estudio de impacto ambiental a que se refiere la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. La empresa que desarrollará dicho proyecto minero, en caso que se haya constituido, deberá ser parte de la solicitud.



La empresa mantendrá el derecho a la invariabilidad tributaria establecida en el respectivo contrato únicamente si alguno de los propietarios de la misma se encuentra acogido a lo dispuesto en el presente artículo y da estricto y permanente cumplimiento a los requisitos establecidos para su mantención. Sin embargo, los derechos de la empresa y de los inversionistas se extinguirán si cualquiera de los propietarios de la empresa que desarrolle el proyecto minero goza de alguno de los derechos a los que se refiere el artículo 7 u 11 bis del presente decreto ley.



Con todo, no podrán concederse los derechos a que se refiere el presente artículo a empresas o inversionistas extranjeros que los soliciten para el desarrollo de un proyecto minero que, por sí mismo o a través de sus propietarios, ha sido objeto de cualquiera de los derechos a invariabilidad tributaria a que se refiere el presente decreto ley. Sin perjuicio de lo anterior, un inversionista extranjero podrá solicitar el otorgamiento de los derechos contemplados en el presente artículo con el objeto de adquirir los derechos o acciones en empresas que gocen de dichos derechos. En estos casos, dichos derechos le serán otorgados por el plazo de invariabilidad tributaria que restare al proyecto desarrollado por el inversionista inicial.”.



Artículo 3°.- Sustitúyense en el artículo 2° del decreto ley N° 1.349, de 1976, Ley Orgánica de la Comisión Chilena del Cobre, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1987, del Ministerio de Minería, sus letras n) y p), por las siguientes:



 “n) Asesorar técnicamente al Servicio de Impuestos Internos en el control de los costos, del producto de las ventas y utilidades, en el análisis de los antecedentes necesarios para fijar la renta afecta a impuesto de las empresas productoras, y en lo relativo al impuesto específico a la actividad minera, a que se refiere el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta.



p) Determinar los precios de referencia de las sustancias metálicas y no metálicas y sus subproductos, con excepción del carbón y de los hidrocarburos. Para estos efectos, la Comisión podrá solicitar a las respectivas empresas productoras la información necesaria para la correcta determinación de dichos precios.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1° transitorio.- Las disposiciones del artículo 1° regirán a contar del día 1º de enero del año 2006. En consecuencia, el impuesto a que se refiere dicho artículo deberá pagarse por la renta operacional del explotador minero que se determine a contar de dicha fecha, al igual que el pago provisional mensual, con la tasa de 0,3%, establecido en el inciso segundo de la nueva letra h), que se incorpora al artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.



Artículo 2° transitorio.- A aquellos inversionistas extranjeros y empresas receptoras de sus aportes que mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, con anterioridad al día 1 de diciembre de 2004, no se les aplicará el impuesto específico establecido en el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, mientras gocen de los derechos contenidos en los artículos 7° y/u 11 bis numerales 1. y 2. del decreto ley N° 600, de 1974. Una vez vencido el plazo de vigencia de dichos derechos, o una vez que las empresas renuncien a ellos, las empresas receptoras quedarán en todo sujetas al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, vigente a la fecha de extinción de estos derechos.



Artículo 3° transitorio.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, los inversionistas extranjeros que mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile conforme con lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, con anterioridad al día 1 de diciembre de 2004, y cuyas empresas estén o pudieren estar afectas al impuesto establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, podrán optar por que se les concedan los derechos contenidos en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, en las condiciones establecidas en dicho artículo. Para acceder a este beneficio, deberán además sujetarse a los siguientes requisitos y condiciones, con los derechos adicionales que se indica:



1) Si al momento de la solicitud al Comité de Inversiones Extranjeras, alguno de los inversionistas extranjeros o las empresas receptoras respectivas  fueran titulares de derechos de invariabilidad tributaria que les hayan sido concedidos conforme a los artículos 7° y/u 11 bis del decreto ley N° 600, de 1974, deberán acompañar a dicha solicitud la renuncia a tales derechos, sujeta a la condición del otorgamiento del derecho que trata este artículo. Lo anterior es sin perjuicio del derecho que se establece en el número siguiente;



2) Aquellos inversionistas extranjeros y empresas receptoras, que al optar por acogerse al régimen establecido en el presente artículo sean titulares de los derechos otorgados por el numeral 2. del artículo 11 bis del decreto ley N° 600, de 1974, en lo referente al tratamiento de la depreciación acelerada de activos, podrán seguir haciendo uso de dicho tratamiento hasta el día 31 de diciembre de 2007;



3) El plazo de la invariabilidad será de doce años y se contará, por años calendario, a partir de la solicitud de modificación de contrato que otorga la invariabilidad a que se refiere este artículo o a partir de la puesta en marcha del proyecto, según corresponda;



4) La tasa de impuesto a que se refiere la letra i), del inciso tercero del artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;


5) La solicitud al Comité de Inversiones Extranjeras manifestando la voluntad de acogerse a las normas de este artículo, deberá presentarse a más tardar el 30 de noviembre del año 2005, y



6) En la solicitud se deberá describir detalladamente el proyecto minero respectivo. Una vez presentada, y previa resolución de la Vicepresidencia Ejecutiva del Comité de Inversiones Extranjeras, se procederá a suscribir la correspondiente modificación al contrato de inversión extranjera, la cual se entenderá que produce sus efectos desde la fecha de la solicitud respectiva.



Artículo 4° transitorio.- A los inversionistas extranjeros, que hayan suscrito o suscriban con el Estado de Chile un contrato de inversión extranjera, conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, en o con posterioridad al día 1 de diciembre de 2004 y hasta la entrada en vigencia de esta ley, se les aplicará lo dispuesto en los artículos 2° y 3° transitorio precedentes, con excepción de lo establecido en los numerales 3) y 4) del inciso segundo del artículo 3° transitorio, gozando del derecho a invariabilidad por un plazo de quince años y estando afectos a una tasa del 5%.



Artículo 5º transitorio.- Podrán también solicitar se les concedan los derechos contenidos en el artículo 11 ter del decreto ley 600, de 1974, en las condiciones establecidas en dicho artículo, las empresas afectas al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, que no sean empresas receptoras del aporte de inversionistas extranjeros que hayan suscrito con el Estado de Chile un contrato de inversión extranjera conforme con lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, sujeto además a los siguientes requisitos y condiciones y con los derechos adicionales que se indica:



1) La empresa cuyas ventas, durante el ejercicio correspondiente al año 2004, hayan sido superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino;



2) El plazo a que se refiere el inciso primero de dicho artículo, será de doce años y se contará, por años calendario, a partir de la solicitud del contrato que otorga la invariabilidad a que se refiere este artículo;



3) La tasa de impuesto a que se refiere la letra i) del inciso tercero del artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;


4) La solicitud para acogerse a los beneficios del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, deberá ser presentada por la empresa y sólo podrá referirse a uno o más proyectos mineros específicos que hayan sido de propiedad de la empresa con anterioridad al 1 de diciembre de 2004 y que se hubieren encontrado en explotación a dicha fecha;



5) La solicitud de que trata este artículo, deberá presentarse ante el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción a más tardar el 30 de noviembre de 2005. El otorgamiento de los derechos de invariabilidad tributaria constará en contratos que se celebrarán por escritura pública y que suscribirán, por una parte, en representación del Estado de Chile el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y por la otra la empresa afecta al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta. Una vez otorgados, se entenderá que los contratos referidos producen sus efectos desde la fecha de la solicitud respectiva. El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción tendrá la facultad de aceptar o rechazar las solicitudes que se le presenten y establecer los términos del contrato en que se otorguen los derechos de invariabilidad de que trata este artículo, conforme a lo que aquí se expresa. Corresponderá asimismo al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción la administración de dichos contratos y relacionarse con los suscriptores de los mismos, y



6) En caso que la empresa realice un nuevo proyecto minero, distinto de aquel definido en el respectivo contrato, éste no podrá acogerse a la invariabilidad de que trata el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974.



Artículo 6° transitorio.- Las empresas que, encontrándose acogidas con lo dispuesto en los artículos 3°, 4° ó 5° transitorios de esta ley, hayan iniciado la explotación de proyectos mineros amparados en contratos de inversión extranjera suscritos de conformidad a lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, a contar del 1 de diciembre del 2004, o bien inicien la explotación de proyectos a contar de dicha fecha, deberán llevar contabilidad separada por cada proyecto en la forma que al efecto determine el Servicio de Impuestos Internos.



Artículo 7° transitorio.- A los contribuyentes del impuesto establecido en el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, que se acojan al régimen establecido en los artículos 3°, 4° ó 5° transitorios, se les otorgará un crédito equivalente a 50% del impuesto mencionado que deban pagar por los años comerciales 2006 y 2007, el cual será imputable al impuesto establecido en el artículo 20 de la ley sobre Impuesto a la Renta, que dicho contribuyente se encuentre obligado a pagar por las rentas de esos ejercicios. Si el monto de este crédito excediere el impuesto referido, dicho excedente no podrá imputarse a otro impuesto ni solicitarse su devolución. El impuesto específico a la minería que no pueda imputarse como crédito del impuesto pagado en dichos años, podrá ser deducido como gasto necesario para producir la renta de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 64 bis, antes señalado.”.

___________________________

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial; el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y faculta a las municipalidades para otorgar condonaciones que 

indica

 

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial; el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y faculta a las municipalidades para otorgar condonaciones que indica, correspondiente al Boletín Nº 2.892-06, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “suma”.

 

Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión Mixta deja constancia que los artículos 4º número 2, y 3º transitorio del proyecto de ley deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras tuvo su origen en el rechazo, por parte de la Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las enmiendas efectuadas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



Finalmente, el señor Secretario General señala que en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Bombal, Cantero y Larraín, y Honorables Diputados señores Becker, Montes, Silva, Valenzuela y Varela, con excepción de las proposiciones referidas a la exención del pago por servicios de aseo a viviendas que se indica, que contó con la abstención de los Honorables Diputados señores Becker y Valenzuela; el establecimiento de la fecha en que empezará a regir el traspaso del beneficio desde el SENAME a los municipios, que contó con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Cantero y Larraín, y los Honorables Diputados señores Becker y Varela, y a la radicación de dicho beneficio en el patrimonio de los municipios, que contó con el voto en contra del Honorable Senador señor Sabag y el Honorable Diputado señor Becker, sugiere como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, aprobar la siguiente proposición:

“ARTÍCULO 2°



Reemplazar el número 3), letra B), I, del Cuadro Anexo por el siguiente:



“3) Bienes raíces que cumplan con las disposiciones del artículo 73° de la Ley N° 19.712, del Deporte. No obstante, los recintos deportivos de carácter particular sólo estarán exentos mientras mantengan convenios para el uso gratuito de sus instalaciones deportivas con colegios municipalizados o particulares subvencionados, convenios que para tal efecto deberán ser refrendados por la respectiva Dirección Provincial de Educación y establecidos en virtud del Reglamento que para estos efectos fije El Ministerio de Educación y el Instituto Nacional del Deporte;”.

ARTÍCULO 4°, NUMERAL 2)



Sustituir el numeral 2) del artículo 4° por el siguiente:



“2) Modifícase el artículo 7° de la siguiente forma:



a) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:



“Las municipalidades podrán, a su cargo, rebajar una proporción de la tarifa o eximir del pago de la totalidad de ella, sea individualmente o por unidades territoriales, a los usuarios que en atención a sus condiciones socioeconómicas lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores establecidos en el reglamento. La aplicación de este beneficio requerirá el acuerdo de la mayoría absoluta de los concejales en ejercicio. En todo caso, el alcalde, con acuerdo del concejo, deberá fijar una política comunal para la aplicación de las rebajas determinadas en virtud del presente inciso, la que junto a las tarifas que así se definan serán de carácter público, según lo disponga la ordenanza municipal respectiva.”.



b) Sustitúyese en el inciso cuarto el guarismo “25” por “225”.

ARTÍCULO 4°, NUMERAL 7)



Reemplazar el numeral 7) del artículo 4°, por el siguiente:



“7) Incorpórase, en el inciso primero del artículo 25, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra "forma", la siguiente frase: "incluidos los trabajadores de temporada y los correspondientes a empresas subcontratistas, en la proporción que corresponda,".

ARTÍCULO 4°, NUMERAL 11)



Sustituir el numeral 11 del artículo 4° del texto del Senado, que ha pasado a ser numeral 12), por el siguiente:



“12) Reemplázanse en el número 5 del artículo 41, sus acápites primero y segundo, por los siguientes acápites primero, segundo, tercero y cuarto nuevos, pasando los actuales tercero y cuarto a ser acápites quinto y sexto, respectivamente:



“5.- Los permisos que se otorgan para la instalación de publicidad en la vía pública, en conformidad a la Ordenanza Local de Propaganda y Publicidad. El valor correspondiente a este permiso se pagará por anualidades, según el valor establecido en la respectiva Ordenanza Local.



Tratándose de los permisos que se otorguen a las empresas que realizan la actividad económica de publicidad, que puede ser vista u oída desde la vía pública, el valor corresponderá al vigente en la Ordenanza Local de Derechos Municipales, por un plazo de tres años contados desde la fecha de otorgamiento del citado permiso. Expirado este plazo, se aplicará el valor vigente a esa fecha en la respectiva ordenanza, nuevamente por un plazo de tres años, y así sucesivamente.



Las normas para regular los estándares técnicos de diseño y emplazamiento para la instalación de la publicidad a que se refieren los acápites anteriores, serán fijadas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, a la cual deberán ceñirse las respectivas ordenanzas locales sobre propaganda y publicidad.



Las municipalidades deberán publicar semestralmente, en lugares visibles de sus dependencias y estar disponibles para su consulta por cualquier vecino, los listados de los permisos de propaganda otorgados en la comuna, ordenados por vías públicas, con identificación de sus titulares y valores correspondientes a cada permiso.”.

ARTÍCULO 9°, NUEVO



1) Sustituir el numeral 1) del artículo 9°, nuevo, por el siguiente:



“1) Modifícase el artículo 3º, de la siguiente forma:



a) Reemplázase la letra H) por la siguiente:



“H.- MINIMERCADOS de comestibles y abarrotes en los cuales podrá funcionar un área destinada al expendio de bebidas alcohólicas envasadas, para ser consumidas fuera del local de venta, sus dependencias y estacionamientos.



El espacio destinado al área de bebidas alcohólicas no podrá ocupar un espacio superior al 10% de los metros cuadrados destinados a la venta de comestibles y abarrotes.



Lo dispuesto en el inciso anterior se hará exigible a todos los establecimientos que tengan esta categoría de patente dentro de 30 días posteriores a la publicación de esta ley.



Para efectos de esta ley, se entenderá por Minimercados aquéllos establecimientos que tengan una superficie menor a 100 metros cuadrados y que cumplan con lo dispuesto en las normas impartidas por la autoridad sanitaria correspondiente.



Valor Patente: 1.5 UTM.”.



b) Agrégase en la letra J) el siguiente acápite segundo, nuevo:



“Las empresas productoras y exportadoras habituales de vino, pisco o cerveza, estarán facultadas, con fines promocionales y turísticos, para vender sus productos envasados al detalle siempre que dicha venta se efectúe en recintos especialmente habilitados para ello dentro del mismo predio de producción, y para ser consumidos fuera del local de venta o de sus dependencias; estas empresas estarán asimismo facultadas para ofrecer, en los referidos recintos, degustaciones de sus productos.



Valor Patente: 3 UTM”.



c) Reemplázanse las letras M), N) y O), por las siguientes:



“M) CÍRCULOS O CLUBES SOCIALES, deportivos o culturales con personalidad jurídica a quienes se les puede otorgar patente de bebidas alcohólicas, siempre que tengan patente de restaurante y que cumpla con las condiciones dispuestas en la Ordenanza Municipal respectiva.



Valor Patente: 1 UTM.



N) DEPÓSITOS TURÍSTICOS: Depósitos de venta de bebidas alcohólicas de fabricación nacional, para ser consumidos fuera del local, ubicadas en terminales aéreos y marítimos con tráfico internacional.



Valor Patente: 3 UTM.



O) SALONES DE BAILE O DISCOTECAS, establecimientos con expendio de bebidas alcohólicas para ser consumidas en el mismo recinto, con pista de baile y música envasada o en vivo.



Valor Patente: 2 UTM.”.



d) Incorpórase la siguiente letra P), nueva:



“P) SUPERMERCADOS, de comestibles y abarrotes en la modalidad de autoservicio, con una superficie mínima de 100 metros cuadrados de sala de venta, más bodegas y estacionamientos, con a lo menos 2 cajas pagadoras de salida, y en los cuales podrá funcionar un área destinada al expendio de bebidas alcohólicas envasadas, para ser consumidas fuera del local de ventas, sus dependencias y estacionamientos.



El lugar destinado al área de bebidas alcohólicas, no podrá ocupar un espacio superior al 10% de los metros cuadrados, destinados a la venta de comestibles y abarrotes.



Lo dispuesto en el inciso anterior se hará exigible a todos los establecimientos que tengan esta categoría de patente, dentro de 30 días posteriores a la publicación de esta ley.



Valor Patente: 3 UTM.”.

ARTICULO 9º, nuevo



2) Incorporar la siguiente letra c) al número 3 de este artículo:



c) Incorpórase el siguiente inciso al artículo transitorio:



“En el caso de Servicios al auto a que se refiere la letra G) y salones de té y cafeterías de la letra Ñ), no se podrá otorgar nuevas patentes. No obstante lo anterior, las patentes ya existentes continuarán vigentes y su uso se regirá por las disposiciones del presente cuerpo legal.”.

ARTÍCULO 10



Consignar el siguiente texto para este artículo:



“Artículo 10.- Déjase sin efecto, a contar del día 1° del mes subsiguiente al de publicación de la presente ley, el beneficio en favor del Servicio Nacional de Menores del 18% de las multas impuestas por los juzgados de policía local, que establece el inciso segundo del artículo 55 de la ley Nº 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local, pasando el referido porcentaje, a contar de dicha fecha, a ser de beneficio de las respectivas municipalidades.



En virtud de lo dispuesto precedentemente, derógase, a contar de la misma fecha señalada en el inciso anterior, el citado inciso segundo del artículo 55 de la ley Nº 15.231.”.

ARTÍCULO TRANSITORIO, NUEVO



Incorporar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:



“Artículo 3º transitorio.- Facúltase a las municipalidades para convenir el pago de las deudas por derechos municipales, devengados a la fecha de publicación de la ley, en el número de cuotas mensuales que ellas determinen, como asimismo para condonar el 100% de las multas e intereses asociados a las mismas deudas.



En ejercicio de dicha facultad, las municipalidades podrán asimismo rebajar hasta en un 25% las cantidades adeudadas no cubiertas por la condonación, cuando el deudor optare por pagar de contado dichas cantidades.



Con todo, las municipalidades, y sólo respecto de las deudas por derechos de aseo de propiedades exentas del pago de impuesto territorial, podrán condonar, ya sea individualmente o por unidades territoriales, hasta el 100% de la deuda, incluidas las multas e intereses, atendidas y acreditadas las condiciones socioeconómicas del deudor.



Las facultades municipales establecidas en el presente artículo, se ejercerán dentro de los 180 días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley.”.

ARTÍCULO 4° TRANSITORIO



Reemplazar en el artículo 4° transitorio la expresión “acápite final” por “acápite tercero”.

ARTÍCULO 5º TRANSITORIO, NUEVO



Incorporar el siguiente artículo 5º transitorio:



“Artículo 5º.- Lo dispuesto en la letra c) del número 3 del artículo 9º de esta ley, comenzará a regir 60 días después de su publicación.”.”.

- - -

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo.



Así se acuerda.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por 26 votos a favor, de 46 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.

_______________________________

  

El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda hacer uso de la palabra la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo.



Así se acuerda.



La señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo hace uso de la palabra.

_______________________________



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Hacienda:



1) Sustitúyense los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 2º, por los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos sexto y siguientes a ser incisos cuarto y siguientes, respectivamente:



“Los predios no agrícolas destinados a la habitación, gozarán de un monto de avalúo exento de impuesto territorial de $ 10.878.522, del 1 de enero del 2005. Cada vez que se practique un reavalúo de la Serie No Agrícola, el monto señalado se reajustará en la misma proporción en que varíen en promedio los avalúos de las propiedades habitacionales.



Los predios agrícolas gozarán de un monto de avalúo exento de $ 5.120.640 del 1 de enero del 2005. Cada vez que se practique un reavalúo de la Serie Agrícola, el monto señalado se reajustará en la misma proporción en que varíen en promedio los avalúos de las propiedades agrícolas.”.



2) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:



“Artículo 3°.- El Servicio de Impuestos Internos deberá reavaluar, cada 5 años, los bienes raíces agrícolas y no agrícolas sujetos a las disposiciones de esta ley, aplicándose la nueva tasación, para cada serie, simultáneamente a todas las comunas del país.



Para estos efectos, el Servicio podrá solicitar la asistencia y cooperación de los municipios para la tasación de los bienes raíces de sus respectivos territorios y requerir de los propietarios la información de sus propiedades; todo lo anterior, en la forma y plazo que el Servicio determine. Para recoger esta información, el Servicio de Impuestos Internos facilitará el cumplimiento tributario a través de los mecanismos disponibles al efecto. Esta información no debe implicar costos para el propietario.



Con ocasión de los reavalúos, el giro del impuesto territorial a nivel nacional no podrá aumentar en más de un 10%, el primer semestre de vigencia de los reavalúos, en relación al impuesto territorial que debiera girarse conforme a la ley en el semestre inmediatamente anterior a la vigencia de dicho reavalúo, de haberse aplicado las tasas correspondientes del impuesto a la base imponible de cada una de las propiedades.



Para todas las propiedades de la Serie Agrícola y de la Serie No Agrícola que, con ocasión del respectivo reavalúo, aumenten sus contribuciones en más de un 25%, respecto de las que debieron girarse en el semestre inmediatamente anterior, de haberse aplicado la tasa correspondiente del impuesto a su base imponible y cuya cuota trimestral de contribuciones reavaluada sea superior a $ 5.000 del 1 de enero de 2003, la parte que exceda a los guarismos antes descritos, se incorporará semestralmente en hasta un 10%, calculando dicho incremento sobre la cuota girada en el semestre inmediatamente anterior, por un período máximo de hasta 8 semestres, excluido el primero, de tal forma de que al décimo semestre a todos los predios se les girará el impuesto reavaluado correspondientemente.



Para estos efectos, a las propiedades exentas de contribuciones en el semestre inmediatamente anterior al reavalúo, se les considerará una cuota base trimestral de $ 4.000 del 1 de enero de 2003. Esta cantidad, como asimismo la señalada en el inciso anterior, se reajustarán en la misma forma y porcentaje que los avalúos de los bienes raíces.



Para los efectos de la tasación a que se refiere el inciso primero, el Servicio de Impuestos Internos podrá requerir de los propietarios, o de una parte de ellos, una declaración descriptiva y de valor de mercado del bien raíz, en la forma, oportunidad y plazo que el Servicio determine.



No obstante lo dispuesto en el inciso primero, el Servicio de Impuestos Internos tasará con vigencia a contar del 1 de enero de cada año, los bienes raíces no agrícolas que correspondan a sitios no edificados, propiedades abandonadas o pozos lastreros, ubicados en las áreas urbanas, con sujeción a las normas establecidas en el N° 2 del artículo 4°. Para estos efectos, el Servicio podrá requerir anualmente de los propietarios la declaración a que se refiere el inciso anterior.



Para las propiedades señaladas en el inciso anterior, se aplicará el mismo mecanismo de determinación del impuesto territorial a que se refiere el inciso cuarto, en lo que corresponda al primer año.”.



3) Reemplázase el artículo 7°, por el siguiente:



“Artículo 7º.- Las tasas del impuesto a que se refiere esta ley, serán las siguientes:



a) Bienes raíces agrícolas: 1 por ciento al año;



b) Bienes raíces no agrícolas: 1,4 por ciento al año, y



c) Bienes raíces no agrícolas destinados a la habitación: 1,2 por ciento al año, en la parte de la base imponible que no exceda de $ 37.526.739 del 1 de enero de 2003; y 1,4 por ciento al año, en la parte de la base imponible que exceda del monto señalado.



Si con motivo de los reavalúos contemplados en el artículo 3º de esta ley, el giro total nacional del impuesto aumenta más de un 10% en el primer semestre de la vigencia del nuevo avalúo, en relación con el giro total nacional que ha debido calcularse para el semestre inmediatamente anterior, aplicando las normas vigentes en ese período, las tasas del inciso anterior se rebajarán proporcionalmente de modo que el giro total nacional del impuesto no sobrepase el referido 10%, manteniéndose la relación porcentual que existe entre las señaladas tasas. Las nuevas tasas así calculadas regirán durante todo el tiempo de vigencia de los nuevos avalúos.



Asimismo, cada vez que se practique un reavalúo de la Serie No Agrícola, el monto señalado en la letra c) del inciso primero se reajustará en la misma proporción en que varíen en promedio los avalúos de los bienes raíces habitacionales.



Las tasas que resulten se fijarán por Decreto Supremo del Ministerio de Hacienda.



Con todo, sobre la más alta de las tasas así determinadas para la serie no agrícola, se aplicará una sobretasa de beneficio fiscal de 0,025 por ciento, que se cobrará conjuntamente con las contribuciones de bienes raíces.”.



4) Sustitúyese el artículo 8º, por el siguiente:



“Artículo 8º.- Los bienes raíces no agrícolas afectos a impuesto territorial, ubicados en áreas urbanas, con o sin urbanización, y que correspondan a sitios no edificados, propiedades abandonadas o pozos lastreros, pagarán una sobretasa del 100% respecto de la tasa vigente del impuesto. La referida sobretasa no se aplicará en áreas de expansión urbana y en áreas rurales.



Para la aplicación de esta sobretasa y de lo dispuesto en el artículo 3º de la presente ley, los municipios deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, la nómina de propiedades declaradas como abandonadas y las correspondientes a pozos lastreros en la forma y plazo que dicho Servicio determine.”.



5) Agrégase, en el artículo 16, el siguiente N° 3), nuevo: 



“3) La información que aporten los propietarios de bienes raíces, en la forma y plazo que el Director del Servicio determine. Para recoger esta información, el Servicio de Impuestos Internos facilitará el cumplimiento tributario a través de los mecanismos disponibles al efecto. Esta información no debe implicar costos para el propietario.”.



Artículo 2°.- Reemplázanse los Cuadros Anexos N° 1 y 2 de la Ley N° 17.235 sobre Impuesto Territorial, por el siguiente “Cuadro Anexo”, y derogánse las normas legales que hayan establecido exenciones al impuesto territorial y que, como consecuencia de la conformación de este nuevo Cuadro Anexo, han sido suprimidas:

“CUADRO ANEXO

Nómina de Exenciones al Impuesto Territorial



I. EXENCIÓN DEL 100%



A) Las siguientes Personas Jurídicas:



1) Fisco, con excepción de los bienes raíces de las sedes matrices de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, de los Ministerios, Servicios Públicos, Intendencias y Gobernaciones, y los casos en que cabe aplicar el artículo 27° de la presente ley.



2) Municipalidades, excepto en los casos señalados en el artículo 27° de la presente ley.



B) Los siguientes Bienes Raíces mientras se cumpla la condición que en cada caso se indica: 



1) Establecimientos educacionales, municipales, particulares y particulares subvencionados, de educación prebásica, básica y media, reconocidos por el Ministerio de Educación, y los Seminarios asociados a un culto religioso, todos ellos, en la parte destinada exclusivamente a la educación.



2) Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica, reconocidos por el Ministerio de Educación, de carácter público o privado, respecto de los bienes raíces de su propiedad destinados a educación, investigación o extensión, y siempre que no produzcan renta por actividades distintas a dichos objetos.



3) Bienes raíces que cumplan con las disposiciones del artículo 73° de la Ley N° 19.712, del Deporte. No obstante, los recintos deportivos de carácter particular sólo estarán exentos mientras mantengan convenios para el uso gratuito de sus instalaciones deportivas con colegios municipalizados o particulares subvencionados, convenios que para tal efecto deberán ser refrendados por la respectiva Dirección Provincial de Educación y establecidos en virtud del Reglamento que para estos efectos fije El Ministerio de Educación y el Instituto Nacional del Deporte.



4) Cementerios Fiscales y Municipales. Los cementerios de propiedad particular estarán afectos al impuesto territorial solo por las edificaciones destinadas a la administración de la actividad, y por los terrenos disponibles para sepulturas y equipamiento anexo, que no se encuentren habilitados para ello.



5) Templos y sus dependencias destinados al servicio de un culto, como asimismo las habitaciones anexas a dichos templos ocupadas por los funcionarios del culto y siempre que no produzcan renta.



6) Bienes raíces que cumplan con las disposiciones de la Ley N° 19.418, sobre Organizaciones Comunitarias.



7) Bienes raíces de las misiones diplomáticas extranjeras, cuando pertenezcan al Estado respectivo.



8) Corporación Financiera Internacional, su sede matriz.



9) Fondo Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), su sede matriz.



10) Bienes raíces de la Organización Europea para la Investigación Astronómica del Hemisferio Austral, del Carnegie lnstitution of Washington, del National Optical Astronomy Observatory y la Assosiated Universities (AUI).



11) Bienes raíces que cumplan con las disposiciones de la Ley N° 19.253, sobre Tierras Indígenas.



12) Bienes raíces declarados monumentos históricos o públicos, acreditados por el Consejo de Monumentos Nacionales, cuando no estén destinados a actividades comerciales.



13) Bienes raíces que cumplan con las disposiciones del Decreto Ley N° 701 de 1974, sobre Fomento Forestal.



14) Bienes raíces de propiedad de los Cuerpos de Bomberos, Voluntarios de los Botes Salvavidas y Cuerpo de Socorro Andino, que cuenten con personalidad jurídica.



15) Bienes raíces ubicados en las comunas de Porvenir y Primavera y en la XII Región de Magallanes y la Antártica Chilena, de conformidad con las disposiciones de las Leyes N° 19.149 y 18.392, modificada por la ley N° 19.606, respectivamente.



16) Bienes raíces situados en la Isla de Pascua.



17) Caja de Previsión de la Defensa Nacional y Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.



18) Bienes raíces del patrimonio de afectación de la Dirección de Bienestar de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile.



19) Aeródromos pertenecientes a la Federación Aérea de Chile y Clubes Aéreos, en la parte correspondiente exclusivamente al sector de  pistas de aterrizaje y las instalaciones anexas necesarias para su operación.



20) Fundación Chile, su sede Matriz.



C) Los Bienes Raíces de propiedad de las siguientes agrupaciones, siempre que cuenten con personalidad jurídica, que estén destinados al servicio de sus miembros y no produzcan renta por actividades distintas a dicho objeto:



1) Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF).



2) Sedes matrices de las Asociaciones Nacionales de Empleados de Servicios Públicos.



3) Sindicatos y Agrupaciones de Sindicatos.



4) Sedes Sociales de Instituciones Gremiales del Magisterio e Instituciones de Profesores Jubilados.



5) Sedes Sociales de Asociaciones Gremiales de Profesionales.



6) Sedes Sociales de Asociaciones de Pensionados y Montepiados.



7) Sedes Sociales de instituciones del personal en retiro y/o en servicio activo de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile.



D) Los Bienes Raíces de propiedad de las siguientes agrupaciones, que cuenten con personalidad jurídica, estén destinadas al fin de beneficencia establecido en sus estatutos y siempre que no produzcan renta por actividades distintas a dicho objeto:



1) Consejo Nacional de Protección a la Ancianidad.



2) Instituciones de ayuda a personas con Deficiencia Mental.



3) Establecimientos destinados a proporcionar auxilio o habitación gratuita a los indigentes desvalidos.



4) Liga Marítima de Chile.



5) Clínica Veterinaria y Asilo de Animales Abandonados de la Sociedad Protectora de Animales.



E) A los siguientes Concesionarios, mientras se cumpla la condición que en cada caso se indica:



1) Concesionarios de islas o partes del Territorio Antártico Chileno.



2) Concesionarios de Caletas de Pescadores Artesanales, inscritas en la Subsecretaría de Pesca.



II. EXENCIÓN DEL 75%



A) Los Bienes Raíces de propiedad de las siguientes agrupaciones, que cuenten con personalidad jurídica, estén destinadas al fin de beneficencia establecido en sus estatutos y siempre que no produzcan renta por actividades distintas a dicho objeto:



1) Fundación de Beneficencia Hogar de Cristo.



2) Hospital para Niños “Josefina Martínez de Ferrari”.



3) Patronato Nacional de la Infancia.



4) Banco de Solidaridad Estudiantil de Valparaíso.



B) Los Bienes Raíces pertenecientes a las siguientes instituciones mientras se cumpla la condición que en cada caso se indica:



1) Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura y que se utilicen exclusivamente para los fines que persigue el instituto.



2) Comité Intergubernamental para Migraciones Europeas (CIME).



C) Los siguientes Bienes Raíces:



1) Industrias mineras del Lago General Carrera de la comuna de Puerto Cisnes y de la Isla Puerto Aguirre de la provincia de Aysén.



2) Terrenos de las comunidades agrícolas de las provincias de Atacama y Coquimbo, establecidas de acuerdo al D.F.L. R.R.A. N° 19, de 1963.



III. EXENCIÓN DEL 50%



A) Los siguientes Bienes Raíces:



1) Cooperativas constituidas con arreglo al D.F.L. N° 5 de 2004.



2) Viviendas económicas acogidas al D.F.L. N° 2 de 1959.”.



Artículo 3°.- Mediante decreto supremo, expedido conjuntamente por los ministerios de Hacienda y del Interior, y dentro de los 120 días siguientes de publicada la presente ley, se identificarán las propiedades que correspondan a las sedes matrices afectas a impuesto territorial, según lo dispuesto en el artículo 2° precedente y que se incorporan al Cuadro Anexo de la ley N° 17.235.



El giro de impuesto territorial correspondiente a la suma de los inmuebles identificados de conformidad a lo dispuesto en el inciso precedente, deberá ser equivalente al giro del mismo impuesto que resulte de aplicar, en moneda del 1 de enero del año siguiente al de publicación de esta ley, las restantes disposiciones contenidas en su artículo 2°.



Artículo 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado mediante decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior:



1) Incorpórase, en el artículo 2°, el siguiente inciso final, nuevo:



“Para los efectos del presente artículo, las municipalidades podrán percibir, mediante medios electrónicos, directamente o mediante convenios celebrados con terceros, el pago de los ingresos o rentas municipales que les corresponda cobrar por sí mismas.”.



2) Modifícase el artículo 7° de la siguiente forma:



a) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:



“Las municipalidades podrán, a su cargo, rebajar una proporción de la tarifa o eximir del pago de la totalidad de ella, sea individualmente o por unidades territoriales, a los usuarios que en atención a sus condiciones socioeconómicas lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores establecidos en el reglamento. La aplicación de este beneficio requerirá el acuerdo de la mayoría absoluta de los concejales en ejercicio. En todo caso, el alcalde, con acuerdo del concejo, deberá fijar una política comunal para la aplicación de las rebajas determinadas en virtud del presente inciso, la que junto a las tarifas que así se definan serán de carácter público, según lo disponga la ordenanza municipal respectiva.”.



b) Sustitúyese en el inciso cuarto el guarismo “25” por “225”.



3) Intercálanse, en el inciso segundo del artículo 9º, a continuación de la expresión “Servicio de Impuestos Internos”, las expresiones “y con el Servicio de Tesorerías”.



4) Incorpórase, en el artículo 12, el siguiente inciso final, nuevo:



“Las empresas importadoras, distribuidoras y comercializadoras de vehículos motorizados estarán obligadas a proporcionar, a requerimiento del Servicio de Impuestos Internos y en la forma y plazo que su Director establezca, la información necesaria para la determinación de los avalúos de los vehículos que debe realizar dicho Servicio.”.



5) Agrégase en el N° 3 del artículo 20, a continuación de la palabra “propiedad”, la frase: “o de uso bajo el sistema de arrendamiento con opción de compra”.



6) Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma:



a) Incorpóranse, en el inciso primero, las siguiente oraciones finales nuevas: “Tratándose de sociedades de inversiones o sociedades de profesionales, cuando éstas no registren domicilio comercial, la patente se deberá pagar en la comuna correspondiente al domicilio registrado por el contribuyente ante el Servicio de Impuestos Internos. Para estos efectos, dicho Servicio aportará esta información a las municipalidades, por medios electrónicos, durante el mes de junio de cada año.”.



b) Incorpórase, en el inciso segundo, la siguiente oración final, nueva: "Al efecto, el alcalde, con acuerdo del concejo, podrá, dentro del rango señalado, fijar indistintamente una tasa única de la patente para todo el territorio comunal, como asimismo tasas diferenciadas al interior de la comuna, en aquellas zonas definidas en el respectivo instrumento de planificación urbana, mediante la dictación del correspondiente decreto alcaldicio, el cual deberá publicitarse debidamente al interior de la comuna.”.



c) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase "y en las fechas que como plazo fije esa repartición" por la oración "dentro de los 10 días hábiles siguientes al vencimiento del plazo que fije esa repartición".



7) Incorpóranse, en el inciso primero del artículo 25, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra "forma", las siguientes frases: "incluidos los trabajadores de temporada y los correspondientes a empresas subcontratistas, en la proporción que corresponda.



8) Agrégase al artículo 29 el siguiente inciso final, nuevo:



“Asimismo, los contribuyentes, con excepción de los señalados en el artículo 32, que cambien de domicilio su casa matriz o sucursal, pagarán la respectiva patente comercial en la municipalidad correspondiente al nuevo domicilio, a contar del semestre siguiente al de su instalación. Para tal efecto, deberán comunicar dicha situación a la municipalidad del nuevo domicilio, dentro de los 30 días corridos siguientes al de la instalación, exhibiendo la patente pagada en la municipalidad de origen por el período semestral respectivo y un certificado emitido por la misma, en donde conste que no mantiene deuda pendiente por este concepto. En el caso de existir deuda, no se otorgará patente definitiva o provisoria, mientras no se regularice dicha situación ante la municipalidad respectiva.”.



9) Sustitúyese el artículo 35 por el siguiente: 



“Artículo 35.- El aporte fiscal al Fondo Común Municipal estará constituido por:



a) El impuesto territorial de los inmuebles fiscales afectos a dicho impuesto, según se determina en el Cuadro Anexo de la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial. El giro del impuesto territorial de los inmuebles referidos, se enterará íntegramente a dicho Fondo Común.



b) El aporte anual en pesos, equivalente a 218.000 unidades tributarias mensuales, que contempla el Nº 5 del artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.



10) Reemplázase el artículo 39, por el siguiente:



“Artículo 39.- Las municipalidades de Providencia, Vitacura y Las Condes, adicionalmente al aporte que deben efectuar en virtud de lo dispuesto en el número 1) del Artículo 14 de la ley 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, integrarán anualmente al Fondo Común Municipal un monto equivalente a 70.000 unidades tributarias mensuales, distribuido entre ellas en proporción al total del rendimiento del impuesto territorial correspondiente a los inmuebles ubicados en cada una de dichas comunas, en el año inmediatamente anterior al del aporte. Mediante decreto del Ministerio del Interior, suscrito por el Ministerio de Hacienda, se determinará cada año el monto de dichos aportes que corresponda a las municipalidades señaladas y los meses en que deben ser integrados al Fondo Común Municipal.



No obstante lo señalado, las referidas municipalidades quedarán exceptuadas de integrar al Fondo las cantidades que resulten de la aplicación del inciso anterior, hasta por el monto equivalente a los aportes que efectúen a la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago. En todo caso, si en una anualidad los aportes de cualquiera de las municipalidades obligadas fuesen superiores a las cantidades correspondientes según lo establecido en el inciso primero, el exceso no será deducido del Fondo en los años posteriores.



Para los efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, las municipalidades de Providencia, Vitacura y Las Condes deberán celebrar convenios con la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago.”.



11) Suprímense en el número 3 del artículo 41, antes del punto final (.), las palabras “de propiedad particular” y agrégase la siguiente oración: “estos últimos con un derecho anual equivalente al 5% del avalúo fiscal del predio”, precedida de una coma (,).



12) Reemplázanse en el número 5 del artículo 41, sus acápites primero y segundo, por los siguientes acápites primero, segundo, tercero y cuarto nuevos, pasando los actuales tercero y cuarto a ser acápites quinto y sexto, respectivamente:



“5.- Los permisos que se otorgan para la instalación de publicidad en la vía pública, en conformidad a la Ordenanza Local de Propaganda y Publicidad. El valor correspondiente a este permiso se pagará por anualidades, según el valor establecido en la respectiva Ordenanza Local.



Tratándose de los permisos que se otorguen a las empresas que realizan la actividad económica de publicidad, que puede ser vista u oída desde la vía pública, el valor corresponderá al vigente en la Ordenanza Local de Derechos Municipales, por un plazo de tres años contados desde la fecha de otorgamiento del citado permiso. Expirado este plazo, se aplicará el valor vigente a esa fecha en la respectiva ordenanza, nuevamente por un plazo de tres años, y así sucesivamente.



Las normas para regular los estándares técnicos de diseño y emplazamiento para la instalación de la publicidad a que se refieren los acápites anteriores, serán fijadas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, a la cual deberán ceñirse las respectivas ordenanzas locales sobre propaganda y publicidad.



Las municipalidades deberán publicar semestralmente, en lugares visibles de sus dependencias y estar disponibles para su consulta por cualquier vecino, los listados de los permisos de propaganda otorgados en la comuna, ordenados por vías públicas, con identificación de sus titulares y valores correspondientes a cada permiso.”.



12 bis.- Suprímense, en el Nº 6 del artículo 41, las expresiones “setecientos pesos” y “ciento veinte pesos”, contenidas en sus letras a) y b), respectivamente, y la coma que las precede.



13) Modifícase el inciso tercero del artículo 42 de la siguiente forma:



a) Intercálase, a continuación de la forma verbal “publicarán”, la primera vez que aparece, la oración “en el Diario Oficial o en la página web de la municipalidad respectiva o en”.



b) Reemplázase la palabra “diciembre” por “octubre”.



14) Modifícase el artículo 46 de la siguiente forma:



a) Incorpórase en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto y coma (;), la siguiente oración final: “debiendo ser incorporado al presupuesto y al inventario municipal, según corresponda.”.



b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:



“Si el causante o donante nada dijere al respecto, el alcalde, con acuerdo del concejo, determinará los programas en los cuales se empleará el producto de las herencias, legados y donaciones efectuadas.”.



15) Incorpórase el siguiente artículo 58 bis, nuevo:



“Artículo 58 bis.- Las propiedades abandonadas, con o sin edificaciones, ubicadas en áreas urbanas, pagarán, a título de multa a beneficio municipal, el 5% anual calculado sobre el avalúo fiscal total de la propiedad.



Se entenderá por propiedad abandonada, el inmueble no habitado que se encuentre permanentemente desatendido, ya sea por falta de cierros, protecciones adecuadas, aseo o mantención, o por otras circunstancias manifiestas de abandono o deterioro que afecten negativamente su entorno inmediato.



Las municipalidades estarán facultadas para declarar como “propiedad abandonada” a los inmuebles que se encuentren en tal situación, mediante decreto alcaldicio fundado. Dicho decreto deberá ser notificado al propietario del inmueble afectado, a fin de que ejerza, si procediere, el recurso de reclamación que prevé la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, y, además, publicado en un diario de circulación nacional. Si el propietario no fuere habido la publicación hará las veces de notificación.



Asimismo, una vez decretada la calidad de “propiedad abandonada”, las municipalidades estarán facultadas para intervenir en ella, pero sólo con el propósito de su cierro, higiene o mantención general. El costo que las obras impliquen para el municipio será de cargo del propietario, pudiendo el municipio repetir en contra de éste.



La aplicación de lo dispuesto en este artículo se regulará mediante reglamento expedido a través del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo.



Lo dispuesto en el presente artículo también se aplicará por las municipalidades tratándose de los bienes raíces regulados en el artículo 8º de la ley Nº 17.235, que se encuentren en similares condiciones de abandono.”.



16) Intercálase, en el artículo 64, antes del punto final (.), la siguiente oración: “y cuando se trate de la primera patente comercial, el comprobante de iniciación de actividades ante el Servicio de Impuestos Internos.”.



Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Interior:



1) Intercálase en el artículo 5º, literal g) a continuación de la frase “aportes que las Municipalidades de Santiago,”, la palabra “Vitacura”.



2) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 14:



a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:



“En el ejercicio de esta autonomía, las municipalidades podrán requerir del Servicio de Tesorerías, información sobre los montos, distribución y estimaciones de rendimiento de todos los ingresos de beneficio municipal que ese organismo recaude.”.



b) Reemplázase el Nº 5 del inciso segundo que ha pasado a ser inciso tercero, por el siguiente:



“5.- El monto total del impuesto territorial que paguen los inmuebles fiscales afectos a dicho impuesto, conforme lo establece la ley Nº 17.235; y por un aporte fiscal que se considerará anualmente en la Ley de Presupuestos, cuyo monto será equivalente en pesos a 218.000 unidades tributarias mensuales, a su valor del mes de agosto del año precedente.”.



3) Agréganse en el artículo 27, las siguientes letras c), d) y e), nuevas, reemplazando en su letra a) la coma (,) y la conjunción “y” por un punto (.):



“c) Informar trimestralmente al concejo sobre el detalle mensual de los pasivos acumulados desglosando las cuentas por pagar por el municipio y las corporaciones municipales. Al efecto, dichas corporaciones deberán informar a esta unidad acerca de su situación financiera, desglosando las cuentas por pagar.



d) Mantener un registro mensual, el que estará disponible para conocimiento público, sobre el desglose de los gastos del municipio. En todo caso, cada concejal tendrá acceso permanente a todos los gastos efectuados por la municipalidad.



e) El informe trimestral y el registro mensual a que se refieren las letras c) y d) deberán estar disponibles en la página web de los municipios y, en caso de no contar con ella, en el portal de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo en un sitio especialmente habilitado para ello.”.



4) Agrégase en la primera frase del inciso final del artículo 29, a continuación de las palabras “oposición y antecedentes”, la frase “y no podrá estar vacante por más de seis meses consecutivos”.



5) Intercálase en el inciso primero del artículo 65 la siguiente letra i), nueva, pasando la actual letra i) y siguientes a ser letras j) y siguientes:



“i) Celebrar los convenios y contratos que involucren montos iguales o superiores al equivalente a 500 unidades tributarias mensuales, y que requerirán el acuerdo de la mayoría absoluta del concejo; no obstante, aquellos que comprometan al municipio por un plazo que exceda el período alcaldicio, requerirán el acuerdo de los dos tercios de dicho concejo.”.



6) Agrégase en la letra a) del inciso segundo del artículo 67, antes del punto y coma (;), la siguiente oración final: “, como asimismo, el detalle de los pasivos del municipio y de las corporaciones municipales cuando corresponda”.



7) Reemplázase el artículo 69, por el siguiente:



“Artículo 69.- Los alcaldes tendrán derecho a percibir una Asignación de Dirección Superior inherente al cargo, imponible y tributable, y que tendrá el carácter de renta para todo efecto legal, correspondiente al 100% de la suma del sueldo base y la asignación municipal.  El gasto que represente el pago de este beneficio se efectuará con cargo al presupuesto de la respectiva municipalidad.



Dicha asignación será incompatible con la percepción de cualquier emolumento, pago o beneficio económico de origen privado o público, distinto de los que contempla el respectivo régimen de remuneraciones, y también será incompatible con la percepción de pagos por horas extraordinarias.  Sólo se exceptúan de la incompatibilidad anterior, el ejercicio de los derechos que atañen personalmente a la autoridad edilicia; la percepción de los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable; los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio y del desempeño de la docencia, en los términos establecidos en el artículo 8° de la ley N° 19.863.



Con todo, las remuneraciones de los alcaldes y las asignaciones asociadas a ellas, no se considerarán para efectos de calcular el límite de gasto en personal de las municipalidades, establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.294.”.



8) Introdúcense las siguientes modificaciones a la segunda oración del inciso primero del artículo 75: 



a) Intercálase, a continuación de las palabras “la misma municipalidad”, la frase “y en las corporaciones o fundaciones en que ella participe”.



b) Agréganse, a continuación de los vocablos “cargos profesionales”, las palabras “no directivos”.



9) Agrégase en el inciso segundo del artículo 78 la siguiente oración final: 



“El concejo deberá elegir al nuevo concejal dentro de los diez días siguientes de recibida la terna respectiva; si el concejo no se pronunciare dentro de dicho término, la persona que ocupe el primer lugar de la terna asumirá de pleno derecho el cargo vacante.”.



10) Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso primero del artículo 79:



a) Agrégase en la letra c), antes del punto y coma (;) la siguiente oración final:



“analizar el registro público mensual de gastos detallados que lleva la Dirección de Administración y Finanzas, como asimismo, la información, y la entrega de la misma, establecida en las letras c) y d) del artículo 27”.



b) Reemplázase en la letra d), la expresión “veinte días” por “quince días”.



c) Sustitúyese en la letra h), la expresión “veinte días” por “quince días”.



d) Agrégase a la letra j) la siguiente oración final, pasando el actual punto y coma (;) a ser punto seguido (.): “Los informes requeridos deberán ser remitidos por escrito dentro del plazo de quince días;”.



11) Agrégase en el artículo 81 el siguiente inciso final, nuevo:



“En todo caso, el concejo sólo resolverá las modificaciones presupuestarias una vez que haya tenido a la vista todos los antecedentes que justifican la modificación propuesta, los cuales deberán ser proporcionados a los concejales con una anticipación de a lo menos 5 días hábiles a la sesión respectiva.”.



12) Reemplázase el artículo 88 por el siguiente:



“Artículo 88.- Los concejales tendrán derecho a percibir una dieta mensual de entre seis y doce unidades tributarias mensuales, según determine anualmente cada concejo por los dos tercios de sus miembros.



El alcalde acordará con el concejo el número de sesiones ordinarias a realizar en el mes, debiendo efectuarse a lo menos tres.



La dieta completa sólo se percibirá por la asistencia a la totalidad de las sesiones del concejo celebradas en el mes respectivo, disminuyéndose proporcionalmente aquélla según el número de inasistencias del concejal. Para los efectos anteriores, se considerarán tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. No obstante, la inasistencia sólo de hasta una sesión podrá ser compensada por la asistencia, en el mismo mes, a dos sesiones de comisión de las referidas en el artículo 92.



Sin perjuicio de lo señalado, cada concejal tendrá derecho anualmente a una asignación adicional, a pagarse en el mes de enero, correspondiente a seis unidades tributarias mensuales, siempre que durante el año calendario anterior haya asistido formalmente, a lo menos, al setenta y cinco por ciento de las sesiones celebradas por el concejo en dicho período.



Con todo, cada concejal tendrá además derecho a gastos de reembolso o fondos a rendir, por concepto de viático, en una cantidad no superior a la que corresponda al alcalde de la respectiva municipalidad por igual número de días.”.



13) Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 98:



“La información y documentos municipales son públicos.  En dicha oficina deberán estar disponibles, para quien los solicite, a lo menos los siguientes antecedentes:



a) El plan comunal de desarrollo, el presupuesto municipal y el plan regulador comunal con sus correspondientes seccionales, y las políticas específicas.



b) El reglamento interno, el reglamento de contrataciones y adquisiciones, la ordenanza de participación y todas las ordenanzas y resoluciones municipales.



c) Los convenios, contratos y concesiones.



d) Las cuentas públicas de los alcaldes en los últimos 3 años.



e) Los registros mensuales de gastos efectuados al menos en los últimos dos años.”.



14) Suprímese el artículo 139.



Artículo 6°.- Sustitúyese, en el artículo 11 de la ley N° 19.280, la expresión “Alcaldes del grado 1 al 7” por “Alcaldes del grado 1 al 6”.



Artículo 7°.- Reemplázanse, en las correspondientes plantas de personal municipal, los actuales Grados 7 asignados a alcaldes, por Grados 6, modificándose de pleno derecho, para tal efecto, los respectivos decretos con fuerza de ley.



Lo establecido en el presente artículo no implicará, en caso alguno, una modificación en la adscripción de los restantes grados de las escalas de personal de las respectivas municipalidades.



Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 84 de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura:



a) Suprímese, en el inciso primero, la frase "de beneficio fiscal,", y



b) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y siguientes a ser incisos tercero y siguientes, respectivamente:



“El producto de la patente referida precedentemente, se distribuirá entre las regiones y comunas del país en la forma que a continuación se indica:



1) El 50% se incorporará a la cuota del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que anualmente se le asigne, en el Presupuesto Nacional, a la región correspondiente a la concesión o autorización de acuicultura. La Ley de Presupuestos de cada año incluirá en los presupuestos de los gobiernos regionales pertinentes, estas cantidades;



2) El 50% restante corresponderá a las municipalidades de las comunas en que estén ubicadas las concesiones o autorizaciones de acuicultura. En el caso que una concesión o autorización se encuentre ubicada en el territorio de dos o más comunas, las respectivas municipalidades deberán determinar, entre ellas, la proporción en que habrán de percibir el producto de beneficio municipal de la patente correspondiente, dividiendo su monto a prorrata de la superficie que en cada comuna abarque la concesión o autorización. Si no hubiere acuerdo entre las municipalidades, la Subsecretaría de Marina determinará la proporción que queda comprendida en cada comuna. El Servicio de Tesorerías pondrá a disposición de las municipalidades los recursos a que se refiere el presente numeral, dentro del mes subsiguiente al de su recaudación.”.



Artículo 9º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, contenida en el artículo 1º de la ley Nº 19.925:



1) Modifícase el artículo 3º, de la siguiente forma:



a) Reemplázase la letra H) por la siguiente:



“H.- MINIMERCADOS de comestibles y abarrotes en los cuales podrá funcionar un área destinada al expendio de bebidas alcohólicas envasadas, para ser consumidas fuera del local de venta, sus dependencias y estacionamientos.



El espacio destinado al área de bebidas alcohólicas no podrá ocupar un espacio superior al 10% de los metros cuadrados destinados a la venta de comestibles y abarrotes.



Lo dispuesto en el inciso anterior se hará exigible a todos los establecimientos que tengan esta categoría de patente dentro de 30 días posteriores a la publicación de esta ley.



Para efectos de esta ley, se entenderá por Minimercados aquéllos establecimientos que tengan una superficie menor a 100 metros cuadrados y que cumplan con lo dispuesto en las normas impartidas por la autoridad sanitaria correspondiente.



Valor Patente: 1.5 UTM.”.



b) Agrégase en la letra J) el siguiente acápite segundo, nuevo:



“Las empresas productoras y exportadoras habituales de vino, pisco o cerveza, estarán facultadas, con fines promocionales y turísticos, para vender sus productos envasados al detalle siempre que dicha venta se efectúe en recintos especialmente habilitados para ello dentro del mismo predio de producción, y para ser consumidos fuera del local de venta o de sus dependencias; estas empresas estarán asimismo facultadas para ofrecer, en los referidos recintos, degustaciones de sus productos.



Valor Patente: 3 UTM”.



c) Reemplázanse las letras M), N) y O), por las siguientes:



“M) CÍRCULOS O CLUBES SOCIALES, deportivos o culturales con personalidad jurídica a quienes se les puede otorgar patente de bebidas alcohólicas, siempre que tengan patente de restaurante y que cumpla con las condiciones dispuestas en la Ordenanza Municipal respectiva.



Valor Patente: 1 UTM.



N) DEPÓSITOS TURÍSTICOS: Depósitos de venta de bebidas alcohólicas de fabricación nacional, para ser consumidos fuera del local, ubicadas en terminales aéreos y marítimos con tráfico internacional.



Valor Patente: 3 UTM.



O) SALONES DE BAILE O DISCOTECAS, establecimientos con expendio de bebidas alcohólicas para ser consumidas en el mismo recinto, con pista de baile y música envasada o en vivo.



Valor Patente: 2 UTM.”.



d) Incorpórase la siguiente letra P), nueva:



“P) SUPERMERCADOS, de comestibles y abarrotes en la modalidad de autoservicio, con una superficie mínima de 100 metros cuadrados de sala de venta, más bodegas y estacionamientos, con a lo menos 2 cajas pagadoras de salida, y en los cuales podrá funcionar un área destinada al expendio de bebidas alcohólicas envasadas, para ser consumidas fuera del local de ventas, sus dependencias y estacionamientos.



El lugar destinado al área de bebidas alcohólicas, no podrá ocupar un espacio superior al 10% de los metros cuadrados, destinados a la venta de comestibles y abarrotes.



Lo dispuesto en el inciso anterior se hará exigible a todos los establecimientos que tengan esta categoría de patente, dentro de 30 días posteriores a la publicación de esta ley.



Valor Patente: 3 UTM.”.



2) Incorpórase en el artículo 47, el siguiente inciso final, nuevo:



“Toda contravención al Título I de la presente ley, que no tenga señalada una sanción especial, se castigará con una multa de 2 a 10 UTM, cuya causa deberá ser señalada en la resolución correspondiente.”.



3) Modifícase el artículo transitorio de la siguiente forma:



a) Incorpórase en el inciso primero, a continuación del punto final (.), que pasa a ser coma (,), la siguiente oración nueva: “pudiendo por tanto sus respectivas patentes transferirse y renovarse, de conformidad a la ley.”.



b) Reemplázase la primera oración del inciso tercero, por la siguiente: 



“Sin perjuicio de lo señalado en los incisos precedentes, si el número de patentes limitadas que se hubiere otorgado excediere la nueva proporción, tales patentes, en caso de término de giro, clausura definitiva del establecimiento, falta de pago de la patente o incompatibilidad con el plano regulador, no podrán transferirse ni renovarse, y serán canceladas, hasta que se alcance el número de ellas que correspondiere.”.



c) Incorpórase el siguiente inciso al artículo transitorio:



“En el caso de servicios al auto a que se refiere la letra G) y salones de té y cafeterías de la letra Ñ), no se podrá otorgar nuevas patentes. No obstante lo anterior, las patentes ya existentes continuarán vigentes y su uso se regirá por las disposiciones del presente cuerpo legal.”.



Artículo 10.- Déjase sin efecto, a contar del día 1° del mes subsiguiente al de publicación de la presente ley, el beneficio en favor del Servicio Nacional de Menores del 18% de las multas impuestas por los juzgados de policía local, que establece el inciso segundo del artículo 55 de la ley Nº 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local, pasando el referido porcentaje, a contar de dicha fecha, a ser de beneficio de las respectivas municipalidades.



En virtud de lo dispuesto precedentemente, derógase, a contar de la misma fecha señalada en el inciso anterior, el citado inciso segundo del artículo 55 de la ley Nº 15.231.



Artículo 11.- Agrégase, en el inciso segundo del artículo 36 del decreto ley Nº 830, de 1974, sobre Código Tributario, después del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Asimismo, podrá modificar la periodicidad de pago del impuesto territorial.”.



Artículo 12.- Sustitúyense en el inciso primero del artículo único de la ley Nº 19.143, los guarismos “70%” y “30%” por “50%” y “50%”, respectivamente.



Artículo 13.- Suprímese, a contar de la publicación de la presente ley, el inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 20.002.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1°.- La entrada en vigencia de las disposiciones de la presente ley se circunscribirá a los siguientes plazos, según en cada caso se indica:



a) El artículo 1º, regirá a contar del 1 de enero de 2006.



b) El artículo 2º, regirá a contar del 1 de enero de 2006.



c) El artículo 3º, regirá a contar de la fecha de vigencia señalada en la misma disposición.



d) El artículo 4º regirá a contar de la fecha de publicación de la presente ley, con excepción de lo dispuesto en la letra a) del nuevo artículo 35 que este precepto incorpora al Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, referido al aporte fiscal por concepto de impuesto territorial sobre inmuebles fiscales, que regirá a contar del 1 de enero de 2006. Para completar el financiamiento requerido para los efectos de lo dispuesto en la letra b) del artículo citado, durante el año 2005, el Ministerio de Hacienda podrá efectuar traspasos entre partidas.



e) El artículo 5º regirá a contar de la fecha de publicación de la presente ley, con excepción del aporte fiscal por concepto de impuesto territorial sobre inmuebles fiscales, dispuesto en la primera parte del nuevo N° 5 que este precepto incorpora al artículo 14 de la ley N° 18.695, que regirá a contar del 1 de enero de 2006.



f) Los artículos 6° y 7°, regirán a contar de la publicación de la presente ley.



g) El artículo 8°, regirá a contar del 1 de enero de 2006.



h) El artículo 9º, regirá a contar de la publicación de la presente ley.



i) El artículo 10, regirá a contar de la fecha de vigencia señalada en la misma disposición.



j) El artículo 11, regirá a contar de la fecha de publicación de la presente ley.



k) El artículo 12, regirá a contar del 1 de enero de 2006.



l) El artículo 13, regirá a contar de la fecha de vigencia señalada en la misma disposición.



El impuesto territorial que corresponda girar de acuerdo a las modificaciones introducidas por el artículo 2° de la presente ley, se limitará, durante el primer año de vigencia de la ley, al 50% de la cantidad correspondiente.



Artículo 2º.- El mayor gasto que el pago del impuesto territorial irrogue a las entidades públicas, se financiará con cargo a sus respectivos presupuestos.



Artículo 3º.- Facúltase a las municipalidades para convenir el pago de las deudas por derechos municipales, devengados a la fecha de publicación de esta ley, en el número de cuotas mensuales que ellas determinen, como asimismo para condonar el 100% de las multas e intereses asociados a las mismas deudas.



En ejercicio de dicha facultad, las municipalidades podrán asimismo rebajar hasta en un 25% las cantidades adeudadas no cubiertas por la condonación, cuando el deudor optare por pagar de contado dichas cantidades.



Con todo, las municipalidades, y sólo respecto de las deudas por derechos de aseo de propiedades exentas del pago de impuesto territorial, podrán condonar, ya sea individualmente o por unidades territoriales, hasta el 100% de la deuda, incluidas las multas e intereses, atendidas y acreditadas las condiciones socioeconómicas del deudor.



Las facultades municipales establecidas en el presente artículo, se ejercerán dentro de los 180 días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley.



Artículo 4º.- En el plazo de 90 días, a contar de la fecha de publicación de esta ley, deberán dictarse las normas necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en el acápite tercero del número 5 del artículo 41 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.



Artículo 5º: Lo dispuesto en el literal c) del número 3) del artículo 9º de esta ley, comenzará a regir 60 días después de su publicación.”.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Cantero, a S. E. el Presidente de la República, respecto del envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley sobre incremento de la asignación de zona para profesionales de la salud afectos a la ley Nº 19.664, y personal no docente y funcionarios administrativos del sistema educacional.



--Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, al señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, y a la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, sobre la realización de un proyecto experimental en alguno de los canales de la Undécima Región, con el objeto de evaluar los aspectos técnicos, económicos y ambientales vinculados al proyecto alternativo para construir un puente que una a la isla de Chiloé con el Continente.



2) Al señor Ministro de Agricultura, al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, y a la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, respecto de una partida de semillas transgénicas de maíz que se estarían comercializando por parte de Agrícola Nacional S.A.C. (ANASAC).



3) Al señor Director General de Aguas, acerca de todos los casos en que se hayan intervenido o se estén interviniendo glaciares en Chile.



--Del Honorable Senador señor Moreno:



1) A los señores Ministros de Hacienda y de Educación, y al señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, sobre la presentación a tramitación legislativa de un proyecto de ley que tenga por finalidad disminuir o eliminar los impuestos que gravan la importación de libros destinados a complementar la educación escolar.



2) Al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y al señor Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, respecto de considerar, en sus respectivos presupuestos, los recursos necesarios para apoyar la creación de un museo ferroviario en la comuna de San Fernando.



3) Al señor Ministro de Justicia y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, acerca de los recursos necesarios para construir el edificio destinado a cobijar los juzgados ubicados en la comuna de San Fernando.



4) Al señor Ministro de Obras Públicas, sobre la realización de estudio en cuanto a la construcción de un puerto en la comuna de Pichilemu.



5) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, al señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, al señor Intendente de la Sexta Región y al señor Director Regional del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Sexta Región, respecto de la destinación de presupuesto para la restauración de la Iglesia San Francisco en la comuna de San Fernando.



6) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, acerca de la destinación de los recursos necesarios para efectuar la remodelación y el cierre del Parque Abel Bouchon, ubicado en la comuna de San Fernando.



7) Al señor Intendente de la Sexta Región y a la señora Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Sexta Región, en cuanto a respaldar el proyecto correspondiente a la segunda etapa y final de la sede vecinal Camilo Mori, de la comuna de Graneros.



8) Al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Sexta Región y al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de San Fernando, sobre la realización de un estudio que permita una buena distribución de las aguas del canal comunero “Junín”, ubicado en la comuna de San Fernando.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que ningún Comité hizo uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.175, DE QUIEBRAS, EN MATERIA DE CONVENIOS CONCURSALES

(3671-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en mensaje del Presidente de la República.


A las sesiones en que la Comisión estudió este asunto asistieron, además de sus integrantes, el Superintendente de Quiebras, señor Diego Lira Silva, el Jefe del Departamento Jurídico de la Superintendencia de Quiebras, señor Héctor Patricio Navarrete Aris, el Asesor Jurídico del Superintendente de Quiebras, señor Raúl Varela Morgan, el abogado miembro del Departamento Penal de la Superintendencia de Quiebras, señor Cristian Bawlitza Fores, el Asesor del Superintendente de Quiebras, señor Juan Pablo Román Rodríguez,  y el Asesor Jurídico del Ministro de Justicia, don Mauricio Zelada Pérez.


Hacemos presente que, por acuerdo de los Comités de 5 de Abril de 2005, se dispuso que el proyecto en informe fuese considerado, para los efectos del segundo informe, sólo por la Comisión de Economía, y no por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas, como había sido acordado anteriormente.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente: 


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Numerales 1 y 2 del Artículo Único del proyecto; Artículos 170, 171, 184, 185, 186,187, 188, 189, 191, 193, 194, 195, 197, 201, 203, 206, 215,  todos contenidos en el numeral 4, del Artículo Único del proyecto; Artículo Transitorio.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1, 4, 8, 12, 13, 17, 18, 21, 23, 24, 27, 29, 32, 34, 35, 41, 43, 44,45,46, 47, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 61, 62, 62 bis, 63, 63 bis, 64, 65, 66, 67, 71, 72, 74, 75, 77, 78, 79, 80, 84, 86, 87, 88.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 3, 5, 6, 7, 14, 15, 16,  20, 25, 26,  28, 30, 31, 40, 59, 68, 69, 70, 70 bis, 73, 76, 81, 83, 85.


IV.- Indicaciones rechazadas: 19, 22, 33, 36, 37, 38,  42, 48, 49.


  V.- Indicaciones retiradas: 2, 9, 10, 11, 60. 


 VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 

- - -


Hacemos presente que los artículos 180 a 185 del Título II contenido en el número 4, que pasó a ser número 7, del artículo único del proyecto, requieren el voto conforme de cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio para ser aprobados, porque instauran un tribunal arbitral que conocerá las proposiciones de determinados convenios judiciales preventivos. 


Se consultó la opinión de la Corte Suprema acerca de la iniciativa en informe, la que formuló diversos comentarios y proposiciones de enmienda a los artículos 172, 173, 177, 177 ter, 180 y 190, todos del ya mencionado Título II. Copia del oficio respectivo, que se agregó al expediente, está disponible en la Secretaría de la Comisión.
- - -


Asimismo, dejamos constancia que, con fecha 19 de enero del presente año, y luego que el proyecto fue aprobado en general por el Senado, la Sala acordó abrir un plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día martes de 22 de marzo del año en curso, oportunidad en que los Honorables Senadores señores Cariola y Novoa presentaron diversas indicaciones al proyecto, que fueron debatidas por la Comisión y respecto de las cuales adoptó diversos acuerdos. 


Posteriormente, y a solicitud de la Comisión, los Comités acordaron abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 12 horas del día lunes 16 de mayo de 2005, acuerdo que fue ratificado por la Sala. En esta ocasión, Su Excelencia el señor Presidente de la República y el Honorable Senador señor Gazmuri presentaron indicaciones a la iniciativa. 


En atención a que las nuevas indicaciones presentadas plazo incidían en materias ya abordadas, en la sesión celebrada el martes 17 de mayo, el señor Presidente de la Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 185 del Reglamento del Senado, recabó el acuerdo de reabrir el debate respecto de la totalidad del proyecto, lo que se aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, y Gazmuri.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

ARTÍCULO ÚNICO

El artículo único del proyecto introduce, en cuatro numerales, diversas modificaciones en la ley N° 18.175, de Quiebras.

Como se señaló, los numerales Nºs. 1 y 2 del proyecto, no fueron objeto de indicaciones.

- - -


Su Excelencia el Presidente de la República presentó la indicación Nº 50, que propone para intercalar, a continuación del Nº 2.-, el siguiente, nuevo:



“…- Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:


a) Elimínase la frase “las notificaciones por aviso que se efectúen en estas quiebras y la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42", reemplazándose por “la notificación por aviso de la sentencia de quiebra, la que se hará en extracto, y la notificación de la resolución que tenga por presentada la cuenta definitiva, que sólo contendrá la mención de haberse presentado dicha cuenta. Las demás notificaciones que deban practicarse por aviso, se efectuarán por el estado diario.



b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“Para los efectos de la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42, se aplicará el privilegio de pobreza en las quiebras de que trata este artículo y el receptor estará obligado a efectuar la notificación, sin esperar la resolución del incidente de que trata el Título XIII del Código de Procedimiento Civil, si éste se promoviere.”.”.


El referido artículo 37, de la ley 18.175, de Quiebras, es del siguiente tenor:


“Articulo 37°. Si la quiebra careciere de bienes o si éstos fueren insuficientes para el pago de los honorarios que pudieren corresponder al síndico, éste sólo tendrá derecho a una remuneración de quince unidades de fomento, que serán pagadas por la Superintendencia con cargo a su presupuesto, al igual  que las notificaciones por aviso que se efectúen en estas quiebras y la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42.”.


En discusión, el señor Superintendente señaló que el artículo en comento se refiere a las quiebras sin bienes o con bienes insuficientes, y que la redacción actual del artículo provoca que las notificaciones en estos casos sean muy onerosas para el Estado, pues son con cargo al presupuesto fiscal.


En virtud de la modificación que se propone esta gestión  tendría un costo mínimo, con lo que se resguarda los derechos de los acreedores y del fallido, pero al mismo tiempo alivianando la carga del Estado en esta materia.


Indicó que, por otra parte, se le otorga al receptor de turno, quien tiene la obligación de efectuar la notificación por cédula, la posibilidad de alegar que se trata de una quiebra con bienes, dando lugar a la formación de un incidente relativo al privilegio de pobreza.


Precisó que lo anterior responde a una preocupación de que manifestó en su oportunidad la Corte Suprema.


El Honorable Senador señor Cariola preguntó porqué esta norma excepcional relativa a las notificaciones no tenía un carácter general, y sólo se contempla en materia de éstas quiebras.


El señor Superintendente aclaró que la facultad que se publique en extracto, en virtud del artículo sexto de la ley, la tiene siempre el Tribunal. La norma propuesta estaría en concordancia con el indicado artículo sexto.


El Honorable Senador señor García señaló que, en definitiva, por medio de la indicación se introducen a la norma dos novedades, que son la circunstancia que para efectos de notificar se publica un extracto de la sentencia de quiebra, y lo relativo al privilegio de pobreza.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).

Nº 3


El numeral 3 del artículo único, modifica el artículo 43 de la ley Nº 18.175, de Quiebras, del siguiente modo: a) En el número 3, elimina la conjunción "y", pasando la coma (,) existente a continuación de la palabra "demandas" a ser punto final (.), y b) deroga el número 4 del mismo artículo.


Sobre este numeral recae la indicación Nº 1, presentada por el Honorable Senador señor Novoa, que propone sustituir la letra a) del número 3 del artículo único del proyecto, que modifica el artículo 43, por la siguiente:


“a)  Para sustituir, en el numeral 2, el punto y coma por “, y”, y para sustituir, en el numeral 3, los términos “, y” por un punto final (.).”. 


En discusión, la Comisión estimó que la indicación es de carácter formal, toda vez que corrige la puntuación con que quedaría el citado artículo 43, como consecuencia de la derogación del numeral 4 del mismo, aprobada en general por el Senado.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Pizarro y Orpis. (4X0).


El artículo 63 de la ley 18.175, de Quiebras, dispone:


“Articulo 63. La cesación de pagos no podrá ser fijada en un día anterior en más de un año a la fecha de la resolución que declare la quiebra.”


A este artículo se refiere la indicación Nº 51,  del Honorable Senador señor Gazmuri, que propone sustituir la expresión “un año” por “dos años”.


En discusión, el señor Superintendente de Quiebras explicó que la indicación tiene por objeto concordar la fecha de cesación de pagos, con el plazo de prescripción de las acciones paulianas que se modificó en el artículo 80 de la ley.


Esto es porque las acciones paulianas sólo se pueden interponer en el “período sospechoso”.


Precisó que la diferencia de los plazos es un error producto de la modificación.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).


El artículo 80 de la ley 18.175, de Quiebras, por su parte, prescribe, a la letra:


“Artículo 80. Las acciones a que se refieren los dos párrafos precedentes prescribirán en el plazo de dos años, contados desde la fecha del acto o contrato.”        


La indicación Nº 52, del Honorable Senador señor Gazmuri, se refiere a este artículo, y propone reemplazar la frase “dos párrafos precedentes” por “los Párrafos 2º y 3º del Título VI” y el punto final (.) por coma “,”, agregando la frase “plazo que se suspenderá en favor de los acreedores por el lapso de otros dos años desde la fecha de la resolución que declara la quiebra”.


El señor Superintendente señaló que en este caso la idea, al igual que en la indicación anterior, es seguir concordando los plazos con el plazo de dos años que tienen los acreedores para ejercer las acciones paulianas.


Indicó que el plazo de prescripción se suspende por dos años, porque es muy difícil que antes que se declare la quiebra los acreedores conozcan el estado de insolvencia del deudor, y por tanto es difícil que antes de la quiebra interpongan estas acciones revocatorias.


El señor Varela precisó que aún cuando al momento que se declare la quiebra no haya prescrito la acción, ésta requiere de estudio, análisis de antecedentes, por eso se busca asegurar un plazo suficiente para interponer la acción.


En definitiva, el plazo de dos años podría llegar a cuatro años.


El Honorable Senador señor Cariola manifestó su preocupación por la inseguridad jurídica que podría producir un plazo muy largo en esta materia.


El señor Román indicó que cuando se declara la quiebra el síndico se incauta de la contabilidad, y es entonces que la contabilidad se abre, pues antes normalmente tiene el carácter de secreta.  



Quienes se sienten afectados por los actos dudosos anteriores, en el evento que la acción esté por prescribir,  no tendrían oportunidad para estudiar debidamente la posibilidad de su interposición.


Aclaró que en el indicado período de dos años, el deudor ya fue declarado en quiebra, por lo que no se produce inseguridad.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).

Nº 4


Reemplaza el Título XII de la ley Nº N° 18.175, de Quiebras, por el siguiente:“TITULO XII. DE LOS ACUERDOS EXTRAJUDICIALES Y DE LOS CONVENIOS JUDICIALES”.

Artículo 169


El artículo aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 169. Cualquier acuerdo extrajudicial celebrado entre el deudor, antes de su declaración de quiebra, y uno o más de sus acreedores relativo al pago de sus obligaciones o a la administración de sus bienes, sólo obliga a quienes lo suscriban, aun cuando se le denomine convenio.”.

Respecto de este artículo, fue presentada la indicación Nº 2, del Honorable Senador señor Novoa, que propone agregar al citado artículo, la siguiente oración final:


“La celebración de esta clase de acuerdos en caso alguno afectará los derechos de los restantes acreedores o de cualquier tercero en caso de considerarse perjudicados por sus estipulaciones.”.


En discusión, el señor Varela señaló que la diferencia fundamental entre este proyecto y la ley vigente es que la ley vigente regula los convenios extrajudiciales, con el fin de preservar la libertad contractual. El proyecto de ley en discusión los denomina “acuerdos extrajudiciales” y los trata en el artículo 169 en comento, según el cual, a diferencia de la legislación anterior, este convenio puede celebrarse entre el deudor y uno o más de sus acreedores, sin necesidad que concurran todos al acuerdo. Es por ello  que la indicación precisa que este acuerdo no va a perjudicar a quienes no concurrieron a la celebración del acuerdo.


Sin embargo, señaló que en su opinión la inclusión de esta frase es  a la vez confusa e innecesaria. Es innecesaria porque conforme a la ley civil, todo contrato debe mantenerse dentro de la legalidad, todo acuerdo debe respetar los derechos ajenos, por lo que es innecesario señalarlo expresamente. Diferente es, indicó, si perjudica o no a los restantes acreedores en virtud del efecto reflejo de los contratos Por otra parte, puede resultar confuso, pues no indica la vía procesal por la que se ataca el acuerdo que afectaren estos derechos, en relación a las acciones que consagra el derecho civil a favor de los terceros ajenos al acuerdo. 


El Honorable Senador Orpis señaló que, en su opinión, la indicación reafirma la idea en el sentido de proteger a los terceros. Indicó que no le parece incompatible con el inciso primero del artículo, según el cual el convenio obliga sólo a quienes lo suscriban.


El señor Varela insistió en cuanto a que la incorporación de esta frase nada aporta, fundamentalmente si se observa que no establece una vía procesal que puedan utilizar los acreedores que se vean perjudicados por los efectos reflejos del acuerdo, se conservan las acciones revocatorias civiles o concursales.


El Honorable Senador señor Orpis señaló que la oración que se propone agregar es una reafirmación de principios.


Atendido lo expuesto precedentemente, el Honorable Senador señor Novoa retiró la indicación Nº 2.

Artículo 172

El texto del artículo aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 172. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que sea titular de un crédito cuyo título sea ejecutivo respecto de un deudor que ejerza una actividad comercial, industrial, minera o agrícola y que haya cesado en el pago de una obligación mercantil con el solicitante, podrá ocurrir al tribunal competente para que ordene al deudor o a la sucesión del deudor que formule proposiciones de convenio judicial preventivo    dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación. La no presentación del convenio dentro del plazo indicado, acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.


Este derecho no podrá ser ejercido por las personas a que se refiere el inciso 3° del artículo 177 bis. Si se ejerciere respecto de la sucesión del deudor, se aplicará lo dispuesto en el artículo 50.


Una vez formulada la solicitud, el acreedor no podrá retirarla o desistirse de ella, ni tampoco ésta podrá ser objeto de transacción de ninguna clase. El pago hecho al acreedor solicitante después de presentada su petición, y cualquier pago efectuado a otro acreedor con posterioridad a la notificación, serán nulos.


En contra de la resolución que le ordene presentar un convenio al deudor, sólo podrá entablarse recurso de reposición, cuya apelación se concederá en el solo  efecto devolutivo.”.

En relación con este artículo fueron presentadas las indicaciones Nºs 3 a 7.


La indicación de Nº 3 fue presentada por el Honorable Senador señor Cariola y propone sustituir el artículo 172, contenido en el numeral 4, del artículo único del proyecto,  por el siguiente:


“Artículo 172.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que se encuentre en alguno de los casos previstos en los números 1 y 2 del artículo 43, podrá ocurrir al tribunal competente para que ordene al deudor, o a la sucesión del deudor, que formule proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación efectuada en la forma prevista en el inciso final del artículo 45. La no presentación del convenio dentro del plazo indicado, acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.


Este derecho no podrá ser ejercido por las personas a que se refiere el inciso 3° del artículo 177 bis. Si se ejerciere respecto de la sucesión del deudor, se aplicará lo dispuesto en el artículo 50.


Una vez notificada la solicitud, el acreedor no podrá retirarla o desistirse de ella, ni tampoco ésta podrá ser objeto de transacción de ninguna clase. El pago hecho al acreedor solicitante después de presentada su petición será nulo de pleno derecho.


Contra la resolución que ordene al deudor presentar un convenio, sólo podrá entablarse recurso de reposición; y contra la que resuelva la reposición no procederá recurso alguno. En este caso el plazo a que se refiere el inciso primero será de 20 días, contado desde la resolución que falle la reposición.


Si el tribunal desecha la solicitud del acreedor, éste podrá pedir la quiebra en conformidad a la presente ley; pero si la petición de quiebra se basa en la misma causal invocada y en idéntico fundamento de hecho, deberá solicitarla ante el tribunal que desestimó la solicitud.”.


En discusión, el señor Varela señaló que esta norma abre la puerta a exigir al deudor que tome una decisión en relación a su situación financiera, fijándole un plazo para que formule proposiciones de convenio judicial preventivo.


Precisó que esta posibilidad surge para los acreedores sólo en el caso en que el deudor incurra en alguna de las causales de quiebra contempladas en los numerales 1 o 2 del artículo 43, porque una norma de mayor amplitud podría significar arruinar el crédito de una persona.


La Comisión estimó oportuno efectuar correcciones de carácter formal.


En el inciso segundo, sustituyó la expresión “Este derecho” por “El derecho del acreedor”.


En el inciso tercero del texto de la indicación, sustituyó la expresión  “la solicitud”, por “su solicitud”, incorporando un punto seguido a continuación de la expresión “ella”, y eliminando las expresiones “ni” y “ésta”, quedando en definitiva, el inciso tercero, con la siguiente redacción:


“Una vez notificada su solicitud, el acreedor no podrá retirarla o desistirse de ella. Tampoco podrá ser objeto de transacción de ninguna clase. El pago hecho al acreedor solicitante después de presentada su petición será nulo de pleno derecho.”


-- La Comisión aprobó la indicación, con las enmiendas señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Pizarro y Orpis. (4X0).

La indicación Nº 4, del Honorable Senador señor Novoa, propone escribir entre comas (,) la frase “o a la sucesión del deudor”, que figura en su inciso primero.


En discusión, la Comisión estimó que esta indicación se entiende subsumida en la indicación Nº 3 del Honorable Senador señor Cariola, aprobada por unanimidad de los presentes.


--La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Pizarro y Orpis. (4X0).

Las indicaciones Nºs 5, 6 y 7 fueron presentadas por el Honorable Senador señor Novoa y proponen agregar en el referido artículo 172, la posibilidad que el deudor ejerza el derecho que le confiere el artículo 177 ter, en los siguientes términos:


- Agregar, en el inciso primero, entre las palabras “preventivo” y “dentro”, lo siguiente: “, o ejerza el derecho que le confiere el artículo 177 ter,”.(Indicación Nº 5)


- Insertar, en la última oración del inciso primero, entre las expresiones “convenio” y “dentro”, la siguiente frase: ”, sin que el deudor tampoco hubiese ejercido el derecho que le confiere el artículo 177 ter,”. (Indicación Nº 6)


- Agregar, en el inciso final,  a continuación de la palabra “deudor” y antes de la coma (,), lo siguiente: “o ejercer el derecho que le confiere el artículo 177 ter”. (Indicación Nº 7)


En discusión las mencionadas tres indicaciones, se señaló que las indicaciones buscan introducir en este artículo la posibilidad que el deudor opte por solicitar la designación de un experto facilitador, cuya finalidad es tratar de llegar a un convenio. 


La Comisión acordó aprobar las indicaciones, con modificaciones, incorporando un nuevo inciso segundo al artículo 172, del siguiente tenor:


“En el caso del inciso anterior el deudor podrá, dentro de cinco días contados desde la notificación de la solicitud, manifestar que se acoge irrevocablemente al artículo 177 ter, y el juez citará a la junta de acreedores a que se refiere dicha disposición”.


-- Las indicaciones Nºs 5, 6 y 7 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Pizarro y Orpis. (4X0).

Artículo 173

El artículo 173 aprobado en general por el Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 173. Las proposiciones de convenio judicial preventivo que haga el deudor y las solicitudes del inciso tercero del artículo anterior, se presentarán ante el tribunal que sería competente para declarar la quiebra de aquél, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 180. Las proposiciones de convenio judicial preventivo deberán estar acompañadas de todos los antecedentes que determina el artículo 42, con expresa mención del domicilio en Chile de los tres mayores acreedores, excluidos aquellos a que se refieren las letras a), b) y c) del artículo 190 y deberán contener una propuesta de honorarios para el síndico que se designare. 

Presentadas las proposiciones de esta clase de convenio, el juez deberá designar al síndico titular y al suplente que nomine el acreedor  con domicilio en Chile que aparezca con el mayor crédito en el estado de deudas presentado por el deudor al tribunal.  Para estos efectos, el secretario del tribunal cuidará que se notifique a la brevedad al indicado acreedor, en  forma fidedigna, para que éste formule la nominación por escrito al tribunal dentro del plazo de cinco días de efectuada la notificación señalada. Si dentro de dicho plazo el acreedor no hiciere la nominación respectiva o según certificación del secretario ha resultado imposible notificar al acreedor en un breve plazo, el tribunal notificará al acreedor residente en Chile que tenga el segundo mayor crédito, para que efectúe la nominación en la forma expresada. En caso de que lo señalado resultare imposible de aplicar, se designará al síndico mediante el sorteo establecido en el inciso final del artículo 42, de  todo lo cual se dejará circunstanciada constancia en el expediente.”.

En relación con este artículo fueron presentadas las indicaciones Nºs 8 a 11.


La indicación Nº 8 fue presentada por el Honorable Senador señor Novoa y propone suprimir, en el inciso primero del artículo, la frase “del inciso tercero”.


En discusión, la Comisión entendió que se trataba de una corrección de carácter formal, motivada en un error de referencia contenido en el texto del proyecto, aprobado en general por el Senado.


-- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, y Orpis. (3X0).


Las indicaciones Nº 9, 10 y 11, del Honorable Senador señor Novoa, proponen insertar, en el artículo 173, la expresión “valistas”, en los siguientes términos:


-En el inciso primero, a continuación de la palabra “acreedores” (Indicación Nº 9).


-En el inciso segundo, a continuación de la palabra “acreedor”, la primera vez que figura. (Indicación Nº 10).


-En el inciso segundo, a continuación de la palabra “acreedores”, la quinta vez que figura. (Indicación Nº 11).


En discusión, el señor Varela señaló que la Superintendencia no está de acuerdo con agregar la expresión “valistas” en los términos indicados, pues sería una fuente de incertidumbres y nulidades.


En primer lugar, porque a esa altura  no siempre está claro que acreedores son valistas y quienes preferentes. 


Adicionalmente, por tratarse de un trámite necesario para la sustanciación del convenio, agregar requisitos al mismo es agregar posibles causales de nulidad procesal.


Por último, precisó que los acreedores preferentes no están ajenos al convenio, aún cuando no voten en el convenio, pues en la práctica el convenio no prospera si no hay acuerdo entre los valistas y los preferentes.


El señor Navarrete agregó que el hecho que los acreedores preferentes intervengan en la designación del síndico, es un aspecto material sustantivo muy importante en consideración a que éste tiene injerencia sobre las medidas conservativas que los acreedores preferentes pueden impetrar sobre los bienes objeto de su preferencia, como asimismo por el espíritu del proyecto que se manifiesta en el artículo 178. 


En razón de los argumentos expuestos, el autor de las indicaciones Nº 9, 10 y 11, Honorable Senador señor Novoa, resolvió retirarlas.

Artículo 174


El artículo 174 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 174. El tribunal designará al síndico titular y al suplente nominado en la forma establecida en el artículo anterior.  En la misma resolución dispondrá:


1.- Que el deudor quede sujeto a la intervención del síndico titular señalado, que tendrá las facultades del artículo 294 del Código de Procedimiento Civil;


2.- Que el síndico informe al tribunal sobre las proposiciones de convenio dentro del plazo de veinte días, que será prorrogable por una sola vez a solicitud del síndico por un máximo de diez días, según determine el tribunal. Este informe deberá contener:


a) la calificación fundada acerca de si la propuesta es susceptible de ser cumplida, habida consideración de las condiciones del deudor;


b) la apreciación de si el convenio resultará más conveniente para los acreedores que la quiebra del deudor; y


c) el monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor valista en la quiebra, para los efectos del artículo 190 inciso segundo.


Si el síndico no presentare el informe dentro del plazo indicado, el deudor o cualquiera de los acreedores podrá ocurrir al juez para que le fije un nuevo plazo o para que asuma el cargo el síndico suplente y,  para que además, fije nuevo día y hora para la junta.


El síndico informante deberá presentar una cuenta final de su intervención dentro del plazo de 30 días contado desde que el convenio entre en vigencia;


3.- Que todos los acreedores sin excepción alguna se presenten y verifiquen sus créditos con los documentos justificativos que corresponda, bajo apercibimiento de proseguirse la tramitación sin volver a citar a ningún ausente, sin perjuicio del derecho a voto que les corresponda  conforme  al artículo 179. Estos créditos podrán ser verificados hasta el día fijado para la celebración de la junta en conformidad al número siguiente, y podrán ser impugnados  por el deudor y por cualquier acreedor hasta el último día del plazo que el inciso 1° del artículo 197 señala para impugnar el convenio. Aquellos créditos no impugnados se tendrán por reconocidos;


4.- Que los acreedores concurran a una junta, que no podrá tener lugar antes de vencer los treinta días siguientes a esta resolución, para deliberar sobre las proposiciones de convenio;


5.- Que se notifique personalmente esta resolución al síndico titular y suplente, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 26, y por cédula a los tres mayores acreedores a que se refiere el inciso primero del artículo anterior. 

Los demás acreedores serán notificados en conformidad al artículo siguiente; y 


6.- Que dentro de tercero día de efectuada la última notificación a las personas señaladas en el inciso primero del número precedente, el  síndico titular, los tres mayores acreedores a que se refiere número anterior y el deudor, asistan a una audiencia, que se efectuará con los que concurran, para pronunciarse sobre la proposición de honorarios del síndico que el deudor ha debido hacer en las proposiciones de convenio.  Si no se produjere acuerdo  sobre el monto de los honorarios y forma de pago, se fijarán por el juez sin ulterior recurso.

En caso de quiebra, la suma correspondiente al 50% de los honorarios del síndico gozará de la preferencia del número 4 del artículo 2472 del Código Civil.”.

Respecto del artículo 174 fue presentada la indicación Nº 12, del Honorable Senador señor Novoa, que propone agregar, en el No· 6, a continuación de la palabra “pago”, y antes de la coma que le sigue, lo siguiente: “o no asistiere ninguno  de los citados”.


En discusión, el asesor jurídico del Superintendente, señor Varela, explicó que, en esta materia, hay una omisión en el proyecto aprobado en general por el Senado, que se supera si se acoge la indicación.


--La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, y Orpis. (3X0).
Artículo 175

El artículo 175 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 175. La proposición de convenio deberá ser notificada por el deudor a sus acreedores por medio de un aviso en el Diario Oficial, que deberá contener un extracto de la proposición y copia íntegra de la resolución a que se refiere el artículo anterior. Esta notificación deberá hacerse dentro del plazo de 8 días contado desde la fecha de dicha resolución.


La proposición de convenio se tendrá por no presentada si no se efectúa la notificación dentro del plazo indicado, salvo impedimento justificado, calificado por el tribunal.”.


Respecto del artículo 175, fue presentada la indicación Nº 13, del Honorable Senador señor Novoa, para agregar, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “presentada”, lo siguiente “, y el tribunal deberá declarar sin más trámite la quiebra del deudor,”.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).

Artículo 176

El artículo 176 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 176. Una vez notificada la proposición del convenio, ésta no podrá ser retirada por el proponente y, por este solo hecho se entiende que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición.”.

Sobre este artículo del proyecto recae la indicación Nº 14, presentada por el Honorable Senador señor Cariola, para reemplazar el artículo, por el siguiente:


“Artículo 176.- Una vez notificada la proposición del convenio, ésta no podrá ser retirada por el proponente. Se entiende que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición, si las proposiciones han sido presentadas dentro del plazo señalado en ella.”.


Asimismo, la indicación Nº 15, presentada por el Honorable Senador señor Novoa, propone sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 176.- Una vez notificada la proposición del convenio, ésta no podrá ser retirada por el proponente. Además, por el sólo hecho de su notificación, se entiende que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación contenida en dicha disposición, aunque el plazo fijado en ella se encontrare vencido.”.


En discusión, la Comisión señaló que ambas indicaciones no resultan contradictorias, como pareciera en una primera lectura, sino más bien ellas son complementarias. 


En efecto, la indicación del Honorable Senador Cariola persigue que la proposición de convenio se efectúe dentro del plazo del artículo 41. 


La indicación del Honorable Senador Novoa, por su parte, prescribe la necesidad de notificación de la resolución recaída en ese convenio para que se entienda cumplida la obligación contemplada en el artículo 41, para evitar que una persona presente la proposición dentro de plazo pero no la notifique.


En virtud de lo anterior, la Comisión acordó aprobar la idea contenida en ambas indicaciones, con la siguiente nueva redacción:


“Una vez notificada la proposición de convenio, ésta no podrá ser retirada por el proponente. Se entiende que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición, si las proposiciones han sido presentadas dentro del plazo señalado en ella, siempre que sean notificadas en el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 175”.


 ---La Comisión aprobó las  indicaciones 14 y 15, con una nueva redacción, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, García y Orpis. (3X0).

Artículo 177

El artículo 177 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 177. La tramitación de esta clase de convenio no embarazará el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del deudor, no suspenderá los juicios pendientes, ni obstará a la realización de los bienes.


Se aplicarán a esta clase de convenios las disposiciones del Párrafo 5 del Título VI. La referencia que el artículo 93 hace al síndico, debe entenderse, en este caso, hecha al deudor.”.


La indicación Nº 53  del Honorable Senador señor Gazmuri se refiere a este artículo, y propone sustituir, en su inciso primero, el punto final (.) por punto y coma (;), agregando las siguientes frases: “y suspenderá el plazo de prescripción de las acciones referidas en los Párrafos 2º y 3º del Título VI desde la fecha de la resolución que lo tiene por presentado o de la resolución que ordena a citar a Junta de Acreedores en el caso del artículo 177 ter.”.


En discusión, la Comisión estimó que la modificación propuesta tiene por objeto evitar que alguien utilice el mecanismo de proponer convenios, distrayendo a los acreedores, para que prescriba la acción.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).

Artículo 177 bis

El artículo 177 bis aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 177 bis. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de uno o más de los acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o gestiones preparatorias de la vía ejecutiva, durante los noventa días siguientes a la notificación por aviso de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva. 

El pasivo se determinará sobre la base del estado a que se refiere el artículo 42 N° 4, certificado por auditores externos independientes, inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.

Para los efectos del cálculo del total del pasivo y de la mayoría antes indicada, sólo se excluirán:


a) las personas a que se refiere el artículo 100 de la Ley 18.045 de Mercado de Valores; y


b) el titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio y esta empresa individual si el proponente es su titular.

En el caso del inciso primero, los acreedores privilegiados e hipotecarios no perderán sus preferencias, y podrán impetrar las medidas conservativas que procedan.


En el aviso que se publique se señalará en forma expresa si se ha reunido la mayoría señalada en el inciso primero.


Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a los juicios laborales sobre obligaciones que gocen de privilegio de primera clase, excepto las que el deudor tuviere, en tal carácter, a favor del cónyuge y parientes o de los gerentes, administradores, apoderados u otras personas que hayan tenido o tengan injerencia en la administración de sus negocios. Para estos efectos se entenderá por parientes a los ascendientes y descendientes y a los colaterales hasta el cuarto grado, inclusive.


Durante el período de suspensión a que se refiere este artículo, el deudor no podrá gravar ni enajenar sus bienes. Sólo podrá enajenar aquellos expuestos a un próximo deterioro, o a una desvalorización inminente, o los que exijan una conservación dispendiosa, y podrá gravar o enajenar aquellos cuyo gravamen o enajenación resulten estrictamente indispensables para el normal desenvolvimiento de su actividad, siempre que cuente con la autorización previa del síndico para la ejecución de dichos actos.


El plazo a que se refiere el inciso primero es fatal e improrrogable. Si dentro de él no se acordare el convenio, el tribunal declarará de oficio la quiebra.”.


Sobre este artículo recaen las indicaciones Nºs 54 y 55, ambas presentadas por el Honorable Senador señor Gazmuri.

La indicación Nº 54 es para sustituir, en su inciso sexto, la expresión “a favor del” por “de su”, y anteponer a la palabra “parientes” la expresión “o de sus”.


En discusión, la Comisión determinó que se trata de una modificación de carácter puramente gramatical.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).

La indicación Nº 55, por su parte, propone agregar al indicado artículo, el siguiente inciso nuevo:


“Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.”.


En discusión, al Comisión estimó que la modificación propuesta tiene el mismo objeto que la indicación Nº 53, razón por la que resolvió aprobarla.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).

Artículo 177 ter

El artículo 177 ter aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 177 ter. El deudor podrá solicitar al tribunal que sea competente para conocer de su quiebra, acompañando a su solicitud todos los antecedentes señalados en el artículo 42, que cite a una junta de acreedores, la que tendrá lugar dentro de 10 días contados desde la notificación por aviso de la resolución recaída en la solicitud, a fin de que ella designe a un experto facilitador. Éste estará sujeto a la fiscalización de la Superintendencia de Quiebras, la que para estos efectos tendrá todas las atribuciones y deberes que le señala el artículo 8°. Este plazo no se suspenderá durante el feriado judicial.


En la resolución a que se refiere el inciso anterior, el juez deberá designar a un interventor que sólo ejercerá las facultades que el inciso 7° del artículo anterior y los incisos 2° y 3° del artículo 102 otorgan al síndico. El interventor cesará en sus funciones el día de la junta, cuando ésta no designe a un experto facilitador, o bien el día en que éste asuma en su cargo, si la junta lo ha nombrado. La remuneración del interventor será fijada por el juez, será de cargo del deudor y tendrá la preferencia del N° 4 del artículo 2472 del Código Civil.


El experto facilitador, dentro del plazo de 30 días improrrogable, contado desde la celebración de dicha junta, deberá evaluar la situación legal, contable, económica y financiera del deudor y proponer a sus acreedores un convenio que sea más ventajoso que su propia quiebra, o, en caso contrario, solicitar al tribunal que declare la quiebra del deudor, el que la deberá declarar sin más trámite.


Tendrán derecho a voto en la junta señalada en el inciso primero, los acreedores que aparezcan en el estado a que se refiere el artículo 42 N° 4, certificado, de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieren tenido acceso de los registros del deudor, por auditores externos, independientes, e inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, con exclusión de los acreedores señalados en el inciso tercero del artículo 177 bis. La designación del experto facilitador se hará con el voto de uno o más de los acreedores, que representen más del 50% del total del pasivo con derecho a voto; en caso contrario, se considerará fracasada la gestión. Los acreedores hipotecarios y privilegiados no perderán sus preferencias por la circunstancia de participar y votar en esta junta, y podrán impetrar las medidas conservativas que procedan. El experto facilitador será notificado en la forma que establece el artículo 55.


Podrá ser experto facilitador toda persona natural capaz de administrar sus propios bienes. Los síndicos de la nómina nacional podrán ser designados como expertos facilitadores, pero en caso de quiebra del deudor no podrán ser nombrados como síndico en esa quiebra.


En los casos en que se continúe el giro de la fallida, ya sea provisoria o efectivamente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 99, el experto facilitador podrá ser designado por el síndico como administrador de dicha continuación, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 113. 


El experto facilitador deberá comunicar su designación a la Superintendencia de Quiebras dentro de las 24 horas siguientes, la que procederá a incorporarlo a un registro especial de expertos facilitadores que llevará al efecto.


Los honorarios del experto facilitador serán de cargo del deudor, con quien deberá pactarlos, los que en caso de desacuerdo serán fijados por el juez, y gozarán, al igual que los gastos en que incurra, de la preferencia del N° 4 del artículo 2472 del Código Civil, sólo en la parte que corresponda al 25% del que resulta una vez aplicada la tabla a que se refiere el artículo 34.


No podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o gestiones preparatorias de la vía ejecutiva, desde la notificación por aviso señalada en el inciso primero:


a) Hasta la celebración de la junta citada para la designación del experto facilitador, en caso de que no se apruebe en ella esta designación;


b) Hasta la solicitud del experto facilitador al tribunal para que declare la quiebra del deudor; 


c) Hasta la celebración de la junta de acreedores a que se refiere el inciso final de este artículo, si se rechaza en ella la proposición de convenio presentada por el experto facilitador.


Durante los períodos indicados, se suspenderán dichos procedimientos judiciales, no correrán los plazos de prescripción extintiva, y el deudor conservará la administración de sus bienes, con las limitaciones establecidas en el inciso 7° del artículo 177 bis, sujeto a la intervención del experto facilitador, con las mismas facultades que a éste entregan dicho inciso y el N° 1 del inciso 1° del artículo 174.


El experto facilitador tendrá pleno acceso a todos los libros, papeles, documentos y antecedentes del deudor que estime necesarios para el cumplimiento de su cometido.


En todo este procedimiento se aplicará lo dispuesto en el inciso 6° del artículo anterior.


En caso de que el experto facilitador formule una proposición de convenio, ésta deberá ser votada en junta de acreedores dentro del plazo de 15 días contado desde la notificación por aviso de la proposición. Se aplicarán a esta proposición los artículos 175, 178, 179 y 180 y las normas contenidas en el párrafo 4° del Título III de esta ley.”:

Respecto del artículo 177 ter recaen las indicaciones Nºs. 16 a 19 y 56 a 58.


La indicación Nº 16 fue presentada por el Honorable Senador señor Novoa, y propone intercalar, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso, nuevo:

“La notificación a que se refiere el inciso anterior, deberá hacerse dentro del plazo de ocho días contado desde la fecha de la resolución. Por el solo hecho de la notificación se entenderá que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición, aunque el plazo fijado en ella se encontrare vencido.”.


En discusión, el asesor del Superintendente de Quiebras, señor Varela, hizo presente que este inciso resulta complementario a lo propuesto en la indicación Nº 14, presentada por el Honorable Senador señor Cariola. En efecto, no constituye una reiteración de ideas, pues el artículo en comento trata la hipótesis que el deudor en lugar de efectuar proposiciones de convenio, solicite la designación de un experto facilitador, equiparándola a la proposición de convenio.


La Comisión estuvo de acuerdo con la idea que se incorpora con la indicación, pero propuso una nueva redacción, del siguiente tenor, que se incorpora a continuación en el inciso primero de la norma:


“Si la solicitud del deudor al tribunal ha sido presentada dentro del plazo del artículo 41, la notificación deberá hacerse dentro del plazo de ocho días contado desde la fecha de la resolución. Si la notificación es oportuna se entenderá que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición.”.


---La Comisión aprobó la indicación, con la modificación indicada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, García y Orpis. (3X0).


La indicación Nº 17, del Honorable Senador señor Novoa, propone sustituir, en el inciso tercero del artículo 177 ter, las expresiones “su propia quiebra” por “la quiebra de aquél”.


En discusión, la Comisión advirtió que la indicación tiene por finalidad mejorar la redacción de la norma.


El Honorable Senador señor Orpis, por su parte, manifestó asimismo que la indicación aclara el sentido de la disposición.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).


La indicación Nº 56 fue presentada por el Honorable Senador señor Gazmuri, para agregar al inciso tercero del artículo 177 ter, la siguiente oración: “Si el experto facilitador no diere cumplimiento a su cometido dentro del plazo señalado el juez dictará de oficio la sentencia de quiebra del deudor.”.


El señor Superintendente indicó que este era un vacío que había, pues anteriormente el experto facilitador tenía un plazo de treinta días para evaluar la situación de la empresa, y pedir la quiebra o proponer un convenio, pero no se precisaba cual era el efecto si el experto facilitador no cumplía su cometido dentro del plazo contemplado. 


Con la modificación propuesta, queda claramente establecido que en este evento se declara la quiebra.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).


La indicación Nº 57, también del Honorable Senador señor Gazmuri, por su parte, propone suprimir el inciso sexto del artículo 177 ter.


En discusión, el señor Varela señaló que este inciso no guarda relación con el resto del texto de la ley de quiebras actualmente vigente, habla de “la fallida” que es un término que ya no emplea la ley, y que simplemente quedó rezagado en la gran modificación que se hizo en la materia.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).


La indicación Nº 18, del Honorable Senador señor Novoa, propone sustituir, en el en el inciso octavo del artículo 177 ter, la segunda coma que figura en el texto (,) por un punto seguido (.), y suprimir las palabras “los que”.


En discusión, el Honorable Senador señor García señaló que de aprobarse la indicación mejoraría la redacción del inciso.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).


La indicación Nº 19 fue presentada por el Honorable Senador señor Novoa, propone suprimir en el inciso final del artículo 177 ter, la preposición “de”, la primera vez que aparece.


En discusión, el señor Varela señaló que la finalidad de la indicación sería corregir un error gramatical, sin embargo ello no ocurre, pues el presente caso no constituye un “dequeísmo”, sino que una correcta aplicación de las reglas gramaticales.


La Comisión escuchó atentamente la explicación, y estimó innecesario innovar sobre el particular.


--- La Comisión rechazó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).


La indicación Nº 58, presentada por el Honorable Senador señor Gazmuri, tiene por finalidad agregar al artículo 177 ter, el siguiente inciso nuevo:


“Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.”.


En discusión, la Comisión determinó que la indicación en estudio tiene el mismo sentido que las indicaciones Nºs. 53 y 55.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).

Artículo 178

El artículo 178 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 178. Las proposiciones de convenio judicial preventivo pueden versar sobre cualquier objeto lícito para evitar la declaración de la quiebra del deudor, salvo sobre la alteración de la cuantía de los créditos fijada para determinar el pasivo. 


El convenio será uno y el mismo para todos los acreedores, salvo que medie acuerdo unánime en contrario. 


No obstante lo anterior, el convenio podrá contener proposiciones alternativas para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de éstas, en la forma en que se acuerde en el convenio. Además, los acreedores podrán pactar que se regirán por estipulaciones distintas a las contenidas en el convenio, siempre que éstos no impliquen condiciones más ventajosas para uno o más acreedores que aquéllas acordadas en el convenio, en cualquiera de sus alternativas, según el caso. 


En él se podrá pactar que las cuestiones o diferencias que se produzcan entre el deudor y uno o más acreedores y entre éstos, con motivo de la aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento del convenio pueda o deba ser sometida al conocimiento o resolución de un juez árbitro, como asimismo, establecer la naturaleza del arbitraje y cualquier otra materia sobre el mismo.


Este pacto compromisorio será obligatorio para todos a quienes afecta el convenio.”.

En relación con el artículo 178 fueron presentadas las indicaciones Nºs 20, 21, 59 y 60.


La indicación Nº 59, del Honorable Senador señor Gazmuri, propone intercalar, en el inciso tercero del artículo 178, entre las palabras “éstas” e “impliquen”, la frase “, en ninguno de sus aspectos individualmente considerados,”.


En discusión, el señor Varela indicó que el artículo 178 es una norma que permite al acreedor cobrar en peores condiciones que las del convenio.


Señaló que para asegurar lo anterior, se especifica que este pago se puede aceptar siempre que en ningún aspecto sea mejor.


De este modo se evita la vulneración de la norma, que se cometan en sus palabras “diabluras”,  por ejemplo mediante combinaciones en la forma de pago, las que en definitiva pueden significar alguna ventaja para el acreedor que recibe el pago.


La Comisión estuvo de acuerdo en aprobar la idea contenida en la indicación, sustituyendo el inciso tercero del artículo 178, por el siguiente:


“No obstante lo anterior, el convenio podrá contener proposiciones alternativas para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, en la forma en que se acuerde en el convenio. Además, los acreedores podrán pactar que se regirán por estipulaciones distintas a las contenidas en el convenio, siempre que éstas, en ninguno de sus aspectos individualmente considerados, impliquen condiciones más ventajosas para uno o más acreedores que aquéllas acordadas en el convenio, en cualquiera de sus alternativas, según el caso.”. 


--- La Comisión aprobó la indicación, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).


La indicación Nº 20, del Honorable Senador señor Novoa, propone suprimir, en el inciso cuarto del artículo 178, lo siguiente: “de la aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento”.


En discusión, el señor Superintendente precisó que esta indicación hace referencia al Tribunal Arbitral originado en la cláusula compromisoria del convenio celebrado entre el deudor y los acreedores.


Estuvo de acuerdo en la necesidad de modificar la redacción del inciso en comento, para lo cual propuso un nuevo texto, precisamente porque una de las facultades más debatidas del Tribunal Arbitral ha sido la de conocer de la declaración de nulidad del convenio y de la resolución del mismo, figura ésta última que, en el proyecto aprobado en general por el Senado, se sustituye por la declaración de incumplimiento. De este modo estimó necesario que, sin limitar las materias de que puede conocer este Tribunal, se deje constancia expresa de su facultad para conocer de las indicadas.


Por lo anteriormente expuesto, el señor Superintendente propuso a la Comisión modificar la indicación, en los siguientes términos: sustituir la frase “y entre éstos, con motivo de la aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento del convenio”, por la siguiente “ o entre éstos, con motivo del convenio y en especial de su aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento”.


La Comisión estimó que la modificación propuesta se encuentra en armonía con el espíritu de la indicación.


---La Comisión aprobó la indicación, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).


La indicación Nº 21, del Honorable Senador señor Cariola, propone agregar, a continuación del inciso cuarto del artículo 178, el siguiente inciso, nuevo:


“Si el árbitro declara nulo o incumplido el convenio, remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para la designación del tribunal que deberá declarar la quiebra o declararla reabierta, en conformidad a esta ley.”.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).


Reabierto el debate, la Comisión acordó modificar la indicación Nº 21, en el sentido de reubicarla como inciso final de la norma.


--- La Comisión aprobó la indicación, con la modificación indicada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).


La indicación Nº 60, presentada por el Honorable Senador señor Gazmuri, propone  trasladar el inciso quinto del artículo 178 al inciso final.


El Honorable Senador señor Gazmuri manifestó su voluntad de retirar la indicación, en armonía con las restantes indicaciones ya aprobadas por la Comisión, y procedió a retirarla.

Artículo 179

El artículo 179 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 179. El síndico presentará una nómina de acreedores con derecho a voto y sus respectivos créditos con 10 días de anticipación a la fecha señalada para la junta.


En el cuarto día hábil, que no sea sábado, inmediatamente anterior al señalado para la celebración de la junta, se efectuará la audiencia verbal a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo 102.


Los acreedores que se hayan presentado con los documentos justificativos de sus créditos, pero que carezcan de derecho a voto, tendrán solamente derecho a concurrir a la reunión y a dejar constancia escrita de sus observaciones, bajo su firma, en documento que se agregará al acta pertinente.


La exclusión, la inclusión, el aumento o la disminución por parte del síndico de un crédito en la nómina a que se refiere el inciso primero de este artículo, sin motivo justificado, serán consideradas como faltas graves para los efectos de lo dispuesto en el artículo 8° Nº 9. “.


La indicación Nº 61, del Honorable Senador señor Senador señor Gazmuri, se refiere a este artículo, y propone agregarle el siguiente inciso final, nuevo:


“En las juntas de acreedores que se efectúen con posterioridad a la aprobación del convenio judicial preventivo el derecho a voto se determinará en conformidad al artículo 102.”.


En discusión, el señor Varela explicó que se había incluido una frase de idéntico contenido en el párrafo relativo a los convenios simplemente judiciales, y nada se había dicho en materia de convenios judiciales preventivos, salvo en lo relativo a la junta que se pronuncia sobre las proposiciones de convenio, que es sólo una de las juntas que tienen lugar en el proceso de quiebra.


En definitiva, en esta materia no había norma sobre el cómputo de las mayorías. 


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).

Artículo 180

El artículo 180 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 180. Las proposiciones de convenio judicial preventivo de las sociedades sujetas a fiscalización por la Superintendencia de Valores y Seguros, con excepción de las compañías de seguros, deberán ser presentadas ante un tribunal arbitral designado en conformidad a los artículos siguientes.

La competencia del tribunal arbitral se extiende a todo cuanto sea necesario para la tramitación de las proposiciones de convenio judicial preventivo y a los incidentes que se promuevan durante el procedimiento del mismo, hasta que la resolución que lo tenga por aprobado se encuentre ejecutoriada. Si el convenio fuere rechazado o desechado, el tribunal arbitral lo declarará así en una resolución que será inapelable, y remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para que ésta designe el tribunal que declarará la quiebra sin más trámite y proceda a la designación del síndico de conformidad al artículo 209.”.

Sobre esta norma recae la indicación Nº 22, presentada por el Honorable Senador señor Novoa, que propone sustituir, en el inciso segundo del artículo, la primera oración por la siguiente:

 
“La competencia del tribunal arbitral se extiende a todo lo relativo al convenio judicial preventivo.”.


En discusión el señor Superintendente de Quiebras explicó que, en su opinión, la aprobación de esta indicación puede llevar a confundir entre el Tribunal Arbitral  originado en un pacto compromisorio y el Tribunal Arbitral ante el que se tramita el convenio. 


El artículo 180 se refiere a este último, y su competencia se  extiende hasta que la resolución que tiene por aprobado el convenio se encuentra ejecutoriada.


Agregó que, de aprobarse la indicación en comento, se otorgaría a este Tribunal facultades que son de competencia del Tribunal Arbitral que emana del pacto compromisorio.


El Honorable Senador señor Cariola señaló que, en la indicación del Honorable Senador señor Novoa, la frase “en todo lo relativo” podría generar problemas y confusión.


---La Comisión rechazó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).

Artículo 181

El artículo 181 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 181. El tribunal arbitral, no obstante lo dispuesto en el artículo 183, tendrá las siguientes facultades:


1° Podrá admitir, además de los medios probatorios establecidos en el Código de Procedimiento Civil, cualquier otra clase de prueba; y decretar de oficio las diligencias probatorias que estime conveniente, con citación de las partes. Tendrá, además, en todo momento, acceso a los libros, documentos y medios de cualquier clase en los cuales estén contenidas las operaciones, actos y contratos del proponente del convenio; y


2° Podrá apreciar la prueba de acuerdo con las normas de la sana crítica, y en este caso deberá consignar en la respectiva resolución los fundamentos de dicha apreciación.


Si el árbitro declara nulo o incumplido el convenio, remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para la designación del tribunal que deberá declarar la quiebra o declararla reabierta, en conformidad a esta ley.”.

Respecto de la citada disposición recaen las indicaciones Nºs 23, 24, 62, 62 bis, 63, 63 bis  y 64.


La indicación Nº 23, del Honorable Senador señor Cariola, propone reemplazar el encabezamiento del inciso primero del artículo 181, por el siguiente:


“Artículo 181.- Los tribunales arbitrales a que se refieren el inciso cuarto del artículo 178 y el artículo 180 tendrán la siguientes facultades:”.


En discusión, la Comisión señaló que efectivamente se trata de facultades comunes de ambos Tribunales y que, por ende, la indicación debe ser acogida.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).


Las indicaciones Nºs 62, de Su Excelencia el Presidente de la República, y 62 bis. del Honorable Senador señor Gazmuri, proponen reemplazar, en el número 1º de su inciso primero, las palabras “Podrá” por “Podrán” y “Tendrá” por “Tendrán”.


En discusión, el señor Varela explicó que la modificación es puramente gramatical, y tiene por objeto la armonía del texto, en consideración a la aprobación de la indicación Nº 23, del Honorable Senador señor Cariola, en una sesión anterior. 


La Comisión estimó que, efectivamente, la indicación propone una modificación meramente gramatical.


--- La Comisión aprobó ambas indicaciones por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).


Las indicaciones  Nºs 63 De Su Excelencia el Presidente de la República, y 63 bis. del Honorable Senador señor Gazmuri, por su parte, proponen sustituir, en el número 2º del inciso primero, del artículo 181 en comento, la expresión “Podrá apreciar” por “Apreciarán” y la palabra “deberá” por “deberán”.


En discusión, la Comisión estimó que las indicaciones en estudio tienen el mismo sentido que las aprobadas precedentemente, que no es otro que pluralizar las expresiones.


--- La Comisión aprobó ambas indicaciones por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).


También se refiere a este artículo la indicación Nº 64, del Honorable Senador señor Gazmuri, para suprimir, en el número 2º de su inciso primero, la frase “en este caso”.


En discusión, la Comisión estimó que la modificación propuesta tiene un carácter puramente gramatical.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).


La indicación Nº 24, presentada por el Honorable Senador señor Cariola, propone eliminar su inciso final.


En discusión, el Honorable Senador señor Cariola señaló que esta indicación se encuentra de acuerdo con indicaciones anteriores ya aprobadas, conforme a las cuales se establece que la obligación consignada en este inciso final, se refiere al Tribunal Arbitral ante el que se tramita el convenio.


El  Superintendente de Quiebras precisó que, en definitiva, se trasladó la norma al artículo 178, en virtud de la aprobación  de la indicación Nº 21 del Honorable Senador señor Cariola.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).

Artículo 182

El artículo 182 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 182. El Tribunal arbitral, que será unipersonal, será designado por el Presidente de la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio fijado en los estatutos de la entidad proponente, que será también el domicilio del tribunal, de entre abogados que hayan ejercido la profesión por más de 20 años. Además habrá un árbitro subrogante que será designado por el Presidente de la misma Corte de Apelaciones, a proposición exclusiva del árbitro titular.


El Tribunal contará con un secretario, cargo que será ejercido por un notario que tenga su oficio en la ciudad en que se encuentre domiciliado el árbitro, quien deberá designarlo.


El árbitro será de derecho y su aceptación del cargo deberá efectuarse ante el secretario de la respectiva Corte de Apelaciones.”.

En relación al artículo 182 fueron presentadas las indicaciones Nºs 25 y 26.


La indicación Nº 25, del Honorable Senador señor Cariola, propone sustituir el inciso primero del artículo 182, por el siguiente:


“Artículo 182.- El Tribunal arbitral, que será unipersonal, será designado por el Presidente de la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio fijado en los estatutos de la entidad proponente, que será también el domicilio del tribunal, de entre abogados que hayan ejercido la profesión por más de 20 años y que se encuentren inscritos en una lista que llevará la Superintendencia. Además habrá un árbitro subrogante quien será designado por el Presidente de esa Corte a proposición del árbitro titular.”.


En discusión, el Honorable Senador señor García señaló que la diferencia entre el texto del proyecto y el texto de la indicación radica en que éste último  exige que el Tribunal Arbitral sea designado entre los abogados que, además de cumplir con el requisito indicado, se encuentren inscritos en una lista que llevará la Superintendencia de Quiebras. 


Sobre el particular, la Comisión acordó dejar constancia expresa que lo anterior no implica otorgar nuevas facultades a la Superintendencia de Quiebras.


El señor Superintendente agregó que la aprobación de esta indicación es indispensable, pues de otra manera el Presidente de la Corte de Apelaciones no tendrá elementos para determinar a quienes nombrar. 


Ante una consulta del Honorable Senador señor Orpis, referida a la confección de la señalada nómina, el señor Superintendente precisó que dicha lista no tiene restricciones, y que va a estar permanentemente abierta a todos los abogados en la medida que acrediten cumplir con el requisito referido a los años que han ejercido la profesión.


El Honorable Senador señor Orpis propuso que al subrogante también se le exija estar inscrito en la lista, pues el texto de la indicación no lo dice. 


Al respecto, el señor Superintendente señaló que efectivamente correspondería que así fuese.


En consideración a lo anterior, el Honorable Senador señor García propuso agregar, en la parte final del inciso primero, del artículo 182, antes del punto aparte, seguido de una coma, la siguiente frase “de entre los inscritos en la referida lista”.


La Comisión se manifestó de acuerdo con la proposición del Honorable Senador señor García


---La Comisión aprobó la indicación, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).


La indicación Nº 26, presentada por el Honorable Senador señor Cariola, propone agregar, a continuación de su inciso tercero, el siguiente inciso, nuevo:


“El árbitro podrá ser sustituido por la Junta de Acreedores, con acuerdo del deudor.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Orpis consultó acerca de si, en este caso, el árbitro debe estar incluido en la lista que lleva la Superintendencia, como en el caso del inciso primero del artículo 182. 


El señor Varela precisó que se trata de un caso distinto, en el cual no resulta necesaria la inclusión en la lista. En esta situación los acreedores con el deudor convienen en la designación del árbitro. En efecto, el árbitro designado podría no ser abogado o no tener los veinte años de ejercicio.


El señor Zelada manifestó que es importante que esta especificación quede consignada en la historia de la ley, y señaló, asimismo, que la indicada idea quedaría clara con solo agregar la palabra “libremente” entre las palabras “sustituido” y “por”.


El Honorable Senador señor Orpis convino en la proposición de modificar el inciso, incorporando la idea anterior, pero utilizando las expresiones “sin las exigencias establecidas en el inciso primero”, al final del inciso propuesto, entre las palabras “sustituido” y “por”.


Asimismo, la Comisión acordó modificar el encabezamiento de la indicación, en el sentido de reemplazarla por la siguiente: "para intercalar, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso nuevo”.


---La Comisión aprobó la indicación, con las modificaciones indicadas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).

Artículo 183

El artículo 183 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 183. No obstante lo señalado en el artículo anterior, el árbitro podrá ser mixto si así lo acuerdan los acreedores que representen más del 50% del total pasivo, cuando se trate de las sociedades a que se refiere el artículo 180 inciso 1°, o el 75% del total pasivo, cuando se trate de cualquier otro deudor. En estos casos, el árbitro será designado por la misma junta de acreedores que le dé este carácter y la aceptación del cargo deberá efectuarse en la forma señalada en el inciso final del artículo anterior.”.


Sobre esta disposición recaen las indicaciones Nºs. 27 y 28.


La indicación Nº 27, presentada por el Honorable Senador señor Cariola, propone sustituir el artículo, por el siguiente:


“Artículo 183.- No obstante lo señalado en el artículo anterior, podrá otorgarse el carácter de mixto al árbitro si consiente en ello el deudor y lo acuerdan dos o más acreedores que representen más del 50% del total pasivo, cuando se trate de las sociedades a que se refiere el artículo 180 inciso 1°, o el 75% del total pasivo, cuando se trate de cualquier otro deudor. En estos casos, el árbitro será designado por la misma junta de acreedores que le dé este carácter y la aceptación del cargo deberá efectuarse en la forma señalada en el inciso final del artículo anterior.”.


En discusión, el Superintendente de Quiebras señaló que con la aprobación de esta indicación se soluciona una situación injusta que se producía en el proyecto aprobado en general por el Senado, pues otorgaba al árbitro las facultades de mixto sin consultar al deudor.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).


La indicación Nº 28 fue presentada por el Honorable Senador señor Novoa y propone agregar, al final de la primera oración del artículo 183, antes del punto seguido (.), la siguiente frase: “en el caso del artículo 185”. 


En discusión, el señor Varela explicó que el fundamento de esta indicación es facilitar la comprensión de la ley, precisando a qué se refiere el legislador con la expresión “otros deudores”, anticipando la norma que contempla esta posibilidad en el proyecto en discusión. 


En efecto, el artículo 185 del proyecto contempla la posibilidad que otros deudores tramiten la proposición de convenio ante un árbitro, en lugar de hacerlo ante la justicia ordinaria, si se cumplen las condiciones que la norma contempla.


Al respecto, el Honorable Senador señor Garcia señaló que, en su opinión, resulta redundante que en el artículo 183 exista referencia tanto a “cuando se trate de cualquier otro deudor” como “en el caso del artículo 185”.


Propuso, en consecuencia, eliminar la primera de las frases indicadas, sustituyéndola por la que es objeto de la indicación en discusión.


---La Comisión aprobó la indicación, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).

Artículo 190

El artículo 190 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 190. El convenio se considerará acordado cuando cuente con el consentimiento del deudor y reúna a su favor los votos del número de acreedores que representen tres cuartas partes del total del pasivo con derecho a voto, excluidos los créditos preferentes cuyos titulares se hayan abstenido de votar por ellos. No podrán votar, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo:


a) El cónyuge, los ascendientes y descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes;


b) Las personas a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045 de Mercado de Valores; y


c) El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.


Para obtener las mayorías, un acreedor con derecho a votar podrá excluir a otro acompañando vale vista a su orden por a lo menos la suma mínima que correspondería conforme a la letra c) del número 2 del artículo 174, dentro del plazo de cinco días contado desde la celebración de la junta. Transcurrido ese plazo, sin que se haya consignado dicha cantidad, se considerará emitido el voto del acreedor que se intentó excluir. 


El acreedor disidente podrá objetar la cantidad, caso en el cual se abrirá un incidente, que resolverá el tribunal. Si se acoge el incidente, se podrá excluir al disidente pagándole la diferencia establecida. Pero si el acreedor excluyente no se aviene a pagar el mayor valor, figurarán ambos acreedores en el convenio por la proporción que corresponda a cada uno. En todo caso, el acreedor excluido conservará, en la parte que le corresponda, sus acciones en contra de terceros obligados al pago de sus créditos, y éstos podrán repetir en contra del deudor hasta por el monto pagado por la exclusión.


El convenio se considerará acordado cuando se certifique por el secretario del tribunal la consignación oportuna con la que se obtenga la mayoría señalada en el inciso primero.


Deberá levantarse un acta de lo obrado. En ella se mencionará a los acreedores que hubieren votado a favor y a los que hubieren votado en contra del convenio, con expresión de los créditos que representaren.

La modificación del convenio deberá acordarse con el mismo procedimiento y con las mismas mayorías exigidas por el inciso primero de este artículo, incluidos los créditos cuyos títulos sean posteriores a las proposiciones primitivas del convenio aprobado que se pretende modificar.”.

En relación con el artículo 190 fueron presentadas las indicaciones Nºs. 29 a 32.


La indicación Nº 29, del Honorable Senador señor Novoa, propone agregar, al final de la letra a), del artículo 190, antes del punto y coma (;), lo siguiente: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193”.


En discusión, el señor Superintendente de Quiebras manifestó que el Ejecutivo está de acuerdo con la indicación propuesta, ya que, de no acogerse, podría llegar a entenderse que las personas indicadas nunca podrían votar, lo que no es efectivo, pues pueden votar para oponerse al convenio, según dispone el artículo 193.


El Honorable Senador señor Cariola, por su parte, precisó que, de otro modo, la afirmación de la referida letra a) parece tener el carácter de absoluta.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).


La indicación Nº 30 fue presentada por el Honorable Senador señor Novoa, y propone sustituir el inciso segundo del artículo 190, por el siguiente:


“Para obtener las mayorías necesarias para acordar el convenio, un acreedor con derecho a votar que estuviere por aprobarlo podrá excluir a otro que estuviere por rechazarlo acompañando vale vista a la orden de este último por a lo menos la suma mínima que corresponderá conforme a la letra c) del número 2 del artículo 174, dentro del plazo de cinco días contado desde la celebración de la junta. Con todo, el acreedor que se intente excluir emitirá igualmente su voto de recazo, sujeto a la condición de que el mencionado vale vista no fuere acompañado dentro del plazo citado. Transcurrido ese plazo sin que se haya consignado dicha cantidad, se considerará emitido el voto del acreedor que se hubiere intentado excluir.”.

 
En discusión, el señor Presidente explicó que la finalidad de la indicación es especificar que la exclusión sólo corresponde a los acreedores que estuvieren por aprobar el convenio, señalando que el acreedor excluido igualmente emite un voto de rechazo condicional.


El Superintendente se manifestó de acuerdo con la finalidad de la indicación, pero estimó innecesario contemplarlo expresamente en el texto, aún más, en su entender complica la comprensión del mismo. 


Precisó que la posibilidad que un acreedor que esté por aprobar el convenio excluya a uno que esté por rechazarlo no es nueva, ya se encontraba en la ley Nº 18.175. Pero en uno y otro caso, la exclusión se produce una vez que se ha verificado la votación: cuando alguien votó en contra y alguien que votó a favor desea lograr la mayoría necesaria para aprobarlo.


 El señor Varela agregó que resulta innecesario explicitar que, en el caso que no se consigne dentro de plazo la cantidad debida por el acreedor que quiere la exclusión, se considerará emitido el voto de rechazo, pues no es más que una aplicación de las normas civiles sobre el plazo.


El Honorable Senador señor Orpis precisó que, en el evento de la exclusión, el convenio puede ser aprobado por esta vía, sin necesidad de una nueva votación.


El Honorable Senador señor García manifestó que, no obstante, considera conveniente mantener la primera parte de la indicación, específicamente la frase “Para obtener las mayorías necesarias para aprobar el convenio”, y propuso su aprobación, en esa parte. 


---La Comisión aprobó la indicación, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).


La indicación Nº 31, del Honorable Senador señor Cariola, propone sustituir el inciso tercero del artículo 190, por el siguiente:


“El acreedor disidente podrá objetar la cantidad, objeción que se tramitará como incidente. Si se acoge el incidente, se podrá excluir al disidente pagándole la diferencia establecida. Pero si el acreedor excluyente no se aviene a pagar el mayor valor, figurarán ambos acreedores en el convenio por la proporción que corresponda a cada uno. En todo caso, el acreedor excluido conservará, en la parte que le corresponda, sus acciones en contra de los terceros obligados al pago de su crédito, y éstos podrán hacer valer sobre la cuota que dicho acreedor conserve en el convenio, los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan.”.


En discusión, el señor Superintendente de Quiebras señaló que está de acuerdo con la indicación propuesta, pues el texto del proyecto aprobado en general por el Senado, limita los derechos de los terceros obligados al pago de la deuda, lo que no resulta procedente, ya que sus derechos están establecidos en la ley.


El Honorable Senador señor García se manifestó de acuerdo con la aprobación de la indicación. Asimismo, propuso a la Comisión reemplazar el segundo punto seguido del texto, por un punto y coma. 


---La Comisión aprobó la indicación, con la modificación propuesta por el señor Presidente, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).


La indicación Nº 32, del Honorable Senador señor Cariola, propone reemplazar el inciso cuarto del artículo 190, por el siguiente:


“El convenio se considerará acordado en el caso del inciso anterior cuando el secretario del tribunal certifique la consignación oportuna con la que se obtenga la mayoría señalada en el inciso primero.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Cariola señaló que la indicación sólo viene en aclarar lo que ya se ha señalado precedentemente al respecto. 


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis. (3X0).

Artículo 192

El artículo 192 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 192. En el convenio podrá estipularse la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del deudor. Estas garantías podrán constituirse en el mismo convenio o en instrumentos separados.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 207 N° 8, los acreedores podrán designar a uno o más de ellos para que representen a todos los acreedores afectos al convenio en la celebración de los actos y en la suscripción, publicación e inscripción de los instrumentos que sean necesarios para la debida constitución de las garantías, así como para el ejercicio de los derechos y acciones que de ellas emanen y para ser notificados y citados en los casos en que así lo dispone la ley respecto de los acreedores prendarios e hipotecarios.


En las publicaciones de inscripciones de las garantías a que se refiere este artículo no será necesario individualizar las obligaciones del convenio, siendo suficiente a este respecto con hacer referencia a él, señalando la notaría y fecha en que haya sido protocolizado conforme lo dispuesto en el inciso siguiente.


Una copia autorizada del acta de la junta en que se acuerde el convenio, y de la resolución que lo apruebe, con su certificado de ejecutoria, deberá protocolizarse en una notaría del lugar en que dicha junta se haya celebrado, y desde entonces valdrá como escritura pública para todos los efectos legales.”.

Sobre el artículo 192 recaen las indicaciones Nºs 33, 34 y 35.


La indicación Nº 33 fue presentada por el Honorable Senador señor Novoa y propone agregar, en el inciso segundo, entre las palabras “sean” y “necesarios”, la palabra “legalmente “.


En discusión, el señor Varela explicó que, en este caso, se trata de garantías que se pactan en el convenio, para asegurar las obligaciones que se constituyen en el mismo, por lo que no resultaría conveniente restringir las facultades de la persona encargada de perfeccionar la garantía.


El Honorable Senador señor Orpis consultó si la indicada palabra no reafirma más bien la idea del legislador.


Al respecto, el señor Superintendente, señaló que, más que reafirmar la idea, la incorporación de la palabra “legalmente” podría abrir una puerta para quienes busquen entrabar el convenio, como, por ejemplo, los acreedores disidentes o el deudor que no quiere que el convenio se verifique, para discutir las facultades de los representantes, aduciendo que las gestiones que se realizan no son exigidas por la ley. Lo anterior, en definitiva, dilataría la constitución de las garantías.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó sus dudas en torno a la conveniencia de aprobar la indicación y reitera que, en su opinión, reafirma más el convenio precisamente que sean los actos legalmente necesarios, al menos, los que realiza el mandatario.


---La Comisión rechazó la indicación, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Cariola, García y Pizarro, y una abstención del Honorable Senador señor Orpis.


La indicación Nº 34, del Honorable Senador señor Novoa, propone sustituir, en el inciso tercero, la preposición “de”, la primera vez que figura, por la conjunción “e”.


En discusión, el señor Presidente hizo notar que la indicación en comento corrige un manifiesto error de copia.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Orpis y Pizarro. (4X0).


La indicación Nº 35, presentada por el Honorable Senador señor Novoa, propone agregar, en su último inciso, después del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “El acta de la Junta deberá incluir el texto íntegro del convenio.”.


En discusión, el señor Presidente expresó que la indicación corrige una manifiesta omisión en el texto del proyecto.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Orpis y Pizarro. (4X0).

Artículo 196

El artículo 196 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 196. El convenio podrá ser impugnado por cualquier acreedor a quien pudiere afectarle el convenio, sólo si alegare alguna de las causas siguientes:


1.- Defectos en las formas establecidas para la convocación y celebración de la junta, o error en el cómputo de las mayorías requeridas por la ley;


2.- Falsedad o exageración del crédito o incapacidad para votar de alguno de los que hayan concurrido con su voto a formar la mayoría, si excluido este acreedor, hubiere de desaparecer tal mayoría;


3.- Inteligencia fraudulenta entre uno o más acreedores y el deudor para votar a favor del convenio o para abstenerse de concurrir;


4.- Error u omisión sustancial en las listas de bienes o de acreedores, y


5.- Ocultación o exageración del activo o pasivo.


Podrán también impugnar el convenio los codeudores y fiadores del deudor cuando los respectivos acreedores no hubieren votado a favor de él.”.


En relación a esta norma se presentaron las indicaciones signadas con los números 36, 37 y 65.


La indicación Nº 36, del Honorable Senador señor Novoa, propone sustituir, en el inciso primero, la frase “cualquier acreedor a quien pudiere afectarle el convenio”, por la siguiente: “un acreedor”.


En discusión, el señor Superintendente señaló que, a través de la modificación propuesta, se otorga la posibilidad de impugnar el convenio a ciertos acreedores a quienes no les afecta, como es, por ejemplo, el caso de los acreedores privilegiados. 


Al respecto, el señor Varela recordó aquel principio procesal conforme al cual sin interés no hay acción.


---La Comisión rechazó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Orpis y Pizarro. (4X0).

- - -


El señor Presidente, en relación al encabezamiento del artículo 196, propuso a la Comisión sustituir la frase “a quien pudiere afectarle el convenio” por “a quien éste pudiere afectarle”, para mejorar la redacción de la norma.


---La Comisión aprobó la modificación propuesta por el señor Presidente, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Orpis y Pizarro. (4X0) (Artículo 121 del Reglamento del Senado)

- - -


La indicación Nº 37 fue presentada por el Honorable Senador señor Novoa y propone agregar, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso, nuevo: 


“Los acreedores que no hubieren asistido a la junta podrán impugnar el convenio por cualquiera de las causales establecidas en los números 1 a 5 del presente artículo. También podrán impugnarlo por las mismas causales los acreedores que hubieren asistido a la junta y no hubieren votado por su aprobación, siempre que dejaren constancia en el acta de la reserva de su derecho a impugnarlo, señalando determinadamente las causales de impugnación y fundándolas someramente. Se rechazarán de plano las impugnaciones que dedujeren posteriormente estos acreedores y que no se fundaren precisamente en las circunstancias que sirvieron de fundamento a la reserva. Los acreedores que hubieren votado por aprobar el convenio sólo podrán impugnarlo por las causales señaladas en los números 4 y 5 precedentes.”.


En discusión, el señor Varela señaló que, a través de esta indicación, se restringen las posibilidades para que se impugne el convenio, lo que resulta incoherente con el sistema de nulidad que la ley establece en materia de convenios concursales. En efecto, el sistema de nulidades es muy restrictivo porque se contempla la posibilidad de impugnación en forma previa a su aprobación.


Agregó que, en definitiva, por medio de la impugnación se discute la validez en cuanto al fondo antes de que el convenio se aprobado por el juez. Por ello no se puede restringir tanto el proceso de impugnación, pues pueden existir causales de nulidad que, de no alegarse en esta etapa, en definitiva nunca se podrán hacer valer.


El Honorable Senador señor Cariola consultó si en el evento de no incorporarse el texto de esta indicación, los acreedores que no asistieron a la junta tendrían derecho a impugnar el convenio.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó, al respecto, que en su entender ello sería así, puesto que el inciso primero lo contempla en la medida que le afecte el convenio.


El señor Superintendente complementó lo anterior y señaló que, en beneficio de la celeridad en la aprobación del convenio y para evitar obstrucciones a su vigencia y cumplimiento, el legislador adelanta la discusión respecto a su validez. Por ello, añadió, resulta injusto limitar los derechos de los acreedores para deducir impugnaciones, sobre todo si han tenido poco tiempo para informarse o no han tenido acceso a la información; no han conocido los montos de los créditos de los otros acreedores que estén votando, o bien han tenido un juicio errado sobre ella. Recalcó que lo importante es evitar que haya fraude o abuso.


---La Comisión rechazó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, y Orpis. (3x0).


La indicación Nº 65, del Honorable Senador señor Gazmuri, es para sustituir su inciso final por el siguiente:


“Podrán también impugnar el convenio todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones del deudor, cuando los respectivos acreedores no hubieren votado a favor del convenio.”.


En discusión, el señor Varela explicó que el año 1982, se incorporaron a la ley de quiebras cauciones reales y personales, tales como hipotecas y otros gravámenes. No obstante, el legislador parece olvidarlo y continúa, en numerosas disposiciones, haciendo sólo referencia a la fianza y a la solidaridad.


La indicación en estudio busca, precisamente, que donde antes sólo había referencia a la fianza y solidaridad, ahora se haga a las garantías en general. 


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).

Artículo 198

El artículo 198 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 198. Las impugnaciones al convenio se tramitarán como un solo incidente entre el deudor y el acreedor o acreedores que las hayan formulado, o el fiador o codeudor en el caso del inciso segundo del artículo 196. Cualquier acreedor podrá intervenir como tercero coadyuvante. La resolución que recaiga en el incidente se notificará a las partes por aviso. “.


Sobre este artículo recae la indicación Nº 66, del Honorable Senador señor Gazmuri, que propone reemplazar la frase “o el fiador o codeudor en el caso del inciso segundo del artículo 196” por “o las personas referidas en el inciso final del artículo 196”.


En discusión, la Comisión estimó que la indicación tiene por objeto la mera concordancia con las indicaciones ya aprobadas.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).

Artículo 199

El artículo 199 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 199. El convenio entrará a regir desde que se encuentre vencido el plazo para impugnarlo sin que se hayan interpuesto impugnaciones en su contra. En este caso se entenderá aprobado y el tribunal lo declarará así de oficio o a petición de cualquier interesado.


En caso de que el convenio haya sido impugnado, éste regirá desde que quede ejecutoriada la resolución que deseche la o las impugnaciones, la que lo declarará aprobado de oficio o a petición de cualquier interesado.


Las resoluciones que se refieren los incisos anteriores de este artículo se notificarán por aviso y en contra de ellas no procederá recurso alguno.


Sin perjuicio de lo anterior, el convenio judicial preventivo entrará a regir, en todo caso, no obstante las impugnaciones que se hubieren interpuesto en su contra, si éstas no contaren con la adhesión de acreedores que representen a lo menos el 30% del pasivo con derecho a voto determinado en conformidad al artículo 179. En este caso, los actos y contratos ejecutados o celebrados por el deudor en el tiempo que medie entre el acuerdo y la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que acoja las impugnaciones, no podrán dejarse sin efecto, salvo lo dispuesto en el artículo 2468 del Código Civil.


Si el convenio resultare desechado por resolución firme, las obligaciones y derechos existentes entre el deudor y sus acreedores con anterioridad a los acuerdos que han sido objeto del convenio se regirán por sus respectivas convenciones.”


Se refieren a este artículo las indicaciones Nºs 38, 67 y 68.


La indicación Nº 67, del Honorable Senador señor Gazmuri propone sustituir su inciso segundo por el siguiente:


“Si el convenio ha sido impugnado, entrará a regir desde que cause ejecutoria la resolución que deseche la o las impugnaciones y lo declare aprobado.”.


En discusión, el señor Superintendente de Quiebras señaló que la modificación propuesta, en definitiva, tiene el mismo sentido que el texto actualmente vigente, pero con una redacción más simple.


El señor Varela complementó lo anterior, en el sentido que hay una modificación importante.


En efecto, indicó, la ley vigente prescribe que el convenio entra a regir cuando no hay impugnaciones, o en el caso que las haya, cuando ellas han sido rechazadas por sentencia ejecutoriada.


Lo anterior permitía retardar indefinidamente la entrada en vigencia del convenio, señaló.


El texto propuesto por la indicación, continuó, corrige esta situación, sustituyendo la expresión “ejecutoriada” por “que cause ejecutoria”, por lo que la resolución que rechaza las impugnaciones puede cumplirse, entrar a regir, no obstante existir recursos pendientes en su contra.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).


La indicación Nº 68, también del Honorable Senador señor Gazmuri, es para intercalar, a continuación de su inciso segundo, el siguiente, nuevo:


“El recurso de casación deducido en contra de la sentencia de primera o segunda instancia que desecha la o las impugnaciones, no suspende el cumplimiento del fallo, aún cuando la parte vencida solicite que se otorgue fianza de resultas por la parte vencedora.”.


En discusión, el señor Román explicó que la modificación busca insistir en la idea que la sentencia que rechaza las excepciones se puede cumplir aún cuando se hayan interpuesto recursos, específicamente referido al caso del recurso de casación que no suspende la ejecución de la sentencia, pero el Código de Procedimiento Civil contempla la posibilidad que la parte vencida exija que la vencedora otorgue fianza de resultas. En virtud del texto propuesto, aún cuando se rinda fianza de resultas, va a ser aplicable el convenio. Estas normas permiten que la empresa continúe funcionando adecuadamente y desarrolle sus actividades, evitando que con artificios procesales se deje a la empresa en un estado poco claro, de manera que se produce reticencia a contratar con ella, a proveerla de productos, entre otros.


El señor Superintendente señaló que la redacción propuesta no resulta clara.


El Honorable Senador señor García propuso sustituir la expresión “aún cuando”, por la expresión “incluso si”, la que en su opinión expresa mejor la idea, sustituyendo la palabra “solicite”, por  “solicita”.


El Honorable Senador señor Cariola complementó la proposición, en el sentido de eliminar la palabra “que”, entre las palabras “solicita” y “otorgue”


La Comisión acordó aprobar ambas proposiciones de modificación al texto propuesto por la indicación, sustituyendo la frase “aún cuando la parte vencida solicite que se otorgue”, por “incluso si la parte vencida solicita se otorgue”. 


--- La Comisión aprobó la indicación, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).


La indicación Nº 38, presentada por el Honorable Senador señor Novoa, es para agregar, en el inciso final del artículo 199, entre los términos “por” y “resolución”, lo siguiente: “haberse acogido una o más impugnaciones por”.


En discusión, el señor Superintendente manifestó que, en opinión del Organismo a su cargo, resulta inconveniente acoger esta indicación, pues podría conducir a errores, por cuanto los convenios pueden ser desechados por dos motivos, que son el no haberse logrado mayoría en la Junta o bien acogerse una o más impugnaciones. Se trata de aspectos muy técnicos y no corresponde definirlos en un solo artículo e incluir sólo una de las causales. 


---La Comisión rechazó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Orpis y Pizarro. (4X0).

Artículo 200

El artículo 200 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 200. El convenio obliga al deudor y a todos sus acreedores por los créditos anteriores a la fecha de la resolución recaída en las proposiciones o, en su caso, a la declaración de quiebra, hayan o no concurrido a la junta, salvo los acreedores por los créditos señalados en el inciso primero del artículo 191 en tanto se hubieren abstenido de votar.”.

Sobre este artículo recae la indicación Nº 69, presentada por del Honorable Senador señor Gazmuri, que propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 200.- El convenio obliga al deudor y a todos sus acreedores, hayan o no concurrido a la junta que lo acuerde, por los créditos anteriores:


a) A la resolución que ordena citar a junta para la designación del facilitador, en el caso del art. 177 ter;


b) A la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio, en el caso de los demás convenios judiciales preventivos, y 


c) A la fecha de la declaración de la quiebra, si el convenio es simplemente judicial.


No obstante lo anterior, el convenio no obliga a los acreedores señalados en el inciso primero del Art. 191 por sus créditos respecto de los cuales se hubieren abstenido de votar.”.


En discusión, el señor Superintendente explicó que esta indicación, en definitiva, ordena la redacción original del artículo, en letras.


El Honorable Senador señor García, por su parte, estuvo de acuerdo, pero estimó que falta una frase que anexe las letras a), b) y c), al encabezado del artículo 200 propuesto.


Al efecto, propuso agregar, a continuación del inciso primero del texto propuesto, la frase “a la fecha de las siguientes resoluciones”


El Honorable Senador señor Cariola se manifestó de acuerdo, en consideración al sentido del texto original del artículo 200.


La Comisión determinó, asimismo, realizar las siguientes modificaciones al texto propuesto:


- En la letra a), sustituir la expresión “A la resolución”, por la expresión “La”;


- En la letra b) sustituir la expresión “A la fecha de la resolución recaída”, por  “La que recae”;


En la letra c) sustituir “A la fecha de la declaración de”, por  “La que declara“.


El señor Varela sugirió agregar asimismo, en la letra a), el calificativo de “experto” al facilitador, como ocurre en el resto del proyecto.


--- La Comisión aprobó la indicación, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).

Artículo 202

El artículo 202 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 202. La remisión hecha al deudor en el convenio aprobado extingue también las obligaciones de sus codeudores o fiadores, sean solidarios o subsidiarios, hasta concurrencia de la cuota remitida, cuando el acreedor respectivo hubiere votado a favor del convenio.”.


Sobre este artículo recaen las indicaciones Nºs 39 ,70 y 70 bis. 


Las indicaciones Nºs 70 de Su Excelencia el Presidente de la República, y 70 bis. del Honorable Senador señor Gazmuri, a su turno, proponen sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 202. Todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones sujetas al convenio y los terceros, que paguen esas obligaciones sin la oposición del deudor, podrán ejercer los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan, solamente sobre lo que toque al acreedor en el convenio. Si el acreedor ha sido pagado sólo de parte de lo que le corresponda conforme al convenio, podrá ejercer sus derechos relativamente a lo que se le quede debiendo, con preferencia a las personas precedentemente mencionadas. La ampliación del plazo de las deudas, acordada en el convenio, no pone fin a la responsabilidad de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, o de los avalistas del deudor sujeto al convenio ni extingue las prendas o hipotecas constituidas sobre bienes de terceros.


Si el acreedor votó en favor del convenio, los efectos serán los siguientes según los casos:


a) No podrá cobrar su crédito a los fiadores o codeudores, solidarios o subsidiarios, ni a los avalistas sino que en los mismos términos en que puede cobrar al deudor en virtud del convenio;


b) El tercero poseedor de la finca hipotecada y el propietario del bien empeñado podrán liberar la garantía pagando la deuda en los mismos términos que los estipulados en el convenio celebrado por el deudor garantizado;


c) La novación o dación en pago extingue la deuda respecto de los fiadores, codeudores, avalistas antes mencionados, hasta concurrencia de la porción del crédito sometido a convenio que se dio por extinguida mediante ellas;


d) Los terceros poseedores o propietarios de los bienes hipotecados o pignorados pueden liberar la garantía, pagando la cantidad que corresponda considerando la porción de la deuda que ha sido extinguida mediante la novación o dación en pago.


Si el acreedor votó en contra del convenio, conserva sus derechos, sin alteraciones tanto respecto de los bienes gravados con garantías reales cuanto respecto de los fiadores. Sin embargo, si los créditos se dieron por extinguidos mediante novación o dación en pago, la obligación de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas del deudor sujeto al convenio se extinguen en el monto de lo que al acreedor efectivamente toque con motivo de dichas novación o dación en pago.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Cariola señaló que, de acuerdo a la norma propuesta, por el solo hecho de celebrarse el convenio no se extinguen las garantías. Pero si el acreedor concurre al convenio y lo aprueba, la garantía queda limitada al monto que el acreedor aceptó que le pagaran.


El señor Varela complementó lo anterior, en el sentido que sino el acreedor estaría disponiendo del patrimonio de sus fiadores y codeudores, porque los fiadores y codeudores tienen derecho a repetir en contra del deudor garantizado.


Constató  que entre la indicación presentada por Su Excelencia el Presidente de la República, y la presentada por el Honorable Senador señor Gazmuri hay una importante diferencia, pues la primera se refiere, en el inciso final, al acreedor “que no votó a favor”, en cambio la segunda sólo “al que votó en contra”.


Señaló que resulta mejor utilizar la expresión “el acreedor que no votó a favor”, pues es más amplia ya que comprende no sólo al que votó en contra, sino también al que se abstuvo.


La Comisión acordó mantener la expresión “no votó a favor”, en el inciso final de la norma.


La Comisión también estimó procedente efectuar las siguientes correcciones de carácter gramatical:


- En la letra b) del artículo 202, sustituir la expresión “tercero”, por “tercer”;


- En la letra c), sustituir la coma entre las palabras “codeudores” y “avalistas”, por una “y”;


- En el inciso final, suprimir la segunda coma.


--- La Comisión aprobó ambas indicaciones, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).


La indicación Nº 39, del Honorable Senador señor Cariola, por su parte,  propone sustituir el artículo, por el siguiente:


“Artículo 202.- Los codeudores o fiadores del deudor, sean solidarios o subsidiarios, sólo podrán ejercer sobre lo que corresponda al acreedor en el convenio, los derechos que tengan por vía de subrogación o reembolso. Si el acreedor ha sido solamente pagado en parte, éste podrá ejercer sus derechos relativamente a lo que se le quede debiendo, con preferencia a los mencionados codeudores y fiadores.


La remisión hecha al deudor en el convenio aprobado extingue también las obligaciones de dichos codeudores y fiadores, hasta concurrencia de la cuota remitida, cuando el acreedor respectivo hubiere votado a favor del convenio.


Lo dispuesto en este artículo se aplicará incluso si, como consecuencia de lo estipulado en el convenio, la obligación del deudor se extingue por novación o dación en pago.”.


En discusión, atendida la aprobación de las indicaciones anteriores, la indicación Nº 39 fue retirada por su autor, el Honorable Senador señor Cariola.

Artículo 204

El artículo 204 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 204. No obstante la aprobación del convenio simplemente judicial, el tribunal que declaró la quiebra seguirá conociendo de todos los procesos acumulados en conformidad a lo dispuesto en el artículo 70.


Aprobado el convenio, se devolverán al tribunal de su origen, para que continúe conociendo de ellos, los procesos ordinarios o ejecutivos agregados al juicio de quiebra y que no hubieren terminado con el convenio, siempre que lo exija, antes de cualquiera otra gestión, alguna de las personas que fueren partes en dichos procesos.


En caso contrario, continuará conociendo de ellos el tribunal que hubiere entendido en la quiebra.”.


Sobre este artículo recaen las indicaciones Nº s 71 y 72, ambas presentadas por el Honorable Senador señor Gazmuri.


La indicación Nº 71 propone reemplazar, en su inciso primero, la palabra “acumulados” por “agregados”.


En discusión, el señor Varela señaló que la modificación propuesta es purismo procesal.


El señor Román agregó que es un problema terminológico que tiene la actual ley de quiebras, puesto que utiliza el término “acumular”, en circunstancias que el sentido no es el que contempla el Código de Procedimiento Civil, a propósito del antecedente “acumulación de autos”.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).


La indicación Nº 72, por su parte, es para suprimir sus incisos segundo y tercero.


En discusión, el señor Varela explicó que la mantención de los incisos segundo y tercero en el texto actual es un error, pues se refieren al mismo aspecto contenido en el inciso primero, no obstante en un sentido contrapuesto.


El inciso primero es incompatible con los incisos segundo y tercero.


--- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).

Artículo 205

El artículo 205 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 205. Los acreedores cuyos créditos sean anteriores a la fecha de la resolución recaída en la presentación de las proposiciones, pero que no los hubieren verificado oportunamente, podrán demandar que se cumpla el convenio a su favor, mientras no se encuentren prescritas las acciones que de él resulten, mediante un procedimiento incidental que se seguirá con el deudor, ante el tribunal que conoció del convenio. En este procedimiento podrá actuar como parte cualquiera de los acreedores del convenio.


Cuando el convenio verse sobre ampliación de plazo, éste empezará a correr para todos desde que entre a regir el convenio, cualesquiera que sean los vencimientos particulares de los créditos.”. 


La indicación Nº 73, de Su Excelencia el Presidente de la República, se refiere a este artículo, y propone reemplazar por coma (,) el punto (.) que sigue a las palabras “que conoció del convenio”, y agregar a continuación las frases “salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el árbitro que corresponda de acuerdo a éste.”.


En discusión, el señor Varela señaló que si bien en su opinión el sentido de la modificación propuesta es correcto, habría que sustituir la palabra “árbitro”, de la frase que se propone agregar, por “Tribunal”.


Explicó que ello se debe a que no necesariamente cuando hay cláusula compromisoria, ésta le va a otorgar a ese árbitro competencia para conocer de la nulidad, del incumplimiento, etc.


En caso que la cláusula no le otorgue esa competencia, ésta corresponde al Tribunal de la Quiebra.


La Comisión de manifestó de acuerdo con lo expresado por el señor Varela.


--- La Comisión aprobó la indicación, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).

Artículo 207

El artículo 207 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 207. Las atribuciones y deberes del interventor serán las siguientes, a menos que se acuerde otra cosa:


1. Imponerse de los libros, documentos y operaciones del deudor;


2. Llevar cuenta de las entradas y gastos de los negocios del deudor;


3. Visar, en su caso, los pagos a los acreedores;


4. Cuidar de que el deudor no retire para sus gastos personales y los de su familia otras sumas que las autorizadas en el convenio;


5. Rendir trimestralmente la cuenta de su actuación y la de los negocios del deudor, y presentar las observaciones que le merezca la administración de este último. Esta cuenta será enviada por correo a cada uno de los acreedores;


6. Pedir al tribunal ante el cual se tramitó el convenio que cite a junta de acreedores, siempre que lo crea conveniente o cuando se lo pida alguno de ellos para tratar asuntos de interés común. Todos los acuerdos de la junta deberán ser adoptados por la mayoría del pasivo del convenio.


7. Impetrar las medidas precautorias que sean necesarias para resguardar los intereses de los acreedores, sin perjuicio de los acuerdos que éstos puedan adoptar. Estas solicitudes se tramitarán como incidente, y 


8. Representar judicial y extrajudicialmente a los acreedores para llevar a efecto los acuerdos que tomen en forma legal.”. 


Sobre este artículo recae la indicación Nº 74 del Honorable Senador señor Gazmuri, que es para sustituir el punto final (.) del Nº 6. por coma (,), agregando a continuación la frase “con derecho a voto.”.


En discusión, la Comisión determinó que la frase propuesta efectivamente resulta necesaria y faltaba en el numeral seis.


--- La Comisión aprobó la indicación, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).

Artículo 208

El artículo 208 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 208. Si se hubiere agravado el mal estado de los negocios del deudor en forma que haga temer un perjuicio para los acreedores, podrá éste ser sometido a una intervención más estricta que la pactada, o ser sometido a una intervención si ésta no se hubiere estipulado, o bien declararse incumplido el convenio, a solicitud de acreedores que representen la mayoría absoluta del pasivo del convenio.


La solicitud dirigida a obtener una intervención más estricta se tramitará como incidente.


Conocerá de las acciones que se ejerciten en conformidad al N° 7 del artículo anterior y al inciso precedente, el tribunal ante el cual se tramitó el convenio.”.

Respecto de esta norma recaen las indicaciones Nºs 40, 75 y 76.


La indicación Nº 75, del Honorable Senador señor Gazmuri es para reemplazar por coma (,) el punto final (.) de su inciso primero, y agregar la frase “con derecho a voto”.


En discusión, la Comisión estimó que la modificación propuesta resulta necesaria al igual que en el caso de la indicación Nº 74.


--- La Comisión aprobó la indicación, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).


La indicación Nº 40, presentada por el Honorable Senador señor Novoa,   propone insertar, en el inciso segundo del artículo, entre las palabras “intervención” y “más”, lo siguiente: “, o que ésta sea”.


En discusión, el señor Presidente propuso aprobar la indicación, pero eliminando la coma (,) con que comienza, por considerar que no corresponde consignarla.


---La Comisión aprobó la indicación, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Orpis y Pizarro. (4X0).


La indicación Nº 76, del Honorable Senador señor Gazmuri, por su parte, propone sustituir el punto final (.) de su inciso tercero por coma (,), agregando la frase “salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el árbitro que corresponda de acuerdo a éste.”.


En discusión, la Comisión estimó que la indicación propuesta tiene el mismo objeto que la indicación Nº 73, ya aprobada, y que al igual que en ese caso, resulta necesario sustituir, en el texto de la indicación, la palabra “árbitro”, por “Tribunal”.


--- La Comisión aprobó la indicación, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).

Artículo 209

El artículo 209 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 209. Rechazadas las proposiciones de convenio por no haber obtenido la mayoría necesaria para su aprobación, o desechado por cualquiera de las causales señaladas en el artículo 196, podrá el fallido reiterarlas cuantas veces lo estime necesario, pero no se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 188.


La junta que rechace las proposiciones deberá señalar los nombres de un síndico titular y uno suplente, a quienes el tribunal deberá designar con el carácter de definitivos. No podrán ser nombrados para tales cargos quienes lo hayan sido en conformidad al número 1 del artículo 175.


En caso de que se deseche el convenio, el tribunal deberá proceder a designar los síndicos en conformidad a lo previsto en el artículo 42, sin que pueda nombrar en dichos cargos a quienes hayan sido designados según lo previsto en el número 1 del artículo 175.


Cuando el convenio judicial preventivo haya sido rechazado o desechado en cualquiera de los casos contemplados en el inciso primero, el tribunal declarará necesariamente la quiebra del deudor, de oficio y sin más trámite.


En los casos señalados en los incisos primero y segundo de este artículo, el tribunal deberá proceder a designar los síndicos en conformidad a lo previsto en el artículo 42, sin que pueda nombrar en dichos cargos a quienes hayan sido designados según lo previsto en el número 1 del artículo 175.”.

Sobre el artículo 209 recaen las indicaciones Nºs. 41 a 46.


La indicación Nº 41 fue presentada por el Honorable Senador señor Cariola y propone sustituir, en el inciso primero, la palabra “convenio” por lo siguiente: “cualquier clase de convenio”.

En discusión, el señor Superintendente de Quiebras manifestó el acuerdo del Ejecutivo con el texto de esta indicación, pues resultaba necesario aclarar que, en este caso, también puede tratarse del convenio simplemente judicial, a diferencia de lo que ocurre en los tres incisos siguientes.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Orpis y Pizarro. (4X0).


La indicación Nº 42, presentada por el Honorable Senador señor Novoa, propone agregar, en su inciso primero, la siguiente oración final:


“Con todo, para ejercer el derecho que le confiere el presente inciso para reiterar las proposiciones, el deudor deberá acreditar que éstas cuentan con la aprobación de al menos el 30% del pasivo con derecho a voto.”.


En discusión, el señor Superintendente manifestó el desacuerdo de la Entidad que preside, con la indicación propuesta, pues no se condice con el espíritu del proyecto que es facilitar la celebración de convenios. 


No ve razón para limitar a ese deudor que, una vez desechada su proposición de convenio, en una o varias oportunidades, posteriormente efectúe una nueva proposición más acorde con los intereses de sus acreedores. La limitación en este caso perjudica a los acreedores.


El Honorable Senador señor Orpis preguntó cual es el efecto de la proposición de convenio en la tramitación de la quiebra, específicamente si ésta se suspende. 


El Superintendente señaló al respecto, que la proposición de convenio se analiza en la próxima junta en el marco de la quiebra, y que no suspende su tramitación.


---La Comisión rechazó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Orpis y Pizarro. (4X0).


La indicación Nº 43, del Honorable Senador señor Cariola, propone agregar, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso, nuevo:


“Cuando el convenio judicial preventivo haya sido rechazado o desechado en cualquiera de los casos contemplados en el inciso anterior, el tribunal declarará necesariamente la quiebra del deudor, de oficio y sin más trámite.”.


En discusión, el Superintendente (S) de Quiebras, señor Navarrete, especificó que esta indicación se refiere a la situación del convenio simplemente judicial, que tiene el carácter de preventivo, es decir, antes de la declaratoria de quiebra. Cuando se rechazan las preoposiciones de convenio judicial preventivo por los acreedores, se declara necesariamente la quiebra.


El señor Varela complementó la idea en el sentido que una persona que presenta proposiciones de convenio judicial es porque tiene una situación crítica en sus negocios y por ende,  si no hay convenio, tiene que haber quiebra.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, García y Orpis. (3X0).


La indicación Nº 44, también presentada por el Honorable Senador señor Cariola, sustituye el inciso segundo del artículo en comento, por el siguiente:


“La junta que rechace las proposiciones de convenio judicial preventivo deberá señalar los nombres de un síndico titular y uno suplente, a quienes el tribunal deberá designar con el carácter de definitivos. No podrán ser nombrados para tales cargos quienes lo hayan sido en conformidad al número 1 del artículo 174.”.


En discusión, la Comisión  estimó que la indicación sólo agrega al texto del proyecto la frase “convenio judicial preventivo” y corrige un error de referencia contenido  en el mismo.


El Honorable Senador García hizo presente que, en consideración a la aprobación de la indicación anterior, el inciso en comento pasaría a ser inciso tercero.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, García y Orpis. (3X0).


La indicación Nº 45 del Honorable Senador señor Cariola, por su parte, propone sustituir el inciso tercero del artículo 209 del proyecto, que, en consideración a la aprobación de la indicación Nº 43  ha pasado a ser inciso cuarto, por el siguiente:


“En caso de que se deseche el convenio judicial preventivo, el tribunal deberá proceder a designar los síndicos en conformidad a lo previsto en el artículo 42, sin que pueda nombrar en dichos cargos a quienes hayan sido designados según lo previsto en el número 1 del artículo 174.”.


En discusión, el señor Varela señaló a la Comisión que, al igual que en el caso de la indicación anterior, la presente indicación agrega al texto del proyecto la frase “convenio judicial preventivo” y corrige el error de referencia al número 1 del artículo 175, sustituyéndolo por la referencia al numeral 1 del artículo 174. La diferencia es que el inciso modificado por la indicación anterior, se refiere al caso que rechace la proposición de convenio judicial preventivo, por los acreedores.


El inciso modifica la indicación Nº45, por su parte, contempla la hipótesis que el convenio se deseche por el Tribunal, esto es, que se acoja alguna causal de impugnación. 


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, García y Orpis. (3X0).


La indicación Nº 46 del Honorable Senador señor Novoa, por su parte, elimina el inciso final de la norma.


En discusión, la Comisión determinó que el inciso que se propone derogar es una mera repetición de algo que ya está contemplado, por lo que resulta procedente su derogación.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, García y Orpis. (3X0).

Artículo 210

El artículo 210 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 210. No se admitirán otras acciones de nulidad del convenio que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y que hubiesen sido descubiertas después de haber vencido el plazo para impugnar el convenio.


La nulidad del convenio extingue de derecho las cauciones que lo garantizan.


Una vez declarada por sentencia ejecutoriada, la nulidad del convenio sólo produce efectos para el futuro. Las acciones de nulidad prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha en que entró a regir el convenio.”.


La indicación Nº 77, del Honorable Senador señor Gazmuri, propone suprimir la primera oración del inciso tercero, del artículo 210.


En discusión, el señor Varela señaló que la indicación propone suprimir la primera oración del inciso tercero, para evitar reiteraciones, ya que más adelante en el texto se propone agregar la misma idea, extendiéndolo al caso de la declaración de incumplimiento. 


--- La Comisión aprobó la indicación, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).

Artículo 211

El artículo 211 aprobado en general  por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 211. El convenio podrá declararse incumplido a solicitud de  cualquiera de  los acreedores,  por  inobservancia  de  sus estipulaciones. Podrá también resolverse en el caso a que se refiere el artículo 208.


Las acciones de incumplimiento del convenio prescribirán en seis meses, contados desde que hayan podido entablarse.”


La indicación Nº 47, presentada por el Honorable Senador señor Novoa, propone reemplazar, en el inciso primero, la palabra “resolverse” por lo siguiente: “declararse incumplido”.


En discusión, el señor Varela señaló que, en la ley todavía vigente, no existe la expresión “declararse incumplido”, sino que la referencia se hace a  la “resolución”, “resolverse por incumplimiento”. Como los efectos en uno y otro caso no son exactamente los mismos, en el proyecto se prefirió cambiar la terminología, incorporando el concepto de “declaración de incumplimiento” indicado. No obstante, el artículo 211 quedó rezagado y conserva por ende la referencia a la antigua terminología, aun cuando el artículo 208 se refiere expresamente a una situación en que el convenio se declara incumplido.


---La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, García y Orpis. (3X0).

Artículo 212

El artículo 212 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 212. La declaración de incumplimiento dejará sin efecto el convenio, pero no exonerará a los fiadores que hubiesen asegurado su ejecución total o parcial.


Los fiadores serán oídos en el juicio de declaración de incumplimiento y podrán impedir la continuación de éste, pagando los dividendos pendientes dentro de tres días, contados desde la citación.


Las cantidades pagadas por el deudor antes de la declaración de incumplimiento y las que produzca la  realización del activo de la quiebra, servirán de abono a los fiadores en caso de que la fianza se extienda a toda la suma estipulada; pero si comprende  únicamente una parte de ella, sólo les servirá de descargo lo que reste después de cubierta la cuota  no afianzada. “


Sobre este artículo recaen las indicaciones Nº s 48, y 78 a 80.


La indicación Nº 78, presentada por su Excelencia el Presidente de la República, es para reemplazar, en el inciso primero, del artículo 212, la frase “exonerará a los fiadores que hubiesen asegurado” por “extinguirá las cauciones que hubieren garantizado”.


En discusión, la Comisión estimó que esta indicación, al igual que otras aprobadas precedentemente, tiene por objeto incorporar en el texto una referencia a la hipoteca y otras cauciones, que han sido olvidadas por el legislador, no obstante estar incorporadas en materia de quiebras desde el año 1982.


El Honorable Senador señor Cariola complementó lo anterior, en el sentido que la indicación utiliza la expresión “extinguirá”, lo que comprende también otras cauciones como la hipoteca.


--- La Comisión aprobó la indicación,  por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).


La indicación Nº 48 del Honorable Senador señor Novoa, que propone sustituir, en el inciso segundo, la frase “los dividendos pendientes” por lo siguiente: “la porción afianzada”.


En discusión, el asesor jurídico del Superintendente de Quiebras, señor Varela, precisó que la indicación del Honorable Senador Novoa se fundaría en la circunstancia que resulta confuso hablar de “dividendos” en materia de quiebras, ya que ésta expresión habitualmente se asocia a las cuotas de un crédito hipotecario o a las utilidades distribuidas a sus accionistas por sociedades anónimas. No obstante, señaló que es una terminología muy utilizada en esta materia, inclusive en la ley 18.175 actualmente vigente, porque lo que se reparten son dividendos en la quiebra, razón por la que sugirió rechazar la indicación.


El Honorable Senador García preguntó qué debía entenderse por “porción afianzada”, en su entender son conceptos distintos.


El Honorable Senador señor Senador Orpis señaló que el inciso resulta coherente con los términos del inciso primero.


El señor Navarrete precisó que el fiador siempre tiene que cumplir, eso es de acuerdo a las reglas generales y ni siquiera habría necesidad de señalarlo. El inciso segundo, objeto de la presente indicación, establece que el fiador puede pagar los dividendos pendientes, deteniendo así la acción de incumplimiento, pero en este caso paga más allá de su obligación de fiador y se produce una subrogación. 


---La Comisión rechazó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, García y Orpis. (3X0).


Las indicaciones Nº s 79 y 80 fueron presentadas por Su Excelencia el Presidente de la República.


La indicación Nº 79, propone sustituir, en el inciso segundo, del artículo 212, la frase “Los fiadores” por “Las personas obligadas por las cauciones señaladas en el inciso anterior y los terceros poseedores de los bienes gravados con las mismas, según sea el caso,”.


La indicación Nº 80, a su turno,  propone reemplazar, en su inciso tercero, las expresiones “a los fiadores”, “la fianza” y “afianzada” por “a la deuda”, “la caución” y “caucionada”, respectivamente.


En discusión, la Comisión estimó que estas indicaciones complementan la indicación Nº 78, ya aprobada.


--- La Comisión aprobó las indicaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).

Artículo 213

El artículo 213 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 213. La nulidad y la declaración de incumplimiento del convenio se sujetarán al procedimiento del juicio sumario y será competente para conocer de ellas el tribunal que tramitó el convenio.


La sentencia que acoja las demandas de nulidad o de declaración de incumplimiento, será apelable en ambos efectos, pero el deudor quedará de inmediato sujeto a intervención por un síndico que tendrá las facultades del interventor del artículo 294 del Código de Procedimiento Civil y las previstas en el artículo 177 bis.”.


Sobre este artículo recaen las indicaciones Nº s 81 y 82, ambas  del Honorable Senador señor Gazmuri.


La indicación Nº 81, propone sustituir el punto final (.) de su inciso primero por coma (,), agregando la frase “salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el árbitro que corresponda de acuerdo a éste.”.


En discusión, el señor Varela explicó que, en el caso de esta indicación, al igual que en las indicaciones Nºs 73 y 76, es necesario sustituir la expresión “árbitro”, por “Tribunal”.


--- La Comisión aprobó la indicación, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).


La indicación Nº 82, es para agregar al artículo 213, el siguiente inciso nuevo:





“Ni la declaración de nulidad ni la de incumplimiento tienen efecto retroactivo.”.


En discusión, el señor Superintendente señalo que acá se quiso englobar el tema de la irretroactividad de la declaración de nulidad y la declaración de incumplimiento en un solo artículo.


--- La Comisión aprobó la indicación, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).

Artículo 214

El artículo 214 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 214. Una vez firme la resolución que declare la nulidad o la declaración de incumplimiento, el tribunal de primera instancia declarará la quiebra del deudor de oficio y sin más trámite. Para todos los efectos legales, se reputará que esta es una segunda quiebra.


Los actos y contratos del deudor, ejecutados o celebrados en el tiempo que medie entre la aprobación y la anulación o declaración de incumplimiento del convenio, se regirán por lo dispuesto en el artículo 2468 del Código Civil.”.


Sobre este artículo recaen las indicaciones Nº s 83 y 84.


La indicación Nº 83, del Honorable Senador señor Gazmuri, es para reemplazar la segunda oración de su inciso primero por la siguiente: “Si dicha nulidad es declarada por un tribunal arbitral, éste remitirá los autos al juez civil que corresponda.”.


En discusión, el señor Varela señaló que, puede ocurrir que la cláusula compromisoria otorgue al árbitro competencia para conocer de la declaración de nulidad e incumplimiento. No obstante, no parece posible que sea el árbitro el que declare la quiebra. 


El señor Román complementó lo anterior, en orden a que la consecuencia de la declaración de nulidad del convenio es la declaración de quiebra.


El Honorable Senador señor Cariola señaló que, en su opinión, resulta más acertado hacer una referencia al “Juez de Letras competente para declarar la quiebra”, en lo que estuvo de acuerdo la Comisión.


--- La Comisión aprobó la indicación, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).


La indicación Nº 84, también presentada por el Honorable Senador señor Gazmuri, propone suprimir su inciso final.


En discusión, el señor Varela señaló que en los artículos siguientes, se unifica el régimen de lo que ocurre en este período intermedio, razón por la que sugiere la aprobación de esta indicación.


--- La Comisión aprobó la indicación, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).

Artículo 216

El artículo 216 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 216. En casos de segunda quiebra, los actos o contratos a que se refiere el artículo anterior, podrán ser anulados o rescindidos según las reglas de los párrafos 2, 3 y 4 del Título VI de esta ley.”. 


La indicación Nº 85, del Honorable Senador señor Gazmuri, propone sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 216.- Constituye segunda quiebra tanto la que se declara con motivo de pronunciarse la nulidad o el incumplimiento de un convenio cuanto la que se declara por cualquier otra causa mientras está vigente un convenio.


Los actos o contratos del deudor, ejecutados o celebrados en el tiempo que medie entre la fecha de la resolución recaída sobre las proposiciones de un  convenio o sobre la solicitud de designación de un facilitador que le dio origen, según sea el caso y la declaración de la segunda quiebra, se regirán por las reglas de los Párrafos 2º, 3º y 4º del Título VI de esta ley.”.


En discusión, el señor Superintendente señaló que la modificación que introduce esta indicación, es de fondo. Explicó que, antiguamente, se contemplaban en la ley dos instituciones, que no estaban bien definidas y resultaban confusas, que son por una parte la reapertura de la quiebra, y por la otra, la segunda quiebra. En el caso de un convenio simplemente judicial, que es el que se aprueba en estado de quiebra, y ese convenio es anulado o resuelto, se consideraba que la quiebra se reabría, con lo que se daba la idea que se trataba de la misma quiebra anterior.


La institución de la reapertura de la quiebra, continuó, generaba muchos inconvenientes. Por ejemplo, no había una solución clara para los acreedores que habían sido pagados en el tiempo intermedio, ni para los nuevos acreedores.


Ahora el procedimiento se uniforma para todos los acreedores, bajo la institución de la segunda quiebra. Todos deben verificar sus créditos en la nueva quiebra.


La Comisión estuvo de acuerdo con el planteamiento del señor Superintendente, y estimó necesario efectuar dos modificaciones a la indicación en comento:


- Sustituir en el inciso primero la palabra “está”, por “esté”;


- Agregar el calificativo de “experto”, al facilitador en el inciso segundo.


--- La Comisión aprobó la indicación, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).

Artículo 217

El artículo 217 aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 217. La reapertura de la quiebra reintegra a los acreedores anteriores en todos sus derechos respecto del fallido.


Los acreedores antiguos concurrirán con los nuevos en las distribuciones del activo de la quiebra por el monto íntegro de sus créditos, siempre que no hubieren recibido parte alguna de la estipulada en el convenio; en el caso contrario, sólo podrán concurrir con los nuevos acreedores por la parte del capital de sus primitivos créditos que corresponda a la porción no pagada de la suma convenida.


Las disposiciones del presente artículo serán aplicables, tanto en caso de nulidad o de declaración de incumplimiento del convenio judicial preventivo, como en el caso que se declare en quiebra al deudor antes de haber sido declarada la caducidad o resolución de cualquiera clase de convenio judicial.”.


A este artículo se refieren las indicaciones Nºs 49, 86, 87 y 88.


La indicación Nº 86, del Honorable Senador señor Gazmuri, propone sustituir la primera frase de su inciso primero “La reapertura de la” por “La segunda”.


--- La Comisión aprobó la indicación, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).


La indicación Nº 87, también presentada por el Honorable Senador señor Gazmuri, es para agregar al inciso segundo la siguiente oración: “En todo caso, tanto los créditos de los acreedores antiguos, en lo que corresponda, como los de los nuevos, deberán ser verificados en la segunda quiebra, salvo aquéllos que la ley expresamente exceptúa de este trámite.”.


--- La Comisión aprobó la indicación, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).


La indicación Nº 49, propuesta por el Honorable Senador señor Novoa, reemplaza, en el inciso final, la frase “caducidad o resolución” por la siguiente: “nulidad o incumplimiento”.


En discusión, la Comisión estimó que la indicación Nº 49 era coherente con el resto de las indicaciones aprobadas y el texto del proyecto, y por lo tanto, aprobó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, García y Orpis. (3X0).


Reabierto con posterioridad el debate, conforme lo ya señalado, en una nueva sesión la Comisión estudió la indicación Nº 88, propuesta por el Honorable Senador señor Gazmuri, para suprimir  el inciso final, del artículo 217.


 La Comisión determinó que esta indicación resulta concordante con las nuevas indicaciones ya aprobadas, por lo que resolvió aprobarla. Consecuentemente, acordó rechazar la indicación Nº 49.


--- La Comisión aprobó la indicación Nº 88, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (4X0).

- - - - - - - -

- - - - - - - -

MODIFICACIONES:


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Economía tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO ÚNICO
- - -


Ha intercalado, a continuación del Nº 2.-, el siguiente N° 3, nuevo:



“N° 3.- Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:


a) Elimínase la frase “las notificaciones por aviso que se efectúen en estas quiebras y la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42", reemplazándose por “la notificación por aviso de la sentencia de quiebra, la que se hará en extracto, y la notificación de la resolución que tenga por presentada la cuenta definitiva, que sólo contendrá la mención de haberse presentado dicha cuenta. Las demás notificaciones que deban practicarse por aviso, se efectuarán por el estado diario.



b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“Para los efectos de la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42, se aplicará el privilegio de pobreza en las quiebras de que trata este artículo y el receptor estará obligado a efectuar la notificación, sin esperar la resolución del incidente de que trata el Título XIII del Código de Procedimiento Civil, si éste se promoviere.”.”. (Indicación Nº 50). (3x0).

- - -

N°3

(Ha pasado a ser N° 4)

Letra a)


La ha sustituido por la siguiente:


“a)  Para sustituir, en el numeral 2, el punto y coma por “, y”, y para sustituir, en el numeral 3, los términos “, y” por un punto final (.).”.  (Indicación N° 1) (4x0).

- - -


Ha intercalado, a continuación del N° 3, que ha pasado a ser N° 4, los siguientes númerales, nuevos:


“5.- Sustitúyase en el artículo 63 la expresión “un año” por “dos años”.”. (Indicación N° 51). (3x0).


“6.- Reemplázase en el artículo 80 la frase “dos párrafos precedentes” por “los Párrafos 2º y 3º del Título VI” y el punto final (.) por una coma (,), y agrégase la frase “plazo que se suspenderá en favor de los acreedores por el lapso de otros dos años desde la fecha de la resolución que declara la quiebra”. (Indicación N° 52). (3x0).
- - -

Nº 4

(Ha pasado a ser N° 7)

Artículo 172

Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 172.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que se encuentre en alguno de los casos previstos en los números 1 y 2 del artículo 43, podrá ocurrir al tribunal competente para que ordene al deudor, o a la sucesión del deudor, que formule proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación efectuada en la forma prevista en el inciso final del artículo 45. La no presentación del convenio dentro del plazo indicado, acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.


En el caso del inciso anterior el deudor podrá, dentro de cinco días contados desde la notificación de la solicitud, manifestar que se acoge irrevocablemente al artículo 177 ter, y el juez citará a la junta de acreedores a que se refiere dicha disposición.


(El derecho del acreedor) Este derecho no podrá ser ejercido por las personas a que se refiere el inciso 3° del artículo 177 bis. Si se ejerciere respecto de la sucesión del deudor, se aplicará lo dispuesto en el artículo 50.


Una vez notificada su solicitud, el acreedor no podrá retirarla o desistirse de ella. Tampoco podrá ser objeto de transacción de ninguna clase. El pago hecho al acreedor solicitante después de presentada su petición será nulo de pleno derecho.


Contra la resolución que ordene al deudor presentar un convenio, sólo podrá entablarse recurso de reposición; y contra la que resuelva la reposición no procederá recurso alguno. En este caso el plazo a que se refiere el inciso primero será de 20 días, contado desde la resolución que falle la reposición.


Si el tribunal desecha la solicitud del acreedor, éste podrá pedir la quiebra en conformidad a la presente ley; pero si la petición de quiebra se basa en la misma causal invocada y en idéntico fundamento de hecho, deberá solicitarla ante el tribunal que desestimó la solicitud.”. (Indicaciones N°s 3 a 7, con modificaciones. Artículo 121, inciso final, del Reglamento de la Corporación). (4x0).

Artículo 173

Ha suprimido, en el inciso primero, la frase “del inciso tercero”. (Indicación N° 8). (3x0).

Artículo 174

N° 6


Ha agregado, a continuación de la palabra “pago”, y antes de la coma que le sigue, lo siguiente: “o no asistiere ninguno de los citados”. (Indicación N° 12). (3x0).

Artículo 175

Ha agregado, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “presentada”, lo siguiente “, y el tribunal deberá declarar sin más trámite la quiebra del deudor,”. (Indicación N° 13, ). ( 3x0).

Artículo 176

Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 176. Una vez notificada la proposición de convenio, ésta no podrá ser retirada por el proponente. Se entiende que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición, si las proposiciones han sido presentadas dentro del plazo señalado en ella, siempre que sean notificadas en el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 175.”. (Indicaciones N°s 14 y 15, con modificaciones). (3x0).

Artículo 177

Ha sustituido, en su inciso primero, el punto final (.) por punto y coma (;), y ha agregado lo siguiente: “y suspenderá el plazo de prescripción de las acciones referidas en los Párrafos 2º y 3º del Título VI desde la fecha de la resolución que lo tiene por presentado o de la resolución que ordena a citar a Junta de Acreedores en el caso del artículo 177 ter.”. (Indicación N° 53). (3x0).

Artículo 177 bis

--Ha sustituido, en el inciso sexto, la expresión “a favor del” por “de su”, y ha antepuesto a la palabra “parientes” la expresión “o de sus”. (Indicación N° 54). (3x0).


--Ha agregado el siguiente inciso final nuevo:


“Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.”. (Indicación Nº 55). (3X0).
Artículo 177 ter

--Ha agregado, en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “Si la solicitud del deudor al tribunal ha sido presentada dentro del plazo del artículo 41, la notificación deberá hacerse dentro del plazo de ocho días contado desde la fecha de la resolución. Si la notificación es oportuna se entenderá que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición.”. (Indicación N° 16, con modificaciones). (3x0).


--Ha sustituido, en el inciso tercero, las expresiones “su propia quiebra” por “la quiebra de aquél”. (Indicación N° 17). (3x0).


--Ha agregado, en el inciso tercero, la siguiente oración final: “Si el experto facilitador no diere cumplimiento a su cometido dentro del plazo señalado el juez dictará de oficio la sentencia de quiebra del deudor.”. (Indicación N° 56). (3x0).


--Ha suprimido el inciso sexto. (Indicación N° 57). (3x0).


--Ha sustituido, en el en el inciso octavo, la segunda coma que figura en el texto (,) por un punto seguido (.), y ha suprimido las palabras “los que”. (Indicación N° 18). (3x0).


--Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:


“Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.”. (Indicación N° 58). (3x0).

Artículo 178

--Ha sustituido su inciso tercero por el siguiente: 


“No obstante lo anterior, el convenio podrá contener proposiciones alternativas para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, en la forma en que se acuerde en el convenio. Además, los acreedores podrán pactar que se regirán por estipulaciones distintas a las contenidas en el convenio, siempre que éstas en ninguno de sus aspectos individualmente considerados impliquen condiciones más ventajosas para uno o más acreedores que aquéllas acordadas en el convenio, en cualquiera de sus alternativas, según el caso.”. (Indicación N° 59, con modificaciones). (3x0).


--Ha sustituido, en el inciso cuarto del artículo 178, la frase: “y entre éstos, con motivo de la aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento del convenio”, por la siguiente: “o entre éstos, con motivo del convenio y en especial de su aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento”. (Indicación Nº 20, con modificaciones). (3x0).


--Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:


“Si el árbitro declara nulo o incumplido el convenio, remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para la designación del tribunal que deberá declarar la quiebra o declararla reabierta, en conformidad a esta ley.”. (Indicación N° 21). (3x0).

Artículo 179

Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:


“En las juntas de acreedores que se efectúen con posterioridad a la aprobación del convenio judicial preventivo el derecho a voto se determinará en conformidad al artículo 102.”. (Indicación Nº 61). (3x0).
Artículo 181

--Ha reemplazado el encabezamiento del inciso primero del artículo 181, por el siguiente:


“Artículo 181.- Los tribunales arbitrales a que se refieren el inciso cuarto del artículo 178 y el artículo 180 tendrán la siguientes facultades:”. (Indicación N° 23). (3x0).


--Ha sustituido, en el número 1º de su inciso primero, las palabras “Podrá” por “Podrán” y “Tendrá” por “Tendrán”. (Indicaciones Nºs 62 y 62 bis). (3x0)


--Ha sustituido, en el número 2º del inciso primero,  la expresión “Podrá apreciar” por “Apreciarán”, y la palabra “deberá” por “deberán”. (Indicaciones  Nºs 63 y 63 bis). (3x0).


--Ha suprimido, en el número 2º de su inciso primero, la frase “en este caso”. (Indicación Nº 64). (3x0). 


--Ha eliminado su inciso final. (Indicación Nº 24).(3x0).

Artículo 182

--Ha sustituido el inciso primero, por el siguiente


“Artículo 182.- El Tribunal arbitral, que será unipersonal, será designado por el Presidente de la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio fijado en los estatutos de la entidad proponente, que será también el domicilio del tribunal, de entre abogados que hayan ejercido la profesión por más de 20 años y que se encuentren inscritos en una lista que llevará la Superintendencia. Además habrá un árbitro subrogante quien será designado por el Presidente de esa Corte a proposición del árbitro titular, de entre los inscritos en la referida lista.”. (Indicación N° 25, con modificaciones). (3x0).


--Ha intercalado, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso, nuevo:


“El árbitro podrá ser sustituido por la Junta de Acreedores, con acuerdo del deudor, sin las exigencias establecidas en el inciso primero.”. (Indicación N° 26, con modificaciones). (3X0).

Artículo 183

Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 183.- No obstante lo señalado en el artículo anterior, podrá otorgarse el carácter de mixto al árbitro si consiente en ello el deudor y lo acuerdan dos o más acreedores que representen más del 50% del total pasivo, cuando se trate de las sociedades a que se refiere el artículo 180 inciso 1°, o el 75% del total pasivo, en el caso del artículo 185. En estos casos, el árbitro será designado por la misma junta de acreedores que le dé este carácter y la aceptación del cargo deberá efectuarse en la forma señalada en el inciso final del artículo anterior.”. (Indicaciones N°s 27 y 28, con modificaciones). (3x0).
Artículo 190

--Ha agregado, al final de la letra a), antes del punto y coma (;), lo siguiente: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193”. (Indicación N° 29). (3x0).


--Ha sustituido la oración inicial del inciso segundo: “Para obtener las mayorías,”, por la siguiente: “Para obtener las mayorías necesarias para aprobar el convenio,”. (Indicación N° 30, con modificaciones). (3X0).


--Ha reemplazado el inciso tercero, por el siguiente:


“El acreedor disidente podrá objetar la cantidad, objeción que se tramitará como incidente. Si se acoge el incidente, se podrá excluir al disidente pagándole la diferencia establecida; pero si el acreedor excluyente no se aviene a pagar el mayor valor, figurarán ambos acreedores en el convenio por la proporción que corresponda a cada uno. En todo caso, el acreedor excluido conservará, en la parte que le corresponda, sus acciones en contra de los terceros obligados al pago de su crédito, y éstos podrán hacer valer sobre la cuota que dicho acreedor conserve en el convenio, los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan.”. (Indicación Nº 31, con modificaciones) (3x0). 


--Ha reemplazado el inciso cuarto, por el siguiente:


“El convenio se considerará acordado en el caso del inciso anterior cuando el secretario del tribunal certifique la consignación oportuna con la que se obtenga la mayoría señalada en el inciso primero.”. (Indicación Nº 32). (3x0).
Artículo 192

--Ha sustituido, en el inciso tercero, la preposición “de”, la primera vez que figura, por la conjunción “e”. (Indicación N° 34). (4x0).


--Ha agregado, en su último inciso, después del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “El acta de la Junta deberá incluir el texto íntegro del convenio.”. (Indicación N° 35). (4x0).

Artículo 196

--Ha sustituido, en el encabezamiento del inciso primero, la oración “a quien pudiere afectarle el convenio”, por la siguiente: “a quien éste pudiere afectarle”. (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación). (3x0).


--Ha sustituido su inciso final por el siguiente:


“Podrán también impugnar el convenio todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones del deudor, cuando los respectivos acreedores no hubieren votado a favor del convenio.”. (Indicación N° 65). (3X0).

Artículo 198

Ha reemplazado la frase “o el fiador o codeudor en el caso del inciso segundo del artículo 196”, por la siguiente: “o las personas referidas en el inciso final del artículo 196”. (Indicación N° 66). (3x0).

Artículo 199
--Ha sustituido el inciso segundo por el siguiente:


“Si el convenio ha sido impugnado, entrará a regir desde que cause ejecutoria la resolución que deseche la o las impugnaciones y lo declare aprobado.”. (Indicación N° 67). (3x0).

--Ha intercalado, a continuación del inciso segundo, el siguiente, nuevo:


“El recurso de casación deducido en contra de la sentencia de primera o segunda instancia que desecha la o las impugnaciones, no suspende el cumplimiento del fallo, incluso si la parte vencida solicita se otorgue fianza de resultas por la parte vencedora.”. (Indicación N° 68). (3x0).

Artículo 200

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“Artículo 200.- El convenio obliga al deudor y a todos sus acreedores, hayan o no concurrido a la junta que lo acuerde, por los créditos anteriores a la fecha de las siguientes resoluciones:


a) La que ordena citar a junta para la designación del experto facilitador, en el caso del artículo 177 ter;


b) La que recae en las proposiciones de convenio, en el caso de los demás convenios judiciales preventivos, y 


c) La que declare la quiebra, si el convenio es simplemente judicial.


No obstante lo anterior, el convenio no obliga a los acreedores señalados en el inciso primero del artículo 191 por sus créditos respecto de los cuales se hubieren abstenido de votar.”. (Indicación Nº 69, con modificaciones). (3x0).

Artículo 202

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“Artículo 202. Todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones sujetas al convenio y los terceros, que paguen esas obligaciones sin la oposición del deudor, podrán ejercer los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan, solamente sobre lo que toque al acreedor en el convenio. Si el acreedor ha sido pagado sólo de parte de lo que le corresponda conforme al convenio, podrá ejercer sus derechos relativamente a lo que se le quede debiendo, con preferencia a las personas precedentemente mencionadas. La ampliación del plazo de las deudas, acordada en el convenio, no pone fin a la responsabilidad de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, o de los avalistas del deudor sujeto al convenio ni extingue las prendas o hipotecas constituidas sobre bienes de terceros.


Si el acreedor votó en favor del convenio, los efectos serán los siguientes según los casos:


a) No podrá cobrar su crédito a los fiadores o codeudores, solidarios o subsidiarios, ni a los avalistas sino que en los mismos términos en que puede cobrar al deudor en virtud del convenio;


b) El tercer poseedor de la finca hipotecada y el propietario del bien empeñado podrán liberar la garantía pagando la deuda en los mismos términos que los estipulados en el convenio celebrado por el deudor garantizado;


c) La novación o dación en pago extingue la deuda respecto de los fiadores, codeudores y avalistas antes mencionados, hasta concurrencia de la porción del crédito sometido a convenio que se dio por extinguida mediante ellas;


d) Los terceros poseedores o propietarios de los bienes hipotecados o pignorados pueden liberar la garantía, pagando la cantidad que corresponda considerando la porción de la deuda que ha sido extinguida mediante la novación o dación en pago.


Si el acreedor no votó a favor del convenio, conserva sus derechos sin alteraciones tanto respecto de los bienes gravados con garantías reales cuanto respecto de los fiadores. Sin embargo, si los créditos se dieron por extinguidos mediante novación o dación en pago, la obligación de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas del deudor sujeto al convenio se extinguen en el monto de lo que al acreedor efectivamente toque con motivo de dichas novación o dación en pago.”. (Indicaciones Nºs 70 y 70 bis, con modificaciones). (3x0).

Artículo 204

--Ha reemplazado, en su inciso primero, la palabra “acumulados” por “agregados”. (Indicación N° 71). (3x0).


--Ha suprimido sus incisos segundo y tercero. (Indicación N° 72). (3x0).

Artículo 205

Ha reemplazado, en el inciso primero, el punto seguido (.) que sigue a las palabras “que conoció del convenio”, por una coma (,) y ha agregado, a continuación, lo siguiente: “salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.”. (Indicación N° 73). (4x0).

Artículo 207
N° 6


Ha sustituido el punto final (.) por una coma (,), y ha agregado, a continuación, lo siguiente: “con derecho a voto.”. (Indicación N° 74). (3x0).

Artículo 208

--Ha reemplazado, en el inciso primero, el punto final (.)  por una coma (,) y ha agregado la frase “con derecho a voto”. (Indicación N° 75). (4x0).


--Ha intercalado, en el inciso segundo, entre las palabras “intervención” y “más”, lo siguiente: “o que ésta sea”. (Indicación N° 40, con modificaciones). (4x0).

--Ha sustituido, en el inciso tercero, el punto final (.) por una coma (,), y ha agregado lo siguiente: “salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.”. (Indicación N° 76). (4x0).

Artículo 209

--Ha sustituido, en el inciso primero, la palabra “convenio” por lo siguiente: “cualquier clase de convenio”. (Indicación N° 41). (4x0).


--Ha agregado, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso, nuevo:


“Cuando el convenio judicial preventivo haya sido rechazado o desechado en cualquiera de los casos contemplados en el inciso anterior, el tribunal declarará necesariamente la quiebra del deudor, de oficio y sin más trámite.”. (Indicación N° 43). (3x0).


--Ha sustituido el inciso segundo, que, en consideración a la aprobación de la indicación N° 43 ha pasado a ser tercero, por el siguiente:


“La junta que rechace las proposiciones de convenio judicial preventivo deberá señalar los nombres de un síndico titular y uno suplente, a quienes el tribunal deberá designar con el carácter de definitivos. No podrán ser nombrados para tales cargos quienes lo hayan sido en conformidad al número 1 del artículo 174.”. (Indicación N° 44). (3x0).


--Ha sustituido el inciso tercero, que, en consideración a la aprobación de la indicación Nº 43, ha pasado a ser inciso cuarto, por el siguiente:


“En caso de que se deseche el convenio judicial preventivo, el tribunal deberá proceder a designar los síndicos en conformidad a lo previsto en el artículo 42, sin que pueda nombrar en dichos cargos a quienes hayan sido designados según lo previsto en el número 1 del artículo 174.”. (Indicación N° 45). (3x0).


--Ha eliminado el inciso final. (Indicación N° 46). (3x0).

Artículo 210

Ha suprimido la primera oración del inciso tercero (Indicación N° 77). (4X0).

Artículo 211

Ha reemplazado, en el inciso primero, la palabra “resolverse” por lo siguiente: “declararse incumplido”. (Indicación N° 47). (3x0).

Artículo 212

--Ha reemplazado, en el inciso primero, la oración “exonerará a los fiadores que hubiesen asegurado” por la siguiente: “extinguirá las cauciones que hubieren garantizado”. (Indicación N° 78). (4x0).


--Ha sustituido, en el inciso segundo, la frase “Los fiadores” por lo siguiente: “Las personas obligadas por las cauciones señaladas en el inciso anterior y los terceros poseedores de los bienes gravados con las mismas, según sea el caso,”. (Indicación N° 79). (4x0).


--Ha reemplazado, en su inciso tercero, las expresiones “a los fiadores”, “la fianza” y “afianzada” por “a la deuda”, “la caución” y “caucionada”, respectivamente. (Indicación N° 80, con modificaciones). (4x0).

Artículo 213

--Ha sustituido, en el inciso primero, el punto final (.) por una coma (,), y ha agregado, a continuación, lo siguiente: “salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.”. (Indicación N° 81, con modificaciones). (4x0).


--Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:


“Ni la declaración de nulidad ni la de incumplimiento tienen efecto retroactivo.”. (Indicación N° 82). (4X0).

Artículo 214

--Ha reemplazado la segunda oración de su inciso primero por la siguiente: “Si dicha nulidad es declarada por un tribunal arbitral, éste remitirá los autos al Juez de Letras competente para declarar la quiebra.”. (Indicación N° 83). (4x0).


--Ha suprimido su inciso final. (Indicación N° 84). (4x0).

Artículo 216

Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 216.- Constituye segunda quiebra tanto la que se declara con motivo de pronunciarse la nulidad o el incumplimiento de un convenio cuanto la que se declara por cualquier otra causa mientras esté vigente un convenio.


Los actos o contratos del deudor, ejecutados o celebrados en el tiempo que medie entre la fecha de la resolución recaída sobre las proposiciones de un  convenio o sobre la solicitud de designación de un experto facilitador que le dio origen, según sea el caso y la declaración de la segunda quiebra, se regirán por las reglas de los Párrafos 2º, 3º y 4º del Título VI de esta ley.”. (Indicación N° 85, con modificaciones). (4x0).
Artículo 217

--Ha sustituido, en el inciso primero, la frase “La reapertura de la”, por la siguiente: “La segunda”. (Indicación N° 86). (4x0).


--Ha agregado, en el inciso segundo, la siguiente oración: “En todo caso, tanto los créditos de los acreedores antiguos, en lo que corresponda, como los de los nuevos, deberán ser verificados en la segunda quiebra, salvo aquéllos que la ley expresamente exceptúa de este trámite.”. (Indicación N° 87). (4x0).

--Ha suprimido el inciso final. (Indicación N° 88). (4x0).
- - - - - - - -

- - - - - - - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY:


"Artículo Único.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.175, de Quiebras:


1.- Sustitúyese el artículo 1°, por el siguiente: 


“Artículo 1°. La presente ley trata de los siguientes concursos: la quiebra; los convenios regulados en el título XII; y las cesiones de bienes del título XV.


El juicio de quiebra tiene por objeto realizar en un solo procedimiento los bienes de una persona natural o jurídica, a fin de proveer al pago de sus deudas, en los casos y en la forma determinados por la ley.”.


2.- Modifícase el artículo 5° de la siguiente manera:


a) Agrégase en su inciso primero, a continuación de la palabra “quiebra”, la frase “o en materia de convenios”.


b) Incorpórase el siguiente inciso final: 


“Los expedientes relativos a los concursos de que trata la presente ley, sólo podrán ser retirados por la Superintendencia de Quiebras, el síndico o el experto facilitador. En aquellos casos en que otro tribunal requiera la remisión del expediente original o de algún cuaderno o piezas del proceso, el trámite se cumplirá, sin excepción, remitiendo, a costa del peticionario o de la parte que hubiere interpuesto el recurso o realizado la gestión que origina la petición, las copias o fotocopias respectivas. Estas deberán ser debidamente certificadas, en cada hoja, por el secretario del tribunal.”.



3.- Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:


a) Elimínase la frase “las notificaciones por aviso que se efectúen en estas quiebras y la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42", reemplazándose por “la notificación por aviso de la sentencia de quiebra, la que se hará en extracto, y la notificación de la resolución que tenga por presentada la cuenta definitiva, que sólo contendrá la mención de haberse presentado dicha cuenta. Las demás notificaciones que deban practicarse por aviso, se efectuarán por el estado diario.



b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“Para los efectos de la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42, se aplicará el privilegio de pobreza en las quiebras de que trata este artículo y el receptor estará obligado a efectuar la notificación, sin esperar la resolución del incidente de que trata el Título XIII del Código de Procedimiento Civil, si éste se promoviere.”.

4.- Modifícase el artículo 43, en la forma que se indica:


a)  Para sustituir, en el numeral 2, el punto y coma por “, y”, y para sustituir, en el numeral 3, los términos “, y” por un punto final (.).

b) Derógase el numeral 4 del artículo.


5.- Sustitúyase en el artículo 63 la expresión “un año” por “dos años”.


6.- Reemplázase en el artículo 80 la frase “dos párrafos precedentes” por “los Párrafos 2º y 3º del Título VI” y el punto final (.) por una coma (,), y agrégase la frase “plazo que se suspenderá en favor de los acreedores por el lapso de otros dos años desde la fecha de la resolución que declara la quiebra”. 

7.- Reemplázase el Título XII de la ley, por el siguiente:

“T I T U L O XII

DE LOS ACUERDOS EXTRAJUDICIALES Y DE LOS CONVENIOS JUDICIALES


1. De los Acuerdos Extrajudiciales


Artículo 169. Cualquier acuerdo extrajudicial celebrado entre el deudor, antes de su declaración de quiebra, y uno o más de sus acreedores relativo al pago de sus obligaciones o a la administración de sus bienes, sólo obliga a quienes lo suscriban, aun cuando se le denomine convenio.


Artículo 170. Lo dispuesto en el artículo anterior no será aplicable a los convenios regulados por la Ley General de Bancos y por el decreto con fuerza de ley Nº 251 de 1931 sobre Compañías de Seguros y a otros convenios regulados por la ley.


2. Del Convenio Judicial Preventivo


Artículo 171. El convenio judicial preventivo es aquel que el deudor propone, con anterioridad a la declaración de quiebra y en conformidad a las disposiciones de este párrafo. Comprende todas sus obligaciones existentes a la fecha de la resolución a que se refiere el artículo 174, aun cuando no sean de plazo vencido, salvo las que la ley expresamente exceptúe.

Artículo 172.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que se encuentre en alguno de los casos previstos en los números 1 y 2 del artículo 43, podrá ocurrir al tribunal competente para que ordene al deudor, o a la sucesión del deudor, que formule proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación efectuada en la forma prevista en el inciso final del artículo 45. La no presentación del convenio dentro del plazo indicado, acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.


En el caso del inciso anterior el deudor podrá, dentro de cinco días contados desde la notificación de la solicitud, manifestar que se acoge irrevocablemente al artículo 177 ter, y el juez citará a la junta de acreedores a que se refiere dicha disposición.


El derecho del acreedor no podrá ser ejercido por las personas a que se refiere el inciso 3° del artículo 177 bis. Si se ejerciere respecto de la sucesión del deudor, se aplicará lo dispuesto en el artículo 50.


Una vez notificada su solicitud, el acreedor no podrá retirarla o desistirse de ella. Tampoco podrá ser objeto de transacción de ninguna clase. El pago hecho al acreedor solicitante después de presentada su petición será nulo de pleno derecho.


Contra la resolución que ordene al deudor presentar un convenio, sólo podrá entablarse recurso de reposición; y contra la que resuelva la reposición no procederá recurso alguno. En este caso el plazo a que se refiere el inciso primero será de 20 días, contado desde la resolución que falle la reposición.


Si el tribunal desecha la solicitud del acreedor, éste podrá pedir la quiebra en conformidad a la presente ley; pero si la petición de quiebra se basa en la misma causal invocada y en idéntico fundamento de hecho, deberá solicitarla ante el tribunal que desestimó la solicitud.

Artículo 173. Las proposiciones de convenio judicial preventivo que haga el deudor y las solicitudes del artículo anterior, se presentarán ante el tribunal que sería competente para declarar la quiebra de aquél, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 180. Las proposiciones de convenio judicial preventivo deberán estar acompañadas de todos los antecedentes que determina el artículo 42, con expresa mención del domicilio en Chile de los tres mayores acreedores, excluidos aquellos a que se refieren las letras a), b) y c) del artículo 190 y deberán contener una propuesta de honorarios para el síndico que se designare. 

Presentadas las proposiciones de esta clase de convenio, el juez deberá designar al síndico titular y al suplente que nomine el acreedor con domicilio en Chile que aparezca con el mayor crédito en el estado de deudas presentado por el deudor al tribunal. Para estos efectos, el secretario del tribunal cuidará que se notifique a la brevedad al indicado acreedor, en forma fidedigna, para que éste formule la nominación por escrito al tribunal dentro del plazo de cinco días de efectuada la notificación señalada. Si dentro de dicho plazo el acreedor no hiciere la nominación respectiva o según certificación del secretario ha resultado imposible notificar al acreedor en un breve plazo, el tribunal notificará al acreedor residente en Chile que tenga el segundo mayor crédito, para que efectúe la nominación en la forma expresada. En caso de que lo señalado resultare imposible de aplicar, se designará al síndico mediante el sorteo establecido en el inciso final del artículo 42, de todo lo cual se dejará circunstanciada constancia en el expediente. 


Artículo 174. El tribunal designará al síndico titular y al suplente nominado en la forma establecida en el artículo anterior. En la misma resolución dispondrá:


1.- Que el deudor quede sujeto a la intervención del síndico titular señalado, que tendrá las facultades del artículo 294 del Código de Procedimiento Civil;


2.- Que el síndico informe al tribunal sobre las proposiciones de convenio dentro del plazo de veinte días, que será prorrogable por una sola vez a solicitud del síndico por un máximo de diez días, según determine el tribunal. Este informe deberá contener:


a) la calificación fundada acerca de si la propuesta es susceptible de ser cumplida, habida consideración de las condiciones del deudor;


b) la apreciación de si el convenio resultará más conveniente para los acreedores que la quiebra del deudor; y


c) el monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor valista en la quiebra, para los efectos del artículo 190 inciso segundo.


Si el síndico no presentare el informe dentro del plazo indicado, el deudor o cualquiera de los acreedores podrá ocurrir al juez para que le fije un nuevo plazo o para que asuma el cargo el síndico suplente y, para que además, fije nuevo día y hora para la junta.


El síndico informante deberá presentar una cuenta final de su intervención dentro del plazo de 30 días contado desde que el convenio entre en vigencia;


3.- Que todos los acreedores sin excepción alguna se presenten y verifiquen sus créditos con los documentos justificativos que corresponda, bajo apercibimiento de proseguirse la tramitación sin volver a citar a ningún ausente, sin perjuicio del derecho a voto que les corresponda conforme al artículo 179. Estos créditos podrán ser verificados hasta el día fijado para la celebración de la junta en conformidad al número siguiente, y podrán ser impugnados por el deudor y por cualquier acreedor hasta el último día del plazo que el inciso 1° del artículo 197 señala para impugnar el convenio. Aquellos créditos no impugnados se tendrán por reconocidos;


4.- Que los acreedores concurran a una junta, que no podrá tener lugar antes de vencer los treinta días siguientes a esta resolución, para deliberar sobre las proposiciones de convenio;


5.- Que se notifique personalmente esta resolución al síndico titular y suplente, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 26, y por cédula a los tres mayores acreedores a que se refiere el inciso primero del artículo anterior. 

Los demás acreedores serán notificados en conformidad al artículo siguiente; y 


6.- Que dentro de tercero día de efectuada la última notificación a las personas señaladas en el inciso primero del número precedente, el síndico titular, los tres mayores acreedores a que se refiere el número anterior y el deudor, asistan a una audiencia, que se efectuará con los que concurran, para pronunciarse sobre la proposición de honorarios del síndico que el deudor ha debido hacer en las proposiciones de convenio. Si no se produjere acuerdo sobre el monto de los honorarios y forma de pago o no asistiere ninguno de los citados, se fijarán por el juez sin ulterior recurso.

En caso de quiebra, la suma correspondiente al 50% de los honorarios del síndico gozará de la preferencia del número 4 del artículo 2472 del Código Civil.

Artículo 175. La proposición de convenio deberá ser notificada por el deudor a sus acreedores por medio de un aviso en el Diario Oficial, que deberá contener un extracto de la proposición y copia íntegra de la resolución a que se refiere el artículo anterior. Esta notificación deberá hacerse dentro del plazo de 8 días contado desde la fecha de dicha resolución.


La proposición de convenio se tendrá por no presentada , y el tribunal deberá declarar sin más trámite la quiebra del deudor, si no se efectúa la notificación dentro del plazo indicado, salvo impedimento justificado, calificado por el tribunal. 


Artículo 176. Una vez notificada la proposición de convenio, ésta no podrá ser retirada por el proponente. Se entiende que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición, si las proposiciones han sido presentadas dentro del plazo señalado en ella, siempre que sean notificadas en el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 175.


Artículo 177. La tramitación de esta clase de convenio no embarazará el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del deudor, no suspenderá los juicios pendientes, ni obstará a la realización de los bienes; y suspenderá el plazo de prescripción de las acciones referidas en los Párrafos 2º y 3º del Título VI desde la fecha de la resolución que lo tiene por presentado o de la resolución que ordena citar a Junta de Acreedores en el caso del artículo 177 ter.

Se aplicarán a esta clase de convenios las disposiciones del Párrafo 5 del Título VI. La referencia que el artículo 93 hace al síndico, debe entenderse, en este caso, hecha al deudor.


Artículo 177 bis. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de uno o más de los acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o gestiones preparatorias de la vía ejecutiva, durante los noventa días siguientes a la notificación por aviso de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva. 

El pasivo se determinará sobre la base del estado a que se refiere el artículo 42 N° 4, certificado por auditores externos independientes, inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.

Para los efectos del cálculo del total del pasivo y de la mayoría antes indicada, sólo se excluirán:


a) las personas a que se refiere el artículo 100 de la Ley 18.045 de Mercado de Valores; y


b) el titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio y esta empresa individual si el proponente es su titular.

En el caso del inciso primero, los acreedores privilegiados e hipotecarios no perderán sus preferencias, y podrán impetrar las medidas conservativas que procedan.


En el aviso que se publique se señalará en forma expresa si se ha reunido la mayoría señalada en el inciso primero.


Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a los juicios laborales sobre obligaciones que gocen de privilegio de primera clase, excepto las que el deudor tuviere, en tal carácter, de su cónyuge o de sus parientes o de los gerentes, administradores, apoderados u otras personas que hayan tenido o tengan injerencia en la administración de sus negocios. Para estos efectos se entenderá por parientes a los ascendientes y descendientes y a los colaterales hasta el cuarto grado, inclusive.


Durante el período de suspensión a que se refiere este artículo, el deudor no podrá gravar ni enajenar sus bienes. Sólo podrá enajenar aquellos expuestos a un próximo deterioro, o a una desvalorización inminente, o los que exijan una conservación dispendiosa, y podrá gravar o enajenar aquellos cuyo gravamen o enajenación resulten estrictamente indispensables para el normal desenvolvimiento de su actividad, siempre que cuente con la autorización previa del síndico para la ejecución de dichos actos.


El plazo a que se refiere el inciso primero es fatal e improrrogable. Si dentro de él no se acordare el convenio, el tribunal declarará de oficio la quiebra.


Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.

Artículo 177 ter. El deudor podrá solicitar al tribunal que sea competente para conocer de su quiebra, acompañando a su solicitud todos los antecedentes señalados en el artículo 42, que cite a una junta de acreedores, la que tendrá lugar dentro de 10 días contados desde la notificación por aviso de la resolución recaída en la solicitud, a fin de que ella designe a un experto facilitador. Éste estará sujeto a la fiscalización de la Superintendencia de Quiebras, la que para estos efectos tendrá todas las atribuciones y deberes que le señala el artículo 8°. Este plazo no se suspenderá durante el feriado judicial. Si la solicitud del deudor al tribunal ha sido presentada dentro del plazo del artículo 41, la notificación deberá hacerse dentro del plazo de ocho días contado desde la fecha de la resolución. Si la notificación es oportuna se entenderá que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición.

En la resolución a que se refiere el inciso anterior, el juez deberá designar a un interventor que sólo ejercerá las facultades que el inciso 7° del artículo anterior y los incisos 2° y 3° del artículo 102 otorgan al síndico. El interventor cesará en sus funciones el día de la junta, cuando ésta no designe a un experto facilitador, o bien el día en que éste asuma en su cargo, si la junta lo ha nombrado. La remuneración del interventor será fijada por el juez, será de cargo del deudor y tendrá la preferencia del N° 4 del artículo 2472 del Código Civil.


El experto facilitador, dentro del plazo de 30 días improrrogable, contado desde la celebración de dicha junta, deberá evaluar la situación legal, contable, económica y financiera del deudor y proponer a sus acreedores un convenio que sea más ventajoso que la quiebra de aquél, o, en caso contrario, solicitar al tribunal que declare la quiebra del deudor, el que la deberá declarar sin más trámite.


Tendrán derecho a voto en la junta señalada en el inciso primero, los acreedores que aparezcan en el estado a que se refiere el artículo 42 N° 4, certificado, de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieren tenido acceso de los registros del deudor, por auditores externos, independientes, e inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, con exclusión de los acreedores señalados en el inciso tercero del artículo 177 bis. La designación del experto facilitador se hará con el voto de uno o más de los acreedores, que representen más del 50% del total del pasivo con derecho a voto; en caso contrario, se considerará fracasada la gestión. Los acreedores hipotecarios y privilegiados no perderán sus preferencias por la circunstancia de participar y votar en esta junta, y podrán impetrar las medidas conservativas que procedan. El experto facilitador será notificado en la forma que establece el artículo 55. Si el experto facilitador no diere cumplimiento a su cometido dentro del plazo señalado el juez dictará de oficio la sentencia de quiebra del deudor.

Podrá ser experto facilitador toda persona natural capaz de administrar sus propios bienes. Los síndicos de la nómina nacional podrán ser designados como expertos facilitadores, pero en caso de quiebra del deudor no podrán ser nombrados como síndico en esa quiebra.


El experto facilitador deberá comunicar su designación a la Superintendencia de Quiebras dentro de las 24 horas siguientes, la que procederá a incorporarlo a un registro especial de expertos facilitadores que llevará al efecto.


Los honorarios del experto facilitador serán de cargo del deudor, con quien deberá pactarlos. En caso de desacuerdo serán fijados por el juez, y gozarán, al igual que los gastos en que incurra, de la preferencia del N° 4 del artículo 2472 del Código Civil, sólo en la parte que corresponda al 25% del que resulta una vez aplicada la tabla a que se refiere el artículo 34.


No podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o gestiones preparatorias de la vía ejecutiva, desde la notificación por aviso señalada en el inciso primero:


a) Hasta la celebración de la junta citada para la designación del experto facilitador, en caso de que no se apruebe en ella esta designación;


b) Hasta la solicitud del experto facilitador al tribunal para que declare la quiebra del deudor; 


c) Hasta la celebración de la junta de acreedores a que se refiere el inciso final de este artículo, si se rechaza en ella la proposición de convenio presentada por el experto facilitador.


Durante los períodos indicados, se suspenderán dichos procedimientos judiciales, no correrán los plazos de prescripción extintiva, y el deudor conservará la administración de sus bienes, con las limitaciones establecidas en el inciso 7° del artículo 177 bis, sujeto a la intervención del experto facilitador, con las mismas facultades que a éste entregan dicho inciso y el N° 1 del inciso 1° del artículo 174.


El experto facilitador tendrá pleno acceso a todos los libros, papeles, documentos y antecedentes del deudor que estime necesarios para el cumplimiento de su cometido.


En todo este procedimiento se aplicará lo dispuesto en el inciso 6° del artículo anterior.


En caso de que el experto facilitador formule una proposición de convenio, ésta deberá ser votada en junta de acreedores dentro del plazo de 15 días contado desde la notificación por aviso de la proposición. Se aplicarán a esta proposición los artículos 175, 178, 179 y 180 y las normas contenidas en el párrafo 4° del Título III de esta ley.


Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.


Artículo 177 quáter. Si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de uno o más de los acreedores que representen más del 66% del total del pasivo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 177 bis, con las siguientes modificaciones:


1. El juez citará a una junta que se deberá realizar a más tardar a los 30 días contados desde la notificación por aviso de la resolución judicial respectiva;


2. El síndico nombrado en conformidad al artículo 173 no tendrá la función de informar señalada en el N° 2 del artículo 174; y 


3. La suspensión se mantendrá hasta el día fijado para dicha junta, en la que se deberá acordar o rechazar el convenio en conformidad a las disposiciones de este Título.


Artículo 178. Las proposiciones de convenio judicial preventivo pueden versar sobre cualquier objeto lícito para evitar la declaración de la quiebra del deudor, salvo sobre la alteración de la cuantía de los créditos fijada para determinar el pasivo. 


El convenio será uno y el mismo para todos los acreedores, salvo que medie acuerdo unánime en contrario. 


No obstante lo anterior, el convenio podrá contener proposiciones alternativas para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, en la forma en que se acuerde en el convenio. Además, los acreedores podrán pactar que se regirán por estipulaciones distintas a las contenidas en el convenio, siempre que éstas, en ninguno de sus aspectos individualmente considerados, impliquen condiciones más ventajosas para uno o más acreedores que aquéllas acordadas en el convenio, en cualquiera de sus alternativas, según el caso.


En él se podrá pactar que las cuestiones o diferencias que se produzcan entre el deudor y uno o más acreedores o entre éstos, con motivo del convenio y en especial de su aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento pueda o deba ser sometida al conocimiento o resolución de un juez árbitro, como asimismo, establecer la naturaleza del arbitraje y cualquier otra materia sobre el mismo.


Este pacto compromisorio será obligatorio para todos a quienes afecta el convenio.


Si el árbitro declara nulo o incumplido el convenio, remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para la designación del tribunal que deberá declarar la quiebra o declararla reabierta, en conformidad a esta ley.


Artículo 179. El síndico presentará una nómina de acreedores con derecho a voto y sus respectivos créditos con 10 días de anticipación a la fecha señalada para la junta.


En el cuarto día hábil, que no sea sábado, inmediatamente anterior al señalado para la celebración de la junta, se efectuará la audiencia verbal a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo 102.


Los acreedores que se hayan presentado con los documentos justificativos de sus créditos, pero que carezcan de derecho a voto, tendrán solamente derecho a concurrir a la reunión y a dejar constancia escrita de sus observaciones, bajo su firma, en documento que se agregará al acta pertinente.


La exclusión, la inclusión, el aumento o la disminución por parte del síndico de un crédito en la nómina a que se refiere el inciso primero de este artículo, sin motivo justificado, serán consideradas como faltas graves para los efectos de lo dispuesto en el artículo 8° N° 9. 

En las juntas de acreedores que se efectúen con posterioridad a la aprobación del convenio judicial preventivo el derecho a voto se determinará en conformidad al artículo 102.


Artículo 180. Las proposiciones de convenio judicial preventivo de las sociedades sujetas a fiscalización por la Superintendencia de Valores y Seguros, con excepción de las compañías de seguros, deberán ser presentadas ante un tribunal arbitral designado en conformidad a los artículos siguientes.

La competencia del tribunal arbitral se extiende a todo cuanto sea necesario para la tramitación de las proposiciones de convenio judicial preventivo y a los incidentes que se promuevan durante el procedimiento del mismo, hasta que la resolución que lo tenga por aprobado se encuentre ejecutoriada. Si el convenio fuere rechazado o desechado, el tribunal arbitral lo declarará así en una resolución que será inapelable, y remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para que ésta designe el tribunal que declarará la quiebra sin más trámite y proceda a la designación del síndico de conformidad al artículo 209.


Artículo 181.- Los tribunales arbitrales a que se refieren el inciso cuarto del artículo 178 y el artículo 180 tendrán la siguientes facultades:

1° Podrán admitir, además de los medios probatorios establecidos en el Código de Procedimiento Civil, cualquier otra clase de prueba; y decretar de oficio las diligencias probatorias que estime conveniente, con citación de las partes. Tendrán, además, en todo momento, acceso a los libros, documentos y medios de cualquier clase en los cuales estén contenidas las operaciones, actos y contratos del proponente del convenio; y


2° Apreciarán la prueba de acuerdo con las normas de la sana crítica, y deberán consignar en la respectiva resolución los fundamentos de dicha apreciación.


Artículo 182.- El Tribunal arbitral, que será unipersonal, será designado por el Presidente de la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio fijado en los estatutos de la entidad proponente, que será también el domicilio del tribunal, de entre abogados que hayan ejercido la profesión por más de 20 años y que se encuentren inscritos en una lista que llevará la Superintendencia. Además habrá un árbitro subrogante quien será designado por el Presidente de esa Corte a proposición del árbitro titular, de entre los inscritos en la referida lista.


El Tribunal contará con un secretario, cargo que será ejercido por un notario que tenga su oficio en la ciudad en que se encuentre domiciliado el árbitro, quien deberá designarlo.


El árbitro podrá ser sustituido por la Junta de Acreedores, con acuerdo del deudor, sin las exigencias establecidas en el inciso primero.

El árbitro será de derecho y su aceptación del cargo deberá efectuarse ante el secretario de la respectiva Corte de Apelaciones.


Artículo 183.- No obstante lo señalado en el artículo anterior, podrá otorgarse el carácter de mixto al árbitro si consiente en ello el deudor y lo acuerdan dos o más acreedores que representen más del 50% del total pasivo, cuando se trate de las sociedades a que se refiere el artículo 180 inciso 1°, o el 75% del total pasivo, en el caso del artículo 185. En estos casos, el árbitro será designado por la misma junta de acreedores que le dé este carácter y la aceptación del cargo deberá efectuarse en la forma señalada en el inciso final del artículo anterior.


Artículo 184. Los costos del arbitraje serán de cargo del deudor proponente, y en caso de quiebra tendrán la preferencia prevista en el N° 1 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 185. También podrán ser sometidas a arbitraje en conformidad a las normas precedentes, las proposiciones de convenio de cualquier deudor, si éste lo acuerda con sus acreedores que representen a lo menos el 66% del total pasivo, debidamente certificado en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 177 bis.

3. Del Convenio simplemente judicial


Artículo 186. El convenio simplemente judicial es el que se propone durante el juicio de quiebra para ponerle término.


Artículo 187. El fallido o cualquiera de los acreedores podrá hacer proposiciones de convenio en cualquier estado de la quiebra. Presentadas las proposiciones de convenio, los acreedores las conocerán y se pronunciarán sobre ellas en una junta citada especialmente al efecto por aviso, con indicación expresa de si se ha reunido la mayoría exigida en el inciso segundo del artículo siguiente, para no antes de 30 días. 


Se aplicará a esta clase de convenio lo dispuesto en el artículo 178. 


Artículo 188. La tramitación de esta clase de convenio no embaraza el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del fallido, no suspende los procedimientos de la quiebra o juicios pendientes, ni obsta a la realización de los bienes. 


Sin embargo, si el convenio simplemente judicial se presentare apoyado por a lo menos el 51% del total pasivo de la quiebra, el síndico sólo podrá enajenar los bienes expuestos a un próximo deterioro o a una desvalorización inminente o los que exijan una conservación dispendiosa.

El pasivo será certificado por el síndico. Se excluirán a los acreedores a que se refiere el inciso tercero del artículo 177 bis.

Por el hecho de apoyar esta clase de convenio, los acreedores hipotecarios y privilegiados no perderán sus preferencias.

Artículo 189. En el convenio simplemente judicial el derecho a voto de los acreedores se determinará en conformidad al artículo 102.
4. De la aprobación de los Convenios Judiciales


Artículo 190. El convenio se considerará acordado cuando cuente con el consentimiento del deudor y reúna a su favor los votos del número de acreedores que representen tres cuartas partes del total del pasivo con derecho a voto, excluidos los créditos preferentes cuyos titulares se hayan abstenido de votar por ellos. No podrán votar, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo:


a) El cónyuge, los ascendientes y descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes , sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193;


b) Las personas a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045 de Mercado de Valores; y


c) El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.


Para obtener las mayorías necesarias para aprobar el convenio, un acreedor con derecho a votar podrá excluir a otro acompañando vale vista a su orden por a lo menos la suma mínima que correspondería conforme a la letra c) del número 2 del artículo 174, dentro del plazo de cinco días contado desde la celebración de la junta. Transcurrido ese plazo, sin que se haya consignado dicha cantidad, se considerará emitido el voto del acreedor que se intentó excluir. 


El acreedor disidente podrá objetar la cantidad, objeción que se tramitará como incidente. Si se acoge el incidente, se podrá excluir al disidente pagándole la diferencia establecida; pero si el acreedor excluyente no se aviene a pagar el mayor valor, figurarán ambos acreedores en el convenio por la proporción que corresponda a cada uno. En todo caso, el acreedor excluido conservará, en la parte que le corresponda, sus acciones en contra de los terceros obligados al pago de su crédito, y éstos podrán hacer valer sobre la cuota que dicho acreedor conserve en el convenio, los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan. 


El convenio se considerará acordado en el caso del inciso anterior cuando el secretario del tribunal certifique la consignación oportuna con la que se obtenga la mayoría señalada en el inciso primero.


Deberá levantarse un acta de lo obrado. En ella se mencionará a los acreedores que hubieren votado a favor y a los que hubieren votado en contra del convenio, con expresión de los créditos que representaren.

La modificación del convenio deberá acordarse con el mismo procedimiento y con las mismas mayorías exigidas por el inciso primero de este artículo, incluidos los créditos cuyos títulos sean posteriores a las proposiciones primitivas del convenio aprobado que se pretende modificar. 

Artículo 191. Los acreedores preferentes respecto de bienes o del patrimonio del deudor podrán asistir a la junta y discutir las proposiciones de convenio y votar si renuncian a la preferencia de sus créditos. La circunstancia de que un acreedor vote, importa la renuncia a la preferencia. En caso de rechazo del convenio, para los acreedores que hayan votado en contra, la renuncia a la preferencia tendrá el carácter de irrevocable. La renuncia puede ser parcial, siempre que se manifieste expresamente. Si un acreedor es titular de créditos preferentes y no preferentes, se presume de derecho que vota por sus créditos no preferentes, salvo que exprese lo contrario. 


Si los acreedores votan por sus créditos preferentes, los montos de éstos se incluirán en el pasivo, para los efectos del cómputo a que se refiere el artículo precedente por las sumas a que hubiere alcanzado la renuncia.


Los cesionarios de créditos adquiridos dentro de los últimos 30 días anteriores a la proposición, no podrán concurrir a la junta para deliberar y votar el convenio, y tampoco podrán impugnarlo ni actuar en el incidente de impugnación. 


Artículo 192. En el convenio podrá estipularse la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del deudor. Estas garantías podrán constituirse en el mismo convenio o en instrumentos separados.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 207 N° 8, los acreedores podrán designar a uno o más de ellos para que representen a todos los acreedores afectos al convenio en la celebración de los actos y en la suscripción, publicación e inscripción de los instrumentos que sean necesarios para la debida constitución de las garantías, así como para el ejercicio de los derechos y acciones que de ellas emanen y para ser notificados y citados en los casos en que así lo dispone la ley respecto de los acreedores prendarios e hipotecarios.


En las publicaciones e inscripciones de las garantías a que se refiere este artículo no será necesario individualizar las obligaciones del convenio, siendo suficiente a este respecto con hacer referencia a él, señalando la notaría y fecha en que haya sido protocolizado conforme lo dispuesto en el inciso siguiente.


Una copia autorizada del acta de la junta en que se acuerde el convenio, y de la resolución que lo apruebe, con su certificado de ejecutoria, deberá protocolizarse en una notaría del lugar en que dicha junta se haya celebrado, y desde entonces valdrá como escritura pública para todos los efectos legales. El acta de la Junta deberá incluir el texto íntegro del convenio.

Artículo. 193. Las personas indicadas en el artículo 190 letra a), podrán votar en la junta sólo para oponerse al convenio, y, en tal caso, sus créditos se incluirán en el pasivo para los efectos del cómputo a que dicho artículo se refiere.


Artículo 194. La no comparecencia del deudor a la junta en que debe deliberarse sobre las proposiciones de convenio, personalmente o representado, hará presumir el abandono o rechazo del convenio, salvo excusa justificada.


Artículo 195 Acordado el convenio, éste será notificado por aviso, mediante un extracto autorizado por el tribunal a los acreedores que no hubieren concurrido a la junta. 


Artículo 196. El convenio podrá ser impugnado por cualquier acreedor a quien éste pudiere afectarle, sólo si alegare alguna de las causas siguientes:


1.- Defectos en las formas establecidas para la convocación y celebración de la junta, o error en el cómputo de las mayorías requeridas por la ley;


2.- Falsedad o exageración del crédito o incapacidad para votar de alguno de los que hayan concurrido con su voto a formar la mayoría, si excluido este acreedor, hubiere de desaparecer tal mayoría;


3.- Inteligencia fraudulenta entre uno o más acreedores y el deudor para votar a favor del convenio o para abstenerse de concurrir;


4.- Error u omisión sustancial en las listas de bienes o de acreedores, y


5.- Ocultación o exageración del activo o pasivo.


Podrán también impugnar el convenio todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones del deudor, cuando los respectivos acreedores no hubieren votado a favor del convenio.

Artículo 197. Podrá impugnarse el convenio únicamente dentro del plazo de 5 días contado, para todos los interesados, desde la notificación a que se refiere el artículo 195.


Las impugnaciones que se presenten fuera de este plazo serán rechazadas de plano.


Deducida una impugnación al convenio judicial preventivo, el síndico informante, o experto facilitador en el caso del artículo 177 ter, tendrá la calidad de interventor con las funciones establecidas en el artículo 207 de la presente ley, hasta que se encuentre ejecutoriada la resolución que lo tenga por aprobado o desechado. El experto facilitador en este caso quedará sujeto a la fiscalización de la Superintendencia de Quiebras, en los mismos términos que los síndicos.


Artículo 198. Las impugnaciones al convenio se tramitarán como un solo incidente entre el deudor y el acreedor o acreedores que las hayan formulado, o las personas referidas en el inciso final del artículo 196. Cualquier acreedor podrá intervenir como tercero coadyuvante. La resolución que recaiga en el incidente se notificará a las partes por aviso. 


Artículo 199. El convenio entrará a regir desde que se encuentre vencido el plazo para impugnarlo sin que se hayan interpuesto impugnaciones en su contra. En este caso se entenderá aprobado y el tribunal lo declarará así de oficio o a petición de cualquier interesado.


Si el convenio ha sido impugnado, entrará a regir desde que cause ejecutoria la resolución que deseche la o las impugnaciones y lo declare aprobado.


El recurso de casación deducido en contra de la sentencia de primera o segunda instancia que desecha la o las impugnaciones, no suspende el cumplimiento del fallo, incluso si la parte vencida solicita se otorgue fianza de resultas por la parte vencedora.


Las resoluciones que se refieren los incisos anteriores de este artículo se notificarán por aviso y en contra de ellas no procederá recurso alguno.


Sin perjuicio de lo anterior, el convenio judicial preventivo entrará a regir, en todo caso, no obstante las impugnaciones que se hubieren interpuesto en su contra, si éstas no contaren con la adhesión de acreedores que representen a lo menos el 30% del pasivo con derecho a voto determinado en conformidad al artículo 179. En este caso, los actos y contratos ejecutados o celebrados por el deudor en el tiempo que medie entre el acuerdo y la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que acoja las impugnaciones, no podrán dejarse sin efecto, salvo lo dispuesto en el artículo 2468 del Código Civil.


Si el convenio resultare desechado por resolución firme, las obligaciones y derechos existentes entre el deudor y sus acreedores con anterioridad a los acuerdos que han sido objeto del convenio se regirán por sus respectivas convenciones.

5. De los efectos del convenio

Artículo 200.- El convenio obliga al deudor y a todos sus acreedores, hayan o no concurrido a la junta que lo acuerde, por los créditos anteriores a la fecha de las siguientes resoluciones:


a) La que ordena citar a junta para la designación del experto facilitador, en el caso del artículo 177 ter;


b) La que recae en las proposiciones de convenio, en el caso de los demás convenios judiciales preventivos, y 


c) La que declare la quiebra, si el convenio es simplemente judicial.


No obstante lo anterior, el convenio no obliga a los acreedores señalados en el inciso primero del artículo 191 por sus créditos respecto de los cuales se hubieren abstenido de votar.


Artículo 201. Aprobado el convenio simplemente judicial, cesará el estado de quiebra y se le devolverán al deudor sus bienes y documentos, sin perjuicio de las restricciones establecidas en el convenio mismo.


Sin embargo, si para el procedimiento de calificación fueren necesarios los libros del fallido, estos quedarán en poder del tribunal encargado de ella.


Se cancelarán también las inscripciones de la declaración de quiebra que se hubieren practicado en la oficina del Conservador de Bienes Raíces.


El síndico presentará su cuenta conforme con el párrafo 4 del Título III de esta ley.


No obstante la aprobación del convenio, el fallido quedará sujeto a todas las inhabilidades que produce la quiebra mientras no obtenga su rehabilitación con arreglo a las prescripciones de esta ley.


La aprobación del convenio no impide que continúe el procedimiento de calificación de la quiebra


Artículo 202. Todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones sujetas al convenio y los terceros, que paguen esas obligaciones sin la oposición del deudor, podrán ejercer los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan, solamente sobre lo que toque al acreedor en el convenio. Si el acreedor ha sido pagado sólo de parte de lo que le corresponda conforme al convenio, podrá ejercer sus derechos relativamente a lo que se le quede debiendo, con preferencia a las personas precedentemente mencionadas. La ampliación del plazo de las deudas, acordada en el convenio, no pone fin a la responsabilidad de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, o de los avalistas del deudor sujeto al convenio ni extingue las prendas o hipotecas constituidas sobre bienes de terceros.


Si el acreedor votó en favor del convenio, los efectos serán los siguientes según los casos:


a) No podrá cobrar su crédito a los fiadores o codeudores, solidarios o subsidiarios, ni a los avalistas sino que en los mismos términos en que puede cobrar al deudor en virtud del convenio;


b) El tercer poseedor de la finca hipotecada y el propietario del bien empeñado podrán liberar la garantía pagando la deuda en los mismos términos que los estipulados en el convenio celebrado por el deudor garantizado;


c) La novación o dación en pago extingue la deuda respecto de los fiadores, codeudores y avalistas antes mencionados, hasta concurrencia de la porción del crédito sometido a convenio que se dio por extinguida mediante ellas;


d) Los terceros poseedores o propietarios de los bienes hipotecados o pignorados pueden liberar la garantía, pagando la cantidad que corresponda considerando la porción de la deuda que ha sido extinguida mediante la novación o dación en pago.


Si el acreedor no votó a favor del convenio, conserva sus derechos sin alteraciones tanto respecto de los bienes gravados con garantías reales cuanto respecto de los fiadores. Sin embargo, si los créditos se dieron por extinguidos mediante novación o dación en pago, la obligación de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas del deudor sujeto al convenio se extinguen en el monto de lo que al acreedor efectivamente toque con motivo de dichas novación o dación en pago.

Artículo 203. Los acreedores de una sociedad colectiva o en comandita que se encuentre en quiebra podrán celebrar convenio con uno o más de los socios solidarios, si se unen con los acreedores directos de éstos.


Este convenio desliga de la solidaridad al socio que lo obtiene y extingue la deuda social respecto de los demás socios hasta concurrencia de la cuota que dicho socio debiera pagar.


El activo social quedará sujeto al régimen de la liquidación de la quiebra, y los bienes privativos del socio con quien se hubiere celebrado el convenio serán aplicados al cumplimiento de éste.


Artículo 204. No obstante la aprobación del convenio simplemente judicial, el tribunal que declaró la quiebra seguirá conociendo de todos los procesos agregados en conformidad a lo dispuesto en el artículo 70.


Artículo 205. Los acreedores cuyos créditos sean anteriores a la fecha de la resolución recaída en la presentación de las proposiciones, pero que no los hubieren verificado oportunamente, podrán demandar que se cumpla el convenio a su favor, mientras no se encuentren prescritas las acciones que de él resulten, mediante un procedimiento incidental que se seguirá con el deudor, ante el tribunal que conoció del convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste. En este procedimiento podrá actuar como parte cualquiera de los acreedores del convenio.


Cuando el convenio verse sobre ampliación de plazo, éste empezará a correr para todos desde que entre a regir el convenio, cualesquiera que sean los vencimientos particulares de los créditos.


Artículo 206. El convenio podrá estipular el nombramiento de un interventor, que podrá o no ser síndico de la nómina, y tendrá las atribuciones y deberes que el mismo le señale. Su remuneración será fijada en la forma que determine el convenio.


El interventor sólo podrá ser revocado con el voto de uno o más de los acreedores que representen más del 50 % del total del pasivo con derecho a voto, con el acuerdo del deudor, y sin este acuerdo con el voto de uno o más de los acreedores que representen a lo menos los dos tercios del pasivo con derecho a voto.


Sin perjuicio de lo anterior, en el convenio se podrá designar una comisión de acreedores con las atribuciones y deberes que le señale.


Todas estas personas responderán de la culpa leve. Sólo los síndicos de la nómina estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia.


Artículo 207. Las atribuciones y deberes del interventor serán las siguientes, a menos que se acuerde otra cosa:


1. Imponerse de los libros, documentos y operaciones del deudor;


2. Llevar cuenta de las entradas y gastos de los negocios del deudor;


3. Visar, en su caso, los pagos a los acreedores;


4. Cuidar de que el deudor no retire para sus gastos personales y los de su familia otras sumas que las autorizadas en el convenio;


5. Rendir trimestralmente la cuenta de su actuación y la de los negocios del deudor, y presentar las observaciones que le merezca la administración de este último. Esta cuenta será enviada por correo a cada uno de los acreedores;


6. Pedir al tribunal ante el cual se tramitó el convenio que cite a junta de acreedores, siempre que lo crea conveniente o cuando se lo pida alguno de ellos para tratar asuntos de interés común. Todos los acuerdos de la junta deberán ser adoptados por la mayoría del pasivo del convenio, con derecho a voto.


7. Impetrar las medidas precautorias que sean necesarias para resguardar los intereses de los acreedores, sin perjuicio de los acuerdos que éstos puedan adoptar. Estas solicitudes se tramitarán como incidente, y 


8. Representar judicial y extrajudicialmente a los acreedores para llevar a efecto los acuerdos que tomen en forma legal. 


Artículo 208. Si se hubiere agravado el mal estado de los negocios del deudor en forma que haga temer un perjuicio para los acreedores, podrá éste ser sometido a una intervención más estricta que la pactada, o ser sometido a una intervención si ésta no se hubiere estipulado, o bien declararse incumplido el convenio, a solicitud de acreedores que representen la mayoría absoluta del pasivo del convenio, con derecho a voto.


La solicitud dirigida a obtener una intervención o que ésta sea más estricta se tramitará como incidente.


Conocerá de las acciones que se ejerciten en conformidad al N° 7 del artículo anterior y al inciso precedente, el tribunal ante el cual se tramitó el convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.
6. Del rechazo del convenio

Artículo 209. Rechazadas las proposiciones de cualquier clase de convenio por no haber obtenido la mayoría necesaria para su aprobación, o desechado por cualquiera de las causales señaladas en el artículo 196, podrá el fallido reiterarlas cuantas veces lo estime necesario, pero no se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 188.


Cuando el convenio judicial preventivo haya sido rechazado o desechado en cualquiera de los casos contemplados en el inciso anterior, el tribunal declarará necesariamente la quiebra del deudor, de oficio y sin más trámite.


La junta que rechace las proposiciones de convenio judicial preventivo deberá señalar los nombres de un síndico titular y uno suplente, a quienes el tribunal deberá designar con el carácter de definitivos. No podrán ser nombrados para tales cargos quienes lo hayan sido en conformidad al número 1 del artículo 174.


En caso de que se deseche el convenio judicial preventivo, el tribunal deberá proceder a designar los síndicos en conformidad a lo previsto en el artículo 42, sin que pueda nombrar en dichos cargos a quienes hayan sido designados según lo previsto en el número 1 del artículo 174.

7. De la nulidad e incumplimiento del convenio


Artículo 210. No se admitirán otras acciones de nulidad del convenio que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y que hubiesen sido descubiertas después de haber vencido el plazo para impugnar el convenio.


La nulidad del convenio extingue de derecho las cauciones que lo garantizan.


Las acciones de nulidad prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha en que entró a regir el convenio. 


Artículo 211. El convenio podrá declararse incumplido a solicitud de cualquiera de los acreedores, por inobservancia de sus estipulaciones. Podrá también declararse incumplido en el caso a que se refiere el artículo 208.


Las acciones de incumplimiento del convenio prescribirán en seis meses, contados desde que hayan podido entablarse.


Artículo 212. La declaración de incumplimiento dejará sin efecto el convenio, pero no extinguirá las cauciones que hubieren garantizado su ejecución total o parcial.


Las personas obligadas por las cauciones señaladas en el inciso anterior y los terceros poseedores de los bienes gravados con las mismas, según sea el caso, serán oídos en el juicio de declaración de incumplimiento y podrán impedir la continuación de éste, pagando los dividendos pendientes dentro de tres días, contados desde la citación.


Las cantidades pagadas por el deudor antes de la declaración de incumplimiento y las que produzca la realización del activo de la quiebra, servirán de abono a la deuda en caso de que la caución se extienda a toda la suma estipulada; pero si comprende únicamente una parte de ella, sólo les servirá de descargo lo que reste después de cubierta la cuota no caucionada. 


Artículo 213. La nulidad y la declaración de incumplimiento del convenio se sujetarán al procedimiento del juicio sumario y será competente para conocer de ellas el tribunal que tramitó el convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.

La sentencia que acoja las demandas de nulidad o de declaración de incumplimiento, será apelable en ambos efectos, pero el deudor quedará de inmediato sujeto a intervención por un síndico que tendrá las facultades del interventor del artículo 294 del Código de Procedimiento Civil y las previstas en el artículo 177 bis.


Ni la declaración de nulidad ni la de incumplimiento tienen efecto retroactivo.

Artículo 214. Una vez firme la resolución que declare la nulidad o la declaración de incumplimiento, el tribunal de primera instancia declarará la quiebra del deudor de oficio y sin más trámite. Si dicha nulidad es declarada por un tribunal arbitral, éste remitirá los autos al Juez de Letras competente para declarar la quiebra.

Artículo 215. En la demanda de nulidad o de declaración de incumplimiento del convenio, el demandante señalará el nombre del síndico titular y el del síndico suplente, y sólo a éstos el tribunal deberá designar en la sentencia que dé lugar a la demanda y declare la quiebra. Estas designaciones no podrán recaer en quienes hubieren ejercido el cargo a que se refiere el número 1 del artículo 174. 


Si se interpusiere más de una demanda de nulidad o de declaración de incumplimiento del convenio, el juez designará al síndico señalado en una de las demandas que se acojan.


Artículo 216.- Constituye segunda quiebra tanto la que se declara con motivo de pronunciarse la nulidad o el incumplimiento de un convenio cuanto la que se declara por cualquier otra causa mientras esté vigente un convenio.


Los actos o contratos del deudor, ejecutados o celebrados en el tiempo que medie entre la fecha de la resolución recaída sobre las proposiciones de un  convenio o sobre la solicitud de designación de un experto facilitador que le dio origen, según sea el caso y la declaración de la segunda quiebra, se regirán por las reglas de los Párrafos 2º, 3º y 4º del Título VI de esta ley.

Artículo 217. La segunda quiebra reintegra a los acreedores anteriores en todos sus derechos respecto del fallido.


Los acreedores antiguos concurrirán con los nuevos en las distribuciones del activo de la quiebra por el monto íntegro de sus créditos, siempre que no hubieren recibido parte alguna de la estipulada en el convenio; en el caso contrario, sólo podrán concurrir con los nuevos acreedores por la parte del capital de sus primitivos créditos que corresponda a la porción no pagada de la suma convenida. En todo caso, tanto los créditos de los acreedores antiguos, en lo que corresponda, como los de los nuevos, deberán ser verificados en la segunda quiebra, salvo aquéllos que la ley expresamente exceptúa de este trámite. 

Artículo Transitorio.-
La presente ley comenzará a regir después de sesenta días de su publicación en el Diario Oficial.".

- - - - - -

- - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 12 y 19 de abril, y 10 y 17 de mayo, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Honorables Senadores señor Marco Cariola Barroilhet (Sergio Fernández Fernández), señor Jaime Gaz66muri Mujica, señor Jaime Orpis Bouchon y señor Jorge Pizarro Soto. 


Sala de la Comisión, a 7 de junio de 2005.



(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ



        Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE SUSPENDE REEMPLAZO DE INSCRIPCIONES EN REGISTRO PESQUERO ARTESANAL

(3886-03)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional e iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República.


A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa de ley asistieron, además de sus integrantes, el Subsecretario de Pesca, señor Felipe Sandoval y sus asesoras señoras Alicia Baltierra y Edith Saa.

I. OBJETIVO


Suspender la aplicación del mecanismo de reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal que autorizó la ley Nº 19.849 y sus solicitudes de tramitación, en tanto no se regulen los requisitos y exigencias para la práctica de ese mecanismo.

II. CUESTIÓN PREVIA


Esta Comisión, de conformidad con el inciso primero del artículo 127 del Reglamento de la Corporación, solicita que la iniciativa en informe sea discutida en general y particular a la vez.


III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. Ley General de Pesca y Acuicultura.


2. Ley Nº 19.849.


3. Ley Nº 19.922.

3.2. De hecho


En sesión de Sala de 7 de junio de 2005, se declaró inadmisible, por versar sobre materias cuya iniciativa corresponde a S.E el Presidente de la República, un proyecto de ley iniciado en moción del Honorable Senador señor Jorge Arancibia que proponía suspender el derecho al reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal y la tramitación de las correspondientes solicitudes, en tanto no se establezcan las normas que regulen el mecanismo de reemplazo.


El mensaje que acompaña a esta proposición recuerda que la ley Nº 19.849 incorporó a la Ley General de Pesca y Acuicultura un artículo 50 A, que permite el reemplazo de la inscripción artesanal en pesquerías con acceso cerrado.


Agrega que el mecanismo de reemplazo, fuera de ser beneficioso  para los pescadores artesanales, requiere el previo cumplimiento de determinadas exigencias con el fin de garantizar que los reemplazantes sean efectivamente pescadores artesanales.


Enseguida, hace presente que en el proyecto de ley sobre modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura (la denominada “Ley Larga”) se consignan las normas que regulan esta materia.


Ahora bien, la ley Nº 19.922 suspendió el mecanismo de reemplazo por el plazo de dieciocho meses, en espera de que se dictaran las disposiciones que garanticen la continuidad de la  actividad artesanal por personas de ese mismo oficio. Dicho plazo vence el día 23 de junio del presente año.


Previene enseguida el mensaje que dada la demora que ha experimentado la tramitación del proyecto de “Ley Larga”, que contiene precisamente la normativa sobre las inscripciones del reemplazo y sus correspondientes solicitudes de tramitación en el Registro Pesquero Artesanal, y considerando la inminencia del vencimiento del plazo de suspensión establecido por la ley Nº 19.922, ya señalado, se estima imprescindible prorrogar nuevamente la vigencia del artículo 50 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura introducido por la ley Nº 19.849; pero, a diferencia de la ley Nº 19.922, que optó por un plazo fijo, propone establecer que el artículo 50 A entre en vigencia al mismo tiempo que la ley que fije las exigencias para la aplicación del reemplazo, esto es, la “Ley Larga”.

IV. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


La iniciativa en informe está estructurada con un artículo único de un solo inciso, de idéntico contenido al de la moción del Honorable Senador señor Arancibia, mediante el cual se suspende la vigencia del artículo 50 A de la Ley General de Pesca hasta que entre en vigor la ley que establecerá los requisitos y exigencias para proceder al reemplazo; y suspende, también, la tramitación de las solicitudes de reemplazo presentadas entre la fecha de publicación de la ley Nº 19.849 y la de esta ley.  

V. DISCUSIÓN Y ACUERDOS


Atendidos los fundamentos precedentes, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión aprobó el proyecto en informe, en los mismos términos del texto propuesto por S.E el Presidente de la República, sin enmiendas.


Concurrieron al acuerdo precedente los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Martínez y Ruiz de Giorgio.

- - -


Con el mérito de la relación precedente, esta Comisión somete a la consideración de la Sala el siguiente:


PROYECTO DE LEY


"Artículo único.- Suspéndese la vigencia del artículo 50 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que establece la institución del reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, hasta que entre en vigencia la ley que establezca los requisitos para proceder al reemplazo. Suspéndese, asimismo, la tramitación de las solicitudes de reemplazo presentadas entre la fecha de publicación de la Ley N° 19.849 y la de esta ley.".

- - -


Acordado en sesión de hoy, 8 de junio de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Avila (Presidente), Arancibia, Martínez y Ruiz de Giorgio.


Sala de la Comisión, a 8 de junio de 2005.





(Fdo.): MARIO TAPIA GUERRERO





 Secretario de la Comisión
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY CON EL OBJETO DE INDEMNIZAR A FAMILIARES DE VICTIMAS DE TRAGEDIA DE ANTUCO

(S 803-12)

Honorable Senado:

La tragedia de Antuco del 18 de mayo pasado, con 44 soldados muertos, más 1 sargento segundo, con todavía dos soldados desaparecidos (Silverio Avendaño Huilipán y Milton González Castillo), ha generado gran impacto. Un ejercicio militar en que cinco compañías del batallón de infantería del Regimiento Reforzado Nº 17 de Los Ángeles, debían marchar más de 25 kilómetros entre los refugios Los Barros y La Cortina.

Un rutinario ejercicio militar terminó convertido en una tragedia: militares muertos por congelamiento, en medio de una marcha “que nunca debió haberse hecho”, como dijo el comandante en jefe, Juan Emilio Cheyre. Hubo una serie de desafortunadas determinaciones.

No obstante, el 24 de mayo a pesar de lo sufrido, los mismos jóvenes mostraron la otra cara: su motivación y lealtad, con el retorno de los 336 a su regimiento en los Ángeles. Faltaron 9 en la mañana, pero por la tarde se presentaron en la unidad. Emocionados, aún con temor, pero la mayoría dispuestos a continuar su instrucción militar volvieron los jóvenes que se salvaron de la tragedia.

En estos momentos, equipos de la Armada, carabineros e Investigaciones junto a efectivos del Ejército siguen ayudando en la tarea de búsqueda de los dos cuerpos que faltan, que se ha facilitado con la utilización de un radar, trasladado desde el Centro de Investigaciones de Valdivia.

Dos investigaciones se realizan paralelamente para aclarar los hechos: una a cargo de la fiscalía militar y otra un sumario interno. Ambas buscan determinar las responsabilidades y aclarar cómo fue posible que ocurriera una tragedia que se ha transformado en el mayor desastre del ejército en tiempos de paz.

Además, deben sumarse las acciones legales que tomarían familiares de las víctimas.

En tanto, el Comandante en Jefe del Ejército, Juan Emilio Cheyre, anunció una serie de beneficios para los familiares de las víctimas de la tragedia de Antuco.

Éstos consisten en un seguro de vida de tres millones 148 mil 835 pesos, una indemnización de dos millones 890 mil 912 pesos, y un sueldo o pensión de montepío equivalente al grado 14 de sargento segundo de 257 mil 657 pesos reajustable según leyes de pensiones.

proyecto de reparación para familiares de víctimas 

de la tragedia de Antuco

El objeto del proyecto de acuerdo es solicitar al Presidente de la República un proyecto de ley para beneficiar a los familiares de los militares muertos y desaparecidos en la tragedia de Antuco.

El proyecto tiene como fundamento los beneficios concedidos a los deudos del personal de la Armada de Chile fallecido en el naufragio del R.A.M. Janequeo, en agosto de 1965, donde fallecieron más de 50 oficiales, suboficiales y marineros que realizaban maniobras para auxiliar al patrullero Leucotón varado en caleta Lliuco, en la bahía San Pedro, al sur de Corral. En dicha oportunidad se otorgó, entre otras cosas, un subsidio mensual no inferior a un sueldo vital, durante tres meses, para los beneficiarios del personal desaparecido o fallecido.

Por ley Nº 19.397, de 27 de diciembre de 1965, se concedió beneficios especiales para el personal fallecido o desaparecido a consecuencias del naufragio del remolcador “Janequeo”, o en las faenas de rescate y auxilio cumplidas con ocasión del siniestro. Dichos beneficios consistieron, en lo sustancial, en lo siguiente:

a) Se declaró presuntivamente muertas con fecha 15 de agosto de 1965 en la Bahía San Pedro, a las personas consignadas como desaparecidas en un Decreto Supremo que se facultó dictar al Presidente de la República;

b) Se otorgó a los tribunales facultades especiales para conceder las respectivas posesiones efectivas;

c) Se declaró que el señalado personal había fallecido a consecuencia de accidente en acto determinado de servicio;

d) Se concedió un subsidio mensual no inferior a un sueldo vital, durante tres meses, para los beneficiarios de montepío del personal fallecido o desaparecido;

e) Se otorgó el grado de Suboficial Mayor al marinero Mario Fuentealba Recabarren y al Cabo Leopoldo Odger Flores;

f) Se estableció que al señalado personal que a la fecha de su muerte o desaparecimiento le hubiere faltado menos de un año para el goce del beneficio de sueldo de grados superiores o del beneficio de quinquenios, se daba por cumplido ese tiempo para efectos de la liquidación del respectivo montepío;

g) Se dispuso que, dentro del año siguiente, la Corporación de la Vivienda (CORVI) transferiría preferentemente y a título gratuito a la viuda de este personal, una vivienda adecuada al grupo familiar del causante y en el lugar que determinara la beneficiaria (este mismo derecho correspondió a los hijos beneficiarios de montepío a los que, si provenían de distintas madres, se concedería una vivienda a cada grupo. A falta de viudo e hijos el beneficio correspondía a los ascendientes que vivían a expensas del fallecido o desaparecido. Incluso en un caso correspondió a una hermana);

h) Se condonó los saldos de deudas del personal fallecido o desaparecido con CAPREDENA, otros organismos previsionales, Corporación de la Vivienda, Asociaciones de Ahorro y Préstamo y Departamento de Bienestar Social de la Armada;

i) Se condonó asimismo las deudas o saldos de deudas fiscales por anticipos, armamento, ropas u otras.

Por Decreto Ley Nº 918, de 22 de marzo de 1975 se amplió los beneficios otorgados con anterioridad, concediéndose, por gracia, un abono de diez años al personal de la Armada fallecido a consecuencias del naufragio del RAM “Janequeo”, o en las tareas de rescate y auxilio cumplidas con ocasión de este siniestro (similar beneficio había sido otorgado en 1953, por ley Nº 11.290 a los asignatarios de montepío de los fallecidos en los naufragios del Buque Escuela “Lautaro” y de los transportes “Angamos y Abtao”, y extendido por ley Nº 14.614 a los asignatarios de montepío de los fallecidos en el naufragio del RAM “Contramaestre Brito”).

En base a los antecedentes precedentes someto a consideración del 

H. Senado el siguiente

Proyecto de Acuerdo

Solicitar al Presidente de la República el envío de un proyecto de ley con el objeto de indemnizar a los familiares de las víctimas de la tragedia de Antuco en términos similares a los precedentemente señalados.
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